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* social

A través de esta colección se ofrece un canal de difusión 
para las investigaciones que se elaboran al interior 
de las universidades e instituciones públicas del país, 
partiendo de la convicción de que dicho quehacer 
intelectual sólo está completo y tiene razón de ser 
cuando se comparten sus resultados con la comunidad. 
El conocimiento como fin último no tiene sentido, su 
razón es hacer mejor la vida de las comunidades y del 
país en general, contribuyendo a que haya un inter­
cambio de ideas que ayude a construir una sociedad 
informada y madura, mediante la discusión de las ideas 
en la que tengan cabida todos los ciudadanos, es decir, 
utilizando los espacios públicos.

Con la colección Pública Social se busca darle 
visibilidad a trabajos elaborados en torno a las proble­
máticas sociales para ponerlos en la palestra de la 
discusión.
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Desarrollo social y políticas públicas

Juan Manuel Corona Alcántar"

Trata a la humanidad, ya sea en tu propia persona, 
o en la de cualquier otra, como un fin, nunca sólo como un medio.

IKant

El propósito del desarrollo dehe ser el enriquecimiento 
de las vidas humanas, no el enriquecimiento de la economía.

Amartya Sen

Introducción

En las últimas décadas el tema del desarrollo social ha vuelto a la agen­
da de la investigación y las políticas públicas, despertando un intenso 
debate teórico y empírico en torno a su significado y al alcance de las 
políticas y mecanismos con los que se le busca impulsar. No es la pri­
mera vez que el tema adquiere tal relevancia, pero, a diferencia de lo 
que ocurrió durante el período de la segunda posguerra — en el que

Profesor-Investigador de tiempo completo en el Departamento de Producción 
Económica de la Universidad Autónoma Metropolitana-Unidad Xochimilco; profesor del 
Posgrado en Economía, Gestión y Políticas de Innovación.
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la discusión se centró principalmente en los factores económicos del 
crecimiento— , esta vez el debate se ha expandido más allá de las preo­
cupaciones estrictamente económicas, incorporando dimensiones del 
desarrollo que habían sido ignoradas o que habían sido consideras sólo 
marginalmente.

La concepción de desarrollo social que se ha venido construyen­
do en los últimos años se apoya en una mayor comprensión no sólo 
de la diversidad y complejidad de las necesidades de los seres hu ­
manos y de las sociedades que éstos construyen, sino tam bién de la 
intrincada red de interacciones que m antienen con el entorno am­
biental, y en una visión de futuro que refleja la evolución del psi- 
quismo hum ano y el tipo de personas y sociedades que deseamos 
construir. El desarrollo social tiene bases sociales y biológicas im por­
tantes que se entrecruzan y que reflejan las aspiraciones y los valores 
hum anos fundamentales.

Anis A. Dani y Arjan de Haan escribieron no hace mucho que la 
historia del desarrollo social es tan antigua y vasta como la historia de 
la humanidad. Lo que distingue al Homo sapiens de otros organismos 
vivientes — nos dicen— es la conciencia de sí mismos, la cual les ha 
permitido evolucionar no sólo por medio de la selección natural, sino 
también a través de un proceso de selección social que con el paso del 
tiempo ha dado lugar al desarrollo de formas más eficientes y acepta­
bles de ordenar y reorganizar su vida.

La selección social ha perm itido a los seres hum anos acumular 
conocimiento convirtiéndolos en productores más eficientes e in­
novadores; la transferencia de conocimientos a través del tiem po y 
del espacio ha asegurado su reproducción y el eventual dominio del 
planeta; las instituciones que ha creado, con reglas predecibles, han 
hecho factible el gobierno de sus vidas en sociedad; el ejercicio de 
la elección les ha perm itido explorar nuevas ideas, nuevos lugares y 
nuevas formas de convivencia social; el reordenamiento de las rela­
ciones sociales entre individuos y grupos de individuos constituye el 
centro de las sociedades humanas. Al hacer todo esto, las socieda­
des humanas continuam ente generan el proceso de desarrollo social 
(Dani, A., y Haan, 2008).
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1. El concepto de desarrollo

Como señaló correctamente Adam Schaff (1960), el concepto de 
desarrollo es tan amplio y ambiguo que, sin una delimitación de su 
significado, de su alcance y del contexto en el que se le usa, es fácil per­
derse en el laberinto de la especulación.

El concepto de desarrollo se usa comúnmente para referirse al 
estado o condición estática en el que se encuentra un fenómeno u 
organismo, pero también como un proceso que refleja su cambio di­
námico. Así, por ejemplo, los biólogos entienden el desarrollo como 
un proceso de cambios progresivos que implican una serie de altera­
ciones en el tamaño, la forma, la estructura y la función de la vida de 
los organismos. Este proceso de desarrollo es el medio por el cual su 
potencial genético se despliega redefiniendo en distintas fases el fun­
cionamiento de los organismos, conduciéndolos a su estado de plena 
madurez como organismos plenamente desarrollados. El desarrollo 
en este sentido implica cambios cuantitativos y cualitativos. Los cam­
bios cuantitativos generalmente toman la forma de un incremento de 
los elementos, relaciones y resultados del metabolismo de un sistema 
que permanece esencialmente inalterado. Por el contrario, los cambios 
cualitativos implican una alteración-transformación en la naturaleza 
del sistema mismo.

En el campo económico-social el término “desarrollo” también ha 
sido ampliamente utilizado, recurriendo a algunas derivaciones del 
término tales como “subdesarrollo”, “en desarrollo”, para referirse a 
países y regiones del mundo que se encuentran en alguna fase de su 
proceso de desarrollo, y que se caracterizan porque en ellos la mayoría 
de su población vive en un estado de pobreza o pobreza extrema, ello 
en contraste con un reducido grupo de países a los que se les llama 
“desarrollados” y que se les describe como industrializados, prósperos 
y ricos tomando como parámetro el nivel de ingreso per cápita. El uso 
de estas derivaciones ha hecho pensar que las sociedades transitan de 
manera natural desde estadios de desarrollo embrionario y subdesa­
rrollo, a fases de desarrollo medio (sociedades en vías de desarrollo), 
hasta llegar a un estado final de pleno desarrollo como sociedades
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desarrolladas maduras. Economistas como Marx, Colin Clark, Irvin 
Fisher y Rostow postularon ideas de este tipo ( l i rw a l l ,  2003), y la 
clasificación de países que hace el Banco Mundial también parece estar 
en esa línea; si los países diseñan e implementan las políticas adecua­
das transitarán hacia economías desarrolladas.

La ciencia económica consideró por mucho tiempo el desarrollo 
como un resultado inevitable del crecimiento económico, pero aunque 
el crecimiento y el desarrollo económico nunca fueron tratados como 
fenómenos idénticos sino como ‘primos cercanos” (Ros, 2004), el de­
sarrollo económico-social fue subsumido en los estudios y las teorías 
del crecimiento. La teoría del crecimiento se centró fundamentalmen­
te en la búsqueda y medición de las fuentes del crecimiento econó­
mico, en la determinación de las variables económicas y las relaciones 
causales entre ellas que podrían explicar el incremento en la producti­
vidad, la población, y el ingreso per cápita. La teoría del desarrollo, por 
su parte, puso énfasis en el entendimiento y la solución de los proble­
mas que enfrentaban las economías ‘en desarrollo’, sobre todo en las 
limitaciones y obstáculos que les impedían crecer y avanzar hacia su 
estado como economías desarrolladas (industrializadas y de consumo 
masivo) siguiendo los patrones de los países más ricos del mundo. En 
las últimas décadas, sin embargo, esta visión estrecha, única y determi­
nada por el crecimiento ha sido ampliamente cuestionada, dando lugar 
a lo que se le ha denominado la nueva teoría del desarrollo.

2. Desarrollo vs crecim iento

El desarrollo concebido como crecimiento económico es un enfo­
que que enfatiza la dimensión cuantitativa del desarrollo, básicamente 
significa más de lo mismo. Desde los años cincuenta y aún antes, los
economistas del desarrollo estaban convencidos de que era posible ha­
cer transitar las llamadas “economías en desarrollo” hacia estadios más 
avanzados, hacia economías desarrolladas. Para lograr la transición se 
propusieron grandes modelos y estrategias de desarrollo que involu­
craban transformaciones estructurales, en las que se otorgaba un papel
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central a la participación del gobierno en la planeación, programación y 
conducción del desarrollo. Varios de estos modelos, visionarios para su 
época, pusieron especial atención en el crecimiento de la producción, 
el incremento del ingreso per cápita, la acumulación de capital y la tasa 
de ahorro como factores centrales del proceso de industrialización. En 
esta perspectiva, el desarrollo económico significaba primordialmen­
te crecimiento acompañado de transformaciones estructurales en la 
composición de la producción y el empleo, así como en los patrones de 
especialización productiva. Estos cambios de orden cualitativo fueron 
referidos como “cambio estructural” por Kuznetz (Szirmai, 1995).

El enfoque “desarrollista” desde una perspectiva estrictamente eco­
nómica dominó la agenda de investigación y la política pública para el 
desarrollo hasta bien entrada la década de los setentas, sin embargo, 
desde principios de los años sesenta, varios estudiosos empezaron a cri­
ticar ampliamente la idea del desarrollo como crecimiento económico. 
Autores tales como Dudley Seer (1980), Gunnar Myrdal (1971), Paul 
Streeten (1972) y Chenery et al. (1974), por mencionar algunos, e ins­
tituciones tales como la Organización Internacional del Trabajo (oit, 
1976), señalaron que los países en desarrollo, que durante todo el pe­
riodo de la segunda post-guerra habían aumentado de manera impre­
sionante sus tasas de crecimiento, no habían experimentado mejoras 
significativas en las condiciones de vida de la población más pobre.

Algunos de estos críticos llegaron a la conclusión de que “el desa­
rrollo” tenía que ver con algo más que sólo crecimiento económico y 
transformaciones en las estructuras productivas. Seers, por ejemplo, 
estableció que había por lo menos tres ingredientes adicionales que se 
tendrían que considerar en el proceso de desarrollo de una sociedad: 
1. un decrecimiento de la pobreza y la desnutrición; 2. una declinación 
en la desigualdad del ingreso, y 3. una mejora en las condiciones del 
empleo (Seers, 1979). Otros fueron aún más lejos al señalar que limitar 
el concepto de desarrollo a las dimensiones económicas era una visión 
estrecha. Para estos críticos un país podría tener un desempeño extraor­
dinario en términos de crecimiento, pero aún así, hacerlo muy mal en lo 
referente a nutrición, salud y alfabetización de la población (Sen, 1999). 
Crecer rápidamente, denunció Easterlin (1972) no necesariamente
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hace que las personas sean más felices y estén más satisfechas con sus 
condiciones de vida, y Mishan (1967) hizo la observación de que los 
costos ambientales derivados del crecimiento no estaban contempla­
dos en la noción de desarrollo.

En 1974, Gunnar Myrdal publicó el artículo “W hat is Develop- 
m ent” (“¿Qué es el Desarrollo?”), un documento que sintetiza su visión 
sobre el significado del desarrollo. Ahí defendió la idea de que el “desa­
rrollo” debe entenderse como un “movimiento ascendente’de todo el sis­
tema social, el cual debería incluir no sólo los factores económicos, sino 
también todos los factores no económicos tales como: las variedades 
de consumo que realizan los grupos humanos, el consumo colectivo, la 
educación, los servicios de salud en todos los niveles, la distribución del 
poder en la sociedad; la estratificación económica, política y social, las 
instituciones y actitudes. A todo esto debería agregarse aquel conjunto 
de factores exógenos que induce medidas de política implementadas 
con el fin de cambiar uno o varios de los factores endógenos.

Según Myrdal, la dinámica del sistema estaría determinado por el 
hecho de que entre todas las condiciones endógenas y exógenas exis­
te una causación circular, implicando que si una de ellas cambia las 
otras deberán hacerlo también, mientras que los cambios secundarios 
a su vez deberían producir nuevos cambios sobre los primeros, etc. Las 
condiciones y sus cambios — señaló— son completamente interde­
pendientes. Pero en su opinión estos cambios no conducirían nece­
sariamente al sistema en una sola dirección, el sistema social podría 
permanecer estancado, moverse en sentido descendente (degradación 
del sistema), o ascendente (superior), en cuyo caso estaríamos ante un 
sistema social que se desarrolla según su definición.

La crítica al fetichismo del crecimiento económico como desarro­
llo condujo a la formulación de los llamados indicadores sociales, que 
posteriormente serían utilizados por el Banco Mundial en sus infor­
mes sobre el desarrollo: expectativas de vida al nacer, nivel de alfabe­
tización, niveles de educación, mortalidad infantil, disponibilidad de 
teléfonos per cápita, camas de hospital por cada mil habitantes, núm e­
ro de doctores per cápita, acceso a calorías, acceso a vivienda digna, 
condiciones sanitarias, etcétera.
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No obstante la creciente ola de críticas a la idea de desarrollo como 
crecimiento, todavía varios especialistas, particularmente en países en 
desarrollo, siguen defendiendo la idea de que si bien el crecimiento 
económico no es igual a desarrollo, si es una condición fundamental, 
un prerrequisito. Otros, en cambio, han insistido en que no hay creci­
miento sin un desarrollo social y humano.

3. El desarrollo social y  hum ano

Una de las contribuciones más significativas al entendimiento del de­
sarrollo fue proporcionada por el filósofo, antropólogo y planificador 
social Denis Goulet (1931-2006), quién desde 1960 ya había escrito 
sobre el significado del “desarrollo”. En su escrito “Por una ética m o­
derna del desarrollo”, que constituye todo un manifiesto sobre una 
ética práctica para el desarrollo, la cual según el autor debería trascen­
der la ruptura entre la normativa utópica de la teoría política (que no 
estaba basada en la vida real) y la teoría predictiva que no tenía interés 
en la ética. Según Goulet la ética del desarrollo debería tener en cuenta 
el desarrollo completo de las personas y no hacer una mezcla de los 
conceptos de bienes y b ien , o tener y ser .

Goulet tam bién otorgó un rol equilibrado a la responsabilidad 
que distintos actores podían jugar en el desarrollo, cada “gobierno”, 
los inversionistas privados, “los propietarios y los sindicatos” debe­
rían estar involucrados en el desarrollo de todo un país y de todos 
los países.

El desarrollo — escribió Goulet— son aquellos cambios que per­
miten a los seres humanos, sea como personas individuales, o como 
integrantes de grupos y sociedades, moverse de una condición de vida 
a otra, la cual debería ser más hum ana en alguna forma significativa 
(Des, 2008). ¿Pero que debe entenderse por un desarrollo que pueda 
ser considero humano? Ésta sería la pregunta que definiría su agenda 
de investigación formulada en su libro ! e  cruel choice: a new concept 
in the theory of development (La elección cruel: un nuevo concepto en 
la teoría del desarrollo, 1971).
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El desarrollo humano, declaró Goulet, es algo más que una combi­
nación sistemática de burocracia moderna, tecnología eficiente y eco­
nomía productiva. “Las metas últimas del desarrollo deberían ser la de 
la existencia misma: proporcionar a todo ser humano la oportunidad 
de llegar a tener vidas humanas plenas, basado en el respeto a toda for­
ma de vida y el bienestar de todos los seres hum anos” (Des, ídem).

Goulet (1975) concluyó que “cada persona y cada sociedad desean 
ser tratadas por otros como seres valiosos, por su propio bien y en sus 
propios términos, sin ninguna consideración de su utilidad o atracti- 
vidad para otros”. Señaló también que “Cada sociedad debe sentir que 
sus valores son dignos de respeto si quiere embarcarse en un futuro 
incierto, con la seguridad de su propia capacidad para controlar ese fu­
turo” (1971, p. 49). Goulet resumió su concepto de desarrollo en tres 
componentes básicos: 1. La auto-subsistencia: ningún país podía con­
siderarse plenamente desarrollado si no contaba con la capacidad para 
proveer a todos sus habitantes de necesidades básicas: alimentación, 
vestido y educación elemental. 2. La auto-estima o el sentimiento de 
independencia y auto-respeto. Ningún país, observó Goulet, podría ser 
considerado como desarrollado si persiste como una nación coloniza­
da o sometida por otras naciones, y si no tiene el poder para establecer 
relaciones en términos de igualdad y respeto. 3. La libertad, entendida 
como la liberación de lo que Goulet llamó las tres maldiciones de la 
humanidad: el deseo imperioso por la posesión de bienes materiales; 
la ignorancia; y  la miseria (no sólo material, sino también espiritual). 
Ninguna persona puede considerarse plenamente en libertad — escri­
bió— si no es libre de elegir, si sigue aprisionada en los márgenes de 
la subsistencia y encadenada a la ignorancia y la superstición. En su 
visión los tres componentes básicos del desarrollo no podían ser vistos 
aisladamente, estaban íntimamente interrelacionados.

Sobre la base de la idea central de Emmanuel Kant que encabeza 
este documento y la noción de desarrollo de Denise Goulet, Amar- 
tya Sen ha contribuido de manera significativa a la teoría y la política 
del desarrollo. Los seres humanos, escribió Sen (2003), cumplen un 
papel dual en las sociedades. Por un lado son los beneficiarios y los 
jueces del progreso, por el otro, son directa o indirectamente el medio
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fundamental que realiza toda la producción. Esta doble función, señala 
correctamente Sen, ha sido un terreno propicio para que se siembre 
la confusión entre los que son “los medios” y los “fines” en el dise­
ño, formulación y planeación de la política económica. Una corriente 
importante de la teoría económica ha considerado la producción y la 
prosperidad como la esencia del progreso, tratando a las personas sólo 
como los medios (factores de la producción) a través de los cuales se 
hace posible ese progreso, y no como debería ser, es decir, tomar la 
vida de las personas como su preocupación más importante. La he­
gemonía de la corriente dominante ha propiciado que las sociedades 
vayan en dirección opuesta a lo que Kant había advertido (Idem, p. 41)

Amartya Sen ha sido uno de los principales constructores de una 
teoría del desarrollo mucho más abarcadora, que pone en el centro 
múltiples dimensiones relacionadas con el bienestar de los seres hum a­
nos. De acuerdo con Sen (1999), el desarrollo social debe entenderse 
como la creación de un entorno en el que los seres humanos pueden 
desplegar su potencial, no sólo biológico-genético, sino psicológico a 
fin de tener una vida productiva, creativa y social plena de acuerdo a 
sus intereses y necesidades. Sen (2000) otorga un papel central a la “li­
bertad” como parte esencial del desarrollo humano. “El desarrollo so­
cial puede entenderse como un proceso de expansión de las libertades 
reales que disfrutan los individuos”. Entre las “libertades” individuales 
más importantes que Sen identifica como condición del desarrollo hu­
mano están las siguientes: sociedades e individuos libres de ham bru­
nas y malnutrición; sociedades libres de la pobreza y con libre acceso a 
servicios de salud; sociedades libres de mortalidad infantil prematura 
y con derechos plenos a la educación, sociedades con capacidades para 
ejercer sus derechos civiles.

Varios especialistas e instituciones preocupados por los temas de 
desarrollo social y humano comparten en gran medida los postulados 
más importantes de Myrdal, Goulet y Sen. (Midgley, 1995; Cypher 
et al., 2008; l ir lw a ll ,  2003; World Bank, 2000, 2016). Midgley, por 
ejemplo ha tratado el tema de desarrollo social desde la perspectiva 
del bienestar social, definiéndolo como un proceso de prom oción del 
bienestar de las personas en conjunción con un proceso dinámico de
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desarrollo económico. En este sentido, el desarrollo social es un proce­
so dinámico que conduce al mejoramiento de las condiciones de vida 
de la población en diferentes ámbitos: salud, educación, nutrición, vi­
vienda, empleo, seguridad laboral, salarios y reducción de la pobreza, 
la vulnerabilidad y la desigualdad de cualquier orden.

Cipher et al., también llegaron a la conclusión de que “el desarrollo 
tiene que ver con la realización de los valores hum anos fundam enta­
les, y con la búsqueda de los mecanismos (políticas) que perm itan 
extender los frutos de estos valores a la mayoría de la población m un­
dial”. Una sociedad desarrollada nos dicen estos autores es aquélla en 
la que las personas que la integran están bien alimentadas y vestidas, 
con acceso a una vivienda digna, viviendo en un ambiente saludable, 
y con acceso a una gran variedad de bienes. Una sociedad que puede 
disfrutar del tiempo libre con acceso a servicios de entretenimiento, 
libre de violencia y discriminación, con altos niveles de tolerancia y 
equidad.

La adhesión del Banco Mundial a varios de los postulados aquí 
expuestos ha sido fundamental en el diseño e implementación de po ­
líticas públicas orientadas al desarrollo social y  humano. En el docu­
m ento “El desarrollo social, un panorama general”, el Banco Mundial 
(2000, 2016) señala que en la consecución del desarrollo social el 
esfuerzo debe centrarse en la necesidad de poner a las personas en 
primer lugar en los procesos de desarrollo; que la pobreza es incom ­
patible con la noción de desarrollo en la medida que impone restric­
ciones de ingreso a una parte sustancial de la población, lo que la sitúa 
en condiciones de vulnerabilidad, exclusión y falta de poder, expo­
niéndola también de manera creciente a situaciones de inseguridad, 
violencia y desastres naturales.

4. Políticas públicas para el desarrollo social

La dinámica de los fenómenos económicos, políticos y sociales está 
gobernada por ciertas regularidades, por ciertas constantes, pues no 
obstante las variedades y especificidades históricas y nacionales de
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estos fenómenos, pueden identificarse elementos que les son comu­
nes. En gran medida, uno de los objetivos principales de las ciencias 
sociales consiste en poner de manifiesto las regularidades, las especifi­
cidades, las propiedades y los elementos comunes que determinan su 
objeto de estudio.

Sin embargo, el éxito relativo que han tenido los científicos socia­
les en el entendimiento de los factores y relaciones que determinan el 
desenvolvimiento de los fenómenos sociales ha conducido, en mayor 
o menor grado, a dos errores importantes. Por un lado, se ha llegado 
a pensar — especialmente por parte de los economistas— que las le­
yes y regularidades que gobiernan los fenómenos sociales son, si no 
idénticas si muy semejantes a las leyes que gobiernan los fenómenos 
naturales, es decir, que operan con independencia de la voluntad y la 
acción humana. Así, por ejemplo, se considera que las leyes de ofer­
ta y  demanda, las fuerzas y mecanismos de mercado que conducen al 
equilibrio, el principio de la asignación de recursos escasos, la ley de 
la acumulación de capital y la ganancia, etc., determinan inexorable­
mente el papel de los individuos, su posición y el tipo de relaciones 
que establecen dentro de una sociedad. Por otro lado, la aceptación 
de esta idea ha reducido y limitado los esfuerzos y la toma de deci­
siones de los individuos y las sociedades, restringiendo sus acciones 
a los marcos de operación de estas leyes, y que además deben estar en 
sintonía con ellas. El enfoque positivista en el cual se asienta esta con­
ducta social olvida que los seres humanos y las sociedades en que viven 
son al mismo tiempo causa y efecto, que las sociedades y las relaciones 
que las definen son construcciones humanas y que por tanto tienen el 
potencial, la posibilidad y el deber de cambiarlas y transformarlas en el 
sentido deseado.

“Las políticas” son el instrum ento más ampliamente utilizado, 
institucionalizado en la mayoría de las sociedades actuales, por m e­
dio de las cuales, los seres hum anos buscan mantener, cambiar o 
transformar las sociedades en que viven. El desarrollo social, como 
se ha señalado más arriba, no es una derivación automática de las le­
yes y regularidades que gobiernan la dinámica de la sociedad capita­
lista m oderna o de otras sociedades en el pasado. El desarrollo social,
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sea que se le entienda como un proceso de expansión de las liberta­
des reales de los individuos (Sen); como la realización de los valores 
hum anos fundamentales (Cypher); como un proceso de prom oción 
del bienestar social; o como un proceso que mejora las condiciones 
de vida de los seres hum anos (Midgley), resulta de actos intencio­
nales que reflejan aprendizajes, valoraciones y aspiraciones humanas 
que se redefinen constantem ente y que se plasman en políticas, pla­
nes y programas de acción. Las libertades, el bienestar social y lo que 
entendem os por valores hum anos tam bién cambian y se redefinen a 
lo largo del tiempo.

Varios de los modelos propuestos por la vieja teoría del desarrollo 
consideraron al Estado como un actor central. El Estado debería deto­
nar, promover, planear y conducir el proceso de desarrollo haciendo 
un uso extensivo de las políticas públicas. Sin embargo, salvo algunas 
excepciones, estos modelos no cuestionaron el postulado fundamental 
de ortodoxia económica, esto es, no pusieron en duda la doctrina del 
mecanismo del mercado como la mejor manera de asignar eficiente­
mente los recursos disponibles. Reconocieron, sin embargo, la existen­
cia de jallas de mercado, es decir, situaciones y condiciones en que los 
mercados no operaban o eran ineficientes.

Bajo estas premisas, los primeros modelos del desarrollo redujeron 
el papel del Estado y el alcance de las políticas públicas a la corrección 
de las fallas de mercado: ineficiencias productivas y de asignación de 
recursos escasos en cierto tipo de bienes; poder monopólico; inexis­
tencia de mercados socialmente necesarios (bienes públicos y bienes 
públicos impuros); mercados incompletos; bienes socialmente no­
civos (cigarros, bebidas alcohólicas y edulcoradas); información in­
completa; existencia de externalidades negativas en la producción y 
el consumo; fallas en el reconocimiento y protección de la propiedad 
intelectual; fallas de información debido a conductas oportunistas de 
los agentes económicos; mercados inestables debido a turbulencias en 
algunos mercados, particularmente en el mercado de bienes agrícolas, 
el mercado internacional de bienes y los mercados financieros. Por 
consiguiente, las políticas implementadas por el Estado, en el mejor de 
los casos, se limitaron a las políticas económicas orientadas a remediar
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o aliviar algunas de las imperfecciones del mercado: inversión en in­
fraestructura; promoción de industrias críticas o estratégicas; políticas 
de competencia; políticas de protección a la competencia internacio­
nal; capacitación y provisión de bienes públicos.

La crisis económica que sacudió al m undo y la crisis de la teoría 
keynesiana en los años setenta y ochenta del siglo pasado, de la cual 
se derivaron varias de las políticas asociadas al crecimiento y el desa­
rrollo, así como el colapso de las economías centralmente planificadas 
durante los años noventa, pusieron de manifiesto una serie de “fallas 
de gobierno” (Kruger, 1990) que cuestionaron la intervención del Es­
tado ( l ir lw a ll , 2003). La ortodoxia económica encontró en ello los 
elementos necesarios para justificar y fortalecer el dictatus de que el 
mercado es el mejor mecanismo de asignación de recursos, y de que 
la intervención del Estado más que colaborar a un mejor funciona­
miento del sistema económico lo obstaculiza y lo deteriora, por lo que 
la propuesta de reducir al mínimo las funciones del Estado tuvo gran 
aceptación por parte de varios gobiernos nacionales que de inmediato 
implementaron acciones conducentes a la reducción en varias de sus 
funciones. Los procesos de privatización, desregulación y reducción 
de las funciones sociales del Estado en la mayoría de los países lati­
noamericanos y otras regiones del mundo desde los años ochenta se 
inscriben dentro de este contexto.

Sin embargo, desde mediados de los años ochenta empezó a ope­
rarse un cambio en la percepción de lo que deberían ser las funciones 
del Estado y las políticas públicas asociadas al desarrollo. Las críticas al 
enfoque del Estado mínimo y a las políticas centradas exclusivamente 
en corrección de las fallas de mercado derivaron de varios hechos es­
tilizados: por un lado, no obstante la implementación de las políticas 
ortodoxas, durante los años ochenta y noventa, las economías nacio­
nales entraron en ciclos de lento crecimiento económico que se tradu­
jeron en un mayor deterioro de la calidad de vida de la población y en 
el incremento de la pobreza a nivel mundial. Por el otro, el avance en 
el entendimiento de los elementos que determinan el desarrollo social 
llevó a la conclusión de que se necesitaban ampliar las funciones y ob­
jetivos del Estado y de las políticas públicas.
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En 1984, el Banco Mundial publicó los primeros lineamientos de 
política dirigidos a la prom oción del desarrollo social, la Declaración 
del Manual de Operaciones (Operational Manual Statement, oms), el 
cual define una serie de aspectos sociológicos que deben tenerse en 
cuenta en la prom oción del desarrollo social. El reconocimiento del 
Banco Mundial de que la promoción del desarrollo social debe ser 
un política prioritaria, ha sido un elemento crítico en el combate a la 
pobreza y en el proceso de cambio evolutivo de los enfoques sobre el 
desarrollo (Banco Mundial, 2005).

El compromiso con el desarrollo social y el creciente consenso de 
que éste era esencial para un mejor crecimiento y una mejor calidad de 
vida siguió expresándose en varios foros nacionales e internacionales: 
la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social (Copenhague, 1995) rea­
firmó la meta de la erradicación de la pobreza, la búsqueda del pleno 
empleo, la integración social, el impulso a la creación de sociedades 
estables, seguras y justas. Estas metas fueron reafirmadas y ampliadas 
en la Declaración del Milenio, en el año 2000, mismas que fueron reto­
madas por la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Glo- 
balización, en el año 2004, y por varias organizaciones regionales tales 
como la Asociación de Asia del Sur para la Cooperación Regional y el 
Foro para el Desarrollo Africano.

Los Objetivos de Desarrollo de la Declaración del Milenio y las 
metas que de ahí surgieron han sido particularm ente im portantes al 
subrayar cuatro valores fundamentales, esenciales para las relaciones 
internacionales y la prosperidad de las naciones, a saber: la libertad: 
Hom bres y mujeres tienen el derecho a vivir sus vidas y hacer crecer 
a sus hijos en un ambiente de dignidad, libres de la hambruna, el te ­
mor, la violencia, la opresión y  la injusticia. Según esta declaración, 
la democracia y la gobernanza participativa basada en la voluntad de 
las personas constituye la institución más apropiada para asegurar 
el cumplimiento de estos derechos. La igualdad: Ningún individuo 
o nación debe ser privada de la oportunidad de beneficiarse del de­
sarrollo, la igualdad de derechos y oportunidades para hom bres y 
mujeres debe asegurarse. Solidaridad: Los desafíos globales deben 
ser manejados de tal forma que los costos y las responsabilidades se
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distribuyan de m anera justa de acuerdo con los principios básicos 
de equidad y justicia social. Tolerancia: Los seres hum anos deben 
respetarse unos a otros, en la diversidad de sus creencias, cultura y 
lenguaje.

La consecución de los Objetivos para el Desarrollo del Milenio 
requiere un cambio de fondo en la intervención del Estado y en la 
orientación de las políticas públicas, requiere no sólo una intervención 
más amplia y activa del Estado, sino también más efectiva, eficiente 
e inclusiva, con nuevos y mejores mecanismos de intervención. Sin 
embargo, las buenas políticas nacionales y las buenas prácticas en su 
implementación no son suficientes para un buen gobierno. La aplica­
ción de la ley y el orden, la rendición de cuentas, la transparencia, los 
procesos de gestión pública eficientes, los procesos de elección pública 
democráticos y la inclusión social, son elementos críticos en un buen 
gobierno. Los valores fundamentales establecidos en la Declaración 
han dado lugar al diseño e implementación de una nueva generación 
de políticas públicas orientadas al desarrollo social: las políticas socia­
les para el desarrollo.

Existe una considerable diversidad de opiniones sobre la naturaleza 
de las políticas sociales y no hay consenso sobre el significado, alcan­
ces, áreas de cobertura y mecanismos de implementación de la política 
social, sin embargo, existen elementos comunes que pueden identi­
ficarse en los diversos planteamientos que se han hecho hasta ahora. 
Es claro, por ejemplo, que las políticas sociales son una parte de las 
políticas públicas que se refieren a una serie de iniciativas, lineamien- 
tos, principios, normas y actividades que impactan las condiciones de 
vida de los seres humanos, la manera en que se conducen y la forma 
en que se relacionan. La London School of Economics and Political 
Science, por ejemplo, en su definición de política social destaca su ca­
rácter interdisciplinario y aplicado, señalando que su objetivo central 
es el análisis y la respuesta a las necesidades humanas. La política social 
combina sociología, política y economía para estudiar cómo los go­
biernos y las sociedades tratan con los asuntos del bienestar social, el 
bienestar individual y la justicia social. (Royal Commission on Social 
Policy, 1988, p. 450, Vol. II).
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El Instituto de Investigación para el Desarrollo Social de las Na­
ciones Unidas (unrisd  por sus siglas en inglés) define la política so­
cial como el conjunto de políticas públicas e instituciones que tienen 
como objetivo principal la promoción protección social universal y 
la equidad, es decir, protección de los ciudadanos de contingencias 
sociales y de la pobreza. En última instancia, señala este instituto, las 
políticas sociales deben capacitar a los ciudadanos para alcanzar sus 
propias metas de vida.

El Banco Mundial (2000) ha señalado que el propósito de las po ­
líticas sociales es cambiar las interacciones entre los grupos y las per­
sonas que integran una sociedad a través de iniciativas y mecanismos 
que nivelen el terreno de juego en el que actúan ricos y pobres. Ejem­
plos de estas políticas incluyen: políticas de impuestos progresivas, 
derechos de los ciudadanos al voto universal, educación elemental 
gratuita y servicios de salud para la población más vieja. En este sen­
tido, las políticas sociales incluyen las políticas económicas, las polí­
ticas ambientales, las políticas de educación y las políticas de salud y 
asistencia.

De acuerdo con varios especialistas (Hall, 2007), la mayor con­
tribución del Banco M undial ha sido el planteam iento de los tres p i­
lares de la política social: El bienestar social, la protección social y el 
desarrollo social. Las políticas para el bienestar social están orientadas 
fundam entalmente al desarrollo humano: políticas de educación, sa­
lud, nutrición y de población. Las políticas de protección social tienen 
por objetivo la creación y el m antenim iento de condiciones sociales 
y ambientales que garanticen el desarrollo social y humano. Aquí se 
incluyen políticas para la creación de unidades de protección social, 
redes de seguridad, seguro social, mercado laboral, protección a gru­
pos vulnerables, gestión del riesgo social, así como políticas encami­
nadas a garantizar la buena operación de las políticas y los servicios 
públicos. Las políticas de protección social tam bién incluyen salva­
guardas ambientales y sociales. El tercer pilar de las políticas socia­
les del Banco M undial son las políticas específicas de desarrollo social, 
que clasifica en dos grandes grupos: políticas para la reducción de la 
pobreza y la gestión micro-macro de la economía, y políticas para la
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generación de redes de desarrollo sustentable y el desarrollo social. 
El prim er grupo incluye políticas de empoderamiento, políticas para 
preservación y desarrollo de capital social y políticas de género; el 
segundo grupo contempla participación y acción cívica, capital so­
cial, políticas para el desarrollo de actividades comunitarias, para la 
resolución y prevención de conflictos, rendición social de cuentas y 
políticas para el desarrollo de los jóvenes.

El debate sobre el significado y el alcance de lo que debe enten­
derse por desarrollo social y hum ano y las políticas públicas involu­
cradas está lejos de haber concluido, sin embargo, tanto en el terreno 
de la teoría, como en el del diseño y  la implementación de políticas 
el avance ha sido significativo, el campo de estudio está más o menos 
demarcado, y varias de las dimensiones que deben incorporarse en 
las políticas públicas para el desarrollo social están identificadas. Sin 
embargo, la evaluación de los resultados obtenidos hasta ahora no 
es concluyente, existen diferencias im portantes en la forma en que 
los distintos gobiernos nacionales entienden los problemas del desa­
rrollo y el desempeño de las políticas sociales que ponen en acción. 
Pensamos, no obstante, que la aplicación a nivel nacional y global de 
estas iniciativas está en camino correcto. La hum anidad cuenta ahora 
con más y mejores instrum entos para contender con los problemas 
del desarrollo.

5. C ontenido del libro

SociedadDesarrollo y  Políticas Públicas es un libro colectivo, or­
ganizado en dos volúmenes, que aborda desde diversos enfoques 
y metodologías diferentes dimensiones del desarrollo social y las 
políticas públicas asociadas. El Volumen I  está integrado por once 
trabajos en los que los diferentes autores discuten diversas tem áti­
cas relacionadas con el desarrollo social: M ario Robles y Roberto 
Escorcia debaten desde una perspectiva marxista el significado y la 
viabilidad del desarrollo en una sociedad dominada por las leyes de 
la acumulación capitalista; Graciela Carrillo explora la problemática
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institucional en la transición tecnológica hacia una “economía verde” 
en un contexto global; Rivera y Sánchez analizan las Fundaciones 
Produce como actores intermedios que influyen en el desarrollo 
productivo, social y tecnológico del sector agropecuario mexicano; 
el artículo de Ana María Paredes et al., realiza una evaluación preli­
minar del impacto que han tenido las recientes políticas nacionales 
orientadas a la reducción de la obesidad infantil desde la perspectiva 
de los propios niños. Héctor Robles, Luciano Concheiro y Patricia 
Couturier reflexionan sobre los efectos de políticas públicas en el de­
sarrollo del campo mexicano a partir del análisis de estudios de caso. 
El estudio les perm ite proponer una serie de políticas públicas desde 
la perspectiva campesina; Carlos Rodríguez analiza las políticas gu­
bernam entales en México y Guatemala asociadas al auge minero en 
estos países y sus consecuencias sociales y ambientales; el conflicto 
político y social entre los intereses de las comunidades indígenas y 
el desarrollo de fuentes de energía alternativa por medio de parques 
eólicos impulsados por las políticas del gobierno mexicano en el Ist­
mo de Tehuantepec es relatado por Roberto Diego Quintanilla en su 
interesante trabajo.

Por su parte, Roxana M uñoz se pregunta en su trabajo ¿cuáles 
son las estrategias de responsabilidad social que han desarrollado 
empresas socialmente responsables asociadas a la producción de 
energías renovables?, y ¿qué papel han tenido los programas de 
responsabilidad social en este sector en el m edio rural mexicano?; 
Gisela Espinoza nos introduce por medio de la crónica de varios 
de los actores y de ella misma a las relaciones entre trabajo y capi­
tal y el movim iento social de la com unidad rural del Valle de San 
Quintín. El testim onio que nos brinda es revelador y pone al des­
nudo las consecuencias de un desarrollo económico que no tiene 
en cuenta los intereses hum anos fundamentales. El trabajo de M ar­
garita Pérez et al. trata sobre la internacionalización de las empresas 
micro, pequeñas y medianas del sector manufacturero. Su objetivo 
es evaluar hasta qué punto la política industrial y de comercio del 
gobierno mexicano ha incidido en la capacidad exportadora de estas 
empresas. El volumen I concluye con el escrito de José Miguel Natera,
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Soledad Rojas y Marcela Suárez en el que analizan la relación que 
existe entre la ciencia, la tecnología y  la innovación (c ti) con el tema 
del desarrollo, poniendo un énfasis particular en el necesario carácter 
inclusivo de éste, de manera que abra posibilidades de vida digna a 
la población. Se aborda especialmente la situación de la salud y, para 
ejemplificar, el caso de la diabetes en México y la c t i.

El Volumen II  está integrado por un conjunto de trabajos que ex­
ploran aspectos centrales del desarrollo desde una perspectiva eco­
nómica y administrativa. Federico M anchón describe los cambios 
en la gobernanza económica de la Unión Europea teniendo como 
contexto de fondo la Gran Recesión; Alejandro Espinoza realiza un 
recuento de las fuentes que inspiraron las propuestas de gestión de 
Taylor, Fayol y Mayo, pero tam bién el desencuentro de sus ideas y 
principios administrativos con la naturaleza hum ana y el medio am­
biente desde la perspectiva del desarrollo social. Jorge Ruiz y Sal­
vador Ferrer analizan la política laboral de la administración del 
presidente Enrique Peña Nieto y su efecto sobre el trabajo formal e 
informal. Ellos concluyen que estas políticas se han traducido en un 
incremento de la informalidad y han aum entado el trabajo precario 
en México.

Por su parte, Aura López Velarde estudia la relación entre desa­
rrollo económico y empleo en el contexto de la Alianza del Pacífico. 
Claudia Díaz y Jaime Aboites realizan un aporte relevante al entendi­
miento de cómo impacta el entorno institucional en las actividades de 
patentamiento académico. Su trabajo arroja evidencia y proporciona 
pistas para entender los bajos niveles de patentamiento no sólo en el 
contexto de la uam sino de México. Torres et al., analizan las capacida­
des de innovación de empresas farmacéuticas internacionalizadas en 
países de industrialización tardía, dando cuenta de cómo la creación 
de capacidades innovadoras está indisolublemente asociada con el de­
sarrollo económico.

Por su parte, Javier Palacios Neri describe las limitaciones y los 
alcances de la televisión digital en la era de la informática. Cuauhté- 
moc Pérez y Beatriz Pérez evalúan, a 50 años de su inicio, los resulta­
dos de una de las estrategias de desarrollo económico más relevantes
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de los gobiernos mexicanos: la industria maquiladora de exportación. 
El volumen II concluye con el trabajo de Enrique Contreras en el que 
analiza el balance fiscal de la administración pública, mismo que consi­
dera es el eslabón que une la política económica con la estructura eco­
nómica, el territorio y su respectiva población. Busca demostrar que 
de la interacción entre éstas resultan relaciones desiguales y la concen­
tración del ingreso, tanto social como espacialmente.
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Sobre el significado del desarrollo 
como categoría económica y social

Mario Robles y Roberto Escorcia1

Introducción

La discusión que se plantea en este trabajo es sobre el significado 
del desarrollo en el contexto del sistema económico capitalista. Bá­
sicamente, al considerar que el sujeto capital se encarga de generar, 
explicar y articular las relaciones económicas y sociales vigentes, 
el concepto desarrollo se asocia de m anera directa con el estable­
cimiento de condiciones que, por un lado, son adecuadas para la 
valorización del capital, pero que, por otro, provocan exclusión eco­
nómica y social. Ello, a nuestro juicio, abre dos exigencias inmediatas 
de análisis: primera, ¿hay formas alternativas de comprender, des­
de el trabajo de Marx, la categoría desarrollo? Segunda, en relación 
directa, ¿qué debe y puede esperarse del diseño de políticas que se 
implem entan para fom entar el “desarrollo”? Nuestra premisa es que 
en función de lo que se responda a la primera cuestión, las políticas 
podrán ser definidas. 1

1 Profesores-investigadores del Departamento de Producción Económica, Universi­
dad Autónoma Metropolitana, Xochimilco.
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A lo largo de las tres secciones que conforman este texto se presen­
ta una crítica a la forma convencional en que se concibe al proceso de 
desarrollo con el objetivo de recuperar una discusión en cuanto a lo 
que lo explica y lo que éste implica para las relaciones sociales funda­
mentales.

En la primera sección, a partir de la recuperación de principios pro­
pios de la filosofía m oderna y su análisis crítico y del señalamiento 
de los elementos históricos específicos bajo los cuales se organiza la 
producción capitalista, se postula una definición de desarrollo con su 
adjetivo capitalista según la cual el principio básico de este sistema 
es la valorización del valor y donde los individuos, al estar alienados, 
no controlan su producto social. La identificación de la contradicción 
elemental del desarrollo — la coexistencia del hecho de que todos los 
hombres aparecen como iguales y libres y de una relación de domi­
nación y explotación de los mismos, que involucra una distribución 
desigual, tanto cuantitativa como cualitativamente, del trabajo y sus 
productos— es la base de esta primera parte del texto. En términos 
metodológicos, se sigue la propuesta de Hegel y Marx de tratar al sis­
tema en sus dos formas de existencia: su forma esencial y su forma de 
manifestación o aparencial. En arreglo a ello, se debaten las visiones 
comunes de libertad e igualdad de los hombres.

En la segunda parte del trabajo, se aclara nuestra postura res­
pecto a los pensam ientos anti-hum anista o anti-antropologista y 
hum anista. Se plantea aquí que únicamente tras un cambio en las 
condiciones sociales materiales, ideológicas y políticas, el hom bre 
podrá asumir el rol determ inante en el sistema económico-social. 
Como continuación de esta idea, la tercera sección discute crítica­
m ente la pertinencia de las posturas heterodoxas en lo que toca a 
la prom oción del desarrollo y sus impactos sociales. La crítica que 
ofrecemos al respecto es que la apuesta keynesiana ha dejado inalte­
rada la forma esencial del sistema y se ha dedicado exclusivamente a 
modificar la serie de reglas y controles superficiales, esto es, la forma 
aparencial.

Finalmente, se presentan reflexiones sobre la necesidad de modifi­
car elementos esenciales de la relación capitalista.
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1. El capital y  la modernidad  
en cuanto fundam entos del desarrollo

En parte de la literatura referida al tratamiento del desarrollo se dis­
cuten ideas acerca de lo que debería entenderse por éste y sobre los 
mecanismos necesarios para promoverlo. Al respecto, el principio de 
partida es que el desarrollo tiene como objetivo global el desembocar 
en mejores condiciones de vida para el ser humano,2 esto es, escrito 
en una forma simple, todo desarrollo está necesariamente asociado al 
cumplimiento de necesidades humanas. Se exhibe así la continuidad3 
de la idea de progreso propia del pensamiento m oderno4 a partir de

Sobre el significado del desarrollo
como categoría económica y social

2 Por ejemplo, Adam Smith relacionó el concepto de desarrollo con el progreso de 
las fuerzas productivas de una sociedad según éste incrementa el acceso a bienes y ser­
vicios: “En las naciones salvajes de cazadores y pescadores, todo individuo que se halla 
en condiciones de trabajar se dedica a una labor más o menos útil, y procura obtener, en 
la medida de sus posibilidades, las cosas necesarias y convenientes para su propia vida, o 
para la de los individuos de su familia... Estas naciones se hallan, sin embargo, reducidas 
a tal extremo de pobreza, que por pura necesidad se ven obligadas muchas veces, o así lo 
imaginan en su ignorancia, a matar a sus hijos, ancianos y enfermos crónicos, o bien los 
condenan a perecer de hambre o a ser devorados por las fieras. En las naciones civilizadas 
y emprendedoras acontece lo contrario; aunque un gran número de personas no trabaje 
absolutamente nada, y muchas de ellas consuman diez o, frecuentemente, cien veces más 
producto del trabajo que quienes laboran, el producto del trabajo entero de la sociedad es 
tan grande que todos se hallan abundantemente provistos, y un trabajador, por pobre y 
modesto que sea, si es frugal y laborioso, puede disfrutar una parte mayor de las cosas 
necesarias y convenientes para la vida que aquellas que puede disponer un salvaje” (Smith, 
A., 2000, p. 4).

3 Según Escobar (2014) la genealogía del pensamiento sobre desarrollo se ubica en la 
segunda mitad del siglo XX. Creemos, no obstante, que se trata de una nueva manera 
de referirse, en términos ontológicos, al principio de progreso.

4 A nivel filosófico, la discusión sobre el progreso inicia en el siglo XVII con autores 
como Alessandro Tassoni, Fontenelle, Giordano Bruno y Bacon, y se vincula con el in­
cremento, respecto a la antigüedad, de la capacidad de comprender el mundo y utilizarlo 
a favor del interés humano. Se trata de un rompimiento con la idea antigua de que la 
humanidad entraba en una etapa de decadencia para, en su lugar, postular un porvenir 
provecho en términos globales. En Novum organum (1620) Bacon señala: “La antigüe­
dad fue antigua y mayor con referencia a nosotros, pero nueva y menor con referencia al 
mundo; y precisamente así como podemos esperar mucho mayor conocimiento de las 
cosas humanas y mayor madurez de juicio en un hombre anciano que en un joven —por
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la cual, en términos históricos, rebelándose y liberándose de las ata­
duras medievales (religiosas, astronómicas, etc.), el hom bre adquirió, 
según su práctica transformadora, las capacidades de construir-recons- 
truir el m undo que le rodea y pertenece según sus propios intereses.* 5 
Claramente se espera que los resultados de esta práctica basada en la 
razón sean favorables para un hombre que es, desde este momento, 
considerado libre.6 A nuestro juicio, la consecuencia más relevante de 
este pensamiento es el haber postulado la plena libertad del hom bre 
y la imposibilidad de fines que por sí mismos estén sobre y contra los 
fines humanos. La acepción que aquí se invoca es que el hom bre es 
libre en cuanto es causa de sí mismo (autodeterminación y autocausa- 
lidad), en un sentido absoluto e incondicionado.7 Como corolario de

la experiencia y el gran número de cosas que ha visto, oído y pensado—, asimismo de 
nuestra edad (si tuviera conciencia de sus fuerzas y quisiera darse a la experimentación y 
a la comprensión) sería justo esperar un mayor número de cosas que de los tiempos de la 
antigüedad, ya que para el mundo ésta es la mayor edad, ayudada y enriquecida por infini­
tos experimentos y observaciones” (citado en Abbagnano, 2012, p. 80).

5 El autor renacentista Giovanni Battista Gelli ofrece una síntesis de tal idea: “Bajo el 
poder del hombre se ha puesto poderse elegir del modo en que le plazca vivir, y cual un 
nuevo Proteo, transformarse en todo lo que quiera, tomando a modo de un camaleón el 
color de todas las cosas a las que se aparente por el afecto, trasladarse en suma al estado a 
que plazca la elección de su libre albedrío” (citado en Villoro, 2013, p. 39).

6 Como ejemplo de ello, la obra de Todaro y Smith (2012) propone que el objetivo 
del desarrollo económico se resume en tres puntos: 1) elevar los niveles de vida de la gente 
mediante procesos de crecimiento que desemboquen en mayores ingresos que permitan, 
entre otras cosas, un incremento en el consumo, en el acceso a alimentos y a servicios de 
salud y educación; 2) el establecimiento de sistemas e instituciones sociales, políticas y 
económicas necesarias para promover la dignidad y el respeto humanos; y 3) el aumento 
de la libertad de los individuos a través de la ampliación de la gama de sus variables de 
elección, por ejemplo, variedades de bienes y servicios.

7 El concepto de libertad, como es lógico, ha cambiado a lo largo de la historia. Abba­
gnano (2012, p. 80) identifica tres significados fundamentales, a saber: “1) la concepción 
de la libertad como autodeterminación o autocausalidad, según la cual la libertad es falta 
de condiciones y de límites; 2) la concepción de la libertad como necesidad que se fun­
da en el mismo concepto que la precedente, o sea, en el de autodeterminación, pero que 
atribuye la autodeterminación misma a la totalidad (Mundo, Sustancia, Estado) a la cual el 
hombre pertenece; 3) la concepción de la libertad como posibilidad o elección, según la 
cual la libertad es limitada y condicionada, esto es, finita”.
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ello, toda actividad tiene como finalidad el desenvolvimiento de las 
capacidades del hombre.

Puesto así, con el desarrollo concebido como proceso de realiza­
ción de fines humanos, la discusión convencional se coloca a dos ni­
veles. Primero, la búsqueda de las condiciones propicias para cumplir 
tal objetivo ocupa el grueso del debate. Ejemplos de ello son la mayor 
o m enor participación estatal, el marco institucional adecuado, las es­
tructuras productivas, las estrategias de intercambio internacional, la 
modernización e industrialización — idea que puede resumirse en la 
búsqueda de transformar sociedades tradicionales en sociedades m o­
dernas— ,8 la relación entre países potencia y no potencia — cuestión 
que ha tenido diversas expresiones, incluida la de centro-periferia— , 
los mecanismos para modificar la productividad del trabajo, el control 
de la tasa salarial y las políticas de pleno empleo y de distribución del 
ingreso, los incentivos a la generación de cambio tecnológico, el con­
trol del tipo de cambio, el fomento del mercado interno, el manejo de 
la tasa de interés, la regulación del sistema financiero, etc. Segundo, 
se polemiza respecto a qué adjetivo debe darse, ante las dificultades 
que le acompañan, a la dinámica propia del desarrollo: incluyente, 
sostenible, sustentable, equitativo, etc. En esta discusión dual, sobre 
la determinación de condiciones y los adjetivos, desaparece casi por 
completo la reflexión crítica sobre la especificidad histórica de las 
relaciones sociales en las que el desarrollo tendría lugar, es decir, las 
relaciones propias del sistema capitalista (creación de valor y valores 
de uso, trabajo asalariado, creación de excedente vía plustrabajo, pro­
piedad privada, etc.) y la manera en que éstas determinan el tipo y 
objetivo mismo del proceso de desarrollo.

Sobre el significado del desarrollo
como categoría económica y social

8 En esta relación es primordial el intento de homogeneizar patrones de comporta­
miento a nivel mundial en el sentido de plantear a los países “desarrollados” en una espe­
cie de “tierra prometida” para el resto del mundo: “la clave para reproducir en el mundo 
entero las características de las sociedades avanzadas —sostiene Escobar (2014, p. 26)— 
(altos niveles de industrialización y urbanización, tecnificación de la agricultura, rápido 
crecimiento de la producción material y los niveles de vida, y adopción generalizada de la 
educación y valores ‘modernos’) era una juiciosa combinación de capital, conocimientos 
expertos y tecnología”.
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Las posturas que cuestionan la validez del desarrollo como prin­
cipio conductor de la vida social son múltiples, con objetivos y alcan­
ces diversos.9 En realidad en este texto no ofrecemos una discusión 
de las posiciones téorico-prácticas que sobre el desarrollo como ca­
tegoría han existido en los últimos decenios, debido a que nuestro 
interés fundamental es ubicar el objetivo verdadero del desarrollo en 
el m odo de producción capitalista.10 En su lugar, postulam os que la 
crítica necesaria se centra en señalar el equívoco ontológico a partir 
del cual las teorías sociales, y específicamente las económicas, al pa­
sar por alto las condiciones materiales de producción y las relacio­
nes sociales que definen al sistema capitalista, no reconocen que en 
él existe un principio normativo extrínseco a los hombres, a partir 
del cual la consecución del desarrollo no es la expresión de la vo­
luntad libre del hom bre ni busca desembocar en la satisfacción de 
deseos y necesidades humanos, sino en la generación de las condi­
ciones adecuadas para que la valorización del valor se logre. En otras 
palabras, para tales teorías no existe un objetivo general social en el 
sistema económico que difiere fundam entalm ente de los objetivos

9 Entre ellas pueden señalarse: el Buen Vivir, el decrecimiento, los derechos de la 
naturaleza, las estrategias comunitarias que insisten, entre otras cosas, en la autonomía, 
la cooperación, la solidaridad, la primacía de la naturaleza, las ontologías relaciónales, el 
pluriverso, el enfoque de género, etc. Como punto relevante en estos movimientos ha de 
señalarse su objetivo declarado de detener el proyecto universal de construir “un mundo” 
homogéneo.

10 Escobar (2014) ofrece un estudio de las diversas etapas del desarrollo en tanto ca­
tegoría durante el siglo XX, y argumenta que “desde el punto de vista de la genealogía del 
pensamiento y de la sociología del conocimiento, la era del ‘desarrollo’ puede ser vista 
como marcada por cuatro grandes fases. A lo largo de los primeros cincuenta años (1951­
2000), la conceptualización sobre el desarrollo en las ciencias sociales atravesó por tres 
momentos principales correspondientes a tres orientaciones teóricas contrastantes: la 
teoría de la modernización en las décadas de los cincuenta y sesenta, con su teoría aliada 
de crecimiento económico; la teoría de la dependencia y perspectivas relacionadas en los 
años sesenta y setenta; y las aproximaciones críticas al desarrollo como discurso cultural 
en los años noventa. A estas tres fases podría sumarse una cuarta, definida por la primacía 
de la visión neoliberal de la economía y la sociedad; la cual, más que una nueva etapa per 
se, produjo un debilitamiento y abandono parcial del interés en el ‘desarrollo’ como tal” 
(2014, pp. 26-27).
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individuales de los hombres, y que el cumplimiento de éstos es rele­
vante únicamente en cuanto se relacionan con aquél.

Sin la consideración de las condiciones de producción y las rela­
ciones sociales que definen al sistema capitalista, el carácter progre­
sivo, positivo y optim ista del desarrollo es lo único que resta bajo la 
figuración ideológica en la que la época actual se define por el do­
minio de las ideas de libertad e igualdad de los hombres. Un análisis 
así falla en no reconocer que el m odo de producción capitalista se 
define por el principio de la acumulación de una suma de dinero que 
al final de un periodo exceda la suma inicialmente invertida, y que tal 
principio exige que la libertad fundamental sea la del capital y no la 
del hombre.

Este último es “libre” sólo en cuanto la relación social propia del modo 
de producción capitalista requiere la existencia de individuos que, en tanto 
poseedores de mercancías, se asocien, como personas jurídicamente igua­
les, en el mercado. La necesidad de tal asociación se explica por el hecho 
de que el cambio cuantitativo en el valor de la suma adelantada (lo que 
transforma al dinero en capital) únicamente sucede cuando un comprador 
encuentra y adquiere en el mercado la mercancía fuerza de trabajo cuyo 
valor de uso es el ser fuente de valor. Así, a esta forma del proceso de pro­
ducción de excedente corresponde una etapa de la división del trabajo y, 
por tanto, relaciones entre los individuos entre sí, en lo que refiere a los 
materiales, los instrumentos y los productos del trabajo, en la que la pro­
piedad de los medios de producción está concentrada en los capitalistas y 
en la que cada trabajador es libre en “el doble sentido de que por una parte 
dispone, en cuanto hombre libre, de su fuerza de trabajo en cuanto mer­
cancía suya, y de que, por otra parte, carece de otras mercancías para vender, 
está exento y desprovisto, desembarazado de todas las cosas necesarias para 
la puesta en actividad de su fuerza de trabajo” (Marx, 1983, p. 205). Se trata, 
en consecuencia, de un concepto de libertad históricamente determinado11 11

Sobre el significado del desarrollo
como categoría económica y social

11 “La naturaleza no produce por una parte poseedores de dinero o de mercancías y 
por otra personas que simplemente poseen sus propias fuerzas de trabajo. Esta relación en 
modo alguno pertenece al ámbito de la historia natural, ni tampoco es una relación social 
común a todos los periodos históricos. Es en sí misma, ostensiblemente, el resultado de un 
desarrollo histórico precedente, el producto de numerosos trastocamientos económicos,
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según se eliminan las relaciones sociales de esclavitud y servidumbre con­
gruentes con otros modos de producción y se implanta, en su lugar, una 
relación en la que cada trabajador se enfrenta en el mercado al capitalista 
dotado de los mismos derechos en tanto comprador y vendedor y que, 
si bien está obligado a vender su capacidad productiva, lo hace por un 
tiempo determinado y nunca de manera absoluta, de donde deriva que 
no pierde su carácter de poseedor de mercancías y puede presentarse re­
petidamente al mercado.

Así, la libre individualidad se expresa en el mercado, donde todos 
los individuos se presentan e identifican como iguales; deriva de ello el 
hecho de que el valor de cambio, en cuanto producto universal, cons­
tituye necesariamente el nexo social, la representación y realización de 
la dependencia mutua y generalizada de los hombres, imponiéndose 
a cada uno de ellos la necesidad de producir, para tener participación 
social, un valor de cambio. Sucede entonces que la libertad del hom ­
bre y la relación social entre hombres se manifiestan bajo la figura de 
la libertad del valor de cambio y de la relación social entre cosas. Se 
tiene aquí, siguiendo a Marx, un metabolismo social en el que preva­
lece una “independencia personal fundada en la dependencia respecto 
a las cosas” (Marx, 2007, p. 85) y en la capacidad de éstas de relacio­
narse e intercambiarse, lo cual sólo se entiende en tanto tal relación es 
una relación de valor, es decir, en tanto esas cosas tienen, además de 
sus propiedades concretas y específicas diferenciadas, una propiedad 
social abstracta y homogénea: ser valor. Ahora bien, como el valor es 
una propiedad social que requiere presentarse en una forma externa, 
la forma dinero,12 se arriba al hecho de que en la sociedad capitalista la 
libre individualidad y la capacidad social de cada individuo, entendida 
ésta como capacidad de influir en otros y /o  de acceder al producto o 
riqueza social, se materializa en el dinero. La libertad e igualdad del

de la decadencia experimentada por toda una serie de formaciones más antiguas de la 
producción social” (Marx, 1983, p. 206).

12 Para un tratamiento sobre la intercambiabilidad como propiedad universal de las 
mercancías y sobre la necesidad del dinero como forma concreta de existencia del valor 
c". Arthur (2002), Robles (2005) y Robles y Escorcia (2014).
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hombre es, así, en realidad, la forma en que aparece la libertad del valor 
y, en consecuencia, la libertad del dinero, donde el objetivo no es sólo 
la consecución del movimiento del valor, sino su crecimiento cuantita­
tivo. Se trata, por ende, de la libertad del capital.

La relación social que ocurre en el mercado entraña, alrededor de 
la compra-venta de la mercancía fuerza de trabajo, otro elemento que 
se contrapone al concepto de igualdad de los hom bres y que muestra 
cómo el movimiento se arregla según las necesidades de la valoriza­
ción. Permítasenos explicar tal punto. El intercambio entre capitalis­
ta y trabajador se presenta como un acuerdo jurídico en el que ambas 
partes actúan por libre disposición y en el cual se da un cambio de 
equivalente por equivalente: el trabajador vende libremente sus ca­
pacidades y obtiene a cambio un salario, la contraparte, el capitalista, 
adquiere dichas capacidades usando sus propios recursos, su capital 
dinerario.13 Aquí, el derecho de propiedad y su intercambio aparecen 
en la esfera de la circulación como si estuvieran fundados en el traba­
jo propio de cada una de las partes. No obstante, este es un elemento, 
que si bien es válido a nivel de la apariencia, se funda en su contrario: 
el trabajo apropiado y no pagado por los capitalistas.

Lo anterior se explica a partir de que la continuidad del proce­
so productivo engloba que, por un lado, el m ovim iento del capi­
tal reproduce al trabajador en cuanto trabajador, lo que lo obliga 
a vender una vez más su capacidad; y, por otro, que la acum ula­
ción — esto es, la conversión del plusvalor en capital— realizada 
por el capitalista implica que éste adquiere en el m ercado fuerza 
de trabajo pagándola con el trabajo impago de los trabajadores que 
participaron en el proceso de producción de periodos anteriores. 
El capitalista com pra fuerza de trabajo no ya con sus propios fon­
dos, sino con aquello que ha despojado a los trabajadores, sin equi­
valente. Ello no puede pensarse como un robo a los trabajadores,

Sobre el significado del desarrollo
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13 La propiedad de este capital original es discutida por Marx (1983, p. 716): “El capi­
tal originario se formó gracias al adelanto de las £ 10.000. ¿Cómo las obtuvo su poseedor? 
¡Gracias a su propio trabajo y el de sus antepasados!, nos contestan al unísono los portavo­
ces de la economía política, y esta suposición, en realidad, parece ser la única congruente 
con las leyes de la producción de mercancías”.
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pues ellos reciben efectivamente el valor de su mercancía, el punto 
es que su salario es, en realidad, riqueza creada por ellos m ismos y, 
por tanto, la compra de la fuerza de trabajo deja de ser una compra 
en el sentido simple del térm ino. El intercam bio de propiedad de 
la fuerza de trabajo se da en la circulación en las mismas condicio­
nes que cualquier otra mercancía, y, por tanto, no viola las leyes 
de apropiación de una sociedad m ercantil,14 pero esto es sólo en 
la apariencia en tanto que la apropiación capitalista es una apropia­
ción sin equivalente del trabajo ajeno. M arx denom ina a este punto 
inversión de la propiedad en su contrario directo, tratándose de una 
inversión en un sentido lógico bajo la cual las relaciones entre m er­
cancías y, por tanto, entre hom bres, se fundan en la necesidad de 
existencia del capital.

Resumiendo, la idea que está aquí es que al tom ar en cuenta que 
en la producción capitalista el trabajador crea, fuera de la esfera de cir­
culación, un excedente (plusvalía) del cual se apropiará el capitalista, 
y al considerar el análisis de la reproducción del capital, esta equiva­
lencia se presenta como mera apariencia del sistema. Es decir, se tiene un 
sistema que se funda continuam ente15 en la no equivalencia (trabajo

14 El plusvalor es consecuencia del uso que el capitalista hace de la fuerza de trabajo 
que adquirió como cualquier otra mercancía y no resulta de la circulación: “[l]a ley del 
intercambio sólo condiciona la igualdad con respecto a los valores de cambio de las mer­
cancías entregadas recíprocamente. Condiciona por anticipado, incluso, la desigualdad de 
valores de uso, y nada tiene que ver con su consumo, que sólo puede comenzar una vez 
celebrada y finiquitada la transacción” (Marx, 1983, p. 723, nota al pie b).

15 La continuidad y desarrollo del proceso capitalista en tanto un ciclo que implica 
tanto la esfera de la circulación como la de la producción y que se repite siempre de nuevo, 
en periodos determinados, es analizada por Marx en el Tomo II de El Capital a través de 
los esquemas de reproducción del capital. En ellos el análisis se enfoca a la exposición de 
la reproducción sectorial (considerando dos grandes sectores: medios de producción y 
medios de consumo) del sistema económico a dos escalas: a escala simple, es decir, sin 
crecimiento, y a escala ampliada, o sea, con crecimiento. La interrogante que Marx preten­
de responder en relación a la reproducción a escala simple es: “¿cómo se repone según su 
valor, recurriendo al producto anual, el capital consumido en la producción y cómo se en­
trelaza el movimiento de esa reposición con el consumo que del plusvalor efectúan los ca­
pitalistas y del salario los obreros?” (Marx, 1990, p. 481). En cuanto que la reproducción a 
escala ampliada implica la acumulación de capital, es decir, la transformación de una parte
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no pagado como fuente del excedente) pero que se presenta y se per­
cibe — especialmente por las teorías económicas— como explicado 
por relaciones entre equivalentes.

Sólo ignorando que bajo el m odo de producción capitalista la re­
lación social del hom bre se establece a través del valor de cambio 
y que la explotación del trabajo es la base de la generación de un 
excedente tanto en térm inos físicos como en valor, podría estable­
cerse que lo que domina en esta forma social es la libertad e igualdad 
plenas del hom bre y que el desarrollo, en cuanto proceso económico, 
tiene como objetivo la satisfacción de las necesidades humanas. Lo 
que equivale a señalar que la relación de valor y la relación capital- 
trabajo asalariado limitan y, al mismo tiempo, definen la libertad del 
hombre.

Si analizamos el concepto de desarrollo desde un punto de vista 
aristotélico, donde desarrollo se define como un movimiento hacia lo 
mejor o como “la entelequia de lo que está en potencia” (Aristóteles, 
1995, p. 80),16 estamos en la necesidad de explicar lo que, en el m o­
m ento histórico específico que consideramos, significa “lo m ejor”,
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del plusvalor en capital, la interrogante anterior puede ser reformulada de la siguiente ma­
nera: ¿cómo se repone según su valor, recurriendo al producto anual, el capital consumido 
en la producción y cómo se entrelaza el movimiento de esa reposición, por un lado, con el 
consumo que de una parte del plusvalor efectúan los capitalistas y del salario los obreros, y, 
por otro lado, con la reconversión de la otra parte del plusvalor en capital, y por lo tanto, su 
reproducción a escala ampliada? En ambos casos, a la noción de reproducción se asocian 
la valorización del capital y la necesidad periódica del retorno de los adelantos de valor en 
forma dinerada que se realizan con el obj etivo de la producción y valorización del capital y, 
por lo tanto, la de su restitución conjuntamente con el incremento de valor, es decir, la res­
titución del valor de capital dinerario originalmente adelantado acrecentado con un plus- 
valor. Para el tema que aquí atendemos, lo anterior implica que la no equivalencia como 
fundamento de la valorización del proceso de producción capitalista está siempre presente 
sin importar la escala de reproducción que se siga. Esto significa, en otras palabras, que el 
desarrollo dentro del modo de producción capitalista implica que la creación del plusvalor 
resulta ser la fuente de la valorización, de la reproducción y acumulación del capital y, por 
lo tanto, el motivo determinante de la (re)producción capitalista. Para un tratamiento más 
amplio de los esquemas de reproducción de Marx c". Robles y Escorcia (2015).

16 Utilizamos la palabra entelequia (entelécheia en el trabajo original de Aristóteles) en 
su significado de fin u objetivo de una actividad que la completa y la perfecciona.
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o sea, explicar el fin hacia lo que se mueve el sistema y el principio 
o causa de tal movimiento. Con base en lo anterior, la respuesta es 
que, en el sistema capitalista, el desarrollo tiene como fin y como 
principio de movimiento la valorización del valor y no la satisfacción 
humana. Así, el capital, si bien es un producto del trabajo social, es 
decir, un producto de los individuos, term ina por imponerse a ellos 
y su interés se establece, a nivel de la ideología, como interés parti­
cular de cada individuo y como interés común de la sociedad, esto 
es, como un interés único racional y dotado de vigencia absoluta. Se 
cumple aquí que “los actos propios del hom bre se erigen ante él en 
un poder ajeno y hostil, que lo sojuzga, en vez de ser él quien los do­
m ine” (Marx, 2008, p. 30). Ello sin im portar la clase social a la que 
cada individuo pertenezca.17

De todo lo anterior, podem os, a m anera de resum en, establecer 
tres elementos que son relevantes en cuanto a la definición de de­
sarrollo:

1. El concepto de libertad del hom bre como causa de sí mismo 
o como autodeterminación no corresponde a una estructura social 
definida por las relaciones de valor y de capital-trabajo asalariado, es 
decir, a una sociedad capitalista.

2. En la época actual el principio de determinación del desarrollo 
y de todos los elementos, tales como políticas e incentivos, que re­
quiere y le acompañan se encuentra en la búsqueda de la valorización 
del valor.

3. Existe una estructura ideológica en la que las necesidades del ca­
pital aparecen como necesidades de los individuos, ocultándose así, 
sin que por ello desaparezcan, principios tales como la explotación

17 Para Marx, tanto el capitalista como el trabajador siguen un rol social que es con­
gruente con las necesidades del capital, no obstante, también reconoce que hay diferencias 
en la manera en que cada uno de ellos se visualiza a sí mismo como parte del sistema: “La 
clase poseedora y la clase proletaria presentan el mismo estado de desposesión. Pero la 
primera se complace en su situación, se siente establecida en ella sólidamente, sabe que la 
alienación discutida constituye su propio poder y posee así la apariencia de una existencia 
humana; la segunda, por el contrario, se siente aniquilada en esta pérdida de su esencia, y 
ve en ella su impotencia y la realidad de una vida inhumana” (Marx y Engels, 1971, p. 50).
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como fuente del excedente económico. A ello acompaña la inversión 
en la propiedad que hemos señalado con anterioridad según la cual, 
la apariencia del sistema es la del intercambio de equivalentes a pesar 
de que su fundam ento sea el contrario, y de donde deriva la peculiar 
característica de que, mediante la acumulación del plusvalor, la ex­
plotación del trabajo es sustentada por el mismo trabajador; su p ro ­
pio producto lo somete.

Según estos tres elementos, el desarrollo capitalista (¡ya no sin 
adjetivo!) se define como un proceso que se organiza según la va­
lorización del valor y que tiene como fundam ento la explotación 
de hom bres que aparecen como libres, o, en otras palabras, como 
un proceso controlado por el capital en el que los individuos al es­
tar alienados no controlan su producto social.18 La contradicción 
elemental radica en un desarrollo que prom ueve la coexistencia 
del hecho de que todos los hom bres aparecen como iguales y li­
bres — la forma aparencial del desarrollo— , con un elem ento de 
dom inación y explotación de los mismos, que, además, involucra 
una distribución desigual, tanto cuantitativa como cualitativa, del 
trabajo y sus productos, la form a esencial del desarrollo. Esta duali­
dad de formas es la que creemos debe entenderse como la prem isa 
real del desarrollo.

Con base en esta definición, a continuación, señalamos algunas 
implicaciones del desarrollo capitalista sobre la determinación de cua­
lidades y características de los individuos sociales y discutimos sobre 
la pertinencia de las políticas que se recomiendan y /o  implementan 
desde otras posturas analíticas.

Sobre el significado del desarrollo
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18 Para una discusión de la enajenación, c". Marx (2008), donde, por ejemplo, se se­
ñala: “El poder social, es decir, la fuerza de producción multiplicada, que nace por obra de 
la cooperación de los diferentes individuos bajo la acción de la división del trabajo, se les 
aparece a estos individuos, por no tratarse de una cooperación voluntaria, sino natural, no 
como un poder propio, asociado, sino como un poder ajeno, situado al margen de ellos, 
que no saben de dónde procede ni adónde se dirige y que, por tanto, no pueden ya domi­
nar, sino que recorre, por el contrario, una serie de fases y etapas de desarrollo peculiar e 
independiente de la voluntad y de los actos de los hombres y que incluso dirige esta volun­
tad y actos” (Marx, 2008, p. 33).
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2. D os aclaraciones sobre el sentido del desarrollo capitalista: 
el devenir del hom bre com o sujeto 
y  las dim ensiones político-jurídicas del desarrollo

La principal afirmación de la sección anterior se resume en seña­
lar que el desarrollo sigue la lógica que le es propia al capital en 
tanto sujeto del sistema económico-social. Dos cuestiones son, a 
nuestro juicio, im portantes a explicar: por un lado, señalar la posi­
ción que el hom bre tiene en un escenario como éste y, por otro, la 
im portancia que elem entos jurídicos y de inclusión social propios 
del desarrollo capitalista tienen sobre la configuración de la acción 
del hom bre.

Respecto a la primera cuestión, debe señalarse que el hecho que 
el desarrollo capitalista tenga un objetivo social que difiere práctica y 
conceptualmente de los propósitos que los hombres en su indi­
vidualidad y en grupo tendrían en caso de contar con una verdadera 
libertad y no sólo aparencial, no implica que invoquemos un pen­
samiento anti-humanista19 o anti-antropologista que postula la pura 
y simple negación, o la total anulación, de los seres humanos como 
sujetos, esto es, una posición filosófica y /o  política que “pretende des­
cartar toda referencia al hombre tanto en los fines como en los medios” 
(Fausto, 1983, p. 32). Cabe aclarar que tampoco creemos, como sí lo 
hace el humanismo, que los hombres sean desde ya sujetos con la ca­
pacidad de determinar las condiciones y funcionamiento del sistema 
social que los engloba.20 En realidad, se trata, en contra de estas

19 Dentro de las corrientes más importantes en este sentido se encuentran el estructu- 
ralismo, el postestructuralismo y el heideggerismo; teniendo en común el principio según 
el cual el hombre (entendido en los términos modernos de sujeto y conciencia) no puede 
ser considerado el centro de la realidad y del saber. En particular el estructuralismo, que ha 
tenido impacto en la perspectiva marxista, postula no sólo la supremacía de la estructura 
sobre el hombre, sino la disolución de éste en sistemas suprapersonales.

20 Se ubica en esta clasificación toda posición filosófica que tiene como su fundamen­
to a la naturaleza humana y que plantea al hombre como una totalidad ya concluida, esto 
es, un hombre que cuenta ya con todas sus determinaciones destinado a vivir en el mundo 
y dominarlo.
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dos posturas, de individuos que están presentes, y al estarlo tienen 
relevancia para la definición del sistema y para la de ellos mismos, pero 
que no tienen, todavía, el control pleno de los resultados e incentivos 
de las actividades que realizan (Fausto, 1983). No se expulsa al hom ­
bre, no se plantea como ausente, pero sí como un hombre alienado por 
su propio producto, el capital.21 Esto es, el hombre se presenta como 
soporte del capital, como personificación del capital,22 entendido éste 
como el sujeto del sistema económico.23 Por ello, el punto clave es 
que sólo a través de un cambio en sus condiciones sociales mate­
riales, ideológicas y políticas, éste podrá asumir el rol determinante 
en el sistema económico-social. Se trata entonces de un hombre que 
está en un proceso de devenir, de llegar a ser el sujeto del sistema 
económico-social.

En cuanto a la segunda cuestión, de igual manera es relevan­
te apuntar que si bien es cierto que, desde una estructura m etodo­
lógica materialista, la forma de producir e intercambiar, es decir, la 
dimensión económica material, constituye, como hemos señalado

Sobre el significado del desarrollo
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21 En palabras de Fausto (1983, p. 31): “Podríamos resumir estas consideraciones, 
diciendo que a nivel de su “pre-historia” el hombre está y no está”.

22 Son diversos los pasajes en los cuales Marx establece que los individuos son personi­
ficaciones del capital, entre ellos destaca el siguiente: “No pinto de color de rosa, por cierto, 
las figuras del capitalista y el terrateniente. Pero aquí sólo se trata de personas en la medida 
en que son la personificación de categorías económicas, portadores de determinadas rela­
ciones e intereses de clase. Mi punto de vista, con arreglo al cual concibo como proceso de 
historia natural el desarrollo de la formación económico -social, menos que ningún otro po­
dría responsabilizar al individuo por relaciones de las cuales él sigue siendo socialmente una 
creatura por más que subjetivamente pueda elevarse sobre las mismas” (Marx, 1983, p. 8).

23 Así, en diversas obras Marx establece al capital como sujeto. En los Grundrisse: “El 
capital es la potencia económica, que lo domina todo, de la sociedad burguesa. Debe cons­
tituir el punto de partida y el punto de llegada” (Marx, 2007, p. 28). En El Capital: El valor 
adelantado originalmente no sólo... se conserva en la circulación, sino que en ella modifica 
su magnitud de valor, adiciona un plusvalor o se valoriza. Y este movimiento lo transforma 
en capital... El valor pasa constantemente de una forma a otra, sin perderse en ese movi­
miento convirtiéndose así en un sujeto automático... el valor se convierte aquí en el sujeto de 
[este] proceso... [en] sujeto dominante... El valor, pues, se vuelve valor en proceso, dinero en 
proceso, y en ese carácter, capital (Marx, 1983, pp. 184-188 y 189). Para un estudio sobre el 
capital como sujeto, c". Fausto (1983) y la introducción de Robles (2005).
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anteriormente, el fundamento para la definición de las formas de con­
ciencia, de política, de religión, de filosofía, etc., el desarrollo tiene 
diversos sentidos o dimensiones que requieren diferenciarse a partir 
de sus consecuencias. El sentido político del desarrollo, por ejemplo, 
es desigual a su sentido económico, pues al primero podemos asociar 
cuestiones como el reconocimiento de la mujer, el voto universal, los 
derechos indígenas y de las minorías, así como el reconocimiento de 
sus diferencias, etc., que son muestra de que en paralelo al movimien­
to de valorización del capital se configura, aunque paulatinamente, 
una tendencia hacia la ampliación de derechos y hacia inclusión en 
términos jurídicos y políticos.

Estos dos, u otros sentidos del desarrollo, pueden ser consistentes 
con las necesidades establecidas por el capital o, bajo circunstancias 
propias de su desarrollo, perm itir la definición de estrategias para su­
perar la forma social capitalista. Huelga decir que, desde un punto 
de vista marxista, un cambio que se limite a estimular una o varias 
dimensiones del desarrollo dejando inalterada la dimensión econó­
mica, es decir, que no modifique la forma de organizar socialmente 
el proceso de producción, es, de acuerdo a lo que discutimos en la 
sección anterior, una metamorfosis aparencial y  no esencial del sistema 
económico.24 A la luz de esta premisa, vale la pena discutir sobre la 
pertinencia de políticas económicas que, en pro del desarrollo, sue­
len plantearse desde una perspectiva basada en el trabajo de John M. 
Keynes.

24 Basta, para continuar con nuestra consideración del sentido político del desarrollo, 
con considerar que la inclusión política y jurídica de la mujer, que es, a primera vista, un 
rasgo positivo, responda, en realidad, a las necesidades de valoración del valor. La apun­
taba ya desde esta perspectiva en El género vernáculo, con su concepto de lo unisex, Iván 
Illich: “La sociedad industrial sólo puede existir si impone un postulado unisex: ambos 
sexos están hechos para el mismo trabajo, perciben la misma realidad y tienen las mis­
mas necesidades —la vestimenta es sólo una diferencia desdeñable [...]  Los hombres y 
las mujeres no serían capaces de competir por el ‘trabajo’ si éste no se hubiera redefinido 
como una actividad que conviene a los humanos, sin distinción de sexo. La teoría eco­
nómica está fundada en la existencia de este humano desprovisto de género, ‘agenérico’” 
(Illich, 2008, pp. 189-190).
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3. La política com o estím ulo del desarrollo

Haciendo caso omiso de los teóricos del mainstream y de su férrea 
confianza en el libre mercado, es común que para las corrientes deno­
minadas heterodoxas la discusión sobre desarrollo se centre alrededor 
de las políticas implementadas o a implementar y de las instituciones 
existentes o necesarias para lograr su promoción, esperando que a 
partir de un diseño adecuado la economía pueda transitar hacia una 
etapa que, entre otros elementos, se caracterice por ser, mediante la ge­
neración de empleos, incluyente, democrática, equitativa en términos 
de derechos y de ingresos, justa, de mayores oportunidades de elec­
ción. Poniendo el asunto en sus términos elementales, el fondo del 
problema del desarrollo ha de sintetizarse en las dificultades del m o­
delo económico para arribar a la ocupación plena y en su característica 
desigual distribución de la riqueza. La atención, es decir, la manera 
de hacer frente a este problema, consecuentemente, se fundamenta 
en la necesidad de generar los mecanismos de control adecuados para 
el sistema económico. El punto que está detrás de esta visión es 
simple: pasar de un sistema capitalista libre a un sistema capitalista 
dirigido, reglamentado o controlado. Keynes (I963a, p. 344) señala 
de manera concisa, y de ahí que nos parezca el sustento primordial de 
las corrientes heterodoxas, el reto que se presenta en la sociedad con­
temporánea: “el problema económico de la humanidad es combinar 
tres cosas: eficiencia económica, justicia social, y libertad individual”.

Para el autor de la Teoría General, el orden capitalista permitirá re­
solver tal problema, si se le regula adecuadamente y de manera no ex­
cesiva y si se logran atender las complicaciones que resultan del riesgo, 
la incertidumbre y la ignorancia. En su principal obra, Keynes llega 
incluso a justificar ciertos niveles de desigualdad y a considerar que el 
estímulo por hacer dinero y la propiedad privada, elementos que él 
mismo denomina como la característica esencial del capitalismo,25 
tienen, bajo ciertas normas, un perfil positivo:

Sobre el significado del desarrollo
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25 En ! e  end of Laissez-Faire se lee: “Estas reflexiones se han dirigido hacia posibles 
mejoras en la técnica del capitalismo moderno mediante la acción colectiva. No hay nada
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Por m i parte  creo que hay justificación social y psicológica de gran­

des desigualdades en los ingresos y en la riqueza, pero  no  para tan  

grandes disparidades com o existen en la actualidad. H ay valiosas ac­

tividades hum anas cuyo desarrollo exige la existencia del estím ulo 

de hacer d inero  y la atm ósfera de la p rop iedad  privada de riqueza. 

A dem ás, ciertas inclinaciones hum anas peligrosas p ueden  orientarse 

p o r cauces com parativam ente inofensivos con la existencia de o p o r­

tunidades para hacer d inero  y de tener riqueza privada. (Keynes, 

2000, p. 329)

La referencia a la orientación de las inclinaciones hum anas en 
la cita anterior tiene implicaciones relevantes. Para Keynes, si bien 
los hom bres son libres en el sentido de que el objetivo de sus accio­
nes es definido por ellos mismos, éstos enfrentan siempre dificul­
tades y generan resultados no positivos debido a su ignorancia y al 
hecho de que el entorno socioeconómico está caracterizado por la 
incertidum bre. En consecuencia, se hace necesaria y se justifica la 
participación del Estado para dirigir “la sabiduría pública”. Así, la 
actividad del hom bre, si se desea alcanzar un resultado socialmente 
favorable, debe acompañarse de un control estatal adecuado que, 
por ejemplo, coordine las decisiones de ahorro e inversión, que con­
trole por m edio de una institución central los flujos de dinero y de 
crédito, o que, para evitar un aspecto rentista del sistema capitalista, 
prom ueva la eutanasia del rentista. Este principio keynesiano, que 
es en realidad un ataque al individualismo propio de la economía 
convencional, no pretende, bajo circunstancia alguna, modificar la 
determ inación que el sistema económico le otorga a cada individuo, 
sino busca establecer (diseñar) las reglas de com portam iento ade­
cuadas para contrarrestar la causa “del desempleo del trabajo, de la 
frustración de expectativas razonables de negocio, y del deterioro

en ellas seriamente incompatible con lo que me parece ser la característica esencial del 
capitalismo, es decir, la dependencia de un intenso atractivo por hacer dinero y por los ins­
tintos de amor al dinero de los individuos como la principal fuerza motriz de la máquina 
económica” (Keynes, I963b, p. 319).
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de la eficiencia y la producción” (Keynes, 1963b, p. 318).26 Se trata 
de establecer condiciones para una dupla de com portam iento indi­
viduo-Estado que sea favorable para la continuidad y florecimiento 
de los negocios capitalistas.

Ello es consistente con su prem isa de elevar la eficiencia del ca­
pitalismo:

Por m i parte, pienso que el capitalismo, sabiam ente adm inistrado, 

puede probablem ente hacerse más eficiente para el logro de fines eco­

nóm icos que cualquier sistem a alternativo aún a la vista, pero que en 

sí m ism o es, en m uchos aspectos, extrem adam ente objetable. N ues­

tro  problem a es lograr una organización social que deberá ser lo más 

eficiente posible sin contrariar a nuestras nociones de una form a de 

vida satisfactoria. (Keynes, 1963b, p. 321)

Si retomamos la frase según la cual el desarrollo se define como un 
movimiento hacia lo mejor, debemos concluir, con base a la serie de ci­
tas que hemos empleado en esta sección, que en la visión keynesiana 
“lo m ejor” se define como un capitalismo moral, en el que, gracias a 
una supervisión y participación estatales y a un comportamiento ade­
cuado de los individuos, se llegaría a un capitalismo justo, equitativo, 
libre del rasgo rentista27 y con ocupación plena.

Sobre el significado del desarrollo
como categoría económica y social

26 La cita completa establece: “Muchos de los mayores males económicos de nuestro 
tiempo son los frutos del riesgo, la incertidumbre y la ignorancia. Esto es así porque los 
individuos particulares, afortunados en situación o capacidades, están en condiciones de 
tomar ventaja de la incertidumbre y la ignorancia, y también porque por la misma razón 
los grandes negocios son a menudo una lotería, que grandes desigualdades de riqueza se 
producen; y estos mismos factores son la causa del desempleo del trabajo, de la frustración 
de expectativas razonables de negocio, y del deterioro de la eficiencia y la producción. Sin 
embargo, el remedio está fuera del alcance de los individuos; incluso puede ser del interés 
de los individuos agravar la enfermedad” (Keynes, 1963b, pp. 317-318).

27 “Veo, por tanto, el aspecto rentista del capitalismo como una fase transitoria que 
desaparecerá tan pronto como haya cumplido su destino y con la desaparición del as­
pecto rentista sufrirán un cambio radical otras muchas cosas que hay en él” (Keynes, 
2000, p. 331).
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Las políticas a favor del empleo, de elevación de salarios, de redistri­
bución del ingreso, de cambio tecnológico, de formación de capacida­
des productivas y empresariales, de estimulación de la productividad 
del trabajo, de inversiones productivas públicas, de fomento al crédito 
para la producción y el control de las actividades especulativas, etc., 
son todas ellas compatibles con esta visión.

Claramente, no puede criticarse a un pensador, ni a sus seguido­
res, por su preferencia por un sistema socio-económico como el 
capitalista,28 pero sí por la validez, a la luz de la evidencia histórico- 
empírica, de sus conjeturas sobre el movimiento de éste y el proceso 
de desarrollo que le acompaña. Como ejemplo consideremos que tras 
el agotamiento del periodo de Estado benefactor, el sistema capitalista 
ha transitado, por señalar algunos de sus rasgos relevantes, hacia 
una etapa en la que la distribución de la riqueza empeora considerable­
mente, el nivel de empleo y las condiciones del mismo están lejos de 
ser satisfactorios y en el que el carácter rentista del sistema no sólo 
no ha desaparecido, sino que se ha consolidado una coalición entre el 
capital financiero y el capital productivo cuya finalidad es mantener y 
elevar la capacidad de valorización. El cuestionamiento fundamental 
aquí se encuentra en la explicación del por qué la etapa histórica ins­
pirada en la visión de Keynes fue sustituida por un capitalismo que 
está lejos de ofrecer resultados favorables en términos sociales e indi­
viduales.

La respuesta se encuentra, creemos, en que, parafraseando lo que 
Marx señalara en La ideología alemana, Keynes y sus seguidores se 
creyeron obligados a luchar solamente contra las ilusiones de la con­
ciencia, y pensaron que controlando los impulsos individuales por el 
dinero a través de una “sabiduría pública”, en la que los individuos se 
definen como cuerpos semi-autónomos,29 podría obtenerse un per­
fil hum ano del sistema capitalista. Dejar inalterada la forma esencial 
del sistema y exclusivamente modificar la serie de reglas y controles

28 Son bien conocidas las críticas de Keynes hacia el socialismo y su intento por pre­
servar el orden capitalista.

29 Cfr. Keynes (I963b, p. 313).
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superficiales, la forma aparencial, ha sido la apuesta de desarrollo 
keynesiana.

Analicemos, como ejemplo, una política a favor del salario. No ob­
jetaríamos que mayores niveles de salario desembocarían en mejorías 
en la calidad de vida de los trabajadores, pero las cosas deben verse 
con mayor cuidado. Esta política pretende efectivamente disminuir las 
diferencias en ingresos pero no va a la contradicción fundamental del 
sistema según la cual el excedente económico es generado por el inter­
cambio de no equivalentes. En otras palabras, se trata de una medida 
que sólo tiene sentido al nivel aparencial del entramado económico, 
así un mejor salario no sería “más que una mejor remuneración de la 
esclavitud, y no conquistaría, ni para el trabajador ni para el trabajo su 
estatus y dignidad hum anos” (Marx, 1977, pp. 72-73). Pero éste no es 
el único problema asociado a una política salarial o a una política de 
pleno empleo, a ello se suma que ambas son, en un ámbito capitalista, 
insostenibles por definición. La existencia de clases sociales que son 
propias del m odo de producción capitalista ocupa el papel predom i­
nante en este caso: un mayor salario y /o  el pleno empleo pueden 
afectar la valorización del valor provocando que, como respuesta, los 
capitalistas inviertan en la tecnificación de los procesos productivos o 
que, como ocurre en la etapa actual, trasladen las inversiones de la es­
fera productiva a la esfera financiero-especulativa. Se sigue de ello que 
una política salarial o de pleno empleo únicamente serían sostenibles 
si el objetivo básico de la economía se encontrara en la satisfacción 
de necesidades humanas y no en la valorización del valor, es decir, si 
no hubiera objetivos que están sobre y contra los individuos, 
y sólo podrían ser estas políticas recomendaciones de largo plazo si 
quienes las proponen ignoraran las relaciones sociales que definen al 
capitalismo.

Una distribución justa o equitativa es, también, un sinsentido a 
m enos que se elimine la categoría de explotación del trabajo, pero 
proponer tal eliminación implica borrar una de las características 
fundam entales del m odo de producción contemporáneo. La misma 
objeción es válida para cualquier proposición que sostenga que los 
representantes del capital (ya sean los dueños o los administradores

Sobre el significado del desarrollo
como categoría económica y social
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[managers] del mismo) y los trabajadores asalariados pueden estar 
en condiciones de acordar una distribución equitativa del producto 
social.30

Jameson, refiriéndose precisamente a las propuestas keynesianas, 
creemos sintetiza de muy buena forma la crítica a esta visión de desa­
rrollo: “todas ellas dejan intacto al capitalismo como sistema precisa­
mente porque no logran identificarlo como sistema” (jam eson, 2011, 
pp. 129-130). Su incapacidad radica en quedarse en la forma aparen­
cial del sistema y no ubicar las relaciones que definen al sistema capita­
lista, en particular al no poner atención suficiente a la relación de valor 
y a la relación capital-trabajo asalariado.

Reflexiones finales

Junto a la aparición en el mundo de formas de organización sociales 
alternativas al sistema capitalista que han dado lugar a cuestiones, 
entre muchas otras, como el Buen Vivir o el Sumak Kawsay, considera­
mos importante proponer reflexiones a nivel teórico de los conceptos 
que comúnmente se utilizan sin mayor discusión. La identificación, 
tras el debate presentado en las secciones anteriores, de la dualidad 
esencia-apariencia del proceso de desarrollo nos permite, desde un 
punto de vista marxista, plantear como necesidad la transformación 
de las relaciones económicas fundamentales, a saber: relación de valor 
(valorización, generación de excedente), relación capital-trabajo asa­
lariado, y la relación entre capitales (Smith, T., 2005). Esto implica 
el postular al desarrollo capitalista como un proceso que, al no estar 
dirigido a la generación de mejores condiciones de vida para el 
hombre, sino para el capital, debe ser superado y sustituido por otro 
tipo de procesos que están ahora en construcción. A nuestro juicio, las 
interpretaciones de las corrientes teóricas alternativas, en su búsqueda 
de lo que puede llamarse un “capitalismo moral”, al ignorar los rasgos

30 En este sentido es muy interesante la crítica realizada por Tony Smith (2005) a los 
postkeynesianos.

54



estructurales de este sistema económico-social lo dejan inalterado. A 
lo que se arriba con una visión como esta última es a un entramado 
económico-social que favorece, entre otras cosas, la generación de 
ganancias, la concentración del ingreso, la presencia continua del des­
empleo, la falta de oportunidades para la reproducción de una 
gran parte de la sociedad. En pocas palabras, el capitalismo regulado 
termina cediendo ante un sistema de alianzas entre capitales que dista 
excesivamente de ser benéfico para la mayoría. Este punto se sintetiza 
en una “promesa fallida” de la modernidad y del sistema capitalista.

Debe señalarse que la identificación de los elementos que configu­
ran el proceso que deberá sustituir al desarrollo es un tema que supera 
los alcances de este texto. Baste por ahora el replantear la discusión del 
significado de un concepto difuso como el desarrollo y señalar algunos 
principios que, a nuestro juicio, son esenciales para establecer una al­
ternativa tanto conceptual como práctica.

El punto nodal en este sentido se ubica en la discusión que refiere 
a la constitución del hom bre como sujeto de la realidad económico- 
social. En el m odo de producción capitalista, tal como se señalara en 
las secciones I y 2 anteriores, no es, a pesar de estar presente, quien 
establece el objetivo del proceso. Su presencia se explica a través de 
juicios de reflexión tales como “el hom bre es trabajador” o “el hom ­
bre es capitalista”, en los que el hom bre es una locución carente de 
sentido, un simple nom bre y donde solamente el predicado es lo que 
establece lo que es el hombre, lo que llena y da sentido a la palabra. 
Es decir, bajo la lógica del capital, el hom bre efectúa actividades y 
tiene personificaciones pero no realiza actividades que respondan 
a sus propios deseos. Un verdadero desarrollo debería, por el con­
trario, eliminar tal situación y hacer que las acciones fueran verda­
deras determinaciones del hom bre en cuanto sujeto en un sentido 
ontológico pleno. Este punto corresponde a un momento, el socia­
lismo según Fausto (1983), en el que, habiendo superado la relación 
capitalista, las determinaciones del hom bre deben ser atribuidas a 
cada hombre, así los juicios el “hom bre es p in tor” o “el hom bre es 
músico” implicarían acciones de un verdadero sujeto que decide qué 
actividades llevar a cabo. Para que ello sea posible, debe, entre otras

Sobre el significado del desarrollo
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cosas, superarse una estructura social definida por las relaciones de 
valor y de capital-trabajo asalariado; eliminarse los incentivos y ob­
jetivos propios de la valorización del valor; suprimir tanto la estruc­
tura ideológica en la que las necesidades del capital aparecen como 
necesidades de los individuos, como la explotación en tanto fuente 
del excedente económico.
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Institucionalización de la economía verde 
y transición tecnológica

Graciela Carrillo González

Introducción

Actualmente el crecimiento de las tecnologías y los productos amiga­
bles con el ambiente supera las tasas de crecimiento de otros sectores 
de la economía en muchas regiones del mundo. Su desarrollo y cre­
ciente comercialización denota una tendencia innovadora en el sector 
ambiental que para algunos académicos apunta a colocarse como el 
nuevo paradigma tecnológico del siglo xxi.

A la luz del planteamiento de la Dra. Carlota Pérez sobre los ci­
clos de las revoluciones tecnológicas1 y  la posibilidad de estar in- 
cursionando en una nueva revolución, las tasas de crecimiento de 
los mercados verdes muestran una tendencia hacia la conformación 
de una sexta revolución tecnológica con las innovaciones en materia 
ambiental y los desarrollos científicos que se generan sobre la base del 
uso de los recursos naturales. Un indicio importante de la expansión 
en ese sector son las propuestas que presentaron en 2008 y 2009 la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (ocde)

1 Las cuales refieren a los cambios hacia nuevas tecnologías que generan transforma­
ciones en todos los ámbitos de la sociedad y modifican las relaciones económicas y sociales.
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y la Organización de Naciones Unidas (onu), para p romover el creci­
miento verde y la econom ía verde respectivamente. Ambas instancias 
plantean su iniciativa como una alternativa para reactivar el crecim ien­
to económico de los países en el mundo, sobre la base de nuevas 
tecnologías verdes, la generación de un nuevo tipo de empleos y, en 
el caso de la onu, una medida para potenciar las inversiones a favor de 
los sectores más p obres de la p oblación .

Las iniciativas de la ocde y la onu  se presentan en un momento en 
que el m odelo capitalista se aloja en un escenario de globalización de 
los mercados que ha impactado en la econom ía, el ambiente, la cultura 
y la p olítica de los países. Resulta de interés identificar los efectos que 
se han hecho manifiestos, resultado de dicha globalización, como el 
p roceso de concentración del capital, mala distribución del ingreso, la 
crisis financiera, el desempleo. Se analizará si las condiciones actuales 
se asemejan a las condiciones previas a las anteriores revoluciones tec­
nológicas. En particular interesa indagar sobre la propuesta de la eco­
nom ía verde, que en principio se instalará sobre la misma estructura 
productiva que ha p ropiciado la desigualdad social y económica, para 
impulsar el crecimiento y el desarrollo a partir del uso de los recursos 
naturales, ya que se corre el riesgo de que se continúe deteriorando el 
capital natural y que ello no repercuta en un crecimiento acompañado 
de desarrollo.

El objetivo de este trabajo es describir, a partir del planteamiento 
de C. Pérez (2004), las características de la transición hacia las tecno­
logías ambientales, lo cual pareciera estar ya institucionalizado con la 
propuesta de la economía verde. También se analiza cómo en el marco 
de la globalización, se ve difícil que el fortalecimiento de esa transición 
tecnológica hacia lo verde modifique el esquema concentrador de la 
riqueza y garantice la fórmula crecimiento económico y desarrollo in­
clusivo.

Este ensayo corresponde a un trabajo analítico-descriptivo que se 
aborda en cinco apartados, cuyo punto de partida es el análisis de 
las revoluciones tecnológicas recuperando los elementos y condicio­
nes que en su m omento facilitaron los cambios hacia el siguiente para­
digma. Interesa identificar cómo se está presentando la construcción
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de una sexta revolución tecnológica orientada a lo ambiental. Para ello 
se aborda un segundo apartado que da cuenta, a partir de una revisión 
de la literatura y de algunas estadísticas, de los efectos económicos y 
sociales que han derivado de la globalización dado que es el escenario 
en el que se estaría asentando el nuevo paradigma. Se enfatiza en los 
ritmos de crecimiento en los últimos años y los efectos manifiestos 
en la concentración de la riqueza y los impactos sobre el ambiente, 
condiciones previas para la crisis financiera que se dio en el 2008 
y que coincide con una de las características que se presentaron en 
anteriores revoluciones tecnológicas. En el tercer y cuarto apartado se 
analizan los elementos que están presentes en el contexto actual para 
que se generen las innovaciones en el sector ambiental y se recuperan 
a mayor detalle los planteamientos de los dos organismos internacio­
nales — ocde y onu— que proponen de manera explícita un fuerte 
impulso hacia la economía verde, como una alternativa a la recupe­
ración de la economía mundial. Finalmente, en el último apartado se 
ilustra la posibilidad de la transición tecnológica a partir del caso de 
las fuentes alternativas para la generación de energía eólica, en el cual 
es posible mostrar cómo el capital transnacional ha sido el que más ha 
invertido en condiciones que le han permitido ser el más beneficiado. I.

I. Las revoluciones tecnológicas

En su texto, Revoluciones tecnológicas y  capital financiero, la Dra. Pérez 
sostiene que “la secuencia revolución tecnológica-burbuja financiera- 
colapso-época de bonanza-agitación política se reinicia cada medio siglo 
aproximadamente, y  se origina en mecanismos causales propios de la na­
turaleza del capitalismo” (Pérez, C., 2004). Bajo la misma lógica de 
una revolución científica se entiende que el cambio es paulatino y se 
da un período de empalme entre la vieja y la nueva tecnología. En 
este trabajo se resaltan tres aspectos trascendentes del sistema, a los 
cuales se atribuye esa secuencia: la presencia de múltiples innovacio­
nes tecnológicas radicales que modifican la estructura productiva, el 
desacoplamiento entre la economía real y la economía financiera, y la
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resistencia al cambio de las instituciones ante los cambios en la esfera 
técnica y económica.

La investigación señala que la presencia de las revoluciones tec­
nológicas se ha dado a lo largo de más de dos siglos. El efecto que se 
presenta en cada una de ellas lo define como una oleada de desarrollo, 
esto implica una serie de cambios en toda la economía pasando por el 
ámbito de la producción, la distribución, la comunicación, el consumo 
y el contexto social.

Cada transformación, señala la autora, incorpora nuevos aspectos 
de la vida cotidiana y particularmente de las actividades productivas y 
los mecanismos de mercado. Ubica la primera gran revolución tecno­
lógica a partir de 1770 y la última más allá del 2000, pasando por otras 
tres revoluciones, como se observa en el siguiente cuadro:

C 1. R evoluciones Tecnológicas

Secuencia Revolución tecnológica País núcleo

Primera La Revolución Industrial Inglaterra

Segunda Era del vapor y los ferrocarriles Inglaterra y se extiende a 
Europa y Estados Unidos

Tercera Era del acero, la electricidad 
y la ingeniería pesada

Estados Unidos y Alemania

Cuarta Era del petróleo, el automóvil 
y la producción en masa

Estados Unidos y Alemania

Quinta Era de la informática 
y las telecomunicaciones

Estados Unidos y se difunde 
a Europa y Asia

Fuente: Pérez, C., 2004.

Otro aspecto que interesa recuperar en este planteamiento en re­
lación a la oleada de desarrollo son los dos períodos por los que 
atraviesa que, de acuerdo a este análisis, tienen una duración de apro­
ximadamente tres décadas. La primera mitad que denomina como 
período de instalación hace referencia al momento en que irrumpen 
las nuevas tecnologías en una economía madura y se empiezan a arti­
cular nuevas redes, surge una infraestructura diferente y se modifican
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las formas de organización; la segunda mitad es el período llamado 
de despliegue que es cuando están dadas las condiciones sociales y 
técnicas que ya perm iten la instalación plena del nuevo paradigma y 
posibilita el desarrollo de su potencial para generar riqueza.

G 1. Ciclo de desarrollo tecnológico  

desde la óptica de Carlota Pérez

Fuente: Pérez, 2002. Tomado de Hernández U. y Ávila F., 2010.

Asimismo señala que entre estos dos períodos se presenta un pe­
ríodo de reacomodo entre la instalación y el despliegue lo que des­
encadena una recesión. La presencia de una recesión financiera en el 
proceso de una transición de paradigma tecnológico tiene sentido, 
toda vez que es posible que se genere un proceso de desinversión de 
los sectores tradicionales a la par de una tímida dinámica inicial de 
inversión hacia los sectores de las nuevas tecnologías, en busca 
de alternativas para recuperara la tasa de ganancia, que termina en una 
frenética inversión que desestabiliza los mercados y genera burbujas 
financieras, estableciendo la antesala del despliegue con la necesaria 
reestructuración de las instituciones.

El proceso de globalización que se ha vivido en las últimas 
cuatro décadas ha dado importantes señales que apuntan hacia el des­
pliegue de un nuevo paradigma tecnológico, tanto por el crecimiento
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explosivo que marcó la era de las comunicaciones como por la recu­
rrencia de las crisis financieras. En ello ha sido fundamental la postura 
de las instituciones internacionales que inciden sobre las decisiones 
de la política nacional, la madurez y declive de diversos sectores eco­
nómicos, la importante conformación de redes que han modificado 
los patrones de producción y consumo, la mayor participación y ex­
presión de la sociedad. Las manifestaciones de la crisis ambiental y su 
incorporación en la agenda internacional también han sido clave para 
modificar el marco institucional y con ello incentivar el desarrollo de 
nuevas tecnologías y productos que apuntan hacia la utilización de 
los recursos naturales como el factor estratégico para el crecimiento 
de los países. En el siguiente apartado se presenta alguna evidencia de 
ese contexto.

II. Globalización y  repercusiones 
sobre la sociedad y  el m edio ambiente

En este apartado se pretende explicar los orígenes visibles de la glo­
balización que se presenta a partir de finales de la década de los años 
setenta a la par del surgimiento de un discurso que llamaba la atención 
sobre el agotamiento de los recursos naturales y el medio ambiente. 
Como punto de partida interesa señalar las características e impactos 
de la globalización sobre la sociedad y sobre los recursos naturales.

No es posible hacer referencia a la globalización sin hablar de la 
libre movilidad de los productos y del capital o sin incorporar el tema 
del desacoplamiento de la economía real con la economía financiera y, 
por ende, las crisis financieras recurrentes donde los principales afec­
tados han sido los países emergentes.

Tampoco es posible hablar de globalización sin considerar que la 
apertura de las economías facilitó las condiciones para que se m antu­
viera sobre la mesa y a disposición del capital, todo tipo de recursos 
llámese humanos, materiales y  ambientales para que se incorporasen 
bajo la lógica de alta eficiencia a los procesos productivos, encabeza­
dos por las grandes empresas transnacionales.
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El contexto de la globalización que se vive actualmente surgió como 
una respuesta a la crisis del modelo keynesiano, a finales de la década 
de los años setenta, y como el resurgimiento del modelo neoliberal 
para dar paso al papel preponderante que juega el mercado, a partir 
de entonces, en la economía mundial.

Bajo el argumento de las ventajas comparativas y las ventajas 
competitivas, se inicia un proceso que es posible caracterizar por la 
supresión de las barreras arancelarias facilitando la movilidad y el libre 
flujo de mercancías, el libre flujo de capitales y la consecuente integra­
ción de los mercados, lo cual se presentó como una salida a la crisis 
económica de aquella década.

La crisis de los años setenta marcó el fin de un paradigma econó­
m ico y productivo y frenó el ritmo de crecim iento de la econom ía 
mundial. La tasa media de crecim iento del pib de los países industria­
lizados se ubicó p or abajo del 3% en la mayoría de ellos, asimismo, 
con la crisis ya totalmente instalada a inicios de los ochenta los paí­
ses en desarrollo experimentaron un caída de sus econom ías con una 
tasa m edia de 2.3%, la excepción fueron los países del sudeste asiático 
con tasas de crecim iento del 8%. Esta recesión se acompañó de ines­
tabilidad financiera, alto desempleo y creciente inflación, así como un 
fuerte endeudamiento de los países en desarrollo. La crisis energética 
significó también una alerta sobre los recursos naturales.

Sin embargo, fue en 2008 cuando se presenta la más severa crisis 
económica y financiera a nivel mundial. Ese año el pib mundial apenas 
creció un 1.9% y decreció el siguiente año un 2.9%, llevando a la ban­
carrota a importantes instituciones financieras.

En la siguiente gráfica se observa el comportamiento de la tasa m e­
dia de crecimiento del pib, de los principales países de tres regiones: 
países de Europa (Alemania, Francia, España, Italia y Reino Unido); 
países asiáticos (Singapur, Corea, China, India y la ex Unión Soviéti­
ca); y países de América (Estados Unidos, Canadá, Brasil, Argentina y 
México). En ésta se observa una caída importante del crecimiento de 
los países de Europa y de Latinoamérica a principios de los años 
ochenta y posteriormente con la crisis del 2008, en la cual coinciden 
también con los de Asia.

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica
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G. 2 Tasa de crecim iento prom edio del p i b  

de los principales países de tres regiones (1980-2014)

La transición hacia el neoliberalismo económico implicó además el 
adelgazamiento del Estado bajo el argumento del indispensable sanea­
miento de las finanzas públicas, y la apertura económica marcó el for­
talecimiento del libre mercado como base del crecimiento y del 
reajuste, en el plano regional por la integración de mercados mediante 
la vía de los tratados comerciales, lo que llevó a fuertes niveles de 
competencia entre regiones, países y empresas.

La mayor competencia entre los agentes y  la reestructuración de 
las empresas se convirtieron en los pilares del nuevo escenario eco­
nómico, donde instancias supranacionales y un gran número de go­
biernos nacionales se enfrascaron en una permanente discusión para 
buscar alternativas al tradicional modelo productivo contaminante. 
Tendencias implícitas al llamado proceso de globalización como la 
regionalización de la economía mundial, la transición del paradigma 
productivo, el cambio tecnológico y el auge de los negocios interna­
cionales se sumaron a esta ola de cambios, facilitando el flujo de fac­
tores y bienes para la incipiente formación de un mercado ambiental 
(Carrillo, G., 2002).
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Para los años ochenta del siglo pasado las economías más avanza­
das recuperaron sus ritmos de crecimiento, dando paso al fortaleci­
miento de nuevasramas industriales que fueron el eje de la expansión 
económica en el decenio. La revolución de la informática y las teleco­
municaciones facilitó el giro del paradigma productivo que llevó a los 
países industrializados a la recuperación de mercados. Sin embargo, 
el desempleo se hizo presente en estos países mostrándose como una 
fuerte debilidad durante el período de transición, tendencia que se ha 
profundizado y se mantiene en la década actual. Para las economías 
atrasadas el peso de la deuda externa2 perpetuó el estancamiento y les 
impidió avanzar al ritmo de la revolución tecnológica.

En los siguientes años, la década de los noventa del siglo pasado y la 
primera década del siglo xxi, se profundizaron las características de la 
globalización, las innovaciones en informática y transportación facili­
taron el comercio mundial de mercancías que creció a tasas nunca an­
tes vistas, como se observa en el cuadro 2. El comercio intra-industrial, 
derivado del crecimiento de la inversión extranjera y la deslocalización 
de las industrias también mostró un mayor dinamismo.

Institucionalización de la economía verde
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C 2. Tasas de crecim iento anual de las exportaciones 
e im portaciones mundiales por regiones (1990-1998)

Exportaciones Regiones Importaciones
90-95 1996 1997 1998 del mundo 90-95 1996 1997 1998

6.0 5.5 10.5 3.5 Mundc 6.5 6.0 9.5 4.0
7.0 6.0 11.0 3.0 Norteamérica 7.0 5.5 13.0 10.5
8.0 11.0 11.0 6.5 América Latina 12.0 8.5 22.0 9.5
5.5 5.5 9.5 4.5 Europa Occidental 4.5 5.5 7.5 7.5
5.5 3.5 9.5 5.0 Unión Europea 4.5 5.0 7.0 7.5
5.0 6.5 12.5 10.0 Econ. en transiciór 2.5 16.0 17.0 10.0
7.5 5.0 13.0 1.0 Asia 10.5 6.0 6.0 -8.5
1.5 1.0 12.0 -1.5 Jap ór 6.5 5.5 1.5 -5.5

11.5 7.5 11.5 2.0 Este Asiático 12.0 4.5 6.5 -16.0

Fuente: omc, 1999. Tomado de Romero Gómez A., 2000.

2 Se trata de la deuda de los países de América Latina que marcó el inició en los años 
ochenta, la que a la fecha, a pesar de estrategias de renegociación ha continuado incremen­
tándose, sin que en estos momentos se le dé la relevancia de los primeros años.
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Para el 2011 el comercio mundial de m ercancías alcanzó la cifra 
de 18 billones de dólares y la de servicios 4 billones de dólares, lo cual 
significó tasas de crecimiento del comercio mundial, en los últimos 30 
años, de alrededor del 7% (omc, 2013).

El gran crecimiento de los flujos de capitales es quizá la característi­
ca más relevante de la globalización, éste también estuvo fuertemente 
apoyado por las nuevas tecnologías de comunicación y por las polí­
ticas liberales de los gobiernos que facilitaron la entrada y salida del 
capital financiero en busca de los mayores rendimientos, los llamados 
capitales golondrinos.

Al mismo tiempo que el m undo se integró económica y financiera­
mente, se empezó a discutir en la agenda internacional los problemas 
derivados del modelo productivo que impactaban sobre el medio 
ambiente, buscando alternativas a partir de esquemas de regulación 
y control para la industria por parte de los gobiernos.

Las consecuencias e impacto del fenóm eno globalizador se vie­
ron claram ente en varios terrenos. El prim ero de ellos el desaco ­
plam iento de la econom ía real con la econom ía financiera: “el pib 
mundial para el año 2000 se calculaba en alrededor de 40 trillones 
de dólares, m ientras que el papel especulativo en circulación era del 
orden de m edio cuatrillón de dólares, es decir 50 veces más papel 
chatarra financiero en el m ercado, sin sustento en la econom ía real” 
(Jalife, R.A., 2007, p. 93).

En los albores del siglo xxi, la especulación financiera mostró su 
peor cara en las crisis financieras que particularmente han padecido 
los países emergentes,3 con un efecto dominó que ha llevado a la 
quiebra a muchas empresas y ha sumado a los despidos por cuestiones 
de costos y competitividad, un gran desempleo resultado del cierre de 
muchas pequeñas y medianas compañías.

La apertura de fronteras al comercio ha llevado la competencia a 
niveles tan profundos que las empresas han buscado alternativas, en­
contrando en la innovación y la flexibilidad laboral los mecanismos

3 Con excepción de la crisis del 2008 que tuvo su mayor impacto en los países 
desarrollados.
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para abatir costos, ello por supuesto ha tenido un fuerte impacto 
sobre el empleo, la rem uneración y las condiciones laborales de los 
empleados.

Ambos efectos, la especulación financiera y la flexibilización labo­
ral trajeron como resultado un proceso que ha impactado fuertemente 
en la sociedad: la concentración del capital en grandes corporacio­
nes multinacionales y un mínimo porcentaje de la clase alta, particu­
larmente en los países en desarrollo y en los países emergentes. La
fuerte inequidad en la distribución del ingreso en los países con su 
principal expresión en el desempleo se ha configurado como el talón de 
aquiles de la globalización.

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica

C 3. Reparto de la riqueza mundial

Porcentaje de la 
población

( & )

Porcentaje de la riqueza 
que concentra

( & )

Rango de 
percepciones 

(dólares)

0.6 39.3 Más de 1 millór

7.5 43.1 100 r il - 1 r illór

22.5 14.4 10 r il - 100 r il

69.3 3.3 Hasta 10 r il

Fuente Antón A. (2013).

El efecto de la globalización sobre el medio ambiente y los recur­
sos naturales no fue menos pernicioso, al pasar de un modelo produc­
tivo que consideró durante décadas que los recursos naturales eran 
infinitos hacia la idea de sustentar el futuro crecimiento de la econo­
mía mundial en el "uso racional y  sostenible” de los recursos naturales, 
que adicionalmente propiciaría el desarrollo inclusivo.

Son muchos los factores que han determinado la expansión del co­
mercio y de los flujos financieros, éstos se agrupan en lo que se deno­
mina costos de transacción. La reducción de los costos de transacción 
implicó menos obstáculos a la movilidad financiera y de productos;
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esto en parte ha estado determinado por las estrategias de integración 
horizontal y el modelo de deslocalización de procesos de los grandes 
corporativos, que han elevado los niveles del comercio intraindustrial 
hasta cerca de un 70% del comercio mundial y con ello se ha elevado 
también la concentración del capital. De modo que la tendencia de 
crecimiento de la participación de los países en desarrollo en las 
exportaciones mundiales no sólo se explica por el fenómeno China, 
sino también por las filiales de las multinacionales instaladas en estos 
países.

Q uizá el com ercio m undial y la m ovilidad de capitales son la 
m áxima expresión de la globalización, que vinculados al desarro­
llo tecnológico y la innovación que se concentra en ciertos países 
y en ciertas empresas, explica las causas de la concentración de la 
riqueza en el m undo. Sin embargo, el tem a de innovación y tec­
nología se encuentra en un gran debate debido a la am plitud de 
posibilidades y orientaciones que se le está dando y que im pactan 
tanto de m anera positiva como negativa sobre el m edio am biente 
y la sociedad.

El efecto nocivo de la innovación tecnológica sobre el medio 
ambiente está determinado, en opinión de autores como Constanza 
(1999), en la escala, es decir, las economías de escala que son la prin­
cipal ventaja competitiva de las transnacionales tienen repercusiones 
desfavorables de tipo social, ambiental y económico en muchas de 
las regiones donde se instalan, porque no consideran los ritm os de 
recuperación de los recursos renovables, afectan en otros casos por­
que realizan sus procesos sobre la base del uso de recursos naturales 
no renovables y porque en sus desarrollos no consideran el principio 
precautorio que reduciría los riesgos para la población.

Las condiciones económicas que llevaron a una situación de crisis 
financiera, tal como lo describe C. Pérez, en los procesos de transi­
ción, está dando lugar a la búsqueda de nuevos campos de inversión. 
En coincidencia con ello el cuestionamiento del deterioro sobre el 
medio ambiente y la incorporación de esta discusión a lo largo de tres 
décadas abrió la posibilidad para que el desarrollo tecnológico diera 
respuesta a nuevas necesidades.
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III. Condiciones para la innovación  
en el sector del m edio ambiente

A partir del trabajo de las revoluciones científicas es posible vislum­
brar las coincidencias que se presentan en las últimas décadas sobre 
ciertas características que parecieran apuntar hacia un período de 
instalación de una sexta revolución tecnológica basada en el avance 
tecnológico de diversas ramas científicas (biología molecular, bio­
tecnología, nanotecnología, ingeniería genética y nuevos materiales 
entre otros) lo que permite nuevos usos de los recursos naturales y 
que al parecer tendría como núcleo los países de Europa. La misma C. 
Pérez, en un trabajo del 2010 / señala que una vía posible para 
dinamizar el desarrollo en América Latina se puede dar a partir de una 
estrategia de desarrollo productivo basada en el uso de los recursos 
naturales aprovechando el desarrollo tecnológico de los países asiá­
ticos. Sin embargo, en la medida en que los países latinoamericanos 
no adquieran las capacidades para que se les transfiera el conocimien­
to esa propuesta presenta altos riesgos, asociados a la posibilidad de 
m antener una posición de primario exportadores sin retener el valor 
que agregaría el conocimiento y las nuevas tecnologías.

De modo que si se analiza cuatro décadas atrás el tema de los pro­
blemas y alternativas relacionadas con el medio ambiente se encuen­
tra que es a partir del año 1972 cuando se discute por primera vez, 
entre representantes de varios países, acerca de la escasez de recursos 
naturales como consecuencia del modelo productivo predominante, 
y se publica por parte del llamado Club de Roma el libro Los límites 
del crecimiento, cuyo planteamiento giraba en torno al agotamiento de 
diversos materiales y recursos naturales no renovables debido el ritmo 
de crecimiento de la población, a la creciente demanda de alimentos 
que ello implicaba, a la actividad industrial y a los altos niveles de con­
taminación que se generaban. 4

Institucionalización de la economía verde
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4 Se refiere al artículo: “Dinamismo tecnológico e inclusión social en América Latina: 
una estrategia de desarrollo productivo basada en los recursos naturales”, publicada, en la 
revista CEPAL, en abril de 2010.
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En 1972, se lleva a cabo en Estocolmo, Suecia, la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio HumanoS y a pesar de que ahí 
no se tomaron acuerdos en torno a la publicación antes citada, su im­
portancia trascendió en muchos ámbitos; ya que a partir de los años 
setenta los gobiernos de los países industrializados empezaron a crear 
instituciones ad hoc y a incluir en sus programas de gobierno medidas 
ambientalistas, entre ellas políticas de ahorro de energéticos que se 
pusieron en marcha a partir del aumento del precio internacional del 
petróleo en la década de los años setenta6.

El tema ambiental vuelve a tomar fuerza en 1987, cuando la Co­
misión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de Naciones 
Unidas (cmmad) presentó su informe sobre la situación internacio­
nal y el medio ambiente, que tituló “Nuestro Futuro Común”. En 
ese documento se postuló el término Desarrollo Sostenible entendido 
como la estrategia que busca “satisfacer las necesidades de las gene­
raciones presentes sin comprometer la capacidad de las generaciones 
futuras para satisfacer sus propias necesidades” (cmmad, 1987). Bajo 
la idea de la conmensurabilidad y la sustituibilidad de los recursos na­
turales se abre el camino para romper con la idea del crecimiento cero 
y se argumenta que en realidad existe una total compatibilidad del cre­
cimiento económico con la conservación de los recursos naturales.

El texto de “Nuestro futuro común” mostró una visión contraria a la 
propuesta de “crecimiento cero”, asumiendo que la tendencia creciente 
del consumo y la presión futura que por el crecimiento de la población 
se ejercería sobre los recursos y  el medio ambiente era manejable, siem­
pre y cuando se realizaran cambios importantes en las instituciones,

5 “Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano” constituyó la más 
importante iniciativa tomada hasta entonces en el terreno de la conservación del medio 
ambiente y de la lucha contra la contaminación, su principal aporte fue dar relevancia al 
problema ambiental desde una perspectiva de interacción entre el sistema natural, el siste­
ma social, el medio físico y el medio construido por el hombre.

6 En los años setenta el Ministerio de Comercio Internacional e Industria (MITI) ja­
ponés conformó grupos de trabajo para reorientar su proceso productivo hacia actividades 
menos dependientes del consumo de materias primas y energía, con proyectos orientados 
a la utilización de nuevas tecnologías y al incremento de la eficiencia energética.
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en la legislación, nacional e internacional, y se establecieran acuerdos 
entre gobiernos y con los organismos internacionales. La construcción 
de instituciones y leyes que regularan y promovieran procesos y tec­
nologías más amigables con el ambiente7 inició en los años setenta, y 
esa iniciativa se trasladó a las empresas de los países desarrollados en 
los años ochenta, momento en el que se empiezan a sustituir aquellas 
tecnologías de “final de tubo” por tecnologías preventivas.

En los ochenta, el tema del control de la contaminación comenzaba a estar 

en la agenda de empresas de países avanzados, principalmente empresas 

de gran tamaño (1000-5000 empleados) o multinacionales. En esta época 

aparecieron las primeras declaraciones corporativas de responsabilidad 

am biental... Los trabajos pioneros de la empresa 3M  y  su programa 3R 

(recicla, reusa, recupera) ... generó ahorros sustanciales en el corto plazo... 

3M  colaboró con Naciones Unidas en la elaboración de guías y manuales 

para el control de la contaminación a través de buenas prácticas de inge­

niería y  el uso de tecnologías limpias. (Díaz, L y  Montalvo, C., 2011, p. 10)

El surgimiento de nuevas tecnologías e innovaciones que tomaran 
en cuenta el componente ambiental, particularmente en lo que se refirió
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7 Algunas iniciativas para sustentar políticas limpias para el aire y el agua, entre los años 
setenta y noventa fueron: Convención ECE (Comisión Económica para Europa) transna­
cional para el control de la contaminación del aire (1979, 1983) firmada por 34 países y 
ratificada por 24 países. Convención de la UNEP (Programa de las Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente) para la protección de la capa de ozono (1985) firmada en Viena. El 
protocolo de Helsinki (1987) firmado por 20 países con el objetivo de reducir las emisiones 
nacionales anuales de sulfuro en al menos 30% para el año 1993. El protocolo de Montreal 
(1987) adherido a esta convención donde 46 países se comprometieron a reducir su pro­
ducción de cinco clorofluorocarbonos y tres alones para el año 2000 y fue ratificado en 
Londres (1990) por 100 países. El protocolo de las emisiones de los óxidos de nitrógeno 
que fue firmado en 1988 en Sofía y ratificado por 16 países que acordaron tomar medidas 
en contra del incremento de las emisiones de óxidos de nitrógeno y no incrementarlas a 
niveles de 1987 después del año 1994. Del agua: aprobación de convenciones relacionadas 
con la contaminación global, por ejemplo actos relacionados con aguas marinas: Londres 
1972, Helsinki y Paris 1974, Barcelona 1976 y 1982 ley del océano convenio internacional 
para la preservación de recursos firmado por 160 países y Declaración Ministerial de Lon­
dres 1987 para protección del Mar del Norte firmada por 8 países.
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a las tecnologías limpias, llevó hacia una reconversión industrial que 
dejaba de lado las adaptaciones tecnológicas de la década anterior.

Durante la década de los ochenta se presencia el surgimiento de nue­
vas tecnologías ambientales orientadas al tratamiento de agua, manejo 
de desechos, control de la calidad del aire y remediación de suelos. “Ese 
sector generó un monto de negocios de 200000 millones de dólares en 
1990 y representó el 20% de las exportaciones de Europa, 10% de las de 
Estados Unidos y 6% de las de Japón” (Micheli, 2000, p. 190). Cada una 
de esas regiones empezó a especializarse en esos años posicionándose a 
la cabeza del desarrollo tecnológico, asimismo se presenció en esa déca­
da una transformación social con la conformación de grupos ambien­
talistas, en defensa de los recursos naturales, y posiciones ideológicas a 
favor del ambiente que emanaban de la academia.

La década de los años noventa suma varios elementos para que 
el desarrollo de las tecnologías ambientales empiece a consolidar­
se. En el marco de la Cumbre de Río de Janeiro en 1992, una de las 
principales reuniones internacionales sobre medio ambiente, se crea 
el Bussines Council of Sustainable Development, con el fin de incorpo­
rar al sector empresarial en los acuerdos internacionales dentro de 
una norm atividad en materia de calidad ambiental, minimización de 
impactos ambientales, nuevas tecnologías y esquemas organizacio- 
nales y de gestión ambiental, que encabezarían las grandes empresas 
transnacionales.

Surge en esos años el concepto de ecoinnovación; varios países, 
principalmente de Europa, desarrollan sistemas de ecoetiquetado y 
empiezan a surgir los productos ecológicos; se pone en auge el tema 
de las certificaciones ambientales (iso  14000); y la política ambiental 
que años atrás insistía en el control y sanción a los privados para re­
gular la contaminación sobre la base de una serie de leyes y normas, 
ahora se combina con una política de regulación voluntaria (de las 
empresas) donde será el naciente mercado de consumidores, cons­
cientes y comprometidos con el medio ambiente, los que premian a 
las empresas en el mercado.

La primera década del siglo xxi, hace converger de manera intensa 
los avances de la ciencia en las áreas de comunicaciones, informática,
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ingeniería genética, biología molecular, biotecnología, nanotecnolo- 
gía, etc., con los recursos naturales en su amplia variedad de especies, 
los cuales son utilizados de una forma creciente para el desarrollo de 
ecoinnovaciones y nuevos productos.

Esta oleada de innovaciones ambientales, encabezada por Alema­
nia, Estados Unidos, España, y  algunos países asiáticos se empie­
za a expandir hacia los países emergentes a través del comercio de 
nuevas tecnologías, la formación de capital humano, las inversiones 
extranjeras en áreas estratégicas innovadoras y los desarrollos de las 
transnacionales asentadas en estos países.

En esta década, como en otras épocas de revoluciones tecnológicas, 
se presenta una profunda crisis financiera, en el año 2008, que lleva a 
los países desarrollados a niveles que van desde una reducción drástica 
de su pib hasta una profunda recesión que ha durado cerca de siete 
años y no da señales de una plena recuperación . Sintomáticamente, y 
a la luz del planteamiento que se viene siguiendo de las oleadas de las 
revoluciones tecnológicas, organismos internacionales como la ocde 
y la onu  impulsan ante la crisis mundial una iniciativa para instalar 
e institucionalizar la idea de que a partir del impulso a los “negocios 
verdes”, es decir, basados en tecnologías ambientales y en el uso racio­
nal de los recursos naturales, se puede construir una econom ía y un 
crecimiento verde que conduzca a la superación de la crisis mundial y 
además, en una lógica de inclusión social, p romueva el desarrollo y la 
equidad en los países. IV.

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica

IV. El surgim iento de la econom ía verde

Sobre el concepto de crecimiento/economía verde con todas sus va­
riantes, entre otras: ecoinnovaciones, bioeconomía, negocios verdes, 
se han manifestado posturas que se contraponen; desde los organismos 
del orden internacional que lo presentan como una vía para vigorizar 
la economía mediante la generación de mayor confianza en los merca­
dos, el desarrollo de la innovación y adopción de nuevas tecnologías, la 
creación de nuevos sectores, el fortalecimiento de las políticas públicas
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y de las medidas fiscales, y la corrección de distorsiones de mercado; 
hasta las organizaciones civiles que atribuyen al sistema de producción 
y consumo vigente los problemas de escasez de agua, depredación de 
los recursos y el cambio climático, señalando que la idea del crecimien­
to verde es sólo una forma de hacer negocios a costa de la explotación 
de los ecosistemas.

Se presentará sintéticamente el origen de las propuestas de econo­
mía y crecimiento verde, a tres décadas de iniciado el proceso de trans­
formación hacia las tecnologías ambientales, para discutir cómo en el 
marco de la globalización la institucionalización de una propuesta en 
ese sentido, asentada sobre la misma estructura económica, tenderá a 
reproducir el esquema de concentración de la riqueza ahora a la luz del 
aprovechamiento de los recursos naturales.

La ocde definió en 2005 el concepto eco -innovación com o:

las actividades que producen bienes y servicios para medir, prevenir, 
limitar, minimizar o corregir daños ambientales en materia de agua, aire 
y  polución, así como problemas relacionados con los residuos, conta­
minación acústica y  ecosistemas... incluye las tecnologías más limpias, 
los productos y los servicios que reducen el riesgo ambiental y  minimi­
zan la contaminación, y la eficiencia en el uso de recursos.

Tal concepto ya había sido propuesto en 1996 por Fussler y Ja­
mes y posteriorm ente discutido por diversos autores como Kemp y 
Arundel, IKlemmer, Rennings, Andersen y Huber (véase Rivera, D. 
Patricia, 2014, pp. 28-30).

En el año 2008, el Programa de Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (pnum a) lanza una iniciativa que denom inó la Economía 
Verde, y que define como:

un sistema de actividades económicas relacionadas con la producción, 
distribución y  consumo de bienes y servicios que resulta en mejoras 
del bienestar humano en el largo plazo, sin, al mismo tiempo, exponer 
a las generaciones futuras a significativos riesgos ambientales y escasez 
ecológica significativas. (pnuma, 2010, p. 2)
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Esta propuesta estableció como eje el fomento a la inversión pri­
vada y pública en la producción de bienes y servicios amigables con el 
ambiente para potenciar dichas inversiones a favor de los sectores de la 
población más pobres.

Un año después, en 2009, se llevó a cabo la reunión ministerial de la 
ocde. En ella se p rop one la firma de una declaración sobre Crecimiento 
Verde con el fin de fortalecer esfuerzos para superar la crisis, recono­
ciendo que el uso de los recursos naturales y el crecimiento pueden ir 
de la mano. En esa m isma sesión los ministros apoyaron un mandato 
para que la ocde formulara una estrategia de crecimiento verde que 
conjuntara aspectos económicos, ambientales, sociales, tecnológicos y 
de desarrollo (Carrillo, G., 2015, p. 94).

En 2011 ambos organismos publican nuevos documentos, el 
pnum a  publica el docum ento Hacia una economía verde: Guía para 
el desarrollo sostenible y  la erradicación de la pobreza. Síntesis para los 
encargados de la formulación de políticas, en ese trabajo se resume 
nuevam ente la problem ática económica, social y ambiental que dio 
paso a la creación del concepto y se define a la economía verde como 
“aquella que tiene bajas emisiones de carbono, utiliza los recursos 
de forma eficiente y es socialmente incluyente”. Plantea que en una 
economía verde, el aum ento de los ingresos y la creación de em ­
pleos deben derivar de inversiones públicas y privadas destinadas a 
reducir las emisiones de carbono y la contaminación, a prom over la 
eficiencia energética así como en el uso de los recursos, y a evitar la 
pérdida de diversidad biológica y de servicios de los ecosistemas” 
(pnum a , 2011, p. 1).

El Banco M undial se suma con una plataform a de conocim iento 
global sobre iniciativas de crecim iento verde, donde se estim aron 
las inversiones en proyectos verdes que se han destinado a los d istin­
tos sectores económ icos y que prom ueven la investigación científi­
ca y la innovación. En el diagrama extraído del docum ento de 2011 
de la ocde, se presenta el porcentaje de patentes en tecnologías 
verdes que se han registrado en los distintos sectores donde se ob­
serva la mayor participación en ciencia material, química, física e 
ingeniería.

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica
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Fuente: ocde (2010) Measuring Innovation. A new perspective, basado en la 
Scopus Costum Data, Elsevier, julio de 2009; ocde, Patent Database, enero de 

2010; y epo, Worldwide Patent Statistical Database, septiembre de 2009.

Las críticas al crecimiento verde no se han hecho esperar, se dice 
que es un modelo basado en el crecimiento económico que no impli­
ca una diferencia substancial al modelo actual; no queda claro de qué 
manera se logrará redistribuir la riqueza y generar un desarrollo in­
clusivo, tampoco está claro cómo funcionaría el apoyo tecnológico y 
financiero a los países en desarrollo, quizá podría surgir un dinamismo 
autónomo en estos países a partir del aprovechamiento de sus recursos 
y del avance científico, pero en un entorno globalizado hay riesgos.

¿Cuáles son los riesgos de estas iniciativas? Como señala Carlota Pérez 
en su trabajo del año 2010, el mundo ha cambiado, los países emergentes 
ahora llegan a competir a los mercados internacionales con innovaciones 
en diversas áreas, se ha abierto una inmensa ventana al desarrollo cien­
tífico (nanotecnología, biotecnología, robótica, genética, energías alter­
nativas, etc.) y su vinculación con los mercados en áreas que sustentan 
y se combinan para hacer un uso racional de los recursos ambientales. 
También el mercado se ha transformado a favor de esta tendencia con 
la hiper-segmentación que da cabida a una enorme cantidad de nuevos 
productos que surgen desde innovaciones básicas hasta complejas.
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También es cierto que las posibilidades de formación del capital 
hum ano en todos los países ahora son m ucho mejores y que se han 
conform ado redes que facilitan la movilidad y los vínculos para la 
producción, sin embargo, estamos asentados en un m undo globa- 
lizado, donde, como se discutió en la segunda sección de este tra­
bajo, la globalización ha m ostrado a lo largo de cuatro décadas que 
es un proceso funcional a los intereses del gran capital, y que bajo 
la convicción de la mínim a intervención del Estado en los procesos 
económicos y en las regulaciones al capital, deja m uy lejos la posi­
bilidad de una redistribución del ingreso a partir de la inclusión y 
dignificación de millones de personas que sobreviven en la inform a­
lidad y el subempleo.

La ocde y la onu  p rop onen que el m odelo verde sea la base 
del crecim iento y del desarrollo en los países em ergentes y atra­
sados, donde el comp onente clave para continuar el avance cien­
tífico y el auge innovador sea el uso de los recursos naturales, que 
conforman la r iqueza de esos países con impactos a nivel local en 
las comunidades. Estas instituciones que ahora se reconfiguran y 
adecúan al nuevo escenario, que una vez superada la instalación se 
correspondería con el despliegue de la “sexta revolución tecnoló ­
gica”, establecen condiciones y p ropician regulaciones tru ncas que 
continúan favoreciendo a las grandes corp oraciones para que se dé 
un p ro ceso de apropiación y extracción de la r iqueza natural de los 
países en atraso.

La propuesta  de sum arse a las oportunidades de la m odernidad 
enganchándose en el dinam ism o asiático, a partir de una estrate­
gia de desarrollo productivo basada en los recursos naturales, no 
deja de ser interesante para contados sectores y grupos que se ven 
salpicados con beneficios marginales a partir de la innovación y las 
nuevas tecnologías, pero ello no garantiza un desarrollo inclusivo 
y las posibilidades reales de un redistribución equitativa del ingre­
so. Por el contrario, los riesgos son altos, las posibilidades de “des­
po jar” a las com unidades y  países enteros de su riqueza natural, 
por parte de las grandes corporaciones, son altas y para muestra 
basta un botón.

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica
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V. El caso de la energía eólica

Existen argumentos a favor y en contra de una tendencia que ya no 
tiene retorno: el uso del medio ambiente para fines de mercado, y que 
se puede ejemplificar con el caso de las energías alternativas.

A partir de los años noventa se inició la instalación de proyectos 
de energía eólica a gran escala en dos regiones de México: La Ventosa 
en el Itsmo de Tehuantepec, Oaxaca y La Rumorosa en el estado de 
Baja California. Las principales empresas que incursionaron en estas 
primeras inversiones fueron norteamericanas y europeas, como se ob­
serva en la siguiente tabla.

C. 4  Principales empresas con proyectos de energía eólica en M éxico

Em presa Origen

Gamesa /  Acciona España

Vestas Diamarca

Clipper Estados Unidos

EDF Francia

ENEL Italia

Mc Quaire Australia

PGGM Holanda

Mitsubishi Japór

Gamesa/Acciona/Renovalía/ Ibedrola/Gas 
N atural/Fenosa/ Preneal/EY^A-ACS

España

Peñoles/G rupom ar/Cem ex/ Grupo Salinas/ 
Soriana/Fuerza Eólica de México

México

Walmart Estados Unidos

En 1986, la Comisión Federal de Electricidad (cfe) instaló esta­
ciones anemométricas en el Istmo de Tehuantepec y realizó diferentes 
evaluaciones del potencial eólico. En 1994, realiza la construcción del 
primer proyecto experimental de energía eólica, La Venta I, con 1 575 
megawatts de capacidad, se ubicó en la Venta, agencia municipal de 
Juchitán, Oaxaca.
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En el 2006, se llevó a cabo la inauguración del parque eólico La Ven­
ta II, una central con 83.3 megawatts con capacidad para generar elec­
tricidad para aproximadamente 45 mil viviendas en la misma zona y en 
2008 inicia el proyecto La Venta III, operada por Acciona, con una pro­
ducción estimada de 101 megawatts de capacidad total y un rango por 
aerogenerador de 1.0 a 2.5 megawatts. Acciona fue la primera empresa 
en recibir el incentivo del Banco Mundial de 1.1 centavos de dólar por 
kilowatt-hora entregado a la red eléctrica durante los primeros cinco 
años de operación. Para el 2013 se había consolidado el “corredor ístmi­
co” con la instalación de 14 parques eólicos (La Venta I, La Venta II, La 
Venta III, Parques Eólicos de México, Eurus Acciona, Oaxaca I, Oaxaca 
II, Oaxaca III, Oaxaca IV, Electricidad del Valle de México, Bi ne Stipa, 
Bi stipa nayaa, Fuerza Eólica de México y Piedra larga).

El caso de Oaxaca es un ejemplo de la expansión de una nueva tec­
nología ambiental en un período de 20 años, que se ha intensificado en 
los últimos siete años. Esta oleada de inversiones en el ramo se ha con­
centrado en empresas grandes. Para el año 2015 se autorizaron 4 par­
ques eólicos de menores dimensiones en Jalisco, Zacatecas, Tamaulipas 
y Puebla, que en conjunto generarán alrededor de 200 megawatts, y es­
tán en proyecto 11 centrales más en Tamaulipas. En el caso de Puebla, 
las empresas que participarán son las españolas: Preneal e Impulsora 
Latinoamericana de Energía Renovable, iler, que invertirá en conjun­
to con la empresa Iberdrola.

En términos generales y a reserva de la problemática particular que ha 
enfrentado cada comunidad, estos proyectos han propiciado el desplaza­
miento de la actividad agrícola y /o  pecuaria en grandes superficies, con 
ello el alejamiento de los campesinos de sus actividades tradicionales y 
el cambio de uso de suelo en áreas de vocación productiva. También es 
cierto que en ocasiones se trata de suelos improductivos, y en primera 
instancia resulta muy atractiva la cantidad que se les paga a los propie­
tarios de los terrenos. En el año 2012, se pagó en Oaxaca un promedio 
de $20000.00 pesos anuales por hectárea; para Puebla se ha reportado, 
en 2015, un pago por la instalación de cada generador en 40 metros, de 
$833.00 por mes y un pago anual de $10000.00 en los lugares donde se 
instaló alguna antena (La Jornada de Oriente, 31/08/2015).

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica
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Debido a lo deprimido que está el mercado de productos agrícolas 
en el país, persiste otro escenario a futuro sobre las implicaciones que 
traerá para estos propietarios y sus familias el quedar atados a contra­
tos de al menos 25 años (vida útil de la turbina). Aún más drástico 
podría ser el impacto para el resto de la sociedad que habita en las loca­
lidades aledañas que no se ve beneficiada con ese ingreso, por ejemplo 
no se crean empleos que compensen y generen derrama económica 
en la región y /o  que fortalezcan el tejido social y la vida cultural de las 
localidades, simplemente se ven invadidos por un número infinito de 
torres generadoras de energía eólica y la presencia de técnicos e inge­
nieros ajenos a las tradiciones y vida local.

En un estudio de la Comisión para el diálogo con los pueblos indí­
genas de México se señala que:

Las grandes empresas productoras de energía eólica asentadas en diver­

sas regiones del país, junto a las mineras que operan en casi una tercera 

parte del territorio nacional, son beneficiarías de las leyes y  acuerdos p ro ­

movidos po r el gobierno federal que les garantizan pagos raquíticos a los 

propietarios originales de la tierra por ocupar miles de hectáreas donde 

han quedado instalados sus parques eólicos ... En el ámbito internacional 

la remuneración pagada por las empresas explotadoras de parques eóli­

cos, por concepto de arrendamiento de tierras, oscila entre 1 y  5% de los 

ingresos brutos por ven ta ... La Asociación Europea de Energía Eólica se­

ñala como estándar 3.9% de los costos de la producción ... en México se 

ubica m uy por debajo del estándar internacional, al situarse en el 0.025% 

de los costos y el 1.53% de los ingresos brutos. (cdpim, 2013, p. 16)

Mientras que en sus países de origen las empresas con proyectos eóli­
cos pagan alrededor del 4% de su ingreso bruto en arrendamiento, en Mé­
xico pagan alrededor del 0.25. A manera de ejemplo, la empresa Iberdrola 
obtuvo en un año, en el parque eólico Bii Nee Stipa, ganancias brutas por 
7148 000 dólares y pagó por arrendamiento alrededor de 23 600 pesos. 
No queda claro cómo se puede establecer una dinámica de desarrollo 
para los pueblos, basada en el uso de sus recursos naturales, que implique 
inclusión social, distribución del ingreso y apropiación de su trabajo.
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Adicionalmente se tienen impactos sobre el ambiente, ya que si 
bien es cierto que estos proyecto contribuyen de manera importante 
a reducir las emisiones de c o 2 (dióxido de carbono) — lo que impac­
ta positivamente en el cambio climático— , existen otras repercusio­
nes tales como: los aerogeneradores requieren para su fabricación 
un alto contenido de energía y materiales como hierro, acero, lignito, 
granito, calcio, arena de cuarzo, zinc, etc., que deben ser extraídos de 
las minas, además de los residuos que se generan al desmantelarlos al 
final de su ciclo de vida; en la construcción y funcionamiento de los 
parques se producen derrames de aceite sintético, solventes, pinturas 
por los cambios de aceite con el riesgo de contaminar suelos y cuerpos 
de agua superficiales y subterráneos; estos parques también provocan 
la fragmentación de extensiones de hábitat especialmente de aves y 
reptiles, se generan impactos en las cadenas tróficas y lo más grave se 
provoca muerte de aves por la colisión con las aspas de los aeroge­
neradores en funcionamiento. Los efectos que derivan siguen siendo 
estudiados y detectados por expertos ambientalista y urbanistas.

La transición hacia las tecnologías ambientales es necesaria y ahora 
es una realidad, eso forma parte ya de la denominada economía verde. 
Sin embargo, el crecimiento y expansión de este tipo de tecnologías está 
generándose principalmente por las empresas multinacionales que con­
tinúan operando en la lógica del modelo de la globalización, grandes in­
versiones y grandes ganancias que se concentran en unos pocos y que no 
se traducen en empleos de calidad, distribución equitativa del ingreso y 
en general mejores condiciones de vida a la población, más bien ame­
naza con continuar con un uso abusivo de los recursos naturales de los 
países en desarrollo. La sexta revolución tecnológica quizá garantice el 
crecimiento de la economía mundial, pero no el desarrollo de los países 
atrasados y al parecer tampoco la conservación del medio ambiente.

Institucionalización de la economía verde
y transición tecnológica

Consideraciones finales

El actual escenario de apertura económica impone un nuevo reto a los 
países en desarrollo. Las empresas nacionales se enfrentan a una fuerte
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competencia en sus propios mercados ante la presencia de empresas filia­
les de los grandes consorcios que en su mayoría las superan en tecnología, 
productividad y en ocasiones calidad, y cuentan con estrategias de merca­
dotecnia que destacan una actitud amigable frente al ambiente.

Esa dinámica corresponde a un contexto que impone el modelo 
global que ha favorecido a todas luces la concentración del capital en 
manos de las grandes empresas transnacionales, de modo que son 
esas mismas empresas las que tienen mayores posibilidades para 
aprovechar el cambio tecnológico y las oportunidades que podrían 
presentarse a partir de los negocios verdes y de las innovaciones que 
se den sobre la base del uso de los recursos naturales.

Los organismos internacionales, léase ocde, onu y Banco M un­
dial, se encuentran muy activos en la promoción de la Economía 
Verde, se induce a los países por distintas vías a adoptar esta idea y 
a asociar el mayor número de iniciativas posible con el mercado de 
productos y servicios verdes, pero no deja de observarse que en los 
países en desarrollo llegan las inversiones extranjeras para hacer uso 
intensivo del capital natural y las derramas económicas esperadas m u­
chas veces no llegan y por tanto ello no se traduce en un beneficio para 
la población del lugar.

El modelo teórico de las revoluciones tecnológicas de Carlota Pé­
rez aporta muchos elementos para entender cómo se va transitando 
hacia un nuevo patrón tecnológico que apunta a la construcción de 
un nuevo paradigma, sin embargo, la idea de lograr un desarrollo in­
clusivo en los países de América Latina a partir del aprovechamiento 
de los recursos naturales está dejando de lado las lecciones que hemos 
aprendido de un m undo globalizado, donde es el capital trasnacional 
el que aprovecha las oportunidades bajo el respaldo de las institucio­
nes internacionales y dado el bajo margen de actuación que se le per­
mite hoy a los gobiernos nacionales, los beneficios para la sociedad no 
llegan a ser los esperados sino por el contrario.

Hasta ahora no existe una sólida corriente académica o grupo de ac­
tivistas ambientales que se manifieste en defensa de la economía verde, 
este planteamiento surge y es impulsado desde los organismo internacio­
nales ya señalados — ocde y onu— y empieza a tomarse como parte de
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la p olítica nacional en diversos países. En México, el Instituto Nacional 
de Ecología y Cambio Climático (inecc) ha incorporado desde 2012 
esta propuesta en una idea de incidir sobre la p olítica pública sugiriendo 
que el tema se aborde en cuatro ejes estratégicos:

*Como marco de referencia transversal en el Plan Nacional de D e­
sarrollo.

*A partir de instrumentos económicos regulatorios y financiamien- 
to público.

*Con acciones de cooperación internacional.
*Con una agenda de investigación sobre mercados de carbono, 

valoración de ecosistemas y análisis de riesgos y vulnerabilidad.
De modo que se trata de una tendencia oficialista que si bien es 

cierto incorpora en el discurso los temas de desarrollo, conservación 
del inventario de los recursos naturales para las generaciones futuras, 
las inversiones que se han realizado alrededor de la economía verde 
han evidenciado efectos secundarios que impactan sobre comunida­
des de escasos ingresos y baja capacidad de organización para defender 
sus derechos. Mostrar la evidencia de este sinnúmero de casos implica 
un trabajo exhaustivo que en este artículo sólo se ha presentado con 
una pequeña muestra que es el caso de las inversiones en energía alter­
nativa en el estado de Oaxaca.

La experiencia presentada a manera de ejemplo muestra cómo la 
transición hacia una nueva tecnología que aprovecha un recurso co­
mún, en este caso las energías alternativas, ha beneficiado principal­
mente a grandes empresas extranjeras como Iberdrola y los beneficios 
para las comunidades han sido mínimos en el mejor de los caso bajo la 
complacencia del gobierno nacional.

El debate sobre la economía verde se encuentra aún en construc­
ción, como se ha referido en este trabajo es necesario analizar el fenó­
meno para identificar las evidencias que permitan mostrar un proceso 
de transición hacia un paradigma tecnológico verde. Como todo cam­
bio paradigmático, ya analizado por C. Pérez, éste se encuentra en una 
espiral donde las condiciones económicas propias de la economía 
mundial determinan el ritmo lento de la transición y sobre esto es que 
se debe profundizar.

Institucionalización de la economía verde
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Evaluando a los organismos intermedios: 
el caso de las Fundaciones Produce

Luz Marina Sánchez Rodríguez y René Rivera Huerta

Introducción

Las actividades de innovación son resultado del esfuerzo colectivo de 
varios actores que interactúan no sólo para crear nuevo conocimien­
to científico y tecnológico, tam bién para difundirlo y materializarlo 
en productos, servicios y procesos (H ertog et al., 2OO3). La vincula­
ción entre los diferentes actores es compleja porque sus objetivos, 
intereses y motivaciones la mayoría de las veces no son compartidos. 
En este ámbito, caracterizado por la complejidad, han surgido un 
conjunto de individuos u organizaciones que actúan como m edia­
dores entre los actores involucrados en los procesos de innovación, 
a este tipo de organismos se les denomina “interm ediarios”. Estos úl­
tim os generan valor para los clientes, al identificar el conocimiento y 
la tecnología apropiada a sus necesidades y facilitar la transferencia 
de la misma.

En esta misma dirección y con la finalidad de dar respuesta a los 
problem as y retos que enfrenta el sector agropecuario mexicano, el 
gobierno ha generado organismos interm ediarios con la finalidad de 
vincular a los investigadores con los productores agropecuarios, tal 
es el caso de las Fundaciones Produce (fp). Las fp son asociaciones
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de productores agrícolas sin fines de lucro, son organismos inter­
mediarios cuyo propósito es fom entar la participación de los in­
vestigadores en proyectos científicos y tecnológicos, que tratan de 
dar solución a un problem a concreto que enfrenten los productores 
agropecuarios.

Aun cuando la im portancia de las fp está clara, pocos trabajos 
han sido realizados por la academia para entender el funcionamiento 
y el desempeño de este organismo (Ekboir et al., 2OO9, Torres y Vera- 
Cruz, 2011 y D utrénit et al., 2O1l). Menos investigación aún se ha 
realizado para entender el impacto que ha tenido dicho organismo 
tanto en el agente generador del conocimiento (los investigadores), 
como en el agente usuario del mismo (productores agropecua­
rios). Algunos trabajos tratan de forma tangencial el problem a de 
la intermediación, pero focalizándose en el análisis del efecto de la 
vinculación investigador-productor (i-p) en la productividad del in­
vestigador (Rivera et al., 2011). En este sentido, el presente trabajo 
intenta, por tanto, contribuir a la discusión estudiando el efecto de 
la intermediación de las fp en la cantidad y calidad de la producción 
científica y tecnológica.

Se parte de la idea de que la intermediación de las fp puede es­
tar incidiendo en la dirección de las actividades del investigador; es 
decir, se podría pensar que la producción científica y tecnológica del 
investigador que está vinculado con los productores agropecuarios 
mediante las fundaciones, está relativamente más orientada hacia los 
temas, productos o actividades que tratan de dar respuesta a proble­
mas prácticos que enfrentan los productores tales como asesorías 
técnicas, transferencia de tecnología, capacitación, mejoramiento 
genético, entre otras.

El principal objetivo de este trabajo es evaluar el desempeño de 
las fp a través de observar el efecto de la interm ediación de estos 
organism os en el tipo y cantidad de productos científicos y tecno­
lógicos de los investigadores vinculados con las fp comparado con 
aquellos investigadores que no lo están .

Para llevar a cabo lo anterior la base de datos utilizada se reco­
piló a través de una encuesta propia aplicada durante los meses de
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mayo a octubre del 2014. Se recopilaron 1O8 observaciones que re­
presentan el 4.4% del total de investigadores pertenecientes al área 
de Biotecnología y Ciencias Agropecuarias del Sistema Nacional de 
Investigadores (sn i) cuya investigación puede tener una aplicación 
potencial en el sector agropecuario. La información corresponde a 
la producción científica y tecnológica de los investigadores para el 
periodo 2005-2013. Para el análisis de la información se construyó 
un m odelo de regresión binomial negativa.

El trabajo se divide en cuatro apartados: en el primero, se presenta 
una breve revisión de la literatura relacionada con los organismos in­
termediarios; en la segunda parte, se expone la descripción de las va­
riables; en el tercer apartado, se presentan los resultados; y en el último 
apartado, se presentan las reflexiones finales.

Evaluando a  los organismos intermedios:
el caso de las Fundaciones Produce

1. La interm ediación

La innovación se concibe como un proceso complejo que está deter­
minado por un conjunto de etapas que abarcan desde la investigación 
y el desarrollo (i+d ) hasta la aceptación comercial1; estos procesos 
implican un alto riesgo, requieren grandes inversiones y del esfuerzo 
coordinado de una red de actores que son interdep endientes (Leeu- 
wis y Van Den Ban, 2004). Estas actividades se dificultan o pueden 
no llevarse a cabo, cuando las organizaciones deciden actuar de m a­
nera aislada. En este ámbito, caracterizado por la complejidad, han 
surgido un conjunto de individuos u organizaciones que actúan como 
mediadores entre los actores involucrados en los procesos de innova­
ción, a este tipo de organismos se les denomina “intermediarios” los 
que se pueden definir como “una clase de organizaciones, agentes o 
intermediarios que actúan en cualquier aspecto del proceso de 
innovación entre dos o más partes” (Howells, 2006, p. 720). 1

1 Etapas que de acuerdo con la literatura no necesariamente ocurren de manera 
lineal (Kline y Rosenberg, 1986; Lundvall, 1992).
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La definición de Howells (2OO6) perm ite incluir una gran diver­
sidad de actores tanto públicos como privados que asumen un papel 
de intermediarios en los procesos de innovación. Adicionalmente, 
Howells (2OO6) identifica diez actividades2 que realizan los interm e­
diarios en los procesos de innovación. La diversidad de funciones 
que realizan es resultado de la heterogeneidad de actores, nivel en 
el que operan, grado de involucramiento y complejidad de las tareas 
que desempeñan los intermediarios (Howells, 2OO6; Klerkx y Leeu- 
wis, 2OO9; Dalziel, 2OO6).

Los servicios prestados por los interm ediarios pueden generar 
beneficios para los participantes en la relación productor-investiga­
dor (p-i). En el caso particular de los investigadores, la interm edia­
ción representa la posibilidad de encontrar financiam iento externo 
para su investigación. Por otro lado, a las empresas, la interm edia­
ción les ayuda a satisfacer las necesidades de conocim iento y de tec­
nología percibidas por la industria o sectores productivos (W inch y 
Courtney, 2OO7).

En los últimos veinte años, se ha observado un aumento en el 
núm ero de estudios que abordan a los organismos intermediarios 
desde diferentes perspectivas teóricas, entre los cuales destacan los 
estudios sobre transferencia y difusión de conocimiento y tecnolo­
gía (M antel y Rosserger, 1987; Berry et al., 1991), los estudios rela­
cionados al enfoque de sistemas de innovación y redes (Carlsson y 
Stankiewickz, 1991; Bessant y Rush, 1995; Klerkx y Leeuwis, 2OO8 
y 2OO9); los vinculados a la gestión de la innovación (Hargadon y 
Sutton, 1997; Roxas, et al., 2O11), entre otros.

Los trabajos arriba citados subrayan que los interm ediarios in­
volucrados en los procesos de innovación desem peñan un papel 
fundam ental en las actividades de colaboración entre los oferentes

2 Las actividades son: 1. previsión tecnológica y diagnóstico; 2. monitoreo y 
procesamiento de información; 3. generación, procesamiento y combinación de conoci­
miento; 4. intermediario y “gatekeeping”; 5. pruebas, validación y entrenamiento; 6. acre­
ditación y estándares; 7. regulación y arbitraje; 8. propiedad intelectual y protección de 
resultados; 9. comercialización y explotación de resultados y; 1O. valoración y evaluación 
de tecnologías.
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y dem andantes de conocim iento científico y tecnológico. Los in­
term ediarios compensan las debilidades que pueden existir en los 
procesos de innovación, es decir, corrigen las fallas de mercado y 
en la política pública que distorsionan los patrones de innovación; 
cierran las brechas geográficas, cognitivas, comunicativas, organiza- 
cionales, funcionales, culturales, sociales y tem porales; además los 
interm ediarios no se lim itan a la función de enlace pueden transfor­
mar las ideas y el conocim iento que será transferido, pueden generar 
valor al almacenar, m anipular y transform ar las ideas y conocim ien­
to (Howells, 2OO6).

Los organismos intermediarios en el sector agropecuario

Recientemente ha surgido un interés por analizar el problem a de la 
interm ediación en el sector agrícola (Senker y Faulkner, 2OO1; Cash, 
2OO1; Clark, 2OO2; Sulaiman et al., 2OO5; Klerkx et al., 2OO6; Klerkx 
y Leeuwis, 2OO8a y 2OO8b; Kilelu et al., 2O11; Dhamankar, 2O11); 
principalm ente porque este sector se ha convertido paulatinamente 
en una actividad más compleja y estructurada. Lo anterior ha gene­
rado un cambio en la dinámica del sector, ya que los productores 
agrícolas se enfrentan el reto de ser más competitivos como resultado 
de la presión impuesta por el mercado globalizado. En este contexto, 
la innovación se ha vuelto un elemento clave para que los producto­
res agrícolas puedan adaptarse a un entorno más competitivo (Banco 
Mundial, 2OO7).

Estos trabajos han observado que los interm ediarios de inno ­
vación tratan de establecer las conexiones necesarias entre la de­
m anda y la oferta de conocim iento y recursos; así como establecer 
otro tipo de colaboraciones pertinen tes en el sector agrícola. No 
obstante, la dirección en los trabajos analizados tienen  como ob­
jetivo últim o explicar lo que sucede por el lado de la dem anda, 
es decir, por el lado de los usuarios del conocim iento científico y 
tecnológico (H argadon y Sutton 1997; Sakakibara y Branstetter, 
2OO3; Roxas et al., 2011).

93



Luz Marina Sánchez y Rene Rivera

La mayor parte de estos trabajos se centran en evaluar el efecto 
que tiene la interm ediación en el desem peño de las empresas y /o  
productores, dado que se piensa que estos actores tienen la capa­
cidad de transform ar el conocim iento en un producto  o servicio 
nuevo o m ejorado para introducirlo en el m ercado (Patel y Pavitt, 
1994). Se esperaría que el proceso de interm ediación generara be­
neficios para las empresas en térm inos de desempeño, y que en el 
agregado provocase efectos positivos en las actividades producti­
vas de la economía.

Sin embargo, el efecto de la intermediación por el lado de los 
oferentes de conocimiento científico y tecnológico ha sido poco ex­
plorado por la literatura; es decir, la intermediación al fom entar la 
colaboración de los investigadores con los sectores productivos pue­
de provocar algún efecto sobre la producción de conocimiento cien­
tífico y tecnológico. Como ha m ostrado la literatura, los proyectos 
básicos conducen a la producción científica inmediata materializada 
en publicaciones, los proyectos más aplicados implican un alto grado 
de interacción, por lo tanto, el intermediario al fom entar la colabora­
ción P-I no sólo facilita el proceso de transferencia de conocimiento, 
además, le perm ite al investigador mejorar su comprensión del en­
torno de aplicación de su investigación (Perkmann y Walsh, 2OO9; 
D ’Este y Patel, 2OO7).

Algunos trabajos se centran en el efecto de la vinculación P-I so­
bre la productividad del investigador, pero sin profundizar en la varia­
ble intermediación (Rivera et al., 2O11). Este trabajo contribuyó a la 
comprensión de la interacción p-i ampliando la definición de p roduc­
tividad e identificando la naturaleza de dicha interacción en el sector 
agrícola en México (Rivera et al., 2O1l).

Organismos intermediarios en México: las Fundaciones Produce

En el caso particular de México, se ha tratado de dar respuesta a 
la problem ática que enfrenta el campo. El gobierno en los últim os 
veinte años ha prom ovido cambios im portantes en la investigación
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y extensión3 agropecuaria. Un ejemplo es la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable (ldrs), publicada en 2OO2, la cual, en papel, impulsa 
la generación y diversificación del empleo, garantizando de este 
m odo la incorporación y participación del sector agrícola en pe­
queña escala en el desarrollo nacional, dando prioridad a las zonas 
m arginadas y a los sectores económ icam ente débiles de la econo­
mía rural. Esta ley delegó a la Secretaria de Agricultura, Ganadería, 
Desarrollo Rural, Pesca y Alim entación (Sagarpa) la coordinación 
de los diferentes órganos ejecutores, cuyas funciones son la inves­
tigación agrícola, la generación de tecnología, la experim entación 
y el extensionismo. Supuestamente, estos cambios tratarían de res­
ponder a las necesidades de una mayor eficiencia en la prestación 
de servicios públicos (dof, 2OO1).

Entre los principales cambios institucionales prom ovidos por 
los gobiernos federal y estatal, como parte del Subprograma de 
Investigación y Transferencia de Tecnología de Alianza para el 
Campo, fue la creación, en 1996, de las Fundaciones Produce (fp). 
Estas últim as son asociaciones de productores agropecuarios sin 
fines de lucro, son adm inistradas a través de Consejos Directivos. 
Los Consejos son presididos por algún productor líder, por lo ge­
neral se trata de un m ediano o grande em presario que realiza acti­
vidades en el sector agrícola o ganadero; adicionalm ente participan 
representantes del gobierno estatal y de la Sagarpa. La presidencia 
es un cargo honorífico por lo tanto no reciben sueldo por las tareas 
que realizan. Actualmente, existen 32 fp, una por cada entidad fe­
derativa, las cuales cuentan con un órgano de coordinación federal, 
la C oordinadora de las Fundaciones Produce (Cofupro) (Paredes 
y M oncada, 2OO1).

Evaluando a  los organismos intermedios:
el caso de las Fundaciones Produce

3 El término extensión se empleó para referirse a los programas de educación para 
adultos creados en las universidades y orientados a divulgar los conocimientos generados 
a un tipo de individuos fuera de los límites de la Universidad. Con el tiempo el término se 
ha interpretado de diversas formas: transferencia de tecnología, que se refiere a la trans­
misión de información técnica; asistencia técnica que se refiere a prácticas de cultivo y 
manejo de ganado; servicios de asesoría incorporados al enfoque de gestión.
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Las fp son instancias de “Ejecución Federalizada”44 y entre sus 
atribuciones y responsabilidades se encuentra formular el Programa 
Estatal de Investigación y Transferencia de Tecnología en cada entidad 
federativa, establecer los criterios para definir los proyectos priorita­
rios, asignar y adm inistrar recursos del p rograma, fomentar la alianza 
entre las instituciones de investigación relacionadas con el sector agro­
pecuario y el sector p roductivo, entre otras (dof, 2OO3).

En síntesis, estas organizaciones tratan de lograr que las em pre­
sas y productores agrícolas sean capaces de generar innovaciones 
tecnológicas en beneficio de los actores de las cadenas agroindus- 
triales de los estados que conform an a la república mexicana. Las 
fp son por tanto organismos interm ediarios p o rque deben fom en­
tar la participación de investigadores en proyectos científicos y 
tecnológicos, que tratan de dar solución a los problem as concretos 
que enfrentan los productores agropecuarios (Paredes y M oncada, 
2OO1).

Las fp se han consolidado como un actor clave en el sector agro­
pecuario; no obstante, ha sido poco documentada la labor de las fun­
daciones y se sabe poco sobre el desempeño de este organismo. Se 
pueden mencionar los estudios de caso de la fundación Nuevo León 
(Torres y Vera-Cruz, 2O1l) y de la fundación Chiapas (Dutrénit, et al., 
2O1l). En relación con la fundación Nuevo León, los autores señalan 
que existen efectos positivos de la intermediación en relación con la 
formación de redes con otras asociaciones, en los procesos de gestión 
de la innovación, fomento de la participación de productores en la 
identificación de la demanda y en el compromiso de los investigadores 
con el resultado del proyecto.

Los trabajos arriba citados contribuyen al entendimiento del efec­
to de la intermediación de las fp en el desempeño de los productores 
agropecuarios, pero se desconoce el efecto que las fp podría estar 
generando en la productividad del investigador. 4

4 Los montos federales se determinan mediante la “Formula de Asignación de Recur­
sos Federales a las Entidades Federativas”, con base en los parámetros de equidad y desa­
rrollo regional (DOF, Reglas de operación del programa Alianza para el campo, 2OO3).
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2. Principales características de la base de datos

La información empleada en el presente trabajo proviene de dos fuentes, 
la aplicación de una encuesta y una base de datos. La encuesta se aplicó 
a investigadores que se desempeñan en instituciones de educación su­
perior y  en centros públicos de investigación (cpi) entre mayo y octubre 
del 2014. La información proporcionada p or los investigadores permitió 
conocer aspectos relacionados con la intermediación de las Fundaciones 
Produce y producción científica del investigador de 2005 a 2013.

La base de datos fue proporcionada por el Conac/ t5, y contiene 
la inform ación que reportan los investigadores que pertenecen al 
Sistema Nacional de Investigadores (sn i) y form an parte del área 6 
de conocim iento que com prende “Biotecnología y Ciencias Agro­
pecuarias”, esta base contiene las características generales de los in­
vestigadores y el histórico de la producción científica; es decir, el 
núm ero de artículos publicados en revistas de calidad internacio­
nal indexadas en el Journal C itation Reports (jcr) y en el índice de 
Revistas Mexicanas de Investigación Científica y Tecnológicas del 
CoNACyT, el núm ero de libros y capítulos de libros publicados en 
editoriales de prestigio nacional e internacional, así como el núm ero 
de trabajos, patentes nacionales y extranjeras, desarrollos tecnológi­
cos66, reseñas, tesis dirigidas y reportes. Adicionalmente, se realizó 
una búsqueda en los portales de Scopus y Science, como mecanismo 
de verificación del núm ero de artículos reportados por investigado­
res al CoNACyT. 5 6

Evaluando a  los organismos intermedios:
el caso de las Fundaciones Produce

5 La base de datos fue proporcionada por el Consejo Nacional de Ciencia y Tec­
nología, Conacyt, como parte del proyecto “Vinculación academia-sector productivo: 
un análisis de la productividad y el desempeño innovativo de las empresas”, financiado 
por esta institución y cuya responsable del mismo es la Dra. Gabriela Dutrénit B.

6 De acuerdo con los criterios establecidos por Conacyt, un desarrollo tecnológico se 
refiere a la generación y aplicación teórico-práctico de conocimiento original en el campo 
de experiencia del investigador. Se consideran los reportes técnicos de investigación, 
diagramas y especificaciones técnicas y manuales de usuario y /o patentes, estos do­
cumentos deben ser lo suficientemente detallados para permitir la aplicación de cono­
cimiento por un tercero. Finalmente, los planes de negocios, contratos con terceros o 
cartas de usuario y/o registro de derechos de autor o variedades.
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t.l Características de la muestra

La población objetivo comprende 2 443 investigadores que perte­
necen al área de Biotecnología y Ciencias Agropecuarias. De este 
grupo se obtuvo una respuesta del 4.4%. La muestra comprende a 
1O8 investigadores que pertenecen al área de Biotecnología y Cien­
cias Agropecuarias, el 83% de los encuestados es del sexo masculino y 
el 17% del femenino. El rango de edad comprende desde 32 hasta 82 
años, con una media de 54.52 y desviación estándar de 9.27. El 66% de 
los encuestados obtuvieron su último grado en México y el 34% en el 
extranjero. El 63% de los encuestados cuenta con Nivel 1 en el sni, el 
19% corresponde al Nivel 2, y el restante 17% corresponde a Nivel 3 y 
Candidatos.

En relación con la institución de adscripción, el 44% de la muestra 
corresponde a universidades que imparten estudios relacionados con 
las áreas agropecuarias, institutos tecnológicos y cpi sectoriales. M ien­
tras que el 56% restante, corresponde a investigadores que laboran en 
las universidades federales y centros públicos que realizan investiga­
ción con efectos potenciales al sector agropecuario.

El 4O% de la muestra se localiza en la región occidente del país, el 
22% en la zona norte, el 21% en la región central y el 17% en el sur. 
Considerando la producción científica y tecnológica del investigador 
entre 2OO5 y 2O13, al considerar un solo producto, el 42% de los in­
vestigadores han llevado a cabo nuevos desarrollos y como el total de 
investigadores encuestados pertenece al sni todos han realizado publi­
caciones. Por último, el 69% de los investigadores ha participado con 
los productores agropecuarios mediante las Fundaciones Produce, 
mientras que el 31% no se ha vinculado mediante las Fundaciones.

2.2 Variables

En el Cuadro 1 se presenta la descripción y estadística descriptiva 
de las variables dependientes, independientes y de control, usadas 
en el modelo.
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2.2.1 Variables Dependientes
La producción científica y tecnológica de los investigadores, re­
presenta la variable dependiente, los productos que se consideran 
son el núm ero de artículos indexados y el núm ero de desarrollos 
tecnológicos entre 2OO5 y 2013. A continuación se describe cada 
una de ellas:

Números de artículos publicados: Se considera el número de artícu­
los publicados en revistas indexados para el periodo de análisis.

Número de nuevos desarrollos tecnológicos: Incluye el número de 
desarrollos de generación y  aplicación de conocimiento original en el 
campo de experiencia del investigador para el periodo analizado. Es 
decir, en el caso del sector agropecuario, se consideran las semillas de 
variedades nuevas o mejoradas, tejidos, vacunas, equipo y técnicas de 
cultivo y crianza.

2.2.2 Variable Independiente
Como el principal objetivo del presente trabajo es determinar si 
la intermediación de las Fundaciones Produce está incidiendo en el 
tipo y cantidad de productividad del investigador, se tomó en cuenta 
la participación de los investigadores en proyectos patrocinados por 
las Fundaciones.

Fundaciones Produce: Incluye la participación de los investigadores 
en proyectos patrocinados por las Fundaciones. Se construyó una va­
riable Dummy, donde se considera 1 en caso de que el investigador 
haya participado en las fundaciones, y 0 en caso contrario, en el perio­
do de análisis.

2.2.3 Variables de Control
Las variables de control se emplean para considerar aquellos fac­

tores no observados que podrían influir en las variables dependien­
tes. A continuación se listan las variables de control empleadas para 
la estimación:
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Cuadro 1
Descripción estadística de las variables dependientes, 

independientes y  de control

Variable Descripción Mean Median Std.
Dev. Min Max

articulosc
Número de artículos publicados 
en los últir os 8 años 37.01 28.5 28.97 1 164

desarrollosc Número de desarrollos 
tecnológicos en los últir os 8 años 1.57 0 3.70 0 25

DProduce Variable Dummy, donde 1 
si participo en f p

0.69 1 0.47 0 1

Dvinculaciór Variable Dummy, donde 1 si se 
vinculó con empresas o productores

0.81 1 0.47 0 1

Experiencia Tiempo de experiencia, a partir 
de que terminó último grado

16.07 15 9.59 1 58

exp2 Tiempo de experiencia al cuadrado 394.44 225 481.07 1 3364

antig üedad Antigüedad en institución 
de adscripciór 24.04 27 11.34 1 51

antig2 Antigüedad al cuadrado 705.07 729 533.74 1 2601

DNivel Variable Dummy, donde 1 
en caso de nivel 2 y 3 en s n i

0.30 0 0.46 0 1

DGénerc Variable Dummy, donde 1 
en caso de masculino 0.83 1 0.37 0 1

Dlíder Variable Dummy, donde 1 en caso 
de ser líder grupo de investigaciór 0.41 0 0.49 0 1

Dadscripciór
Variable Dummy, donde 1 en 
caso de universidad, cpi, 
tecnológico agropecuario

0.44 0 0.50 0 1

DpaísMéxico Variable Dummy, donde 1 si realizó 
último grado de estudios en México 0.66 1 0.48 0 1

Dgrupolnv Variable Dummy, donde 1 si 
pertenece a grupo de investigaciór 0.85 1 0.36 0 1

CentroO Variable Dummy, donde 1 si 
regiones es centro occidente 0.40 0 0.49 0 1

Norte Variable Dummy, donde 1 si 
regiones es norte

0.22 0 0.42 0 1

Sur Variable Dummy, donde 1 
si regiones es sur 0.17 1 0.37 0 1

Fuente: Elaboración propia con base en CoNAcyT (2014), directorio de investi­
gadores vigentes, base de datos de producción científica y tecnológica y encuesta apli­
cada a 108 investigadores del área “Biotecnología y Ciencias Agropecuarias” del SNI.
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Vinculación: es una variable Dummy, donde 1 significa que el 
investigador se vinculó con empresas o productores agropecuarios 
y O en caso de no haber establecido relación alguna en el periodo 
de análisis.

Experiencia: se determ inó considerando el tiem po que ha 
transcurrido , desde que el investigador obtuvo su últim o grado 
de estudios. En este sentido, la experiencia com prende desde 1 
hasta  58 años, con una m edia de 16.O7 y una desviación estándar 
de 9.59.

Antigüedad: en este caso se consideró el tiem po que ha trans­
currido desde que el investigador ingresó a su institución de ads­
cripción. La antigüedad com prende desde 1 hasta 51 años, con una 
m edia de 24.04 y una desviación estándar de 11.34.

Nivel de sn i; se construyó una variable Dummy, donde 1 corres­
ponde a los Niveles 2 y 3 del Sistema Nacional de Investigadores; 
mientras que 0 corresponde a los candidatos y Nivel 1.

Género: Indica el género del investigador, es una variable Dummy, 
donde 1 indica género masculino y 0 en caso de femenino.

Liderazgo: se distingue a los investigadores que desem peñan 
un papel de liderazgo en su grupo de investigación, se emplea una 
Dummy, donde 1 si es líder y 0 en caso contrario.

Adscripción: Esta variable sirve para determ inar el tipo de ins­
titución donde labora el investigador, se construyó una Dummy, 
donde 1 indica que realiza sus actividades en universidades, cpi 
o institutos tecnológicos, cuya orientación es hacia temas agrope­
cuarios; m ientras que 0 si pertenece a universidades o cpi donde 
la investigación puede tener una aplicación potencial para el sector 
agropecuario.

País donde obtuvo último grado: se empleó una variable Dummy, 
donde 1 significa que el investigador obtuvo su últim o grado en 
México y 0 si lo realizó en el extranjero.

Grupo de Investigación: Esta variable sirve para determ inar la in ­
teracción del investigador a través de un grupo de investigación. 
Se form aron dos grupos m ediante una Dummy, 1 para indicar que 
pertenece a un grupo de investigación, 0 en caso contrario.

Evaluando a  los organismos intermedios:
el caso de las Fundaciones Produce
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Regiones: determina la zona geográfica de la institución de ads­
cripción del investigador, se consideraron cuatro regiones: norte, cen­
tro norte, centro occidente y sur7.

2.2.4 Correlación entre las variables
Para elaborar el modelo empírico y tratar de contrastar la hipótesis 
planteada, se comprobó la existencia de correlación entre las varia­
bles dependientes, independientes y de control. En relación con las 
variables dependientes, se calculó la matriz de correlación para los 
productos científicos y tecnológicos de los investigadores.
En el Cuadro 2 se presenta la matriz de correlación de los artículos 
publicados y desarrollo tecnológicos. Como se puede observar, los 
artículos publicados presentan una relación positiva y no significativa 
con los desarrollos tecnológicos.

Adicionalmente, se presentan los coeficientes de correlación de las 
variables independientes y de control. Como se esperaba, existe una 
relación fuerte y significativa entre las variables experiencia y antigüe­
dad y sus respectivas expresiones al cuadrado (ver Cuadro 3).

Cuadro
Correlación entre las variables dependientes

Artículos Desarrollos
1

Desarrollos O.1718 1

Fuente: Elaboración propia con base en CoNAcyT (2O14), directorio de 
investigadores vigentes, base de datos de producción científica y tecnológica y 

encuesta aplicada a 108 investigadores del área “Biotecnología y 
Ciencias Agropecuarias” del Sistema Nacional de Investigadores.

7 Norte incluye los estados de Baja California Norte y Sur, Coahuila, Chihuahua, Nue­
vo León, Sonora, y Tamaulipas. Centro Norte para los estados de Aguascalientes, Durango, 
Guanajuato, Querétaro, San Luis Potosí y Zacatecas. Centro Occidente incluye los estados 
de Colima, Distrito Federal, Guerrero, Jalisco, Estado de México, Michoacán, Morelos, 
Nayarit y Sinaloa. Sur para Campeche, Hidalgo, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, Tlaxcala, 
Veracruz, Yucatán, Tabasco y Chiapas.
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Cuadro 3
Correlación entre las variables independientes

D vinculación D Produce experiencia exp2 antigüedad antig2 Dnivel D L ider D género  D adscripcion D paisM exico D grupo lnv  cen troO N o rte  Sur

Dvinculación 1

DProduce 0.1707 i

experiencia -0.1482 -0.0052 i

exp2 -0.1223 0.0125 0.9342* i

antigüedad -0.0212 0.0853 0.5414* 0.4532* i

antig2 0.0099 0.0701 0.5617* 0.5206* 0.9663* i

Dnivel -0.0911 -0.1277 0.4773* 0.4051* 0.4382* 0.4599* i

DLider 0.1217 -0.0872 0.1792 0.1524 0.1075 0.1108 0.3286 1

Dgénero -0.0314 0.1783 0.0842 0.095 -0.0448 -0.0135 -0.0363 0.118 i

Dadscripcion 0.0066 0.2331 0.1948 0.12 0.3315 0.3133 0.0848 -0.0817 0.0418 1

DpaisMexico 0.0397 0.0148 -0.3092 -0.2435 -0.1118 -0.0722 -0.087 -0.0368 -0.0611 -0.1928 i

Dgrupolnv 0.1903 0.1102 -0.0924 -0.0896 -0.0887 -0.0676 -0.0148 0.3458 0.0233 -0.2648 0.2482 i

centro O -0.0305 -0.0596 0.0531 0.0559 0.0392 0.0594 0.1764 0.057 -0.2453 0.0491 -0.0107 0.1262 1

Norte 0.1501 0.1225 0.1102 0.1037 0.1088 0.091 0.0434 -0.0353 0.0598 0.025 0.0104 ■0.1533 -0.4348* i

Sur -0.0314 0.0892 -0.2091 -0.1791 -0.2811 -0.2722 -0.2902 0.1348 0.0667 -0.2422 0.2181 0.1166 -0.3637 -0.239 1

Significancia al 5% o más. Fuente: Elaboración propia con base en CoNAcyT (2014), directorio de investigadores vigentes, 
base de datos de producción científica y tecnológica y encuesta aplicada a 108 investigadores 

del área “Biotecnología y Ciencias Agropecuarias” del Sistema Nacional de Investigadores mexicano.
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El coeficiente de experiencia y su expresión al cuadrado es de 0.93, 
lo que indica que existe una relación positiva y significativa entre es­
tas variables. Lo mismo se observa en las variables antigüedad y su 
expresión al cuadrado (O.96). La experiencia y su forma cuadráti­
ca, presenta una relación positiva y significativa con antigüedad de
O.54 y O.45, respectivamente. También se puede observar que existe 
una correlación positiva y significativa entre las variables nivel de sni 
(DNivel), con experiencia, antigüedad y sus valores al cuadrado.

3. Análisis econom étrico

El análisis de resultados se focaliza en tratar de realizar una evaluación 
del desempeño de las fp a través de observar el efecto de la intermedia­
ción de estos organismos en el tipo y cantidad de productos científicos 
y tecnológicos de investigadores que participan con los productores 
agropecuarios mediante las fp. De m odo que se piensa que la interme­
diación de las fp podría dirigir la producción científica y tecnológica 
del investigador hacia temas, productos o actividades que intentan re­
solver los problemas prácticos del productor agropecuario.

La intermediación de las Fundaciones Produce se refiere a la 
intervención de estas últimas para fomentar la participación de los 
investigadores en proyectos que operan en la modalidad de fondos 
competidos y que buscan dar solución a un problema concreto que 
enfrenta el productor agropecuario.

Se consideran dos variables dependientes: el número de artículos 
publicados en revistas indexadas y el número de desarrollos tecnológi­
cos producidos por investigadores que pertenecen al sni en el periodo 
de 2OO5 a 2013.

La medición para los productos arriba mencionados se hizo por 
separado, las estimaciones se realizaron empleando la regresión bi- 
nomial negativa, porque es la técnica más apropiada cuando se usan 
datos discretos, en la práctica, este tipo de datos son demasiado res­
trictivos porque provocan sobredispersión; esto es, la varianza excede 
a la media (Cameron y Trivedi, 1986; Winkelmann, 2010).
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1.1 Resultados para artículos publicados

En el Cuadro 4 se presentan los modelos de regresión binomial nega­
tiva empleando como variable dependiente la publicación de artículos 
indexados. Se puede observar que el coeficiente de intermediación de 
las Fundaciones Produce (Dproduce) es positivo pero no significativo, 
este resultado indica que no existe una diferencia importante en la pro­
ducción promedio de artículos publicados de los investigadores que 
han participado en las Fundaciones, en relación con los investigadores 
que nunca lo han hecho.

La variable vinculación (Dvinculación) presenta un coeficiente posi­
tivo y estadísticamente significativo, lo que indica que los investigadores 
que se vinculan con las empresas o productores agropecuarios tendrán 
en promedio una mayor cantidad de publicaciones en revistas indexa- 
das, en comparación con los investigadores que no se vinculan.

La variable experiencia es positiva y significativa, mientras que su 
expresión al cuadrado es negativa y estadísticamente significativa. El 
resultado anterior implica que a medida que el investigador obtiene 
una mayor experiencia se incrementa en promedio su producción de 
artículos publicados, pero a un ritmo decreciente.

El nivel otorgado por el Sistema Nacional de Investigadores (DNivel) 
tiene un efecto positivo y significativo, este resultado muestra que en el 
caso de los investigadores que cuentan con los niveles más altos en el sni, 
se incrementa la producción promedio de artículos publicados en com­
paración con los investigadores que son candidatos o con nivel inferior.

En relación con el país donde el investigador obtuvo su último grado, 
se obtuvo un coeficiente positivo y estadísticamente significativo, lo que 
muestra que se incrementa el promedio de artículos publicados de los 
investigadores que realizaron su último grado en México, en relación con 
los investigadores que lo obtuvieron en el extranjero.

En cuanto a la región geográfica, se observa que la publicación de 
artículos en la zona centro occidente no presenta diferencias significati­
vas con la región centro norte. La región norte presenta un coeficiente 
negativo y significativo, que implica que disminuye el promedio de artí­
culos publicados en el norte en relación con el centro norte. Finalmente,
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la variable sur es negativa y significativa, de manera que la producción 
de artículos promedio en el sur decrece en relación con el centro norte.

Cuadro 4
Regresión Binomial Negativa 

D eterm inantes de la publicación de artículos

R obust
A rtículos

Coef. Std. Err. Z P>z

Dproduce 0.O465513 0.1411349 0.33 0.742
Dvinculaciór 0.2904552 0.1522572 1.91 0.O56
experiencia 0.O8385O3 0.O209493 4.OO 0.000
exp2 -0.0017098 0.0004O18 -4.25 0.000
antigüedad 0.O459O3O 0.O313361 1.46 0.143
antig2 -0.001O154 0.0006598 -1.54 0.124
Dnivel 0.4552269 0.1485642 3.06 0.002
DLíder 0.17814OO 0.1443313 1.23 0.217
DGénerc 0.1519944 0.1443O41 1.05 0.292
Dadscripciór 0.O569727 0.11729O1 0.49 0.627
DpaísMéxicc 0.2803O19 0.1372O27 2.04 0.O41
DgrupoIm -0.13314O8 0.2O47O36 -0.65 0.515
Centro O -0.O892868 0.1754343 -0.51 0.611
Norte -0.3O76778 0.1843239 -1.67 0.O95
Sur -0.4734913 0.2188O68 -2.16 0.03O
cons 1.851833O 0.4673116 3.96 O.OOO
/lnalpha -1.262735O 0.1385177
alpha 0.2828793 0.O391838

N um . of obs: 108
Dispersión: Mean Wald chi2: 83.52
Log pseudolikelihood : -458.17275 Prob > chi2: O

Fuente: Elaboración propia con base en CoNAcyT (2O14), directorio 
de investigadores vigentes, base de datos de producción científica y tecnológica 

y encuesta aplicada a 1O8 investigadores del área “Biotecnología y Ciencias 
Agropecuarias” del Sistema Nacional de Investigadores.

Resultados para desarrollos tecnológicos

En el Cuadro 5 se muestran los resultados obtenidos usando como 
variable dependiente los desarrollos tecnológicos. La intermediación 
de las Fundaciones Produce presenta un coeficiente positivo y no
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significativo, esto nos indica que no existe una diferencia importante 
entre los desarrollos tecnológicos promedio generados por los inves­
tigadores que tienen relación con las Fundaciones, en relación con los 
investigadores que no han participado con las Fundaciones.

Cuadro 5
Regresión Binomial Negativa

Determinantes de la producción de desarrollos tecnológicos

Robust
Desarrollos

Coef. Std. Err. Z P>z

Dproduce 0.5608332 0.3474266 1.61 0.1O6
Dvinculaciór 1.6594O3O 0.4O71O69 4.08 0.000
experiencia -0.O86755O 0.O399258 -2.17 0.03O
exp2 0.0016651 0.0006522 2.55 0.O11
antigüedad 0.1488346 0.O562694 2.65 0.008
antig2 -0.0022786 0.0010972 -2.08 0.O38
Dnivel 0.7O21257 0.3533176 1.99 0.O47
DLíder -0.1O58842 0.354946O -0.3O 0.765
DGénerc 1.3O8281O 0.5205984 2.51 0.O12
Dadscripciór 0.4484888 0.3514668 1.28 0.2O2
DpaísMéxicc -0.7524175 0.316O348 -2.38 0.O17
Dgrupolnv -0.7571835 0.442O661 -1.71 0.O87
Centro O -0.873O8O3 0.34414O1 -2.54 0.O11
Norte -1.586361O 0.4981957 -3.18 0.001
Sur -0.9565375 0.4953365 -1.93 0.O53
cons -2.6828170 1.OO5736O. -2.67 O.OO8
/lnalpha O.1372625 O.31O2713
alpha 1.1471290 0.3559213

N um . of obs: 108
Dispersión: Mean Wald chi2: 91.72
Log pseudolikelihood : -142.19663 Prob > chi2: O

Fuente: Elaboración propia con base en CoNAcyT (2O14), directorio 
de investigadores vigentes, base de datos de producción científica y tecnológica 

y encuesta aplicada a 108 investigadores del área “Biotecnología y Ciencias 
Agropecuarias” del Sistema Nacional de Investigadores.

En relación con la vinculación entre investigadores y productores 
o empresas agropecuarias, se tiene un efecto positivo y significativo. 
En este sentido, la generación promedio de desarrollos tecnológicos
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se incrementa para los investigadores que establecen vínculos de cola­
boración, en relación con los investigadores que no estrechan lazos de 
colaboración.

En cuanto a las variables experiencia y experiencia al cuadrado son 
significativas. El coeficiente de experiencia es negativo, lo que impli­
ca que la producción promedio de desarrollos tecnológicos disminu­
ye en relación con la experiencia del investigador.

Por su parte, la antigüedad y su expresión al cuadrado presentan 
coeficientes positivo y negativo, respectivamente, y ambas son esta­
dísticamente significativas. Este resultado indica que a medida que el 
investigador tiene más tiempo trabajando en su institución de adscrip­
ción, se incrementa su producción promedio de desarrollos tecnológi­
cos, pero a una tasa decreciente.

El impacto del nivel del investigador en el sni es positivo y significa­
tivo, lo que muestra que la producción promedio de desarrollos tecno­
lógicos para los investigadores con niveles 2 y 3 en el sni se incrementa 
en relación con los investigadores que son candidatos o de nivel 1.

En contraste, el liderazgo del investigador tiene un efecto negativo 
y no significativo, lo que indica que no existen diferencias importantes 
en la producción de desarrollos significativos, entre aquellos investi­
gadores que representan el rol de líder en su grupo de investigación, 
de los investigadores que no asumen este papel.

El coeficiente estimado para la variable género es positiva y signifi­
cativa, en este sentido, la producción promedio de desarrollos tecnoló­
gicos se incrementa para las mujeres en comparación con los hombres.

Mientras que la producción promedio de desarrollos tecnológicos 
no presenta diferencias significativas entre las instituciones de educa­
ción superior o institutos de investigación que se orientan a temas agro­
pecuarios, en relación con instituciones que se orientan a otros campos.

Para los investigadores que obtuvieron su último grado de estudios 
en México, se reduce la producción promedio de desarrollos tecnológi­
cos en relación con los investigadores que estudiaron en el extranjero.

Se puede observar que el grupo de investigación tiene un impacto 
negativo y significativo, lo que revela que en caso de los individuos 
que pertenecen a un grupo de investigación disminuye la generación
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promedio de desarrollos tecnológicos, en relación con los individuos 
que no interactúan en un grupo de investigación.

Finalmente, en relación con la región geográfica donde se localiza 
el investigador, las regiones centro occidente, norte y sur, presentan un 
efecto negativo y significativo, lo que implica que la producción de de­
sarrollos tecnológicos disminuye para estas regiones, en relación con 
la zona centro norte.

El resultado de las estimaciones realizadas nos permite inferir que 
la intermediación de las fp no provoca efectos en la productividad del 
investigador. En la práctica, las fp son un órgano fundamental cuyas 
funciones no se limitan a fomentar y facilitar los procesos de genera­
ción, de acuerdo con sus reglas de operación, sus actividades abarcan 
identificación de la demanda, proponer temas de los proyectos, emitir 
convocatorias, evaluación y selección de las propuestas y administrar 
los recursos destinados a los proyectos.

No obstante que la interm ediación de las fp no genera efectos 
significativos en la estimación realizada, es im portante destacar que 
la variable vinculación (Dvinculación) sí genera un impacto p o ­
sitivo y significativo tanto en la cantidad como en la calidad de las 
publicaciones en revistas indexadas y desarrollos tecnológicos. En 
otras palabras, los investigadores que se vinculan con los producto­
res agropecuarios podrían mejorar su productividad en térm inos de 
cantidad y calidad.

Evaluando a  los organismos intermedios:
el caso de las Fundaciones Produce

4. Reflexiones finales

La realización del presente trabajo se fundamentó en la vasta literatura 
teórica y empírica que ha evidenciado que los organismos intermedia­
rios, al fomentar la interacción entre los oferentes y demandantes de 
conocimiento científico y tecnológico, generan un impacto significati­
vo en los objetivos y funciones que desempeñan las universidades, los 
institutos y centros de investigación, ya que promueven la investigación 
básica inspirada en la aplicación, asociada al modo de conocimiento 2 
y al cuadrante de Pasteur (Gibbons 1994; Stokes, 1997).
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Desde su creación, las Fundaciones Produce han intentado que los 
productores agropecuarios puedan lograr innovaciones tecnológicas en 
beneficio de las cadenas agroalimentarias y agroindustriales en las dife­
rentes entidades federativas; es decir, han buscado dar soluciones prác­
ticas a los problemas concretos que enfrentan los sistemas-producto. De 
acuerdo con lo anterior, la intermediación de las fp podría estar inci­
diendo en la dirección de las actividades del investigador; es decir, se 
podría pensar que la productividad de los investigadores está relativa­
mente más orientada hacia la generación de desarrollos tecnológicos.

El principal resultado hallado es que no existe evidencia estadística de 
que la intermediación de las fp esté generando en promedio efecto algu­
no en el tipo y cantidad de la producción científica y tecnológica de los 
investigadores que participan en proyectos convocados por las fp. Así, aun 
cuando ciertas investigaciones (principalmente estudios de caso) parecen 
sugerir la presencia de efectos positivos de las fp del lado de la demanda, 
éstos no se observan del lado de la oferta. Por tanto, la intermediación de 
las fp, cuya función es central en el componente de investigación y transfe­
rencia de tecnología, no está generando los efectos que se esperarían de un 
instrumento de política que es fundamental para el sector agropecuario.

Este resultado no necesariamente implica ni que la vinculación 
ni que la intermediación, en forma general, no tengan un efecto en la 
productividad del investigador. En efecto, las estimaciones realizadas 
muestran que la vinculación entre productores e investigadores deter­
mina el tipo de producción y  la cantidad de la misma (en forma positi­
va y significativa). Por tanto, lo que podemos inferir es que en realidad 
las fp están fallando en el propósito de acercar a los investigadores con 
los problemas que afectan productores.

©A qué se podría atribuir este pobre desempeño de las f p ] La 
primera explicación parece ser un problema de eficiencia. Diversas 
evaluaciones realizadas al Programa Alianza para el Campo y al Com ­
ponente de investigación y transferencia de tecnología, en los casos 
de las fp evaluadas8, se observó que los proyectos de investigación

8 Se evaluó a 10 FP, Chiapas, Estado de México, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, 
Oaxaca, Sinaloa, Sonora, Veracruz y Zacatecas.
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que recibieron recursos, concluyeron simplemente en informe técni­
co; es decir, nunca se convirtieron en una aplicación práctica y tam po­
co desembocaron en un trabajo científico serio publicado en alguna 
revista de prestigio (Muñoz, 2OO6; fao, 2O1O). Estas evaluaciones pa­
recen respaldar los resultados obtenidos en el presente trabajo.

Lo apenas mencionado pudiera representar un incentivo negati­
vo para vincularse con las fp por parte de los investigadores particu­
larmente para aquellos que pertenecen al sni. En efecto, para formar 
parte del sni y tener acceso al estímulo económico, el investigador 
debe cumplir como requisito publicar en las revistas científicas inclui­
das en el padrón Conacyt, así como otro tipo de productos derivados 
de los trabajos de investigación. El sni, por tanto, de alguna manera 
discrimina las actividades de investigación aplicada puesto que éstas 
difícilmente se convertirán en artículos publicados o desarrollos tec­
nológicos significativos. Esto es porque los resultados del trabajo apli­
cado quizá no reúnan los requisitos necesarios para su publicación. 
Más aún, en caso de publicarse los resultados en una revista indexada 
(sobre todo en inglés) no beneficiará su difusión entre los productores.

Evaluando a  los organismos intermedios:
el caso de las Fundaciones Produce
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Impacto de las medidas anti obesidad 
infantil, desde la mirada de los niños

Ana María Paredes Amaga 
Cristina Velázquez Palmer 

Perla Alejandra Yohana García Fernández

Introducción

La obesidad y sobrepeso infantil en México se han convertido en 
un problem a de salud pública originado, entre otros, por el estilo de 
vida de las poblaciones urbanas, que se caracteriza por una alimenta­
ción con un alto contenido calórico y una vida sedentaria. En el caso 
de los niños esta situación tiene efectos no sólo en el presente, sino 
tam bién a futuro; ya que generalmente un niño con sobrepeso o con 
obesidad tiende a convertirse con el paso del tiem po en un adulto 
con estas características. Por otro lado, un adulto en esta situación 
generalmente tiende a desarrollar con mayor frecuencia enferme­
dades crónico degenerativas que m erm an su calidad de vida y sus 
posibilidades económicas.

Ante este panorama, desde el año 2010, las autoridades sanitarias 
y educativas mexicanas se han dado a la tarea de generar estrategias 
que perm itan controlar y, en un m om ento dado, erradicar esta p ro ­
blemática. Así han surgido acciones para m ejorar la alim entación 
de los niños en el ámbito escolar, que si bien representan un punto 
de partida, carecen de una perspectiva integral, dado que se trata de
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un problema multifactorial en el que intervienen no sólo los actores 
del medio escolar; sino también los padres de familia, la industria 
alimentaria, los medios masivos de comunicación, los legisladores, 
los encargados de diseñar e implementar las políticas públicas, los 
legisladores, las ong y los mercadólogos sociales.

De hecho, su solución requiere de un cambio a nivel social, lo 
cual implica abordar esta problemática bajo un enfoque sistemático, 
coordinado, organizado, entre los cuales se encuentra la mercadotec­
nia social; que tiene como objetivo lograr un cambio voluntario en el 
comportamiento de los individuos.

La presente investigación tuvo como objetivo general analizar, 
desde el enfoque de la mercadotecnia social, el grado de conocimien­
to y aplicación de las medidas implementadas por el gobierno federal 
para regular la venta de alimentos y bebidas en las escuelas primarias, 
bajo la perspectiva de los alumnos de escuelas primarias del Distrito 
Federal.

El sobrepeso y  la obesidad infantil en M éxico

En la primera mitad del siglo xx, la población rural del país era muy 
elevada ya que representaba del 75 al 80%, sin embargo, para finales 
del siglo esta tendencia se había invertido: los mismos porcentajes 
representaban ahora a la población urbana, dando como resultado un 
drástico cambio en el estilo de vida de los mexicanos, principalm en­
te en sus patrones alimenticios ocasionando obesidad y sobrepeso, 
debidos principalm ente a un consumo creciente de alimentos ricos 
en colesterol, grasas saturadas, azúcares y sodio, al poco consumo de 
frutas y verduras; asociado a una dieta en la que se omite una de las 
tres comidas principales (desayuno, comida o cena), y debido al ta­
m año de las porciones que tienden a ser más grandes, sobre todo las 
de los niños (Fausto et al., 2006).

Por su parte, Figueroa (2009) señala que otro aspecto importante 
que colabora con el incremento de la obesidad y sobrepeso es el seden- 
tarismo, es decir, la falta de actividad física, debido a:
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-Que la tecnología ha reducido drásticamente el trabajo físico al 
dar paso a la automatización en la operación y uso de máquinas, por 
ejemplo en las casas: lavadoras, licuadoras, aspiradoras, entre otras; y 
en el caso de los niños el tiempo que pasan frente al televisor y con los 
juegos electrónicos.

-Al uso del transporte vehicular para trasladarse a la escuela, al 
trabajo o a la casa.

-Al uso de elevadores y escaleras eléctricas.
-No contar con lugares públicos con instalaciones que den seguri­

dad a los usuarios, como por ejemplo, parques con juegos, rutas para 
bicicletas.

Además, el sobrepeso y la obesidad, tanto en niños como en adul­
tos, se deben a la interacción de los factores genéticos, biológicos, psi­
cológicos, socioculturales y ambientales.

La obesidad y sobrepeso es un problem a que a nivel m undial se 
ha convertido en epidemia, que no respeta límites geográficos ni so- 
ciodemográficos; en un principio se consideraba que afectaba sólo a 
los países industrializados, pero no es así, países en vías de desarrollo 
como es el caso de México tam bién lo padecen, lo cual quedó en 
evidencia en las Encuestas de Salud y Nutrición.

Tomando en cuenta los criterios de la Organización M undial de 
la Salud (oms), en la Encuesta Nacional de N utrición de 1999, el 
26.9 por ciento de los escolares presentaron prevalencias com bina­
das de sobrepeso y obesidad, y en forma separada de 17.9% y 9.0%, 
respectivamente. Para 2006, la Encuesta Nacional de Salud y N utri­
ción (Ensanut) m ostró que esta prevalencia había aum entado casi 
8 puntos porcentuales: hasta 34.8 por ciento. En la Ensanut realiza­
da en 2012, la prevalencia fue similar: de 34.4 por ciento (19.8% y 
14.6%, respectivamente). En las niñas esta cifra es de 32% (20.2% 
y 11.8%, respectivamente) y en los niños es de 36.9%, casi 5 puntos 
porcentuales mayor (19.5% y 17.4%, respectivamente).

Estos porcentajes representan alrededor de 5 664870 niños con 
sobrepeso y obesidad en el país. Sin embargo, se observan algunas 
variaciones por sexo en relación con el sobrepeso y la obesidad (ver 
Gráfica 1).

Impacto de las medidas anti obesidad infantil
DESDE la mirada DE LOS NIÑOS
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Gráfica 1

Prevalencia nacional de sobrepeso y obesidad 
en la población de 5 a 11 años de edad

Sobrepeso ■  | Obesidad

Fuente: Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensanut) 2012.

En las escuelas es donde los niños tienen mayor acceso a los 
productos industrializados, m ejor conocidos como comida “chata­
rra” por su alto contenido en azúcares, sales y grasas; que desplazan 
a los productos naturales que son más saludables. Los niños ad­
quieren hábitos de consum o de estos productos de alto contenido 
energético de por vida, por lo que estos espacios se convierten en 
am bientes ideales para las empresas procesadoras de alimentos. El 
tipo de alimentos y bebidas que im peran en las escuelas no son los 
recom endables para una vida sana, y lo peor, es que contradicen la 
inform ación que se les da a los niños a través de los libros de texto 
en los que se prom ueve el consum o de frutas, verduras, granos in ­
tegrales y agua simple para beber. D entro de los planteles escolares 
sólo deben estar disponibles alim entos saludables que contribuyan 
al desarrollo saludable de la niñez mexicana (Alianza para la sa- 
lud,2012).

La tendencia al increm ento de la obesidad y sobrepeso es uno 
de los problem as más serios que enfrenta la salud pública en M é­
xico, el exceso de peso en las poblaciones escolares, adolescentes 
y adultos jóvenes es un factor de riesgo de enferm edades cróni­
cas, que requiere de altos recursos financieros para su atención y
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tratam iento. Este padecim iento se debe atacar desde la infancia 
debido a que, al parecer, existe una correlación significativa entre 
el peso en la niñez y el peso en la vida adulta. (Fernández et al.,
2011). Los niños y los adolescentes obesos pueden presentar p ro ­
blem as de salud cardiovascular produciendo hipercolesterolem ia, 
diabetes tipo II, dislipidem ia e hipertensión, e inclusive provocar 
a nivel psicológico problem as como depresión y baja autoestim a 
(Acosta et al., 2011).

Impacto de las medidas anti obesidad infantil
DESDE la mirada DE LOS NIÑOS

D isposiciones gubernamentales
para controlar y  combatir la obesidad en M éxico

Ante este amenazante panoram a es el Estado el que debe encarar el 
problem a y darle solución. Para lograrlo es necesaria una respuesta 
compleja con enfoque multidisciplinario en el que intervengan los 
diferentes sectores y niveles de gobierno en distintos entornos: en 
el hogar, la comunidad, la escuela, los centros de trabajo y los es­
pacios públicos; en el que participen la sociedad civil, la academia, 
la industria y los medios de comunicación (Rivera et al., 2012). Se 
requiere implementar una política integral, multisectorial y con una 
coordinación eficiente, con la finalidad de lograr cambios reales en 
los patrones de alimentación y actividad física que prevengan las en­
fermedades crónicas y sobretodo la disminución de la prevalencia de 
sobrepeso y obesidad infantil.

Ante la necesidad de una política integral de Estado, las Secre­
tarías de Salud y Educación Pública, con la participación de otros 
representantes del sector público, así como del social y privado, sus­
cribieron, el 25 de enero de 2010, el Acuerdo Nacional para la Salud 
Alimentaria (a nsa ) y asumieron la puesta en práctica de la Estrate­
gia contra el Sobrepeso y la Obesidad.

El 3 de mayo de 2010, ambas secretarías anunciaron su determ i­
nación de suprim ir la venta de los denom inados alimentos chatarra 
en las escuelas primarias y secundarias, tam bién hicieron reco­
m endaciones en cuanto a la práctica de ejercicio en las escuelas de
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acuerdo con la reforma a los artículos 65 y 66 de la Ley General 
de Salud, que había sido aprobada el 13 de abril por la Cámara de 
Diputados. Se planteaba regular la venta de alimentos en las escue­
las e im poner 30 m inutos diarios de ejercicio en planteles escolares 
(García, 2011).

Posteriorm ente, el 23 de agosto del 2010, en el Diario Oficial 
de la Federación se publicó el “Acuerdo m ediante el cual se estable­
cen los lineam ientos generales para el expendio o distribución de 
alim entos y bebidas en los establecim ientos de consum o escolar 
de los planteles de educación básica”, m ismo que entró en vigor el 
10 de enero de 2011. Su objetivo fue el de establecer los criterios 
técnicos para regular la preparación, expendio o distribución de 
alim entos y bebidas y prom over una alim entación correcta en los 
planteles de educación básica. Sin embargo, al parecer este acuerdo 
ha sido un fracaso debido a que se trata sólo de un acuerdo, de un 
instrum ento sin recursos asignados, sin m ecanism os de supervi­
sión y control ni sanciones ni obligatoriedad. La versión original de 
estos lineam ientos fue m odificada por la presión de las empresas 
perm itiendo que se sigan ofreciendo productos altam ente proce­
sados y bebidas azucaradas (M anifiesto por la Salud Alimentaria, 
2012 ).

Es así que la propia Secretaría de Salud reconoce que aun cuando 
en materia de regulación gubernamental en el sexenio anterior se rea­
lizaron esfuerzos, entre los que destacan el ansa  y los Lineamientos 
Generales mencionados anteriormente, no se ha logrado tener un im­
pacto real en los mecanismos de comercialización y publicidad de los 
alimentos y bebidas procesadas.

El día 26 de febrero de 2013, en el Diario Oficial de la Federa­
ción, se publicó el Decreto por el que se reforma el artículo 3o en 
sus fracciones 111, v il y v iii; y  73, fracción xxv, y se adiciona un pá­
rrafo tercero, un inciso d) al párrafo segundo, en donde se prohíbe 
en todas las escuelas los alimentos que no favorezcan la salud de los 
educandos.

En el actual periodo presidencial de Enrique Peña Nieto, el 2 de 
abril de 2013 se planteó la Estrategia Nacional para la Prevención
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y Control del Sobrepeso, la Obesidad y la Diabetes, cuyo objeti­
vo es mejorar los niveles de bienestar de la población mexicana 
y contribuir a la sustentabilidad del desarrollo nacional. Los ejes 
rectores son la investigación y la evidencia científica, la correspon­
sabilidad, la transversalidad, la intersectorialidad, la rendición de 
cuentas y la evaluación del impacto de las acciones que se llevarán 
a cabo.

Dicha estrategia incluyó una revisión de la Regulación Sanita­
ria y Fiscal, la cual tuvo como objetivo actualizar la reglamentación 
mexicana en materia de etiquetado y publicidad de alimentos y be­
bidas no alcohólicas que están dirigidas a los niños, acordes a las 
prácticas internacionales.

Para alcanzar este objetivo se realizaron las siguientes modifica­
ciones:

-Etiquetado de Alimentos y bebidas no alcohólicas: éste debe 
comunicar información nutrimental clara a los consumidores y fo­
mentar las decisiones saludables. En la parte frontal deberá indicar 
el porcentaje que el contenido calórico del producto representa de 
acuerdo a la Ingesta Diaria Recomendada (idr), así como expresar el 
contenido energético total del producto; cuando se trate de presen­
taciones familiares, el contenido energético será calculado sobre una 
porción, pero también deberá indicar el número de porciones. Para 
el caso de bebidas saborizadas, chocolates, botanas y productos de 
confitería deberá además indicar la cantidad de sodio.

-En cuanto a la publicidad, se realizaron modificaciones al marco 
jurídico vigente en materia de publicidad de alimentos y bebidas no 
alcohólicas. Estas modificaciones toman en consideración el horario 
infantil, en el cual podrán publicitarse sólo los productos que cum­
plan con los criterios nutricionales que para tal efecto emita la Secre­
taría de Salud.

-En relación a la regulación fiscal se implementaron medidas im­
positivas con el objetivo de reducir el consumo de alimentos y be­
bidas es decir aquellos productos que tienen calorías vacías, o sea 
aquellos que aunque brinden al organismo un aporte energético sig­
nificativo no tienen los nutrientes necesarios.

Impacto de las medidas anti obesidad infantil
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M ercadotecnia social

Naturaleza y  ámbito de acción
En la actualidad existe una gran diversidad de problemas de carácter 
social, v.g. el embarazo de adolescentes, las adicciones, el incremento 
en la prevalencia de enfermedades crónico degenerativas, el sobrepeso 
y la obesidad infantil, que demandan una solución. Esta situación ha 
propiciado que un amplio número de individuos, grupos y organizacio­
nes hayan desarrollado diferentes enfoques para influir y lograr que los 
grupos sociales dirijan su comportamiento en una determinada direc­
ción. Entre éstos se encuentra la mercadotecnia social, la cual ha sido 
utilizada para abordar una serie de cuestiones sociales, que implican un 
cambio de comportamiento. En la literatura sobre el tema se reporta 
una serie de aplicaciones que han obtenido resultados positivos y que 
se relacionan con la obesidad, el consumo de tabaco, la planificación 
familiar, sexo seguro, reciclado, manejo de residuos, incremento de la 
actividad física, mejoramiento de la nutrición, entre otras (Kotler et 
al., 2002; Andreasen, 2002; Hastings, 2003 y Evans, 2008). Asimis­
mo, cada día es mayor su uso por parte de organismos y dependencias 
gubernamentales de diversos países, entre los que se encuentran los 
Estados Unidos de América, Irlanda, Gran Bretaña; así como por orga­
nismos internacionales como las Naciones Unidas, el Banco Mundial, y 
por una diversidad de ong a nivel global (Andreassen, 2002).

En el caso de México, la Dirección General de Promoción de la 
Salud de la Secretaría de Salud (2010, p. 9) ha desarrollado un Ma­
nual de Mercadotecnia Social en Salud, el cual tiene como objetivo 
principal: “...m ostrar los beneficios sociales e institucionales que se 
pueden obtener al aplicar e incorporar el componente estratégico de 
la Mercadotecnia Social en Salud durante la práctica cotidiana de los 
programas de salud pública...”

La esencia de la mercadotecnia social
Hay una diversidad de definiciones acerca de la mercadotecnia social, 
la primera fue propuesta por Kotler y Zaltman en 1971; siendo pos­
teriormente reformulada por Kotler y Roberto (1989, p. 24), misma
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que se presenta a continuación por ser una de las más representativas 
y más frecuentemente citadas:

Desde (1971) el térm ino se ha utilizado para definir una tecnología ge- 

rencial involucrada en el diseño, im plem entación y control de programas 

dirigidos a increm entar la aceptación de una práctica o idea social en uno 

o más grupos de adoptadores objetivo. Utiliza los conceptos de segmen­

tación del mercado, investigación del consumidor, desarrollo y prueba 

del concepto del producto, comunicación dirigida, incentivos y  la teoría 

del intercambio para maximizar la respuesta de los adoptadores objetivo.

A partir de esta definición, otros autores, entre los que destaca 
Andreasen, han hecho contribuciones que han perm itido una mejor 
comprensión de esta disciplina. Así, define a la m ercadotecnia social 
como “la aplicación de las tecnologías de la mercadotecnia comercial 
al análisis, planeación, ejecución y evaluación de programas diseña­
dos para influir en el com portam iento voluntario de una audiencia 
objetivo a fin de mejorar su bienestar personal y el de su sociedad” 
(1994, p. 110).

Dicho autor señala que coincide con Kotler y Roberto en el sen­
tido de que la mercadotecnia social más que una teoría o conjunto 
único de técnicas es un proceso para desarrollar programas de cam­
bio social. Sin embargo, difiere ampliamente en cuanto a que el obje­
tivo de la mercadotecnia social sea “increm entar la aceptación de una 
práctica o idea social”, ya que considera que su objetivo final debe 
ser lograr un cambio de comportamiento, de tal m anera que ganar la 
aceptación de una idea sin inducir a la acción, no puede considerarse 
como un éxito. Asimismo, agrega que lo que caracteriza a la m erca­
dotecnia social es que a) su núcleo central es el cambio de com porta­
miento, b) está orientada hacia el consumidor, y c) hace énfasis en la 
creación de intercambios atractivos que alienten el comportam iento 
deseado.

Por su parte, Kotler (en Dibb y Carrigan, 2013) ha ido amplian­
do su perspectiva en cuanto al objetivo de la mercadotecnia social, 
señalando que gradualmente los mercadólogos sociales han ido
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centrando su atención en el com portam iento y no en las actitudes, 
ya que no es lo mismo un cambio de actitud que un cambio de con­
ducta; v.g., la intención de dejar de fumar, no es lo mismo que dejar 
de fumar. En la actualidad, el objetivo de la mercadotecnia social es 
tener un efecto en el comportamiento, ya sea eliminando o debilitan­
do una conducta no deseada, o bien m anteniendo o fortaleciendo un 
com portam iento deseable.

Andreasen (2002) propone que para determinar si un cambio so­
cial ha sido abordado desde el enfoque de la mercadotecnia social se 
deben tomar en cuenta los siguientes aspectos:

-El cambio de comportamiento voluntario es el elemento central 
para diseñar y evaluar las intervenciones

-Los proyectos hacen uso de la investigación sobre la audiencia 
en forma consistente para: a) comprender a la audiencia objetivo al 
inicio de la intervención (investigación formativa), b) pruebas previas 
de rutina de los elementos de intervención antes de que se implemen- 
ten, y c) monitoreo de las intervenciones.

-Se realiza una segm entación cuidadosa de las audiencias ob­
jetivo.

-El elemento central de cualquier estrategia para influir en la 
audiencia es crear intercambios atractivos y motivantes.

-La estrategia trata de utilizar las 4 P (producto, precio, plaza o 
distribución y promoción) de la mezcla tradicional de mercadotecnia. 
Por ejemplo no se trata sólo de hacer publicidad o comunicación, sino 
que hay que crear un paquete atractivo de beneficios (producto), al 
mismo tiempo que se minimizan los costos (precio) tanto como sea 
posible, haciendo el intercambio conveniente y fácil (lugar); y se 
comunican mensajes a través de los medios que resultan relevantes y 
preferidos por la audiencia objetivo (promoción).

-Se presta una especial atención a la competencia, en términos de 
comportamientos alternativos a la conducta deseable.

O tra característica del enfoque de mercadotecnia social es que, a 
diferencia de la mercadotecnia comercial, la primera desarrolla tres 
niveles de estrategias para tener un enfoque integral de la proble­
mática que involucra el cambio de comportamiento. En principio,
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la mercadotecnia social se ha centrado en las estrategias para influir 
en el comportamiento de la audiencia objetivo, esto es, adictos a las 
drogas, personas con problemas de anorexia, sobrepeso, etc. Un se­
gundo nivel lo constituyen las estrategias dirigidas a influir en los pa­
res de la audiencia meta, los cuales incluyen a los amigos, parientes, 
conocidos, que pueden tener una influencia positiva en el individuo 
o grupo. El tercer nivel está conformado por todas aquellas organi­
zaciones e instituciones que juegan un papel importante, dado que 
apoyan el comportamiento no deseado, o bien que pueden ejercer 
un apoyo positivo hacia la conducta deseable (Andreasen, 2005). 
Por ejemplo, en el caso de la obesidad, la industria refresquera y la de 
comida rápida promueven comportamientos no deseados; mientras 
que las instituciones de salud pública apoyan las conductas desea­
bles. El tercer nivel de estrategias representa una mayor dificultad, ya 
que implica acercarse a un gran número de organizaciones y motivar­
las a participar en una suerte de “cruzada” para alcanzar un propósito 
positivo de largo alcance a nivel social. Estas organizaciones deben 
estar asimismo preparadas para enfrentar una fuerte resistencia por 
parte de aquellos que tienen un interés financiero en seguir apoyan­
do las conductas no deseables.

Desde esta perspectiva una campaña de mercadotecnia social 
debe contemplar los tres niveles de estrategias para tener una visión 
integral de la problemática y lograr el cambio de comportamiento.

Impacto de las medidas anti obesidad infantil
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M etodología

Objetivos e hipótesis
La problemática antes presentada acerca de la prevalencia de sobre­
peso y obesidad en la población infantil mexicana ha dado lugar a 
una serie de medidas para controlar dicha situación, entre las que 
se encuentra la regulación sobre los alimentos y bebidas permitidos 
para su venta en las escuelas primarias, la cual entró en vigor en ene­
ro de 2011. A cuatro años de su implementación se ha planteado el 
presente estudio que tuvo como objetivos particulares:

127



Ana María Paredes, Cristina Velázquez y Perla García

1. Conocer los hábitos alimentarios de los niños dentro y fuera 
de casa, así como durante el recreo escolar.

2. Conocer los hábitos de los niños en cuanto a su actividad 
física.

3. Determinar el nivel de conocimiento de la lista de alimentos 
permitidos en las escuelas de nivel básico.

4. Determinar si los niños reciben información sobre la impor­
tancia de una buena alimentación, por parte de padres y maestros, así 
como de las consecuencias de la obesidad.

Una vez formulados los objetivos se planteó la siguiente hipótesis: 
H01: No existe relación entre el nivel de conocimiento de la 

lista de alimentos permitidos y el tipo de escuela, pública o privada, a 
la que asisten los niños.

Diseño de investigación
Para alcanzar los objetivos del presente trabajo se seleccionó un dise­
ño no experimental transeccional correlacional, ya que el estudio se 
realizó en un punto en el tiempo y se pretendía identificar la relación 
planteada en las hipótesis.

Diseño de la muestra
El universo considerado para este estudio estuvo conformado por los 
niños que asisten a escuelas primarias públicas/privadas en el Distrito 
Federal.

El tamaño total de la muestra fue de 1505 niños, de los cuales 
el 65% correspondió a escuelas públicas y el 35% a privadas.1

Para seleccionar a los niños participantes en el estudio se utilizó 
un muestreo por conglomerados llevando a cabo el siguiente proce­
dimiento:

-De una lista de las delegaciones políticas del Distrito Federal 
se seleccionaron aleatoriamente cuatro, que fueron: Benito Juárez, Co- 
yoacán, Iztapalapa y Tlalpan.

1 Estos porcentajes se determinaron considerando la proporción de escuelas públicas 
y privadas que hay en el Distrito Federal.
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-A partir del porcentaje de escuelas públicas y privadas ubicadas en 
cada delegación se calculó el número de escuelas; así como el número 
de niños participantes.

Instrumento
Para recopilar la información de los respondientes se utilizó un cuestiona­
rio directo estructurado que comprendió 15 preguntas. A fin de cubrir los 
objetivos del estudio, el cuestionario se organizó de la siguiente manera:

Impacto de las medidas anti obesidad infantil
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Objetivo Sección del cuestionario

1. Conocer los hábitos alimentarios de 
los niños dentro y fuera de casa, así como 
durante el recreo escolar

Hábitos alimentarios 
7 preguntas

2. Conocer los hábitos de los niños en cuan­
to a su actividad física

Actividad física 
2 preguntas

3. Determinar el nivel de conocimiento 
de la lista de alimentos permitidos en las 
escuelas de nivel básico

Nivel de conocimiento sobre la 
lista de alimentos permitidos 
1 pregunta

4. Determinar si los niños reciben infor­
mación sobre la importancia de una buena 
alimentación, por parte de padres y 
maestros, así como de las consecuencias 
de la obesidad

Información y consecuencias 
2 preguntas

Al final del cuestionario se incluyó una sección con el perfil del en­
trevistado.

4. Análisis de resultados

A continuación se presenta el análisis de resultados, el cual se realizó 
en función de los objetivos del estudio.

Objetivo 1. Conocer los hábitos alimentarios de los niños dentro y  fuera 
de casa< así como durante el recreo escolar.
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Como se aprecia en la Gráfica 2, de acuerdo con las respuestas 
de los niños entrevistados, la mayoría de los alimentos que consumen 
en casa forman parte de lo que podría considerarse una dieta balancea­
da, ya que incluye huevo, frijoles, tortillas, sopa de pasta (100% cada 
uno ) leche, verduras (99.5% cada uno), fruta (98.7%), pollo (98.1%), 
carnes (96.1%). Sin embargo, llama la atención el bajo consumo de 
pescado: 49.1%; mientras que sobresale la alta ingesta de sopas Ma- 
ruchan, tamales, salchichas, golosinas, papas fritas (100% cada uno) y 
pizza que se caracterizan por su alto contenido calórico.

En el contexto escolar, el 47% de los respondientes señaló lle­
var lunch para la hora del recreo, y como se observa en la Gráfica 3, 
si bien la mayoría de los alimentos mencionados pueden considerarse 
adecuados, destaca el alto porcentaje de niños a los que les incluyen 
en su lunch papas fritas (47.7%) y refresco (46.6%), alimentos de alto 
contenido calórico y bajo valor nutritivo.

A más de la mitad de los niños (57%) les dan sus padres dinero 
para comprar algo a la hora del recreo, destacando entre los produc­
tos menos comprados el agua embotellada (45.1%), comida prepara­
da (40.1%) y jugos envasados (39.4%).
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Nuevamente; entre los productos preferidos por los niños a los que 
les dan dinero; se encuentran los refrescos: 57.2% y las frituras: 55.1%; 
que los predisponen al sobrepeso y a  la obesidad (ver Gráfica 4).

Gráfica 3
¿Qué alimentos incluye tu lunch?

Sa n d w ich  Papas En sa lad a  Yogurt C e rea l Agua R efresco  Jugo Leche  Agua de Fru ta  G a lle ta s  o V erdu ra
o to rta  Frutas pan

n=793

Gráfica 4
¿Te dan dinero para gastar en la escuela?

¿Qué compras en la escuela a la hora del recreo?
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Los hallazgos antes descritos indicarían que aun cuando en casa 
los niños consumen una dieta adecuada, no se presta la misma aten­
ción por parte de los padres a lo que toman a la hora del recreo, ya 
que en la mayoría de los casos se trata de alimentos que no tienen un 
alto valor nutritivo.

A la salida de las escuelas es común encontrar toda una variedad de 
productos a la venta generalmente en puestos ambulantes en los que 
predominan las golosinas y los productos chatarra, siendo asimismo 
frecuente que los niños al salir de clases los adquieran. Del total de ni­
ños entrevistados, el 55.9% afirmó comprar algo a la salida, siendo los 
preferidos las golosinas (56.1%), nieves o helados (55.6%), los refrescos 
(55.1%) y las frituras (54.6%) (ver Gráfica 5), cuyo consumo en exceso 
los pone nuevamente en riesgo ante el sobrepeso y la obesidad.

Gráfica 5
¿Qué alimentos compras a la salida de la escuela?

Frituras Nieves o Golosinas Fruta Refrescos Agua
helados preparada embotellada

n=841
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Objetivo 2. Conocer los hábitos de los niños en cuanto a su actividad física. 
Como se muestra en la Gráfica 6, una tercera parte de los niños entre­
vistados (34%) indica realizar ejercicio y, de éstos, el 58% lo hace tres 
veces por semana. La falta de actividad física nuevamente es un factor 
de riesgo para los niños.
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Gráfica 6

¿Haces ejercicio? ¿Cada cuándo?

n=1505

n=510

□  Todos los días
□  Tres veces a la semana
□  Dos veces a la semana 
■ Una vez a la semana

Objetivo 3. Determinar el nivel de conocimiento de la lista de alimentos 
permitidos en las escuelas de nivel básico.
Como se observa en la Gráfica 7, la mayor parte de los niños tiene 
conocimiento de que hay una lista de alimentos permitidos para 
la venta en las escuelas; sin embargo, por el tipo de productos que 
compran a la hora del recreo (refrescos y frituras) se puede inferir que 
no se está aplicando cabalmente esta reglamentación.

Gráfica 7
¿Sabes que hay una lista de 

alimentos y  bebidas que 

no deben venderse en las 

escuelas?

n=1505
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Objetivo 4. Determinar si los niños reciben información sobre la im­
portancia de una buena alimentación, por parte de padres y  maestros< así 
como de las consecuencias de la obesidad.
El 80.1% de los niños participantes en el estudio señalan que sus pa­
dres y maestros platican con ellos sobre la importancia de tener una 
buena alimentación y  como se aprecia en la Gráfica 8, están conscien­
tes de las consecuencias negativas tanto a nivel físico como emocional 
del exceso de peso.

Gráfica 8
Cuando una persona está excedida de peso

Se e n fe rm a  Se c a n sa  L e  h a c e n  T ie n e  m e n o s  
m á s  m á s  b ro m a s  am ig o s

n=1505

4.1 Prueba de Hipótesis.
La hipótesis se contrastó aplicando la prueba de Xi rechazándose 
la hipótesis nula y concluyendo que:

H01: Existe relación entre el nivel de conocimiento de la lista de 
alimentos permitidos y el tipo de escuela, pública o privada, a la que 
asisten los niños2.

En el Cuadro 1 se observa que hay un mayor conocimiento de la 
existencia de la lista de alimentos permitidos en las escuelas públicas, si­
tuación que puede explicarse porque la Secretaría de Educación Pública 
(sep) tiene una mayor injerencia en la administración de las mismas, aun 
cuando la lista es obligatoria en ambos tipos de escuelas.

2 Nivel de significancia real .00
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Cuadro 1
Nivel de conocimiento de la lista de alimentos permitidos por tipo de escuela

Conclusiones

De acuerdo con la información proporcionada por los niños, la ali­
mentación en casa corresponde a una dieta adecuada para su edad. Sin 
embargo, tanto el contenido del lunch, como los alimentos que com­
pran a la hora del recreo son de un alto contenido calórico, al igual que 
lo que adquieren a la salida de la escuela; lo cual reflejaría, por un lado, 
la no aplicación de los lineamientos para la venta de alimentos dentro 
de la escuela y, por otro, una falta de atención por parte de los padres 
respecto a lo que comen fuera de casa.

En cuanto a la actividad física, hace falta un programa para integrar 
la realización de ejercicio a la rutina diaria de los niños, ya que es muy 
bajo el porcentaje de los que hacen ejercicio, y de éstos, la mayoría no 
lo lleva a cabo todos los días.

Aun cuando la aplicación de la lista de alimentos permitidos es 
obligatoria en todas las escuelas, no todos los niños tienen conoci­
miento de su existencia; y de acuerdo con la prueba de hipótesis hay 
una relación entre este conocimiento y el tipo de escuela a la que 
asiste el menor. Como ya se mencionó, este conocimiento es mayor 
en las públicas, lo que puede estar relacionado con el impulso que 
han recibido las escuelas de tiempo completo, en las cuales el niño 
toma la comida del medio día y se trata de que tengan una alimenta­
ción más saludable.
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Desde el punto de vista de los elementos que una campaña de mer­
cadotecnia social debe comprender, se observa que no se han creado 
paquetes de beneficios ni intercambios atractivos y motivantes, ni se 
ha elaborado una estrategia de comunicación dirigida tanto a los pa­
dres como a los niños, para generar un cambio de comportamiento, 
esto es, una alimentación más saludable para los niños.

El esfuerzo de las autoridades inicialmente se enfocó a las escuelas, 
pero a tres años de la puesta en vigor de la lista de alimentos permiti­
dos ésta no se aplica cabalmente en todas las escuelas. Estos resultados 
coinciden con lo señalado por los integrantes de la Alianza para la Sa­
lud en el sentido de que esta estrategia no ha generado los resultados 
esperados.

Como lo señala Andreasen (2002), una campaña de mercadotecnia 
social debe incluir tres niveles de estrategias para lograr realmente un 
cambio hacia el comportamiento deseable, en este caso, una alimenta­
ción saludable para disminuir el sobrepeso y la obesidad infantil. En el 
caso de México, las acciones se han centrado en el nivel 2 de estrate­
gias, ya que se han dirigido principalmente a los maestros y autorida­
des escolares que tienen influencia en los niños y su alimentación, pero 
hacen falta acciones coordinadas que incorporen en el nivel 2 a los pa­
dres, en el 1 a los niños y en el 3 a las instituciones de salud pública, los 
medios, los diseñadores de políticas públicas, los legisladores, las ong, 
la industria alimentaria, refresquera, restaurantera, entre otros actores 
involucrados, anteponiendo la salud de los niños a cualquier otro tipo 
de intereses.

En efecto, dada la naturaleza del problema y las implicaciones del 
mismo, para lograr el cambio de comportamiento deseado se requiere 
un enfoque holístico, realizando intervenciones en todos los niveles, y 
haciendo uso de diferentes tipos de estrategias entre las que se encuen­
tran las campañas de mercadotecnia social.
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Políticas públicas desde una perspectiva 
territorial campesina

Héctor Robles Berlanga 
Luciano Concheiro Bórquez 
Patricia Couturier Bañuelos

El presente trabajo reflexiona sobre las políticas públicas dirigidas al 
campo mexicano a partir de tres experiencias de incidencia social: 
la primera es la página web www.subsidiosalcampo.org.mx, sitio de 
transparencia y rendición de cuentas impulsado por Fundar Centro 
de Análisis e Investigación y  la Asociación Nacional de Empresas Co- 
mercializadoras de Productores del Campo (anec). Este sitio web se 
ha encargado de concentrar la información del presupuesto destinado 
al Programa Especial Concurrente (pec) desde 2003 a la fecha y ge­
nera estudios que explican las causas del bajo impacto de las políticas 
públicas dirigidas al campo mexicano.

La segunda experiencia que se rescata en el texto es la Campaña Va­
lor al Campesino. Este es un esfuerzo de Ashoka, anec, Fundar, Poder 
del Consumidor, Semillas de Vida y Subsidios al Campo (2015) para 
revalorar el papel de la agricultura campesina y familiar, y la necesidad 
de que el gobierno mexicano tenga una política que considere a 
este sector.

La tercera experiencia recoge la propuesta de Territorios Produc­
tivos. Este es un programa que tiene como estrategia fortalecer la ca­
pacidad de los campesinos y pequeños productores en condición de
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pobreza, para demandar y articular, desde abajo, la oferta pública de pro­
gramas productivos, haciendo uso de esos instrumentos para dinamizar 
los ejes productivos de mayor envergadura en el ámbito local-territorial.

El texto se divide en cinco apartados. El primero: “Por una visión 
territorial y autogestiva” aborda la categoría del territorio, ya que des­
de la perspectiva de las experiencias sociales que se reseñan, las polí­
ticas públicas deben ser de corte territorial y no sectorial como lo son 
actualmente. El segundo apartado: “Las políticas públicas regresivas 
que generan mayor desigualdad” analiza a qué sectores favorece el pre­
supuesto asignado al Programa Especial Concurrente (pec). El tercer 
apartado: “La economía campesina en México” documenta la impor­
tancia de la agricultura campesina para el país, lo que contrasta con la 
percepción oficial pues considera a este sector como atrasado y 
poco productivo. El cuarto apartado: “Propuesta de política pública 
desde la sociedad campesina, desde los territorios agrarios” rescata 
las experiencias que se construyen desde la sociedad y muestra que 
desde los espacios sociales y campesinos, más allá del análisis crítico de 
la política pública, hay propuestas que intentan construir un desarro­
llo distinto. Y finalmente, en el quinto apartado: “Cambios a la legisla­
ción”, se proponen algunos cambios al marco jurídico que refuercen la 
transparencia y rendición de cuentas y que pongan como prioridad a la 
economía campesina y familiar. I.

I. Por una visión territorial y  autogestiva

Hablar de territorio es partir de una categoría de análisis ligada a la tierra 
donde se asientan poblaciones y que es apropiada por ellas, pero don­
de también se hacen presentes distintos entes e instituciones ya sean 
públicos o privados que le dan al espacio determinadas características 
y cualidades. También se inscribe el territorio en un proceso donde 
es creado y recreado en términos conflictivos a lo largo de distintos 
periodos e incluso a través de procesos de largo aliento. Por lo tanto, 
los actores y sujetos presentes en el territorio luchan por su reproduc­
ción social que, como expresa Mazurek (2005, p. 4), se manifiesta en
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territorialidades específicas (como formas de concientización del es­
pacio) que nos enseñan “que no puede existir comportamiento social 
sin territorio y, por consiguiente, no puede existir una sociedad sin 
territorio”.

Por otro lado, es importante subrayar que el territorio, como cons­
trucción social, se encuentra permanentemente en disputa entre los 
distintos actores y sujetos, y donde también “el Estado y su aparato 
administrativo-político norm a y administra el territorio por medio de 
políticas territoriales (Tierra, medio ambiente, sistema de incentivos, 
etc.)” (Mazurek, 2005, p. 5), y que, en la época actual, se ha conver­
tido en un reclamo directo al Estado para enfrentar la desigualdad 
social y su expresión regional (Cordera, 2007). Es así que el te­
rritorio resulta ser susceptible de apropiación por parte de los 
distintos sujetos que están presentes en él, y donde cada uno de éstos 
puede generar proyectos de acuerdo a sus intereses, para su beneficio 
o el de una población más amplia, y que se opera a partir de planes y 
ordenamientos territoriales donde se hacen innovaciones, ya sea de 
manera sectorial o colectiva en función de los que aprovechan un 
determinado espacio social.

Situándonos en el contexto actual de políticas públicas para el de­
sarrollo de las principales regiones agropecuarias de México (G on­
zález V., 2007), que se enfocan y hacen presentes en los diversos 
territorios a lo largo de la geografía mexicana, donde precisamente 
habitan los sujetos rurales que producen un porcentaje significativo 
de los alimentos básicos, hay que señalar en particular que se dan ac­
tualmente en referencia a las reformas tanto constitucionales como 
institucionales que, en las tres últimas décadas, se han llevado a cabo 
en el contexto de las reformas estructurales (neoliberales). Y que, de 
manera específica, han tenido un impacto en la producción agrícola 
de México (Sánchez A., 2007) y, en particular, entre los pequeños pro­
ductores que, como hemos dicho, generan más de una tercera parte 
de los alimentos básicos que se consumen y también dan empleo 
a una cantidad significativa de la población en las zonas rurales 
en este país, frente a grandes productores orientados básicamente a la 
exportación y la agroindustria.
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Al respecto, Jorge Mora Alfaro (2013, p. 87) expresa que:

El papel p rep o n d eran te  asum ido p o r el m ercado, los cam bios ex­

perim en tados p o r el secto r público  y la reo rien tac ión  de las p o líti­

cas públicas agropecuarias, generan una es tru c tu ra  bipolar. Por una 

parte, se constituye un  polo  in tegrado  p o r em presarios agrícolas y 

agro industriales, determ inados grupos de agricultores familiares, 

cooperativas y o tras form as asociativas de p roducción  que logran 

reconvertir sus unidades productivas y nuevos inversionistas nac io ­

nales e in ternacionales, en capacidad de aprovechar los estím ulos a 

la exportación  y  las opo rtu n id ad es  e incentivos para insertarse  en 

las nuevas condiciones de la econom ía.

Por o tro  lado, se crea un  polo  de p roducto res fam iliares excluidos 

de estos procesos. Éstos no tien en  las condiciones requeridas para 

en fren tar el desafío de la ap ertu ra  económ ica, no logran reconvertir 

sus explotaciones n i com petir con los b ienes agrícolas im portados; 

tam poco  consiguen resistir el abandono, p o r p arte  del Estado, de las 

políticas destinadas a d inam izar los m ercados nacionales y locales, 

ni la reducción  del apoyo estatal en asistencia técnica, investigación 

e inform ación.

El mismo Jorge Mora Alfaro (2013, p. 95), hace referencia a “tres 
aspectos (que) adquieren gran significado en el impulso de los proce­
sos de desarrollo territorial rural, como complementos indispensables 
a la legislación establecida por algunos países o a las políticas públicas 
y estrategias para responder a las nuevas condiciones del medio rural 
en la región”, a saber:

A) Por una parte, la elaboración de arreglos institucionales que 
propician pasar de la visión y el funcionamiento sectorial de las orga­
nizaciones estatales vinculadas con el medio rural, a una acción inte­
grada en respuesta a las necesidades y demandas particulares de los 
diversos territorios.

B) Por otra parte, el restablecimiento de los servicios institucio­
nales básicos de investigación y extensión rural, en correspondencia 
con las demandas territoriales y desarrollo de procesos de formación
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y capacitación del personal institucional, con el propósito de crear las 
condiciones requeridas para la reorientación de las iniciativas ejecuta­
das en el medio rural.

C) Por último, la aplicación del enfoque ascendente en los p ro ­
cesos de desarrollo territorial rural, a fin de superar los programas 
o proyectos diseñados, sin tom ar en cuenta las situaciones especí­
ficas de los territorios presentes en el m edio rural regional. (Mora, 
2013, p. 95)

Algo que destaca dentro de los aspectos fundamentales para ge­
nerar una política pública es dejar de relacionar lo rural sólo con lo 
agrícola y, en cambio, que se promueva el desarrollo rural “multidi- 
mensional” a partir de las demandas de desarrollo surgidas de los pro­
pios territorios rurales.

Por este motivo, las políticas y  la acción institucional dirigidas a promover 

el desarrollo y la búsqueda del bienestar en el medio rural, serán eficaces 

en la m edida que logren com binar las líneas de acción de carácter sec­

torial, con operaciones y  arreglos intersectoriales o multisectoriales con 

las cuales se pueda responder con eficacia a las demandas multidimen- 

sionales originadas en los procesos de desarrollo territorial. El paso de 

una acción monosectorial a un enfoque y  una acción territorial implica 

articular las medidas e iniciativas institucionales y  la territorialización de 

las políticas en respuesta a las condiciones diferenciadas y  a las necesida­

des multisectoriales del desarrollo de los territorios (Mora, 2013, p. 96).

Desde nuestro punto de vista, existe a la vez en términos sociales 
y culturales, no tanto económicos y de políticas gubernamentales, una 
larga historia de construcción de territorios fincada en las luchas agra­
rias donde más de la mitad del país está repartida en reforma agraria y 
que toma forma en estructuras organizativas — el ejido y la comu­
nidad agraria— que han sido y pueden consolidarse como territorios 
que no sólo sean receptáculos de políticas gubernamentales sino que 
se apropien y construyan verdaderas políticas públicas, con una re­
presentación social efectiva así como una gestión social de las mismas 
(Cunill, 1997; Reuben, 2000).
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II. Las políticas públicas regresivas 
que generan mayor desigualdad

En el caso de México, las políticas públicas dirigidas al apoyo de la 
producción no son equitativas, están polarizadas y favorecen a los 
grandes productores. No obstante, a partir de diversas movilizaciones 
como la del Movimiento el campo no aguanta más (mecnam) (Sánchez 
A., 2007) se logró aumentar y modificar en cierto sentido la definición 
de las políticas públicas. Un ejemplo de esto es la propuesta de un 
programa denominado Iniciativa Valor al Campesino. Vida, nutrición 
y riqueza para México (2015), que en su exposición de motivos nos 
muestra la forma en que el gobierno construye en la práctica políticas 
en materia de desarrollo rural, y cómo se operativizan éstas por medio 
del Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Susten- 
table (pec), que en vez de revalorar lo campesino y la producción de 
alimentos, acaba reforzando la pérdida de la soberanía alimentaria, 
favoreciendo a las grandes empresas e imponiendo un modelo neo­
liberal que puede definirse como anticampesino. Como plantea la 
Iniciativa Valor al Campesino: “una de las observaciones al pec es que 
cuenta con muchas acciones gubernamentales que, más que siner­
gias y complementariedades, provocan la pulverización de la política 
pública. Revisando las [Reglas de Operación] rop del conjunto de 
la oferta programática institucional, se encontró que se reportan 75 
programas y 124 componentes (estos últimos son los que en muchos 
casos conocen los posibles beneficiarios)”.

Más adelante el mismo documento nos expone el verdadero im­
pacto de las políticas públicas que se aplican en el campo mexicano, 
ya que:

Se pensaría que este abanico tan grande de program as llega a todos los 

rincones del país y  cubre las diversas necesidades de los habitantes de 

las áreas rurales. La realidad es otra. Del estudio realizado po r Subsi­

dios al Campo, se desprende que de los 80 program as analizados, sólo 

nueve tienen presencia a nivel nacional, siete son de la vertiente Social 

(O portunidades — hoy Prospera— , Pensión para A dultos M ayores 70
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y Más, Program a de Apoyo Alim entario y el abasto operado po r Di- 

consa, Programa de Abasto Social de leche en sus dos m odalidades y 

Program a para el Desarrollo de Zonas Prioritarias) y dos de la vertiente 

de Com petitividad, específicamente el Procam po (ahora Proagro) y 

Diésel A gropecuario (que desapareció en 2014). Por el contrario, en 

mil 718 m unicipios la mayoría de los program as no reportaron benefi­

ciarios (Iniciativa Valor al Campesino, 2015, p. 23).

Respecto a la distribución territorial de los apoyos al campo, el do­
cumento de la Iniciativa Valor al Campesino es muy preciso y nos da un 
buen panorama al respecto:

La política pública de apoyo a la producción se encuentra altamente 

concentrada en m uy pocos estados y  en m uy pocos productores. Cinco 

entidades del norte (Sinaloa, Chihuahua, Tamaulipas, Sonora y Jalisco), 

que contienen al 9% de las [Unidades de Producción] up existentes en 

el país, concentraron 38.9% del presupuesto de la vertiente de Compe- 

titividad, 43.6% del recurso operado por la Financiera Rural (hoy fnd) 
y 42.6% del crédito fira. Ello, m ientras que a 16 entidades del país (la 

mayoría del centro y  sur, donde se localiza el 42.6% de las up, en su m a­

yoría de pequeña escala, sólo les llegó 26.2%, 20.9% y 17.1% de dichos 

apoyos, respectivamente. Al calcular el per cápita del presupuesto ejer­

cido en las vertientes de Com petitividad y  Financiera entre el núm ero 

total de up, resulta que en las cinco entidades del norte es de cien mil 

614 pesos, m ientras que para las 16 entidades es de 19 mil 405, cinco ve­

ces m enos que en los estados del norte. U n dato más: en 704 municipios 

fira no otorgó créditos. La concentración de los recursos en las regio­

nes o entidades más productivas profundiza las desigualdades sociales y  

económicas (Iniciativa Valor al Campesino. 2015, p. 27).

No obstante, el campo de acción de las llamadas políticas neo­
liberales se da —hay que explicitarlo— en los distintos territorios 
campesinos, donde se generan diversos procesos de disputa y po­
sibilidad abierta de otro tipo de política como la que enuncia la 
Iniciativa Valor al Campesino, que se plantea incidir directamente en
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la construcción del sentido público de las políticas gubernamentales, 
como se puede observar en lo respectivo a la planeación, la formula­
ción, así como la gestión de políticas públicas (Gordon, 2009) que van 
dirigidas al apoyo a la producción en el campo, para que detonen una 
equidad al momento de operativizar sobre el territorio dichas polí­
ticas públicas, y contrarresten la gran concentración territorializada 
en muy pocas regiones y que dejan en desventaja al resto de espacios 
campesinos, lo que significa segregar una buena parte del territorio 
nacional de estos apoyos.

Una propuesta de políticas públicas de corte “campesinista” y a 
favor de la soberanía alimentaria y la sustentabilidad socioambiental 
(Provencio, 2016; Paré y Fuentes, 2007) debe tener un enfoque te­
rritorial basado no solamente en una comprensión multiescalar, sino 
tomar como base los territorios campesinos que se extienden en casi 
106 millones de hectáreas, un 54% del territorio nacional.

Pero, volvamos “atrás” para trazar una política pública alternativa 
de corte territorial y de reforzamiento de las capacidades autónomas 
de los sujetos agrarios mayoritarios en México, recuperando el sentido 
que realmente tienen las llamadas políticas “públicas”. III.

III. La econom ía campesina en M éxico

A pesar de las políticas neoliberales lo prim ero que hay que plantear como 
una abierta paradoja, producto de una lucha “molecular”, desde cada par­
cela, es que la pequeña unidad es predominante en el campo mexicano. De 
acuerdo con distintos organismos multinacionales — Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (fao), 
Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (iica), 
Banco M undial (bm)— e investigadores del sector, la pequeña agri­
cultura tiene una enorme imp ortancia en la econom ía agropecuaria 
de los países latinoamericanos, pero es especialm ente imp ortante en 
México : de las 4 m illones 69938 up (Unidades de Producción) con 
actividad agropecuaria o forestal, 67.8% son menores o iguales a cinco 
hectáreas (inegi, 2007).
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A lo anterior, hay que agregar que las unidades económicas de 
corte campesino son las Unidades de Producción que más han crecido 
en el país. Las up menores a cinco hectáreas, en lugar de disminuir en el 
transcurso del tiempo como se pretendió con muchas p olíticas agrarias, 
en particular la contrarreforma agraria de 1992, se han multiplicado; 
su crecimiento en 80 años fue de 708.7%, al pasar de 332 mil que 
existían en 1930, a 2.6 millones de unidades en 2007, lo que convierte 
a estas up en la característica que distingue a los productores de nuestro 
país (inegi, 1930-2007).

Otro elemento central de estas unidades de producción de corte 
campesino, es que producen una parte muy significativa de nuestros ali­
mentos y  tienen una fiuerte presencia en la producción de maíz y frijol, ali­
mentos básicos en México. A pesar de sus condiciones precarias para 
producir y de la falta de apoyos económicos gubernamentales, la pe­
queña agricultura tiene una enorme importancia en la economía rural 
de México, pues representa 39% de la producción agropecuaria nacio­
nal.1 Además, siete de cada diez productores de maíz (blanco y amari­
llo) y seis de cada diez de frijol tienen menos de cinco hectáreas. Así, los 
pequeños productores son mayoría en la producción de maíz y frijol, 
principales cultivos en nuestra dieta; los encontramos prácticamente en 
todo el país, en los distintos climas, en condiciones orográficas contras­
tantes y con sistemas de producción muy diversos (inegi, 2007).

Pero también son, a pesar de las condiciones económicas adversas, 
importantes abastecedoras de la agroindustria. En este sentido, Héctor 
Robles (2012), en la revisión documental que realizó para el estudio 
Dinámica del mercado de la tierra en América Latina y  el Caribe, encontró:

distintos tipos de agroindustria que se relacionan de diversas maneras 

con los productores: a) agroindustrias donde sus socios no son propie­

tarios de tierra y sólo com pran materias primas; b) grandes y  medianos 

productores tecnificados que son parte de la empresa y operan como em­

presarios y  productores; c) empresas que establecen, con los productores 1

1IICA. 2012. Aportes del IICA a la gestión del conocimiento de la agricultura en México. 
IICA. Página 75.
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primarios, convenios de abastecimiento de materias primas, y  d) produc­

tores de pequeña escala, que venden a intermediarios su producción para 

abastecer a la agroindustria [...] Uno de los resultados que resaltan del 

estudio es que la mayoría de los productores ligados a la agroindustria 

son minifundistas. Los maiceros tienen 2.7 hectáreas en prom edio por 

productor; caña de azúcar, cinco hectáreas; hortalizas, seis; frutas, cinco 

o menos; café, 1.9; cebada, seis; y tabaco, dos hectáreas.2

No hay que olvidar tam poco que las economías campesinas son 
unidades que, por su racionalidad misma, preservan la biodiversidad. 
La comida mexicana es la única en el m undo que ha sido considera­
da por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (u n e s c o ) como patrim onio intangible de la 
humanidad. Ello con base en sus cinco características: ancestral, co­
munitaria, con continuidad, viva y popular. Estas características se 
m antienen gracias a la producción campesina que sin lugar a dudas 
preserva el ciento por ciento de la biodiversidad de México y hace 
posible la extensa y diversa comida mexicana.3 Es una diversidad bio- 
cultural, que depende del m odo de vida “campesindio”. La pequeña 
agricultura en México mantiene la agrobiodiversidad. que implica un 
legado de las comunidades al mundo. Los campesinos son los descen­
dientes de los pobladores que hace más de diez mil años iniciaron la 
agricultura en esta zona de la Tierra, constituyendo uno de los cuatro 
centros de origen de la agricultura (Hawkes, 1983). Produjeron el 
maíz, cultivaron la calabaza, el frijol, el chile, el jitomate, el aguacate, 
el algodón, el guajolote, la vainilla, la papaya, la guayaba; en suma, 
el 15.9% de las especies que hoy consume la hum anidad (Conabio,
2012), es decir, uno de cada siete alimentos que hoy consumimos 
provienen de esta región del planeta.

2 Héctor Robles, 2012. “El caso de México”. Dinámica del mercado de la tierra en Amé­
rica Latina y el Caribe: Concentración y Extranjerización. FAO. México, página 337.

3 Campaña Revalorización de la Agricultura Campesina en México. El Valor del Cam­
po. Los Campesinos nos Alimentan.
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Por lo anterior, hay que proponer una política pública integral, re­
gionalmente definida sobre la base del reforzamiento de la autonomía 
de los territorios agrarios campesinos (Mochi, 2008). En principio 
cada institución debería definir el “Fin” de cada uno de sus programas, 
el cual indica la forma en que el programa contribuye al logro de un 
objetivo estratégico de orden superior con el que está alineado. A par­
tir de ese “Fin” que refuerce las up se identificaron los programas que 
en 2015 tenían como propósito atender a los pequeños productores o 
grupos vulnerables, así como aquellos programas que atienden a un nú­
mero importante de pequeños productores agropecuarios por su gran 
cobertura (nos referimos a Proagro Productivo, Progan y Procafé) para 
poder trazar los rasgos básicos de una propuesta de política pública desde 
la sociedad campesina y  sus territorios agrarios.

IV. Propuesta de política pública
desde la sociedad campesina, desde los territorios agrarios

Consideramos que es fundamental recoger propuestas elaboradas por 
la propia sociedad civil en la construcción de iniciativas de políticas 
públicas, valga la redundancia, desde lo social como plantea Cunill 
(1997 y 2009), para que efectivamente sean públicas. En este sentido, 
presentamos a continuación algunas que nos parece son ejemplares 
y en las cuales estamos de alguna manera involucrados.

a. La página Subsidios al Campo en México

Subsidios al Campo en México es el primer sitio de Internet en Latino­
américa que tiene como objetivo proporcionar información sobre el 
destino de los subsidios y los apoyos dirigidos al sector agropecuario 
en el país, a través de una sencilla herramienta que permite conocer 
datos oficiales de los programas. Los objetivos de la herram ienta son: 
impulsar el derecho al acceso a la información pública recogido en 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública
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Gubernamental; promover la rendición de cuentas por parte de los 
servidores públicos involucrados con la política agropecuaria del go­
bierno federal; identificar cómo se distribuyen y quiénes reciben los 
subsidios; e incidir en las políticas públicas del sector rural.

Con esta herramienta se busca proporcionar la información nece­
saria para alimentar una discusión seria sobre cómo optimizar el re­
parto de los subsidios destinados al campo con el fin de combatir la 
desigualdad y la exclusión que aquejan a México, particularmente en 
el sector rural. En estricto apego a sus principios, su posición es que la 
asignación de los recursos públicos dedicados a la agricultura debe ser 
orientada hacia mejoras en los niveles de vida de los campesino/as en 
nuestro país, particularmente los de menores ingresos.

El resultado de esta iniciativa es la sistematización de información 
proveniente de diversas fuentes (secretarías de Estado, organismos 
descentralizados, centros de investigación y medios de información), 
que permite sintetizar en ocho puntos los problemas del presupuesto 
destinado al campo,4 que es la manifestación más clara de la política 
pública destinada al sector rural:

1. El presupuesto creciente del p e c  no ha impactado positivamente en 
las condiciones socioeconómicas y productivas del sector rural. En el perio­
do 2003-2013, el presupuesto creció 170%, mientras la medición de la 
pobreza en sus tres dimensiones reportó una mejoría no mayor al 4%; la 
disponibilidad de alimentos producidos en México cedió terreno ante 
las importaciones, salvo en el caso de frutas, verduras y leguminosas; y 
entre 1994 y 2010 la tasa media de crecimiento del pib primario fue de 
apenas 1.9% (veáse Robles y Concheiro, 2015).

2. Baja cobertura de los programas del p e c . A pesar de que el pec se 
compone de más de 150 componentes o programas, son muy pocos 
los que tienen cobertura en la mayoría de los municipios. De los 80 
programas analizados, sólo nueve tienen presencia a nivel nacional, 
siete son de la vertiente Social y dos de la vertiente de Competitividad.

4 Héctor Robles Berlanga. 2014. “Ejercicio del presupuesto 2011 del Programa 
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural”, en subsidiosalcampo.org.mx
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3. Poca complementariedad de la política pública. La mayoría de 
los programas analizados no reportaron beneficiarios en la mayoría 
de los municipios del país.5 Es decir, no reportaron acciones o apoyos 
productivos. La ausencia institucional en la mayoría de los municipios 
no permite la concurrencia o complementariedad de acciones entre 
distintas Secretarías de Estado.

4. La política hacia el sector rural tiene una orientación social y  no 
productiva. A nivel local, en mil 570 municipios son más importan­
tes los recursos que provienen de la Secretaría de Desarrollo Social 
(Sedesol), mientras que en 358 predominan los recursos de la Secreta­
ría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 
(Sagarpa). Estas cifras muestran que, en el sector rural, se pretende 
combatir la pobreza sobre la base de programas asistenciales y no 
generando mejores ingresos y empleo a partir del estímulo a las activi­
dades productivas locales.

5. Desigualdad y concentración de las vertientes productiva y financiera. 
La p olítica pública de apoyo a la p roducción se encuentra altamente 
concentrada en muy pocos estados y en muy p ocos p roductores. Cin­
co entidades del norte (Sinaloa, Chihuahua, Tamaulipas, Sonora y 
Jalisco), que contienen al 9% de las up existentes en el país, con­
centraron 38.9% del presupuesto de la vertiente de Competitividad, 
43.6% del recurso operado p or la Financiera Nacional de Desarrollo 
Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero (fnd) y 42.6% del crédito 
de Fideicomisos Instituidos en Relación a la Agricultura (fira); mien­
tras, a 16 entidades del país (la mayoría del centro y sur), donde se lo­
calizan 42.6% de las up, sólo les llegó 26.2%, 20.9% y 17.1% de dichos 
apoyos, respectivamente.

6. La población marginada e indígena es la menos beneficiada. El 
monto per cápita p romedio p or beneficiario del pec fue de 4373 pe­
sos. Por debajo de este p romedio se encuentran los municipios de 
M uy Alta Marginación, con 3581 pesos, y los municipios Indígenas, 
con 3 747 pesos.

5 Véase Adriana López Monjardín (2004) sobre la agenda pendiente en los muni­
cipios rurales.
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7. Bajo acceso a los programas. En un estudio solicitado por el Centro 
de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimen­
taria (cedrssa, 2012), sobre la evolución de la aplicación del pec en las 
Unidades de Producción Rural, se encontró que en promedio los pro­
ductores reciben 3.04 apoyos, destacando los de carácter social para los 
pequeños agricultores. Ante estos dos resultados, presencia baja a nivel 
municipal y bajo acceso a los programas, surge la pregunta sobre cuál es 
la necesidad de una estructura programática tan amplia si los posibles 
beneficiarios sólo reciben muy pocos apoyos gubernamentales.

8. Incumplimiento en la transparencia y rendición de cuentas. Si bien se 
avanzó con la disposición de que los padrones sean públicos, todavía hay 
claroscuros en la distribución de los subsidios. Se carece de un padrón 
único de los programas de Competitividad que permita observar quiénes 
se están beneficiando con más de un apoyo; la información se encuentra 
en formatos poco accesibles para el público, y se detectan problemas con 
la completitud de los datos (por ejemplo, en algunos de los reportes sobre 
el presupuesto no se identifica a qué municipio se transfirieron o si el be­
neficiario es hombre o mujer), por mencionar algunos aspectos.

Frente a esta política de corte neoliberal y francamente anti­
campesina encontramos que, en la práctica, subsisten y en ocasiones 
logran anteponer proyectos alternativos economías campesinas a lo 
largo y ancho del país. En este sentido, quisiéramos destacar los rasgos 
potenciales de dichas economías.

b. La campaña Valor al Campesino

La iniciativa de la Asociación Nacional de Empresas Comercia- 
lizadoras de Productores del Campo (anec), la Fundación Ashoka, 
Fundar, Semillas de Vida y Subsidios al Campo, sintetizó su propuesta 
para el campo en once estrategias (que tienen que ver directamente 
con este escrito):

1. Enfoque territorial. Este enfoque implica la organización de los 
com ponentes del espacio geográfico en procesos concretos que bus­
can el logro de propósitos comunes. Este enfoque perm ite articular
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la política pública en objetivos comunes, aprovechar los escasos 
recursos presupuestales y potenciar las actividades de los peque­
ños productores ligados a los ejes productivos principales, en vez 
de apoyar micro proyectos aislados y dispersos y que al final no se 
sostienen y tam poco generan impacto. Además, se debe de aplicar 
el enfoque de cadena de valor para prom over proyectos productivos 
integrales.

2. La atención se centra en la persona y su familia. Actualmente m u­
chos de los programas tienen como sujetos de atención hectáreas, 
cabezas de ganado, proyectos realizados, etcétera, lo que entre otras 
cosas: desarticula a las Unidades Económicas Rurales por atenderlas 
en sólo una parte de su actividades y no de manera integral, las 
metas e indicadores no permiten medir los impactos en las personas 
y sus actividades, se presta a la duplicidad y a la creación de incentivos 
negativos, y dificulta la articulación institucional. La presente propues­
ta plantea que el sujeto de atención debe ser la persona y su familia lo 
que permitirá una atención integral.

3. Inclusión Financiera. Aprovechar los programas de Transferencias 
Condicionadas para utilizarlos como garantías líquidas para que los 
beneficiarios de estos programas puedan potenciar los apoyos.

Respecto a este tema ya se tiene el antecedente del Programa Inte­
gral de Inclusión Financiera, que brinda a las familias beneficiarías de 
Prospera y del Programa Alimentario (Pal) acceso en condiciones pre- 
ferenciales a un conjunto de servicios y productos financieros formales 
a través de Educación financiera, instrumentos de ahorro, cobertura de 
seguro de vida, instrumentos básicos y complementarios de crédito y 
paquetes de beneficios adicionales. En esta acción tiene una parti­
cipación relevante el Bansefi.

Esta experiencia de inclusión financiera se debe extender a los pro­
gramas Proagro Productivo, Progan y Procafé, para que los apoyos que 
da se puedan otorgar como garantías líquidas con la Financiera Na­
cional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero (fnd), 
para que esta institución otorgue crédito oportuno a los producto­
res (al principio de los ciclos agrícolas) y el productor pueda realizar 
sus actividades a tiempo, elegir al prestador de servicio que mejor le

153



Héctor Robles, Luciano Concheiro y Patricia Couturier

convenga y le ofrezca mejor precio y adquirir sus insumos de acuerdo a 
sus necesidades y a mejores precios. Además, si paga su crédito, puede 
ahorrar los apoyos que otorgan estos programas y capitalizarse.

A los servicios de financiamiento se debe de agregar el tema del 
seguro agrícola, especialmente con los efectos actuales del cambio cli­
mático que genera siniestralidad recurrente.

4. Organización social productiva. Se reconoce que sin capital social 
no existe p osibilidad alguna de que los pequeños p roductores puedan 
incrementar su productividad y mejorar su situación de p obreza. Se 
trata, como lo señala rimisp (2015), de superar la formación de “or­
ganizaciones” subordinadas a las necesidades y lógicas de proyectos o 
program as particulares, invirtiendo en cambio en desarrollar o forta­
lecer organizaciones realmente autónomas, dem ocráticas, y creciente­
mente auto - sustentables. Es necesario distinguir al m enos tres niveles 
de organización : a nivel de familia o fam ilias, a nivel de comunidad o 
localidad y a nivel de un territorio más amplio que la localidad (articu- 
lador de ejes productivos).

5. Desarrollo de capacidades. La ocde analizó la situación del ex- 
tensionismo rural en México, y en su diagnóstico señala que no existe 
un servicio de extensión agrícola. Lo que se da es que los productores 
cuenten con asistencia técnica al acceder a distintos Programas de la 
Sagarpa (ocde, 2011). Por ello se debe de implementar un servicio 
de extensionismo que identifique con los sujetos beneficiarios del 
programa los proyectos de carácter territorial y que, en un segundo 
momento, un equipo de técnicos especializados formule los proyectos 
territoriales.

6. Compactación de la oferta institucional. En lugar de un sinnúme­
ro de programas, se propone un solo programa que agrupe la oferta 
institucional dispersa en tres modalidades: apoyo productivo a la acti­
vidad agropecuaria; programa de Inclusión Social Productiva y Progra­
ma de fomento productivo forestal.

7. Articulación de los programas de transferencias condicionadas. Ar­
ticulación de los programas productivos: Proagro productivo, Pro- 
gan y Fomento café. En este caso se debe de crear un solo padrón 
de beneficiarios que perm ita conocer quiénes reciben los apoyos y
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así tratar de evitar duplicidades y concentración de los recursos. La 
agrupación de estos tres componentes arrojaría alrededor de 3 mi­
llones de beneficiarios, lo que implica atender en un año a toda la 
población objetivo.

Además, se debe de cruzar contra el padrón de Prospera, para 
identificar posibles sinergias. Se debe recordar que la suma de estos 
recursos le perm iten liquidez a los pequeños productores y familias 
pobres que pueden ser aprovechados para el fortalecimiento de las 
actividades productivas primarias, como garantías líquidas e instru­
m entos de ahorro.

8. Una sola Regla de Operación ( r o p ) . Por cada uno de los comp o­
nentes (Apoyo productivo a las actividades agropecuarias, Inclusión 
Social Productiva y Fomento productivo forestal) se debe de crear una 
sola rop que simplifique los trámites y sea más accesible para los p osi­
bles beneficiarios.

9. Una sola ventanilla. Al articular los programas y crear un solo 
padrón permitiría que los beneficiarios acudieran a la ventanilla más 
cercana para realizar los trámites, lo que permite ahorros en la trami­
tación de los apoyos, construye posibilidades de articulación entre las 
instituciones, reduce la duplicidad de acciones y evita incentivos en­
contrados.

10. Compras gubernamentales en apoyo a pequeños productores y 
al fortalecimiento de los mercados regionales. El gobierno mexicano tie­
ne programas de desayunos escolares, de comedores comunitarios, de 
abasto a sectores vulnerables, entre otros. Si parte de los productos que 
requiere para elaborar alimentos los comprara directamente a quienes 
producen alimentos, permitiría dar certeza a los productores, garanti­
zaría un ingreso y dinamizaría las economías locales. Esta acción debe 
ser acompañada con la búsqueda de un sistema de precios remunerati­
vos y certidumbre en la comercialización

11. Responsabilidad social. Se propone la firma de convenios entre 
organizaciones locales y gobierno, que permitan el desarrollo de pla­
nes regionales, el impulso de proyectos territoriales y el compromiso 
con el buen uso de los recursos. Esto generaría corresponsabilidad en­
tre las Unidades Económicas Rurales y el gobierno.
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c. La propuesta de Territorios Productivos

Otra de las experiencias a seguir es la de Territorios Producti­
vos. De acuerdo al Centro Latinoamericano para el Desarrollo Rural, 
rimisp,6 este programa piloto se relaciona con tres problemas que se 
refuerzan mutuamente:

-La muy lenta reducción de la pobreza rural por ingresos (agrí­
colas y no agrícolas) y de la inseguridad alimentaria de los hogares 
rurales.

-El muy lento crecimiento de la productividad de la agricultura 
mexicana y, particularmente, de los pequeños productores (es decir, de 
las unidades de producción de hasta 20 hectáreas) y de los campesinos, 
incluyendo a los jornaleros.

-La baja calidad del importante gasto público que se invierte con el 
objetivo, no logrado, de contribuir al desarrollo de los pequeños pro­
ductores y campesinos.

La estrategia del programa Territorios Productivos consiste en 
fortalecer la capacidad de los campesinos y pequeños productores en 
condición de pobreza, para demandar y articular, desde abajo, la oferta 
pública de programas productivos, haciendo uso de esos instrumentos 
para dinamizar los ejes productivos de mayor envergadura en el ámbito 
local- territorial. Mejorar la participación organizada de los hogares en 
condición de pobreza en esos espacios económicos expandidos, es la 
clave de la estrategia. Los pilares de esta estrategia son cinco:

a. Aprovechar la liquidez y los efectos multiplicadores de las trans­
ferencias gubernamentales existentes (principalmente Oportunida- 
des/Pal y Proagro) como un “piso mínimo” habilitante para que los 
participantes desarrollen nuevas actividades productivas.

b. Una fuerte inversión en el desarrollo y fortalecimiento de organi­
zaciones sociales para el desarrollo económico, en los ámbitos locales 
y regionales.

6 Berdegué, Franco, Gordillo, Robles, Soloaga y Yunez. 2015. Un Programa Arti- 
culador para Reducir la Pobreza Rural a través del Incremento de la Productividad, la 
Producción y los Ingresos. RIMISP. Santiago de Chile.
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c. Un conjunto coherente de inversiones e iniciativas orientadas a 
producir “bienes públicos” que ayuden a eliminar o a mitigar las res­
tricciones que afectan el desempeño de los principales ejes producti­
vos territoriales. Se trata de restricciones sobre las que pueden incidir 
los actores locales y territoriales, reconociendo que hay otras que res­
ponden a factores y agentes externos al territorio.

d. El acceso a un conjunto mínimo necesario y bien coordinado de 
servicios públicos de apoyo al desarrollo productivo, con un énfasis 
muy fuerte en aquellos orientados a impulsar las capacidades indivi­
duales y  colectivas locales en temas tecnológicos, comerciales, organi- 
zacionales, de liderazgo e innovación social. Algunos de estos servicios 
podrían proveerse a través de este programa y sus recursos, pero espe­
cialmente se pondrá un fuerte acento en construir articulaciones con 
otros programas de diversas dependencias gubernamentales.

e. Una focalización del programa en territorios funcionales que vin­
culen localidades rurales con centros urbanos pequeños y medianos, 
reconociendo en ellos los espacios en que la población rural en situa­
ción de pobreza realiza buena parte de su vida económica.

El propósito del programa es que los hogares rurales en condición 
de pobreza en localidades y municipios en que los pequeños produc­
tores y campesinos tienen un peso social y económico preponderante:

Aumenten sus ingresos obtenidos a través de sus actividades eco­
nómicas agrícolas y no agrícolas. Aumenten su producción de alimen­
tos. Aumenten la productividad de los factores de producción de que 
disponen. Accedan efectivamente a las políticas y programas públicos 
para los cuales califican.

El diseño operacional del programa está definido en función de al­
gunas ideas principales:

-La estrategia central consiste en estimular y apoyar procesos eco­
nómicos territoriales crecientemente auto-sostenidos, que incorporen 
a miembros de los hogares rurales pobres como productores por cuen­
ta propia y /o  como trabajadores asalariados

-La organización social para el desarrollo es, en sí misma, un 
resultado principal que el programa promueve en forma activa, ya que 
sin capital social no existe posibilidad alguna de que las personas en
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situación de pobreza que habitan en zonas rurales tengan una mayor 
participación en la economía del país. Se trata de superar la formación 
de “organizaciones” subordinadas a las necesidades y lógicas de pro­
yectos o programas particulares, invirtiendo en cambio en desarrollar 
o fortalecer organizaciones realmente autónomas, democráticas y cre­
cientemente auto-sustentables.

-El enfoque del programa es territorial y no sectorial. Ello implica: 
potenciar las ventajas comparativas de cada territorio en materia de de­
sarrollo económico y productivo; promover vínculos intersectoriales 
(entre las actividades primarias, incluyendo la agricultura, la manufactu­
ra incluyendo el procesamiento de productos agrícolas, y los servicios), 
porque de dichas relaciones pueden surgir importantes multiplicadores 
de la actividad económica territorial; y promover vínculos entre las co­
munidades rurales y los centros urbanos pequeños y medianos.

-El programa debe ser capaz de articular una oferta integral de 
los bienes y servicios que son necesarios y suficientes para el desa­
rrollo económico en zonas rurales.

-Los participantes accederán a los servicios fundamentalmente a 
través de la articulación con programas gubernamentales ya existen­
tes. Es decir, se trata de fortalecer la capacidad de demanda de los 
beneficiarios, dotando a cada localidad y territorios de la capacidad 
organizacional y técnica y de un marco mínimo de planeación, que les 
permita acceder a los recursos de aquellos programas federales o esta­
tales que les sean más pertinentes dados sus objetivos de desarro­
llo, y, luego, usarlos de forma eficaz.

-La articulación con la oferta pública se busca “de abajo hacia arri­
ba” (vía el apoyo a las organizaciones locales en sus postulaciones a 
otros programas), así como “de arriba hacia abajo” (vía el diálogo polí­
tico de las dependencias que dirigen el programa con las dependencias 
que son responsables de programas que son considerados prioritarios).

-La superación de la condición de pobreza y, con mayor razón, de 
pobreza extrema en zonas rurales, requiere mejorar la productividad, la 
producción y los ingresos de todos los miembros del hogar en edad eco­
nómicamente activa. Esto implica elevar la tasa de ocupación de las m u­
jeres rurales en el empleo remunerado (por cuenta propia y asalariado).
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Como puede contemplarse en estas tres iniciativas, el plantea­
miento territorial es central, porque permite reforzar la racionalidad 
propia y la vocación que tienen las economías campesinas dirigidas 
a la producción de alimentos y la creación de condiciones de susten- 
tabilidad socioambiental sobre la base de lo que ha dado en definirse 
como “capital social” (Kliksberg y  Tomassini, 2000). En cuanto al te­
rritorio, las propuestas giran en torno a reforzar la autonomía tanto 
para la gestión económica como para la toma de decisiones en todos 
los ámbitos, reforzando así la capacidad de negociación de polí­
ticas públicas favorables al campesinado, por lo que se enlazan con 
propuestas de cambios legislativos que les son necesarios (Suárez C., 
2011; Haywood y Rodrigues, 1994).

V. Notas para cambios a la legislación

El marco jurídico mexicano ya establece una serie de criterios para 
apoyar a los grupos vulnerables, situación en la que se encuentran 
muchos pequeños productores (Yúnez, 2010a y 2010b). En la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría (lfprh), Ca­
pítulo VI. De los subsidios, transferencias y donativos, se establece 
que: “En los programas de beneficio directo a individuos o grupos so­
ciales, los montos y porcentajes se establecerán con base en criterios 
redistributivos que deberán privilegiar a la población de menos ingresos y 
procurar la equidad entre regiones y entidades federativas, sin deméri­
to de la eficiencia en el logro de los objetivos;

Por su parte, la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (ldrs) en su 
artículo 5 nos dice que:

En el marco previsto en la C onstitución Política de los Estados U nidos 

Mexicanos, el Estado, a través del G obierno Federal y  en coordinación 

con los gobiernos de las entidades federativas y municipales, impulsará 

políticas, acciones y programas en el m edio rural que serán considera­

dos prioritarios para el desarrollo del país y que estarán orientados a los 

siguientes objetivos:
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1. Promover y favorecer el bienestar social y económico de los produc­

tores, de sus comunidades, de los trabajadores del campo y, en general, de 

los agentes de la sociedad rural, con la participación de organizaciones o 

asociaciones, especialmente la de aquellas que estén integradas por sujetos que 

formen parte de los grupos vulnerables referidos en el artículo 154 de la pre­

sente Ley, mediante la diversificación y la generación de empleo, incluyen­

do el no agropecuario en el medio rural, así como el incremento del ingreso.

Y en su artículo 155, establece que:

En el marco del Programa Especial Concurrente, el Estado promoverá 

apoyos con prioridad a los grupos vulnerables de las regiones de alta y  muy 

alta marginación caracterizados por sus condiciones de pobreza extrema. El 

ser sujeto de estos apoyos no limita a los productores el acceso a los otros 

programas que forman parte del Programa Especial Concurrente.

La Ley de la Economía Social y Solidaria, artículo 6, establece que: 
“El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo cri­
terios de equidad social y  productividad, sujetándolos a las modalidades 
que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio general, 
de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y 
conservar, preservando el medio ambiente”.

Estas disposiciones se ven reforzadas en la Ley General de Desa­
rrollo Social (lgds) y en la Ley de Creación de la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (lcndpi).

Se considera imp ortante m odificar la legislación y las Reglas de 
Operación (rop) en el siguiente sentido :

-En la lfprh establecer que los programas de apoyo directo de­
ben de beneficiar preferentemente a la población de menores ingresos 
y que lo anterior debe de quedar reflejado en las rop.

-En la ldrs se debe de establecer un artículo que considere a la pe­
queña agricultura de interés nacional y los apoyos que se le requiere 
garantizar para fortalecerla.

-Establecer dentro de la legislación la necesidad de que las compras 
gubernamentales apoyen de manera especial a la pequeña agricultura.
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-En las Reglas de Operación 2016 deberá de aparecer el Proagro 
Productivo hasta 20 hectáreas y el Progan hasta cien cabezas de ganado.

No obstante, estas disposiciones que si bien tienen en parte un 
sentido asistencialista y poco inciden en el fortalecimiento de la base 
productiva o material de las economías campesinas, pueden ser la 
base de una estrategia de concordancia legislativa centrada en el re­
conocimiento de la condición de sujetos de derecho de los territorios 
agrarios campesinos e indígenas en nuestro país. Por ello, los Acuer­
dos de San Andrés firmados por el gobierno y los zapatistas deben 
ser parte de esta estrategia al igual que las reformas a la Ley Agraria 
para fundam entar y reconocer el sentido territorial de los ejidos y 
comunidades agrarias.

Valga esta síntesis de preceptos legales como fundamento para una 
política que priorice a los sectores campesinos y reconozca la autono­
mía de los territorios agrarios, campesinos e indígenas como funda­
mento de instancias sociales y culturales básicas para la elaboración 
de políticas públicas desde lo social.
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Desarrollo extractivo minero 
y políticas gubernamentales 

en zonas rurales de México y Guatemala

Carlos Andrés Rodríguez Wallenius1

Introducción

En los últimos 15 años, los territorios rurales de Latinoamérica han 
sido testigos de un crecimiento espectacular de la extracción m ine­
ra, un auge que estuvo impulsado por el im portante incremento de 
los precios de los metales (ferrosos, no ferrosos y preciosos) en la 
década del 2002-2012. En este periodo, el valor de los metales, es­
pecialmente los preciosos, creció de forma notable: en el caso del 
oro fue de un 545% y en el de la plata 861%.1 2 En cuanto a los metales 
ferrosos y no ferrosos (hierro, zinc, aluminio, plomo y cobre), los 
precios llegaban a sus máximos históricos en 25 años en el 2008,3

1 Profesor Investigador del Departamento de Producción Económica.

2 A comienzos del 2002 los precios por onza para oro y plata eran de $276 y $4.5 
dólares respectivamente, para el 2012 promediaban $1 780 y $47 dólares. Consultado en 
www.kitco.com.

3 El zinc se cotizó hasta 2008 en US$ 4 500 la tonelada métrica, el aluminio llegó a los 
US$ 3,150, el cobre a US$ 9 000 y el plomo a US$ 3 900. Los precios de estos metales se 
fijan en la Bolsa de Metales de Londres (LME por sus siglas en inglés) que es el mayor 
mercado del mundo en opciones y contratos a futuro de metales no ferrosos. La LME
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antes que el valor de las materias primas fuera afectado por la crisis 
económica y financiera de ese año lo que provocó que cayeran los 
precios de forma importante, aunque se recuperaron para el 20124.

El increm ento de los precios fue un poderoso incentivo que 
provocó la búsqueda de yacim ientos m inerales. Los depósitos que 
antes se desdeñaban por la poca concentración de minerales, pues 
no resarcían los altos costos de extracción y procesam iento, con 
los precios de la prim era década del siglo xx i, resultaron ser ex­
plotaciones ideales para obtener ganancias extraordinarias. Baste 
el ejemplo del oro: en el año 2000 las empresas m ineras consi­
deraban rentable yacim ientos con un contenido de al m enos 1 
gramo de oro por tonelada de m aterial5 (Svampa, et. al., 2009). 
Doce años después se explotaban minas con concentraciones de 
0.3 g r /T  (Garibay, 2012).

Esto se vio reflejado en la importancia de las explotaciones mine­
ras en América Latina. Según la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (cepal), el valor de la actividad minera creció en 
un 280% en los primeros años de este siglo, como se puede observar 
en el Gráfico 1.

El dinamismo m inero se expresó claramente en países como M é­
xico, Perú o Bolivia que ya tenían una tradición m inera im portante 
(aunque habían reducido significativamente su producción durante 
la década de 1990). Pero el auge extractivista hizo que se sumaran 
nuevas regiones y países como Guatemala, Honduras, Panamá o Ar­
gentina, que tienen yacimientos de baja concentración.

negocia ocho metales (grado A de cobre, aluminio primario, plomo estándar, níquel pri­
mario, estaño, zinc especial del alto grado, aleación de aluminio y aleación de aluminio 
especial norteamericano), dos plásticos y un índice que abarca los seis metales primarios 
(cft http://www.lme.com/).

4 A partir del 2012, al estabilizarse el mercado mundial de metales y por la disminución 
relativa de la demanda de los países emergentes, los precios de las materias primas se han 
reducido paulatinamente. De todas maneras, se mantiene el incentivo respecto a los pre­
cios, pues en el 2015 éstos son en promedio 330% más altos que a principios de este siglo.

5 La concentración de mineral se denomina Ley y se mide en gramos por tonelada 
de material (gr/T).
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Gráfico 1
Valor agregado de la explotación de m inas en AL (en m illones de dólares)

Fuente: Base de datos de la cepal

El auge de la extracción minera pronto entró en confrontación 
con las poblaciones campesinas e indígenas por varios motivos: a) el 
despojo de las tierras en donde se tenía que hacer la extracción y el 
procesamiento de minerales; b) por la destrucción del entorno debi­
do a las nuevas técnicas extractivas de m inado a tajo abierto; c) por 
contaminación de suelos, arroyos, manantiales y  mantos freáticos; d) 
por provocar daños en la salud de los habitantes.

En este contexto, nos proponem os analizar los elementos de la 
política gubernam ental que favorecieron la inserción agresiva y con­
flictiva de la m inería extractiva en la región mesoamericana, en espe­
cial en el sureste de México y Guatemala, debido a que son regiones 
que perm iten ubicar la confrontación entre dos modalidades contra­
puestas de apropiarse del territorio: por un lado, los modos de vida 
de las comunidades campesinas e indígenas, con formas de produc­
ción rural y  agropecuaria, que incluyen un fuerte apego a la tierra y a 
su entorno, además que eran regiones donde no existía una tradición 
minera relevante.6

Las formas campesinas e indígenas son enfrentadas tanto por los 
gobiernos nacionales de corte neoliberal como por empresas m ine­
ras (de capital transnacional y  del país), que hicieron todo lo posi­
ble para expoliar los territorios campesinos e instalar sus minas para

6 A excepción de algunos enclaves mineros productivos como Taxco.
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aprovechar el boom en el precio de las materias primas e im poner 
un estilo de desarrollo7 que vamos a caracterizar como extractivo 
minero.

Para estudiar este proceso de confrontación, el abordaje m eto­
dológico que seguiremos es un  análisis comparativo entre México y 
Guatem ala desde las políticas gubernam entales en térm inos de tres 
elementos: m odificación del m arco legal, la simplificación de los 
requisitos administrativos y la reducción de las tasas tributarias. 
Estos elem entos los vincularem os a los impactos que tuvieron di­
chas políticas en el crecim iento de los proyectos m ineros, así como 
las respuestas sociales que confrontaron al m odelo de desarrollo 
extractivo minero.

Desarrollo extractivo m inero

Antes de iniciar con el estudio de nuestros casos, queremos deli­
mitar algunas categorías vinculadas con los procesos de extracción 
minera. En efecto, el incremento de la minería se realizó sobre for­
mas agresivas de despojo y destrucción, siguiendo los requerimientos 
de las economías dominantes y emergentes, en especial de materias 
primas y  energéticos para poder m antener el nivel de vida de los gru­
pos económicos y sus sistemas industriales y de servicios. Los países 
subalternos trataron de aprovechar los incrementos de los precios 
asociados a esta demanda promoviendo el neoextractivismo (Acosta, 
2012), como una forma renovada y compulsiva de despojo, que im­
plica un conjunto de actividades que remueven grandes volúmenes 
de bienes naturales en determinados enclaves territoriales (Acosta, 
2012, pp. 85-101) para destinarlos a las economías dominantes y 
sus nodos globales, con el fin de obtener ganancias extraordinarias,

7 Llamamos estilo de desarrollo a una modalidad concreta que adopta tanto la diná­
mica económica y productiva, como los mecanismos de reproducción social, resultado 
del conflicto en el campo de poder de actores sociales, los cuales pretenden impulsar un 
determinado proyecto de sociedad.
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al m antener bajos costos de producción y externalizar los impactos 
ambientales, lo que incluye reducir al mínimo los beneficios para la 
población que habita los territorios donde se extraen los recursos.

En esta perspectiva se ubica la lógica del desarrollo extractivo mi­
nero, como una modalidad de despojo y destrucción del territorio y 
sus bienes naturales en la búsqueda de ganancias extraordinarias, de­
bido al control de recursos escasos y estratégicos, aunado al dominio 
privado y amplio de concesiones mineras, es decir, de tener la renta 
como base de sus ganancias.

De esta manera, podem os caracterizar el desarrollo extractivo mi­
nero como “un m odelo extractivista-exportador, basado en la explo­
tación de recursos naturales, necesarios para alimentar el modelo de 
acumulación vigente” (Svampa et al., 2009, p. 31) sustentado en lo 
que Svampa (2013) denomina como el consenso de las commodities, 
que implica una nueva tendencia económica y política, que se ali­
m enta del boom de los precios internacionales de las materias primas 
que son demandados de forma creciente por las potencias centrales 
y los países emergentes. En este sentido, la demanda de minerales 
es materia de especulación de los mercados financieros y de futuro, 
como en el caso de los precios del oro y la plata, cuyo valor es defi­
nido por la London Gold Market Fixing Association y la London Silver 
Market Fixing Association, quienes fijan los precios del oro y la plata, 
lo que genera un precio de referencia para las operaciones de compra 
y venta de los productores, consumidores, inversores y bancos cen­
trales de todo el mundo. Para el caso de los metales industriales y no 
ferrosos sus precios se definen en la Bolsa de Metales de Londres.

Bajo la dinámica de una intensa especulación con la dem anda 
y el subsecuente increm ento de precios, América Latina se convir­
tió en un espacio estratégico para que las empresas mineras, tanto 
corporaciones transnacionales (principalm ente de Canadá) como 
locales, se insertaran en la lógica de obtener grandes ganancias en 
un m ercado controlado por un reducido núm ero de inversionistas 
a nivel global. Estas condiciones m otivaron a buscar yacimientos 
en el subsuelo latinoam ericano para apropiarse de sus reservas de 
minerales.

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
zonas rurales de México y Guatemala
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Políticas gubernamentales y  proyectos extractivistas

Uno de los elem entos que caracterizan al proyecto neoliberal 
desde su im plantación hegem ónica en la década de 1980, es que 
estuvo acom pañada de una serie de cam bios jurídicos, norm ati­
vos e institucionales, que otorgaron facilidades a la inversión de 
los capitales transnacionales, así como protección a los intereses 
empresariales.

En efecto, para afianzar el funcionam iento del m odelo neolibe­
ral, los Estados nacionales hicieron uso del sistema de institucio­
nes, políticas públicas y apoyos gubernam entales para fortalecer a 
los grupos económ icos y políticos, pero tam bién para afianzar la 
gobernabilidad m ediante relaciones clientelares y las formas de 
cooptación social con los sectores de población descontenta y afec­
tada por la m arginación y pobreza provocada por las m edidas de 
política económica.

En América Latina, el accionar gubernam ental que orientó el fun­
cionamiento de las entidades públicas y sus políticas neoliberales, 
tienen como referente teórico dominante el neoinstitucionalism o,8 
sobre todo por la preocupación de que las instancias gubernam enta­
les deben dar certidum bre a las relaciones económicas, políticas y so­
ciales, de manera de generar contextos de intercambio con eficiencia 
y confianza (N orth, 2002). En esta perspectiva se inscribe la idea do­
m inante de las políticas públicas: como un proceso de delimitación 
de problemas colectivos de una sociedad, en donde algunos de esos 
problemas se pueden delegar para su solución a las agencias guberna­
mentales (3 o e n ig , 1997, pp. 28-29), que implica el impulso de una 
acción pública en la que se vinculan los actores estatales a la sociedad 
civil (Cabrero, 2005, p. 19).

8 Es un enfoque desde la teoría de las organizaciones que tomó relevancia en la déca­
da de 1990, en el cual se le atribuye un papel más autónomo a las instituciones (entidades 
de gobierno, partidos, parlamentos, por ejemplo) y su vinculación con los actores indivi­
duales y la sociedad civil, de manera de explicar las condiciones de estabilidad o cambio 
de un sistema político. Sobre estas bases conceptuales ver March y Olsen (1993).
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Contrario a lo anterior, nosotros consideram os que la idea de 
articulación entre actores en las políticas públicas no corresponde 
a lo que sucede en los procesos sociales, pues buena parte de los 
problem as colectivos se desprenden de proyectos socioeconóm i­
cos en conflicto, en tanto las acciones y estrategias de las estructu­
ras gubernam entales obedecen a los proyectos, intereses y formas 
de acum ulación y reproducción de los grupos de poder económ ico 
y político, los cuales se contraponen a las necesidades de los grupos 
sociales excluidos y que tienen otros m odos de vida (Bartra, 2008; 
Navarro, 2015).

Así, más que hablar de políticas públicas, vamos a utilizar el 
térm ino de políticas gubernam entales, que expresa un conjunto 
articulado de acciones, uso de norm as y  leyes, de orientación de 
proyectos que son im pulsados por los gobiernos, en coalición con 
los grupos económ icos, políticos y sociales cercanos, de m anera 
de fortalecer sus beneficios particulares, así como la base de sus 
privilegios y formas de acum ulación (Roux, 2005; Rodríguez, 
2008).

Hay que señalar que la aplicación de las políticas gubernam en­
tales no es una m edida unilateral, sino que se realiza en confron­
tación con los distintos grupos sociales excluidos, en la que se 
define un campo de conflicto, delim itado por una correlación de 
fuerzas entre los grupos políticos y económ icos hegem ónicos y los 
grupos sociales afectados por las acciones de gobierno.

Es en esta perspectiva que se han impulsado las políticas guberna­
mentales en materia de minería, las cuales privilegian la generación 
de condiciones para el desarrollo del capital extractivista, favorecien­
do el despojo de los territorios y bienes naturales de las poblaciones, 
además de externalizar los daños ambientales en las tierras campesi­
nas. Esas políticas tam bién dan las mejores condiciones para la ins­
talación de corporaciones transnacionales, apoyando a su vez a los 
grupos empresariales y burguesías del país. En contraste, las condi­
ciones de marginación y exclusión socioeconómica de la población 
rural donde se instalan los proyectos mineros se mantienen, y fre­
cuentem ente se acentúan.

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
zonas rurales de México y Guatemala
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En esta perspectiva se orienta la imposición del modelo de desarro­
llo extractivista: con políticas gubernamentales que promueven des­
igualdades económicas, sociales y territoriales en el medio rural, en el 
que se implantan de forma asimétrica relaciones de poder que excluyen 
a la población campesina afectada por la minería. Ello nos muestra una 
forma de desarrollo que se sustenta en la acción de las instituciones pú­
blicas y sus políticas gubernamentales, que favorecen las condiciones 
de inversión y operación de las empresas privadas y grandes corpora­
ciones que les permiten continuar con sus formas de acumulación y 
despojo, que son base del modelo extractivo.

M inería y  políticas gubernamentales en M éxico

En la década de 1990, la actividad minera en México se había reducido 
notablemente, llegando a representar el 0.72% del Producto Interno 
Bruto (pib) nacional, la mitad de lo que representó en 1980 (Coll y 
Sánchez, 1999). A pesar de ello, los gobiernos neoliberales impulsaron 
una serie de políticas gubernamentales para promover las activida­
des mineras en beneficio de las empresas nacionales y extranjeras, de 
manera de asegurarles mejores condiciones de acumulación y que pu­
dieran invertir sus capitales. Estos beneficios se refieren a un conjunto 
de acciones y políticas que ha impulsado el Estado mexicano en tres 
rubros principales: a) modificación del marco legal; b) simplificación 
de trámites administrativos; c) bajas tasas tributarias.

La modificación del marco legal inicia con las contrarreformas hechas 
en 1992 al Artículo 27 constitucional y la Ley Agraria, que permitieron la 
compra-venta y renta de las tierras ejidales y comunales. Junto con estas 
modificaciones, ese mismo año se elaboró una nueva Ley Minera, que 
abrió dicho sector a las empresas extranjeras en áreas antes reservadas al 
capital nacional, le dio preferencia a las actividades extractivas sobre cual­
quier otro uso o aprovechamiento del terreno9, se incrementó la duración

9 En el 2014, al Artículo 6o le fueron añadidas las dos únicas exclusiones a las preferencias 
de la actividad minera: la extracción de petróleo y la transmisión de energía eléctrica.
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de las concesiones por explotación a 50 años, pudiendo además ser pro- 
rrogables por 50 años más, lo que en la práctica representa un tiempo ex­
traordinariamente grande para poder agotar los yacimientos minerales. 
Además se eliminó el impuesto a la explotación minera (cdpim, 2014). 
Asimismo, la Ley de Inversión Extranjera, modificada en 1996, acentuó 
la liberalización de la industria minera al quitar diversos requisitos a la 
inversión (Estrada, 2001, pp. 4-5).

Adicionalmente, la actividad minera fue fortalecida con el Trata­
do de Libre Comercio con América del Norte (tlcan) firmado con 
Estados Unidos y Canadá, que incluyó un amplio conjunto de medi­
das económicas y fiscales que facilitaron la entrada a nuestro país a 
inversiones, capitales y productos de esos países y que, en el caso de 
la minería, abriría las puertas sobre todo a las empresas mineras cana­
dienses.

Respecto a la simplificación de trámites administrativos, se resal­
ta las facilidades para el otorgamiento de concesiones mineras por 
parte de Ejecutivo federal, mediante la Secretaría de Economía. En 
efecto, las concesiones pueden ser solicitadas por cualquier tipo de 
sociedad mercantil y con una inversión extranjera de cualquier pro­
porción (Secretaría de Economía, 2014). Es más, el reglamento 
de la Ley Minera, modificado en 1999, agilizó las gestiones para 
las compañías pues se acortaron los plazos para la respuesta de los 
trámites, incluyendo la modalidad de afirmativa ficta, con lo cual, si 
no hay respuesta oficial al trámite, se asume su autorización. De esta 
manera, la Ley Minera establece que las concesiones se otorgarán al 
primer solicitante (Artículo 13). Para ello, el solicitante debe entregar 
un proyecto con su plan de trabajo y un estudio de impacto ambiental, 
teniendo el gobierno un plazo no mayor a 60 días, y si no lo hace, se da 
por autorizado el permiso.

Además, las concesiones para realizar obras de exploración, ex­
plotación y beneficio dan amplias oportunidades para aprovechar 
los distintos minerales que se encuentren en el subsuelo, pues en 
la solicitud de concesión no requieren especificar qué tipo de m i­
neral se va a explotar. Aparte de los derechos sobre los minerales, 
tam bién los concesionarios tienen una serie de privilegios como

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
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los derechos de acceso a la zona o a usar aguas de laboreo10 11 de las 
minas, por la cual no tienen que pagar derechos de uso11 (López 
Bárcenas y Eslava, 2011, p. 36).

Una característica del sistema de concesiones mineras es que 
fomenta un mercado de derechos, ya que un particular que tenga 
asignada una concesión puede transmitirla a terceros. Esto ha desa­
tado una verdadera ola de solicitudes de concesiones, en la medida 
de que cualquier grupo o empresa m inera solicita los derechos para 
amplias zonas, aunque no sea redituable su explotación en el corto 
plazo, pero en los periodos en que se increm enten los precios de los 
minerales, estas concesiones pueden ser vendidas a otras empresas.

Bajo estas condiciones, en los últim os años se ha increm enta­
do sustancialm ente la superficie de concesiones mineras, según 
los datos del Servicio Geológico M exicano ( s g m ) el otorgam iento 
de títulos de concesión m inera tuvo un crecim iento lineal desde la 
puesta en m archa de la Ley M inera, hasta llegar a los 44 623 títulos 
a finales del 2012:

Gráfico 2
N úm ero de concesiones m ineras
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Fuen te: sgm  (2014).

10 Agua de los veneros y escurrimientos que provengan de la explotación minera.

11 De la misma manera pueden usar el gas asociado en las minas de carbón (grisú o metano).
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Los datos del Servicio Geológico Mexicano indican que para 
inicios del 2015, había concesiones mineras para exploración y ex­
plotación por una superficie de 36 millones de hectáreas.12

En cuestión de pagos y contraprestaciones económicas a las que 
están obligadas las empresas por usufructuar los minerales, éstas ha­
bían sido hasta el 2013 una verdadera minucia: en el mejor de los ca­
sos un máximo de $222.54 pesos al año por cada hectárea.13 Además, 
el sistema tributario es generoso con las grandes empresas mineras en 
materia de exenciones y devoluciones de impuestos. Garibay (2010, 
p. 158) muestra que los impuestos pagados por una de las minas de 
oro más grande del país, Peñasquito de Goldcorp, ascendieron apenas 
al 6.4% sobre la base gravable. Las modificaciones fiscales en el 2014 
cambiaron un poco esta situación al crear un Derecho Especial sobre 
Minería, que impone una tasa del 7.5%14 a las utilidades operativas 
de empresas mineras.15

O tro beneficio para las actividades m ineras son las norm as 
ambientales, las cuales son complacientes ante la contam inación 
y destrucción del hábitat, sobre todo porque el auge en la sustrac­
ción de minerales trajo como práctica extractiva principal la técni­
ca de tajo abierto, técnica que es altam ente destructiva del hábitat. 
A pesar de este daño m edio ambiental, las empresas sólo requieren 
de aprobar una Evaluación de Im pacto A m biental para iniciar sus 
actividades extractivas. Esta evaluación, pedida por la Secretaría de 
M edio Am biente y Recursos Naturales (Sem arnat), incluye estu­
dios e inform es de riesgos, inform es preventivos, pero sobre todo 
una M anifestación de Im pacto Am biental, la cual debería m ostrar 
los impactos significativos en el m edio am biente que puede tener la

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
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12 URL:h ttp :// www.siam.economia.gob.mx/ work/ models/siam/Resource/Avisos/ 
opendata.csv

13 Después de 10 años de otorgada la concesión, según el Artículo 263 de la Ley 
Federal de Derechos.

14 Más un 0.5% para la extracción de oro, plata y platino.

15 Este derecho se aplica a la resta de los ingresos totales según la base impositiva del 
Impuesto sobre la Renta (ISR) menos los gastos totales deducibles de la renta gravable 
para efectos del ISR, sin limitarse a las actividades de extracción.
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actividad m inera (Silva, 2010, p. 223). Los estudios son realizados 
por las propias mineras m ediante una consultora especializada en 
el tema, que com únm ente tiende a hacer evaluaciones a favor de 
quien la contrata.

Las políticas gubernam entales en México perm itieron que las 
corporaciones mineras se subieran a la ola extractivista de la prim e­
ra década del siglo xxi. En efecto, la cantidad de inversiones para 
m inería creció de forma im portante desde hace una década, como 
se puede apreciar en el Gráfico 3:

Gráfico 3
Inversión en la industria m inera en México

9000

Fuen te: sgm (2014).

El aumento de la actividad extractiva hizo que desde el año 
2010 nuestro país se convirtiera en el principal receptor de inver­
sión foránea en m inería para América Latina y, en el 2012, resultó 
ser el cuarto a nivel mundial para esta actividad.16 Cabe resaltar la 
imp ortancia que tiene el capital m inero de Canadá, pues es el que 
ha estado invirtiendo con mayor amplitud e intensidad en nuestro 
país, al concentrar el 69% de la inversión extranjera directa en el 
ramo extractivo (sgm, 2014).

16 Después de Canadá, Australia y  Estados Unidos (SGM, 2014).
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En térm inos de producción, tam bién podem os observar los 
efectos de las políticas gubernam entales. En el 2013, México ocu­
paba los prim eros lugares a nivel global en la producción de varios 
metales: plata, 1er productor mundial; bism uto, el 2o; plomo, el 
4 o; cadmio, tam bién el 4o; m olibdeno, el 5o; zinc, el 6o; y oro, el 8o 
(sgm, 2014, p. 139).

El dinamismo en la extracción y producción de los últimos años se 
enfocó a los metales preciosos, especialmente al oro y plata, aunque 
también hay incrementos importantes en otros minerales metálicos.

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
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Tabla 1
Volumen de producción de los principales metales

Mineral 2001 2013 Incremento (%)
Ore 22.9 Tor 97.967 Tor 327.8

Plata 2712 Tor 4 860.9 Tor 79.2

Cobre 345 100 Tor 409 200 Tor 18.6

Plome 135 100 Tor 200 400 Tor 48.3

Manganese 101 200 Tor 211 500 Tor 109.0

Fuen te: sgm  (2014).

Ello se refleja en que en el país existan 1160 proyectos mineros, la 
mayoría en fase de exploración, de ésos, 870 son proyectos de empre­
sas extranjeras, las cuales tienen la siguiente composición:

Tabla 2
Proyectos m ineros de capital extranjero

Etapa No. de Proyectos %

Exploraciór 636 73.1

Producciór 94 10.8

Suspensiór 104 12.0

Desarrollo 36 4.1

Fuen te: sgm  (2014, p. 623).
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Como se puede observar, gran parte de los proyectos tanto de 
capital mexicano como de las empresas extranjeras está en fase de 
exploración, lo que implica que deben de negociar con los dueños 
de la tierra sobre las cuales están las concesiones (ejidatarios, comu­
neros, pequeños propietarios), para gestionar los permisos y poder 
hacer las pruebas sobre la calidad de minerales y ubicación de los 
yacimientos.

Con estos referentes, se puede resaltar que en los últimos 15 años 
se ha dado un fuerte incremento de las actividades de exploración y 
explotación minera. Lo que repercute en el despojo y apropiación de 
territorios de poblaciones campesinas e indígenas, además de la des­
trucción del entorno comunitario debido a los m étodos extractivos 
actuales, sobre todo por la prem inencia de la técnica de tajo abierto 
que destruye el hábitat, modifica cuencas y transforma el paisaje y la 
geografía de los lugares. Y está la contaminación de los mantos freáti­
cos producto de los sistemas de lixiviación (en los que se utilizan cia­
nuro y ácido sulfúrico), y del uso de distintos químicos y explosivos. 
La concentración de contaminantes en el ambiente provoca daños a 
la salud de los trabajadores y habitantes de las zonas mineras.

Cada vez más, en la medida que se expanden las concesiones de 
exploración y explotación en los territorios campesinos e indígenas 
del país, hay mayores muestras de rechazo a las actividades m ineras. 
Son expresiones de resistencia comunitaria en la que defienden sus 
tierras frente a los intentos de apropiación y destrucción de las m ine­
ras. Una fuente que nos muestra este rechazo es el Observatorio de 
Conflictos M ineros de Am érica Latina (ocmal), el cual tiene en el 
2015 información de 36 conflictos de comunidades afectadas p or la 
minería en México (que es el país con mayor núm ero de conflictos en 
la base de ocmal). De estos conflictos, rescatam os trece experien­
cias de resistencia campesina e indígena en comunidades del sureste 
de México, en los estados de Guerrero, Puebla, Oaxaca y Chiapas,17 
referidos a tres tipos de luchas:

17 Junto con los casos reseñados en la OCMAL, incluimos algunas de las experiencias 
del número 67 de La Jornada del Campo “Tierra arrasada”, así como los procesos de lucha
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a) Resistencia comunitaria que confronta directamente a las em­
presas para expulsarlas de sus terrenos y evitar que continúen los da­
ños hacia la población. Esta lucha incluye acciones colectivas que lo­
gran expulsar a las empresas, también, resistencias campesinas que aun 
si no logran detener la explotación minera — sea porque las empresas 
tenían tiempo instaladas o porque lograron cooptar a sus líderes y re­
presentantes comunitarios y pudieron instalarse— , mantienen la exi­
gencia de salida de los proyectos extractivos. Son los casos siguientes:

-San José del Progreso, Oaxaca, donde la canadiense Fortuna Sil- 
ver, con una explotación subterránea de oro y plata, enfrenta la resis­
tencia de la Coordinadora de Pueblos Unidos del Valle de Ocotlán.

-Calpulalpam de Méndez, Oaxaca, con una mina subterránea ex­
plotada por la canadiense Continuum  Resources, es enfrentada por 
los comuneros y autoridades locales de Calpulalpam.

-Chicomuselo, Chiapas, en la que la canadiense Blackfire explo­
taba yacimientos de barita y antimonio, hasta ser expulsados por los 
ejidatarios de Grecia.

-Motozintla, Chiapas, donde la canadiense Linear Gold, que pre­
tende sacar oro, es confrontada por pobladores del ejido Carrizal y 
de la Unión de Comunidades por la Defensa de Nuestro Patrimonio, 
el Agua y el Medio Ambiente.

b) Hay comunidades que se han organizado para anticiparse a los 
intentos de las mineras de instalarse en sus territorios y explotar el 
subsuelo. Ello se relaciona con el hecho de que la gran mayoría de los 
proyectos mineros están en fase de exploración y las empresas tienen 
que acercarse a los ejidos y comunidades para solicitar los permisos 
de exploración. Son los casos de:

-Región de la Costa-M ontaña, Guerrero, en la que se quieren 
instalar tres proyectos mineros: por la inglesa Hochschild M ining y 
la canadiense Vedóme Resources, los que fueron impedidos por el 
Consejo Regional de Autoridades Agrarias en Defensa del Territorio 
y la Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias.

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
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expuestos en el Encuentro de Pueblos en Resistencia Contra el Modelo Extractivo, reali­
zado en Tlamanca, del 14 al 16 de marzo del 2014.
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-Tlamanca, Puebla, donde la empresa china jdc Minerales fue ex­
pulsada por pobladores de Tlamanca y de 32 comunidades del m u­
nicipio de Zautla.

-Ixtacamaxtitlán, Puebla, la canadiense Almaden Minerals fue enfren­
tada por el Comité de Defensa del Territorio de Ixtacamaxtitlán y la Unión 
de Comunidades y Ejidos en Defensa de la Tierra y el Agua “Atcolhua”.

-Tlatlauquitepec, Puebla, donde la m inera Autlán de capital 
mexicano es rechazada por el M ovim iento por T latlauquitepec.

-Tetela de Ocampo, Puebla, con un proyecto del Grupo Frisco que 
enfrenta la oposición de la asociación civil Tetela Hacia el Futuro.

-Santa María Zaniza, Oaxaca, en la que Altos Hornos de México 
tiene yacimientos de hierro, y que es objetada por la Unión de Ayun­
tamientos de la Sierra del Sur y el municipio de Santa María Zaniza.

-Magdalena Teitipac, Oaxaca, donde la canadiense Primero Mining, 
que tiene una concesión de oro y plata, fue expulsada por el Comité por 
la Defensa de la Integridad Territorial y Cultural de Magdalena Teitipac.

c) Acciones colectivas encaminadas a establecer condiciones 
para la redistribución de parte de los ingresos producto  de la ex­
plotación de los recursos minerales extraídos por las empresas, ya 
sea por un mayor pago de las renta por las tierras ocupadas o por 
mayores recursos para obras o actividades comunitarias.

-Mezcala, Guerrero, la canadiense Goldcorp con minas de oro y 
plata tiene convenios con la comunidad agraria de Mezcala, así como 
el ejido Carrizalillo.

-En Cocula, Guerrero, la canadiense Torex Gold Resources con 
minas de oro, plata, plomo y cobre, acuerda increm entar el pago de 
rentas con la Coalición de Ejidos El Limón.

M inería y  políticas gubernamentales en Guatemala

Guatemala es el país centroam ericano con mayor cantidad de re­
servas minerales, en su territorio  se encuentran yacimientos de oro, 
plata, níquel, cobre, cromo, cobalto, zinc, plomo, antim onio, h ie­
rro y titanio (Garay, 2014). Esos minerales son bienes del Estado
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(Artículo 121),18 que pueden ser explotados por particulares a los 
cuales el gobierno central les otorga una licencia.

La mayor parte de los yacimientos en tierras guatemaltecas 
son de baja ley, por ejemplo, en el caso del oro, la concentración 
puede variar de 1 a 0.14 gramos de oro por cada tonelada de suelo 
(Yagenova, 2012). Ello explica por qué las regiones guatemaltecas 
se m antuvieron al margen de la explotación m inera durante tanto 
tiem po y  sólo fue cuando se conjuntaron varias condiciones, como 
el m ejoram iento de las técnicas extractivas, reducción de los costos 
de producción, el aum ento de los precios en la prim era década del 
siglo xxi, lo que hizo que las empresas mineras se interesaran por 
esos yacimientos.

Al analizar los rubros sobre m odificación del marco legal, la 
simplificación de trám ites adm inistrativos y bajas tasas tributarias, 
vemos que la acción gubernam ental en Guatemala sigue las mismas 
pautas de una política que privilegia la extracción de minerales, al 
tiem po que despoja y destruye a las com unidades rurales. Veamos 
algunas de las características de la política gubernam ental guate­
malteca:

i) M odificación del marco legal. Los cambios al marco juríd i­
co que propiciaron la entrada de capitales en la actividad minera, 
tienen como referente las reformas a la Ley de M inería (D ecreto 
48-97) realizadas en 1997, durante el gobierno de Álvaro Arzú Iri- 
goyen (1996-2000). Hay que señalar que un año antes se habían 
firmado los acuerdos de paz entre la Unión Revolucionaria N acio­
nal Guatem alteca (urng) y el gobierno nacional, poniendo fin a 
la larga guerra civil que asoló al país. A partir de estas condicio­
nes de gobernabilidad, el gobierno de Arzú se propuso prom over 
la inversión extranjera en Guatemala. En este sentido, uno de los 
elem entos que caracterizan a la Ley de M inería son las condiciones 
que favorecen a los capitales transnacionales, lo cual se refleja en 
lo siguiente:

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
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18 De la Constitución de la República de Guatemala.
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a) El Estado guatemalteco garantiza a los titulares de las licencias 
otorgadas (de reconocimiento, exploración y explotación) que goza­
rán de todas las condiciones de igualdad para proteger sus capitales 
e inversiones para el desarrollo de su actividad económica (Morales 
et al., 2014).

b) Facilidades para el inversionista extranjero, al eliminar la dife­
rencia entre nacional y extranjero en m ateria de inversión, ya que 
una persona física o sociedad extranjera puede poseer la totalidad de 
acciones y derechos de una empresa establecida en Guatemala (So­
lano, 2005).

c) Se amplía la gama de actividades mineras con el concepto de 
licencias de reconocimiento, como fase previa a la exploración, lo que 
le permite al titular del derecho minero poder abarcar más territorio y 
pedir más de una licencia de explotación.

En este sentido, los tipos y características de licencias incluidas 
en la Ley de Minería son las siguientes:

-Reconocimiento Minero, para localizar e identificar áreas para 
exploración minera, con un periodo de seis meses, prorrogable a otros 
seis, en superficies de 500 a 5 000 km2.

-Exploración Minera, para localizar y evaluar un yacimiento, 
con un periodo inicial de tres años, prorrogable por dos periodos 
más de tres años cada uno, en superficies que no excedan los 100 
km 2.

-Explotación Minera, para la extracción de minerales por un 
periodo de 25 años, prorrogable a un período igual de 25 años y en 
concesiones limitadas a 20 km2.

Con este marco favorable a la actividad extractiva, se puede 
observar que se habían expedido hasta el 2013 un total de 359 li­
cencias, de las cuales 280 son de explotación, 65 de exploración y 
14 de reconocim iento, además, hay unas 600 licencias en trám ite 
(Garay, 2014).

ii) Sim plificación de trám ites adm inistrativos. Para acelerar y 
favorecer la inversión m inera en Guatem ala, se han im plem enta- 
do una serie de m edidas que facilitan la instalación de empresas 
en los distintos distritos m ineros. La entidad responsable para
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otorgar (o en su caso retirar) las licencias es el M inisterio de E ner­
gía y Minas. En este sentido, se ha declarado a la m inería como un 
área de interés especial, lo que im plica otorgarle una serie de b e ­
neficios adm inistrativos y procedim entales, po r ejemplo (M orales 
et al., 2014):

-La Ley de M inería elimina el requisito de tener los perm isos 
por escrito de los propietarios de los terrenos sobre los que se ub i­
can las licencias de exploración y /o  explotación, de m anera que las 
empresas pueden realizar sus actividades sin obstáculos. Esta situa­
ción ha dado pie a una serie de conflictos sociales y de violación a 
los derechos de los dueños (cam pesinos y pequeños productores) 
que son obligados a vender sus tierras.

-Se acortan los plazos y  se simplifican los procedim ientos para 
resolver los distintos trámites, así como para otorgar las diferentes 
licencias por parte de la Dirección General de Minería.

-La Ley de M inería omite los mecanismos de participación y con­
sulta a las comunidades afectadas, en contradicción con la Ley de 
Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, y con el Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo (oit), firmado por Gua­
temala en 1995.

-En el caso de la Ley de Protección al M edio Am biente (D ecre­
to 68-89), aunque se establece la obligación de realizar estudios de 
evaluación ambiental para poder extender las licencias de aprove­
chamiento minero, la D irección General de M inería opera con dis- 
crecionalidad, m ediante el otorgam iento de licencias, incluso sin 
tener esos estudios.

iii) Bajas tasas tributarias. O tra característica que incluyeron las 
medidas de política gubernam ental para el apoyo de las empresas 
mineras fue la reducción de las regalías que las compañías debían 
pagar al Estado guatemalteco. El argum ento es el mismo que en 
otros países latinoam ericanos: se pretende prom over la actividad 
económica, generar empleos e incentivar las inversiones.

Por ello, las leyes impositivas que regulan la m inería dism inu­
yeron el porcentaje de las regalías que cobra el Estado, pasando del 
6% a un 1% de los ingresos. De ese 1%, la m itad le corresponde a
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la m unicipalidad y la otra m itad al gobierno central. A pesar de los 
reducidos im puestos que pagan las empresas, la inversión que hacen 
en m ateria de protección ambiental, m itigación de daños y prom o­
ción del desarrollo de las comunidades es m ínima (Solano, 2005).

Adicional a la reducción de regalías, las empresas mineras tie­
nen la oportunidad de beneficiarse de una serie de exenciones y re­
ducciones en las tasas impositivas, sobre todo las concernientes a la 
renta y al impuesto al valor agregado. Asimismo están los contratos 
de estabilidad tributaria otorgados a empresas, con los cuales se dan 
privilegios tributarios derivados de apoyos a la inversión extranjera, 
como la eliminación de aranceles a im portaciones y exportaciones; 
constitución de zonas francas con régim en tributario especial; ads­
cripción al régimen de maquila, etcétera, gracias a la adscripción de 
las mineras en la Ley de Fom ento y Desarrollo de la Actividad Ex­
portadora y de M aquila (M orales et al., 2014).

Las políticas de prom oción de la m inería incluyeron una estruc­
turación de las instancias responsables de dirigir la política del sec­
tor, concentrándose en el M inisterio de Energía y M inas (mem) la 
responsabilidad de la búsqueda de inversiones y del otorgamiento 
de concesiones y permisos. Las principales funciones operativas 
quedaron en manos de la D irección General de M inería,19 que se 
volvió la entidad responsable de otorgar las licencias, de perm itir las 
prórrogas o de hacer las cesiones. Además, la Dirección tiene una 
Unidad de Control Ambiental, que se coordina con el M inisterio 
del Am biente y los Recursos Naturales (marn) para la aprobación 
de los estudios de Im pacto Ambiental.

Por su parte, la institucionalidad ambiental es dispersa, débil y 
poco efectiva (Yagenova, 2012), que para efectos de la actividad 
m inera resulta sumamente provechosa, pues las empresas carecen 
de control, evaluación y seguimiento por parte de las institucio­
nes del Estado, lo que les ha perm itido a las mineras contaminar 
y destruir el entorno sin muchas repercusiones legales, políticas o

19 Esta dirección cuenta con cinco departamentos: Derechos Mineros, Desarrollo 
Minero, Control Minero, Financiero y Administración legal.
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administrativas.20 A esto se le debe añadir que existe una falta de 
coordinación entre el M EM  y el MARN, lo que ha generado con­
tradicciones en sus acciones y políticas, que son utilizadas por las 
empresas para su provecho.

Las permisivas leyes y las facilidades institucionales fom entaron 
un increm ento espectacular en inversiones y en la producción, so­
bre todo en la extracción de metales preciosos (oro y plata), como 
se puede ver en la Tabla 3:

Desarrollo extractivo minero y políticas gubernamentales en
zonas rurales de México y Guatemala

Tabla 3
Valor de la producción m inera en Guatemala (millones de dólares)

Año Producción total No metálicos Metálicos

2005 18.06 4.76 13.30

2006 138.61 21.68 116.92

2007 232.05 25.03 207.03

2008 289.74 38.69 251.06

2009 384.83 32.46 352.37

2010 543.97 21.45 522.52

2011 948.39 24.04 924.34

2012 605.29 31.73 573.56

2013 536.45 26.01 510.43

2014 774.33 26.61 747.72

Fuen te: d g m  (2015).

El crecim iento de la producción de metales preciosos fue sor­
prendente, como en el caso del oro que pasó de ser una extracción 
marginal, a principios de este siglo, a llegar a un máximo histórico 
en el 2011:

20 Como en el caso de la Mina Marlin propiedad de Montana Exploradora de Gua­
temala, una subsidiaria de Goldcorp, que ante la inacción del gobierno nacional, la Co­
misión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) pidió suspender las operaciones 
de la mina por los daños ambientales y a la salud en dieciocho comunidades indígenas.
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Gráfico 4
Producción de oro en Guatemala (onzas)

Fuen te: d g m  (2015).

En el caso de la producción de plata, el proceso fue más impresio­
nante, pues la extracción creció casi 8 300% en una década, como se 
m uestra en el siguiente gráfico:

Gráfico 5
Producción de plata en Guatem ala (onzas)

Fuen te: d g m  (2015).

Este aum ento fue im pulsado p o r las inversiones que realizaron 
las m ineras extranjeras, principalm ente canadienses, com o Gol- 
dcorp en los proyectos m ineros de M arlin y  C erro Blanco, y  Tahoe 
Resources que tiene el proyecto Escobal,21 em presas que concen­
tran  la producción  de m etales preciosos de Guatem ala.

21 Es la tercera mina más grande de plata en el mundo.
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La impronta de la inversión minera se ha ampliado, las 359 licencias 
vigentes se distribuyen en ocho departamentos (de 22 que tiene Guate­
mala): en el oeste los departamentos de San Marcos, Huehuetenango y 
Quetzaltenango; en el centro Baja Verapaz y El Progreso; y en la región 
noreste los departamentos de Alta Verapaz, Izabal y Zacapa.

Las principales empresas que acaparan las licencias son Minera San 
Rafael (filial de la canadiense Tahoe Resources), Montana Exploradora y 
Entremares (ambas de Goldcorp). También hay empresas júnior como las 
canadienses Radius Gold y Firecreek Resources que gestionan licencias, 
sobre todo en la fase de exploración (Garay, 2014).

Ante la agresividad del capital minero y las facilidades dadas por el Es­
tado guatemalteco, la respuesta social no se ha hecho esperar. En la actuali­
dad hay seis conflictos mineros en activo,22 aunque para fines comparativos 
con el caso mexicano, retomaremos cinco casos de minería metálica (ex­
cluyendo la lucha contra Cementos Progreso en San Juan Sacatepéquez):

Tabla 4
Conflictos m ineros en Guatemala

Lugar, proyecto 
y em presa

Proyecto Minero 
Marlin de la Gold 
corp, en San Miguel 
Ixtahuacán. 
Extracción de oro y 
plata

Comunidades 
y actores

18 localidades de habla 
mam de la municipali­
dad de San Miguel de 
Ixtahuacan y el pueblo 
de Sipacapa. Están in­
tegradas al Consejo de 
Pueblos de Occidente 
(cpo)

D escripción

Fase de explotación desde finales 
de 2005, tanto a tajo abierto 
como subterráneo. En el 2012 se 
produjeron 210000 onzas. Conta­
minación del entorno y fuentes de 
agua, daños a la agricultura de San 
Miguel Ixtahuacan y Sipacapa. La 
población hace consultas comu­
nitarias en las que se pronuncian 
en contra de la minería. Las 
consultas fueron invalidadas por 
la Corte de Constitucionalidad

22 Para las expresiones de resistencia frente a la minería se revisó el Observatorio 
de Conflictos Mineros de América Latina (OCMAL) que tiene una base de datos de 6 
conflictos de comunidades afectadas por la minería en Guatemala (el mayor número por 
país, para el conjunto de naciones centroamericanas).
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Lugar, proyecto 
y empresa

Com unidades 
y actores

D escripción

Proyecto Cerro 
Blanco, de la Gol- 
dcorp (Entremares) 
en Asunción Mita. 
Extracción de oro y 
plata

Asunción Mita y Jutia- 
pa (pueblos mestizos), 
apoyadas por el Colec­
tivo Madre Tierra

Ante la contaminación del río 
Lempa, varias organizaciones ci­
viles y comunitarias de Guatema­
la y El Salvador se manifestaron y 
exigieron el cierre de la mina. En 
el 2014 se cierra el proyecte

Mina El Tambor, de 
la canadiense Radius 
Gold, en los munici­
pios de San José del 
Golfo y San Pedro 
Ayampuc. Extracción 
de oro y plata

San José del Golfo y 
San Pedro Ayampuc de 
población kaqchiquel

Los comunitarios de “La Puya”, 
desde marzo de 2012, mantienen 
un bloqueo a la mina, a pesar de 
la represión policíaca que provoca 
varias personas intoxicadas por 
gas lacrimógeno, tres presos polí­
ticos y una larga lista de violacio­
nes a los derechos humanos

Proyecto Fénix 
Compañía Guatemal­
teca de Níquel, de la 
canadiense HudBay 
Minerals, en El Estor, 
departamento de 
Izabal. Extracción 
de níquel, cromo y 
cobalto

Cahabón, Senahú y 
Panzós (Alta Verapaz), 
El Estor (Izabal) con 
población q’eqchi’

Continuos desalojos y represio­
nes de la Policía Nacional Civil en 
el 2006, 2007, 2009 y 2012 contra 
las comunidades q 'eqch i', que in­
cluyen el asesinato de Adolfo Ich 
Chamán y ocho personas heridas. 
Acuerdo de la empresa de dar el 
1% del níquel comercializado en 
regalías a las municipalidades

El Escobal, de la 
canadiense Tahoe 
Resources, en los de­
partamentos de Santa 
Rosa y Jalapa. Extrac­
ción de oro, plata, 
níquel y cobalto

San Rafael Las Flores, 
Santa Rosa de Lima, 
Nueva Santa Rosa y 
Casillas, (Santa Rosa). 
San Carlos, Alzatate 
y Mataquescuintla, 
(jalapa). Son pueblos 
mestizos y xinka, apo­
yados por el Colectivo 
Madre Selva y el Cen­
tro de Acción Legal, 
Ambiental y Social

Contaminación ambiental, de­
vastación del entorno y daños a la 
salud, por lo cual se intensificaron 
las movilizaciones y protestas 
pacíficas para impedir que la 
minera iniciara sus operaciones. 
Se realizaron consultas comuni­
tarias en los municipios de Nueva 
Santa Rosa, Santa Rosa de Lima 
y Casillas, en las que se rechazó el 
proyecto minero

Elaboración propia a partir de ocm al  y Góm ez (2013).
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Conclusiones

El desarrollo extractivo m inero que se im pulsó en México y 
Guatem ala desde hace 20 años fue potenciado por una apuesta 
económ ica de los gobiernos de am bos países, que prom ovieron 
una serie de políticas que favorecieron la instalación de m ineras 
en sus territorios. En efecto, los gobiernos nacionales (indepen­
dientem ente de su filiación política) siguieron un m ismo guión 
sobre reform as legales, facilidades adm inistrativas y reducción de 
im puestos que favorecieron el increm ento de las inversiones tan ­
to de capitales transnacionales (sobre todo de Canadá), como de 
empresas locales, con el consecuente crecim iento en la extracción 
de minerales.

Ello se puede observar por la sim ilitud de las políticas imple- 
m entadas por ambos países para favorecer al capital m inero en dos 
aspectos relevantes: el primero, respecto a la prioridad que se le 
da a la actividad extractiva sobre cualquier otro uso del territorio, 
lo que implica que los dueños de los terrenos superficiales están 
obligados a vender o rentar sus tierras, un aspecto particularm ente 
agresivo en México donde predom ina la propiedad campesina, ya 
sea ejidal o comunal. Un segundo aspecto son los bajos graváme­
nes a los que está som etida la actividad extractiva, pues en México 
(hasta el 2014) los derechos que pagaban eran m ínim os y en G ua­
tem ala apenas llegan al 1% de los ingresos.

En el m arco de las concesiones hay diferencias, pues m ientras 
en Guatem ala se optó po r un sistem a de licencias po r etapa (re­
conocim iento, exploración y explotación) lo que perm ite  que se 
vaya delim itando con m ayor precisión el tam año de los yacim ien­
tos, lo que im plica licencias de explotación en superficies acota­
das. En cambio, el sistem a de concesiones en México es m ucho 
más flexible y laxo, lo que perm ite  adquirir grandes extensiones 
de subsuelos y que, además, se puede hacer la conversión del tipo 
de concesión de exploración para explotación. Ello ha provocado 
que el 20% del territo rio  nacional esté concesionado a empresas 
m ineras.
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Con lo que respecta al volum en de la extracción m inera, en 
ambos países el crecim iento de la producción m inera fue espec­
tacular: México se convirtió en el principal país receptor de inver­
sión m inera en Am érica Latina, posicionándose como uno de los 
principales productores de m inerales como plata, plomo, cadmio 
y oro. En tanto, la producción de oro y plata que en Guatem ala 
era marginal a finales del siglo pasado se increm entó exponencial­
mente. Es similar tam bién la im portancia en M esoam érica que 
tienen  las corporaciones canadienses para la producción de oro y 
plata, en concordancia con la relevancia que tienen las m ineras de 
Canadá en el m undo.

Pero este agresivo proceso de apropiación y despojo territorial, 
así como la destrucción y contam inación que caracterizan al desa­
rrollo extractivo m inero, han provocado una fuerte respuesta de 
las poblaciones rurales en México (sobre todo en el sureste del 
país) y Guatemala. En México, los procesos de defensa com unita­
ria frente a la m inería han colocado a nuestro país como la nación 
que más conflictos tiene a nivel de Am érica Latina. De form a sim i­
lar, la acción social en Guatem ala lo convierte en el país de Centro- 
américa con más disputas sociales contra las mineras.

De esta m anera, los procesos de resistencia social al estilo de 
desarrollo extractivo minero, así como la baja de los precios de los 
m inerales que se viene sucediendo desde el 2012, hacen prever 
que habrá una reconfiguración de las explotaciones m ineras, dis­
m inuyendo no sólo los nuevos proyectos sino tam bién la in tensi­
dad de extracción, así como los cierres y expulsiones de empresas 
de territorios indígenas y cam pesinos, como en los casos de Tla- 
manca, en Puebla, Chicom uselo, en Chiapas, o la m ina M arlin, en 
Guatemala.
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Parques eólicos vs comunidades indígenas 
en el Istmo de Tehuantepec: extraviando 

o recuperando sus usos y costumbres 
en el hacer política pública

Roberto S. Diego Quintana1

Introducción

La preocupación mundial por el calentamiento global, en gran parte 
producto de la liberación de dióxido de carbono (co 2) a la atmósfe­
ra, culminó en 1997 con el Protocolo de Kioto, en el cual los países 
firmantes se com prom etieron a reducir estas emisiones. Entre las ac­
ciones encaminadas a este propósito se encuentra transitar del uso 
de combustibles fósiles hacia formas más limpias de generar energía 
eléctrica, como la hidráulica, la geotérmica, la solar y la eólica. Los 
representantes de México firmaron este acuerdo. En consecuencia, 
se estima increm entar la generación de electricidad por medio del 
viento, de prácticamente cero megawatts (Mw) a 12 mil Mw para el 
año 2O2O (Sener, 2O12, p. 8O). Cabe m encionar que la implantación 
de los parques eólicos en el Istmo ha crecido a un ritm o impresio­
nante en una década, al pasar de apenas dos Mw en 2OO4 a 2351 Mw

1 Profesor Investigador del Departamento de Producción Económica y del Posgrado 
en Desarrollo Rural, UAM-Xochimilco.
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en el 2014. Por la región de La Ventosa del Istmo de Tehuantepec 
suele correr el viento a más de 100 km por hora, y es ahí donde el 
gobierno ha fom entado la implantación de parques eólicos que en 
cosa de 10 años han llegado a 25 de ellos, con cerca de 1 500 aero- 
generadores, mismos que han cambiado el uso del suelo a cerca de 
30000 has, que anteriorm ente eran cultivadas por los pobladores o 
estaban cubiertas por vegetación nativa (ver mapa 1).2 Visto desde 
los compromisos del Protocolo esta implantación pareciera ser todo 
un éxito, sin embargo, ésta ha sido puesta por el Estado en manos de 
corporaciones transnacionales, excluyendo a las comunidades ori­
ginarias, que han sido desposeídas de su territorialidad por medio 
de contratos de arrendamiento amañados, generando descontento y 
movilización social en su contra.

Este trabajo elabora sobre esta im plantación y sus efectos p o ­
líticos y sociales. El trabajo inicia relatando la resistencia de la co­
m unidad de Álvaro O bregón frente a los intentos por im plantar un 
parque eólico: “M areña Renovables”, en la parte de su territorio  
de la Barra de Santa Teresa, com partida con San Dionisio del Mar. 
Esta lucha derivó en la recuperación de las autoridades tradiciona­
les elegidas por usos y costumbres, y en la producción de institu ­
ciones y espacios como las asambleas y la policía comunitaria. Este 
proceso de redignificación de la vida com unitaria es contrastado 
con el proceso de desvanecim iento de autoridades tradicionales y 
la cooptación política instrum entada en la cabecera m unicipal de 
Juchitán de Zaragoza; procesos que han venido a debilitar la capa­
cidad para confrontar im plantaciones como los parques eólicos en 
esta población, como lo es el caso reciente del parque “Eólica del 
Sur”, y de la consulta llevada a cabo sobre este parque. En el aparta­
do final, el trabajo reflexiona sobre los procesos sociales detonados 
en estas com unidades a partir de la intención de im plantar estos 
parques en sus territorios, con relación a los conceptos de gober- 
nanza, devolución y autonom ía.

2 Ver la página web: www.thewindpower.net.
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Mapa 1. Parques eólicos en operación y proyectados en el Istmo de Tehuantepeec
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Este trabajo es producto de varias estancias de campo en el Istmo 
de Tehuantepec a lo largo de tres años. Aunado a lo anterior, como 
integrante del grupo asesor de la Asamblea de Pueblos Indígenas 
del Istmo en Defensa de la Tierra y el Territorio (apiidct) y de la 
Asamblea Popular del Pueblo Juchiteco (appj) he tenido la oportu­
nidad de platicar con varios de los líderes sobre la situación derivada 
de la implantación de los parques eólicos en el Istmo. A lo largo del 
trabajo se citan, donde se consideró pertinente, situaciones y relatos 
publicados en la prensa y en los comunicados de la a piid7 .  Cabe 
m encionar que esta información fue cotejada con los testim onios de 
los informantes citados en el trabajo.

Día de fiesta

Una mujer madura, “frondosa”, con huipil y rabona multicolor sonríe 
y luego comenta algo a su pariente de al lado, mientras una ‘parvada’ 
de escuincles revolotea a su alrededor. Más allá, un hombre cojo apo­
yado en sus muletas va llegando al evento ‘investido’ con unos lentes 
‘mosca’, de espejo, que reflejan a toda la concurrencia; hay alrededor 
de mil personas presentes. Este día, domingo 1 de febrero de 2015, los 
habitantes de Alvaro Obregón celebran dos años de haber repelido el 
intento de la empresa Mareña Renovables, apoyada por la policía m u­
nicipal y la estatal, y grupos de choque controlados por la presidencia 
municipal de Juchitán, por introducir maquinaría a la Barra de Santa 
Teresa, para iniciar la construcción de un parque eólico en sus tierras 
y en las de San Dionisio del Mar. En el evento hay gente de San Dio­
nisio, de Unión Hidalgo, de Santa María Xadani, y  de Juchitán, entre 
otras comunidades; todas ellas en resistencia contra lo que conside­
ran una invasión a sus territorios y  un neocolonialismo llevado a cabo, 
en su caso, por empresas españolas.3 Además participan, entre otros,

3 Esta opinión es compartida por actores tan relevantes como James Anaya, que en 
su reporte: “Observaciones del profesor s. James Anaya sobre la consulta en el contexto 
del proyecto energía eólica del sur en Juchitán de Zaragoza”, del 23 de Febrero de
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invitados especiales de la Universidad Autónoma Metropolitana, de 
la Escuela Nacional de Antropología, el abogado que lleva su caso, la 
lideresa de la Asamblea de Pueblos Indígenas del Istmo en Defensa 
de la Tierra y el Territorio (apiidct), un líder de la Asamblea Popular 
del Pueblo Juchiteco (appj), y las autoridades tradicionales de la co­
munidad, legítimas pero ilegales de acuerdo a la ley electoral, al haber 
sido elegidas por usos y costumbres sin que se haya autorizado aún el 
cambio en el procedimiento para elegir a sus autoridades.4

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

Pérdida y  recuperación de la gobernanza local

La historia de Álvaro Obregón, cuyo nom bre en zapoteco es 
G ui’Xhi’Ro’, es sui generis en la región: cabe preguntarse qué tie ­
ne que ver este general sonorense con los binizaá; con el Istm o 
de Tehuantepec. Todo fue producto  del general H eliodoro Charis 
Castro, un zapoteco que peleó en las huestes del general O bregón 
y que por m edio de esta relación, en la posrevolución, logró en 
1921 la creación de la Colonia Agrícola M ilitar Álvaro Obregón, 
repartiendo tierras a los hom bres que pelearon a su favor, logran­
do con ello afianzarse políticam ente en la región hasta los años 
sesenta, cuando fue desplazado del poder político por el aparato 
priista .5

De cierto es que en la lucha de esta com unidad por defender su 
territorialidad,6 ante las corporaciones transnacionales eólicas, el

2O15, plantea: “Sin empresas más comprometidas con los derechos humanos y sensibles 
a la situación de los pueblos indígenas en México, no me sorprende que algunos secto­
res del pueblo Zapoteco vean a la industria eólica y sus molinos de viento como ‘Nuevos 
Conquistadores’.”

4 Un relato de la fiesta en el 2O13 es el de Rosa Rojas (2O13a).

5 Del Partido Revolucionario Institucional (PRI).

6 En este trabajo, se entiende por territorio como un espacio valorizado como zona de 
refugio, medio de subsistencia, fuente de productos, recursos económicos, pero también 
como espacio geopolíticamente estratégico, circunscripción político administrativa, espa­
cio adjetivado, resignificado y re simbolizado, de inscripción de un pasado histórico, de

199



Roberto Diego

recuerdo del general Charis ha venido a representar un baluarte, 
habiendo la población resignificado las ruinas de su casa como un 
lugar de reunión, de reencuentro, y de tom a de decisión. La h isto­
ricidad y la subjetividad constituyente (Zemelman, 1987; 1996) de 
esta com unidad han venido a dar un sentido identitario a su lucha 
por defender su territorio y sus usos y costumbres.

La resistencia de la com unidad de Álvaro Obregón, por evitar 
el supuesto destino manifiesto de ser invadidos por los aerogene- 
radores, detonó entre los pobladores un proceso de reflexión sobre 
las pérdidas que fueron sufriendo a lo largo de su historia, debidas 
entre otras causas a su som etim iento a la política electoral clientelar 
del Partido Revolucionario Institucional ( p r i ) y posteriorm ente a 
los gobiernos municipales de la Coalición Obrero Campesino Es­
tudiantil del Istmo (c o c e i ) , mismos que los fueron desposeyendo 
de sus instituciones de gobernanza tradicionales, de sus prácticas 
políticas para elegir a sus autoridades y de sus formas de tom a de 
decisión.7

Así, cuando la amenaza a su territorialidad fue inm inente, tu ­
vieron que desem polvar los repertorios políticos y sociales de 
antaño con el fin de revitalizarse. Una de las cuestiones centrales 
que reivindicaron fue la elección de sus autoridades por usos y 
costumbres, sin que m ediaran en ello los partidos políticos y sus 
candidatos; ambos considerados en gran parte culpables del debi­
litam iento político de su comunidad. De esta forma, el 10 de agos­
to de 2013 eligieron a m ano alzada al Consejo de Ancianos y a la 
Asamblea General Com unitaria de Álvaro O bregón ( a g c a o ) , to ­
m ando como lugar de sesiones lo que quedaba en pie del casco de 
la ex Hacienda del General Heliodoro Charis Castro. El artículo 
publicado por Natalia Antezana, el 11 de julio del 2013, es por de­
más elocuente:

una memoria colectiva, de una identidad socio-territorial (Pellegrino et al., 1981, p. 
99; Delaleu, 1981, p. 139, tomado de Giménez, 1996, p. 11).

7 Raymundo Regalado Jiménez, Líder de la APPJ, 14 de agosto de 2015.
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Las com unidades indígenas en Oaxaca, en el Istm o de Tehuantepec, 

hoy  en día están despertando”, dijo un indígena oaxaqueño de la co­

m unidad Álvaro Obregón, donde se sabotearon las elecciones locales 

el pasado 7 de julio.

A  través de un com unicado el Colectivo Solidario con el Pueblo de 

Álvaro O bregón inform ó que dicha com unidad está en un cam ino fir­

m e y  directo a la autonom ía, para regirse bajo el sistema de usos y cos­

tum bres, com o es el caso de 417 m unicipios en todo el estado.

“M uchos políticos y partidos han sido aliados de esas empresas 

transnacionales que nos han venido a golpear con policías, con sicarios, 

pero que sepan que en Álvaro O bregón está rugiendo la dignidad del 

pueblo binnizá, del pueblo, sobre todo porque las empresas transnacio­

nales nos quieren despojar de nuestro territorio indígena del Istm o”, se 

dijo en la asamblea com unitaria.

El 18 de marzo de 2O13, la Asamblea General del pueblo y  el C on­

sejo de Ancianos, decidió en una asamblea conjunta que se abandonaría 

el sistema de partidos para la elección de representantes, lo cual fue ra­

tificado ante el Instituto Estatal Electoral y  de Participación Ciudadana 

de Oaxaca.

U no de los m otivos para  tal decisión  fue la div isión que han  p ro ­

vocado los p artidos políticos den tro  de la m ism a com unidad . O tra  

razón fue la constan te  resistencia de los pueb los del Istm o de Te­

huan tepec  a que em presas transnacionales construyan  parques eóli­

cos en sus com unidades.8

Para dar legalidad a este proceso de elección, se formalizó la co­
rrespondiente solicitud al Instituto Estatal Electoral, previo a las 
elecciones de julio de 2O12. Sin embargo, ya han pasado dos eleccio­
nes más del agente municipal y el Instituto no ha aprobado formal­
m ente esta modificación, no obstante de reconocer el derecho de los

8 Roselia Orozco (2O13), hace un recuento pormenorizado de los conflictos electora­
les en el Istmo, mencionando entre otros los de las comunidades y municipios citados en 
este trabajo: Álvaro Obregón, San Dionisio del Mar, San Mateo del Mar. Estos también 
fueron relatados por Marcelino Nolasco, Profesor del BAI y Coordinador del Centro de 
Derechos Humanos Guadalupe Tepeyac.

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec
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pueblos originarios, como es el caso de Álvaro Obregón, a regirse 
de acuerdo a sus prácticas consuetudinarias (a piid7 ,  2O14b). Mien­
tras, ellos siguen eligiendo a sus autoridades en asamblea, a mano 
alzada, no dejando que las urnas electorales se instalen en su comu­
nidad, no perm itiendo que la presidencia municipal les imp onga un 
candidato, ni la forma de elegir, con candidatos inscritos en los par­
tidos p olíticos.9

O tro aprendizaje de esta enajenación política y social por ese 
“ogro filantrópico”10 11 del Estado mexicano fue el generar su propia 
policía comunitaria: la “Binni Guia’pa’ Guidxi”, tan ilegal como su 
forma de elegir a sus autoridades, tan legítima como esta última. 
Desarmados, con garrotes, medio uniformados, hoy en día es esta 
policía comunitaria la que les da seguridad, la que los protege, la que 
les refuerza su identidad, su gobernanza y con su presencia cotidiana 
les muestra que hay otras formas de decidir, de organizarse, de go­
bernarse, de producir sus instituciones (Rojas, 2013a).11

Sobre el parque eólico, los pobladores de Álvaro Obregón hace 
tiem po que decidieron rechazarlo. De acuerdo con sus usos y cos­
tumbres recuperados, ellos decidieron por autodeterm inación re­
chazar todo tipo de implantación similar en su territorio. Es por ello 
que hoy rechazan “la consulta” planteada en el Convenio 169 de la 
oit, no por no querer ser tomados en cuenta, sino porque ellos ya 
decidieron, por medio de sus usos y costumbres, y con base en la 
información recabada, que ellos consideraron adecuada. Es en este 
sentido que ellos consideran que la consulta ya se hizo, y que no hay 
necesidad de otra.12

9 Bettina Cruz y Rodrigo Peñaloza, Juchitán, 1 de febrero de 2015.

10 Octavio Paz acuñó este término para referirse al Estado Mexicano como causa y 
expresión de los males que aquejan a los mexicanos.

11 Tuve la oportunidad de observar a la policía comunitaria cumpliendo sus funciones en 
Álvaro Obregón en 2012 y 2015, los habitantes valoran tener su propia policía para resolver con­
flictos intracomunitarios y para darles protección en caso de agresiones de parte de la Presidencia 
Municipal, a pesar de que no estén armados.

12 Bettina Cruz y Rodrigo Peñaloza, Juchitán, 1 de febrero de 2015.
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No por ello se niegan a la lucha jurídica, los pobladores y sus au­
toridades en Álvaro O bregón tienen claro que parte de la lucha por 
m antener el control de su territorio  pasa tam bién por los juzgados. 
Es por ello que llevan tiem po trabajando con varios abogados con 
el fin de in terponer dem andas y amparos que logren desincentivar 
a los capitalistas del viento, de la pretensión de im plantar un par­
que eólico en las tierras de su com unidad y  en las de San Dionisio 
del M ar.13

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

La Barra de Santa Teresa,
territorio y  conflicto de varias comunidades

La Barra de Santa Teresa es una larga lengua de arena que parte de 
las cercanías de Álvaro O bregón hasta casi tocar tierra del otro lado 
por las cercanías del poblado de San Dionisio del Mar. Frente a ella, 
a lo largo del mar, corre otra lengua más ancha poblada por varias 
com unidades Ikot: Huazantlán del Río, Colonia Juárez, Colonia 
Cuauhtém oc, Costa Rica, San Pablo, San M ateo del M ar y Santa 
M aría del M ar.14

Sobre esta barra se planeó im plantar un proyecto eólico que con­
sideraba 132 aerogeneradores, 6 puertos de atraque, 3 subestacio­
nes eléctricas, dos plantas de concreto y obras relacionadas; mismo 
que vino a confrontar a estas com unidades (ver m apa 1). Los de 
Santa M aría del M ar firm aron un contrato de arrendam iento con la

13 El 1 de febrero del 2O15 entre los asistentes a la celebración mencionada asistió el 
abogado que está llevando el caso para asistir a una reunión con las autoridades relacionada 
a esta estrategia jurídica.

14 La primera vez que visité San Mateo del Mar, con relación a este parque, Benito 
Canales y Marcelino Nolasco, maestros del Bachillerato Asunción Ixcaltepec (BAI) me 
llevaron a ver la Barra de Santa Teresa desde la orilla de la laguna inferior. Benito todavía 
iba cojeando por un balazo que le metieron en un enfrentamiento intercomunitario por 
tierras entre la gente de San Mateo del Mar y San Pedro Huilotepec el 9 de diciembre 
de 2OO9.
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empresa española Preneal por cerca de 2OOO hectáreas, las cuales 
estaban en entredicho legal con San M ateo del M ar.15

Desde el 2OO9, estas dos com unidades han estado confronta­
das por este litigio agrario que se vino a agudizar por la anuencia 
de Santa M aría al parque eólico, rechazado por San M ateo, San 
Dionisio, San Francisco y Álvaro Obregón. Esta confrontación de­
rivó en el bloqueo carretero de San M ateo del M ar a los habitantes 
de Santa M aría del M ar que desde hace cerca de cinco años sólo 
tienen  acceso a tierra firme por el mar, situación que se ha agu­
dizado para ellos desde noviem bre de 2O14 que es cuando los de 
San M ateo del M ar decidieron cortarles el sum inistro de energía 
eléctrica.16

Por su parte, los de San M ateo del M ar han tenido que enfrentar 
un retén en la com unidad de Huazantlán, habiendo sido varios de 
sus líderes encarcelados por varios días en esta com unidad por el 
único delito de tratar de llegar a Salina C ruz.17 Este conflicto muy 
probablem ente se verá acrecentado por el reciente fallo del Tribu­
nal Unitario Agrario núm ero 22 de Tuxtepec que ordena al m unici­
pio de San M ateo del M ar regresar a los de Santa M aría del M ar las 
1,369 hectáreas que los de San M ateo del M ar consideran ancestral­
m ente suyas, y que sin embargo el gobierno de M iguel de la M adrid 
le otorgara en una resolución presidencial de 1984 a Santa M aría 
del M ar (Chaca, 2O15). Esta resolución del Tribunal Agrario podría 
reactivar el contrato que Santa M aría del M ar firmó en su m om ento 
con Preneal18 para instalar en esas tierras 3O aerogeneradores con

15 No obstante de ser comunidades vecinas. Santa María del Mar es agencia municipal 
de Juchitán de Zaragoza, mientras que San Mateo del Mar es cabecera municipal del mu­
nicipio del mismo nombre.

16 Marcelino Nolasco, San Mateo del Mar, diciembre de 2O12, y Juchitán, enero de 
2O15. Sobre este hecho ver Manzo y López (2O15).

17 La periodista Rosa Rojas de la Jornada estuvo detenida varias horas en este retén 
el 21 de marzo de 2O12 (Vélez y Pérez, 2O13); personalmente he pasado varias veces 
este retén donde he sido cuestionado cuando informo que voy a San Mateo del Mar.

18 En 2O11 Preneal vendió ambos proyectos en “89 millones de dólares (63 
millones 2OO mil euros) a Mareña Renovables, consorcio integrado por el grupo
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90 megavatios de capacidad instalada, que form aban parte del me- 
gaproyecto de toda la Barra incluidas las tierras de San Dionisio del 
M ar y de Álvaro O bregón (Rojas, 2013); situación que vendría a 
escalar el serio conflicto intercom unitario .19

Los habitantes de Álvaro Obregón, que es agencia m unicipal de 
Juchitán de Zaragoza, han sido objeto de hostigam iento y violen­
cia física de parte de los policías municipales y de los grupos de 
choque bajo las órdenes de la presidencia municipal. La agresión 
recordada en la fiesta relatada al inicio de este trabajo se refiere al 
in tento de la empresa M areña Renovables por introducir su m aqui­
naria a la Barra de Santa Teresa apoyados por la policía m unicipal 
y estatal, siendo finalm ente repelidos por la población. Cabe abrir 
una ventana al relato de estos hechos:

En la mañana del 2 de noviembre de 2012, mientras las comunidades ce­

lebraran el día de muertos, campesinos de Álvaro Obregón fueron golpea­

dos por la policía estatal de Oaxaca para abrir paso a empleados de M areña 

Renovables, arrestando a 9 compañeros y  golpeando a hombres y mujeres.

Ante estos hechos la comunidad retuvo 2 vehículos de Mareña Renova­

bles, y  junto con otros pueblos en resistencia iniciaron un campamento para 

vigilar la entrada a la Barra Santa Teresa por Álvaro Obregón, esta barricada 

de la resistencia se vivió en un ambiente de unidad, organización y herman­

dad entre ikojts, binniza, mixes, mixtecos y organizaciones solidarias.20

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

empresarial mexicano Fomento Económico Mexicano (FEMSA Coca-Cola), el Fon­
do de Infraestructura Macquarie México (FIMM) y la sociedad Macquarie Capital” 
(Rojas, 2013).

19 Sobre este conflicto agrario la lucha jurídica sigue. De acuerdo a Benito Canales, 
actual Comisariado de Bienes Comunales de San Mateo del Mar, ellos no van a dejar de 
luchar por la tierra que consideran suya desde tiempos ancestrales.

20 Relato publicado por Pueblos en Resistencia contra el Proyecto Eólico en San 
Dionisio del Mar, Oaxaca, el 28 de noviembre de 2012. Esta información es confirmada 
por Vélez y Rojas (2012), y por Marcelino Nolasco y habitantes de Álvaro Obregón en 
entrevistas en el mes de diciembre de 2012, cuando además denunciaron el reparto de 
dinero a muchos comuneros el día anterior, para que no se opusieran a la entrada de 
Mareña Renovables a la Barra.
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Posterior a este evento y al desistimiento de Mareña Renovables 
por construir este parque eólico en la Barra de Santa Teresa (Rojas
2013), la comunidad de Álvaro Obregón ha sido continuam ente ase­
diada por la policía municipal y por grupos de choque. A partir del 
2014 la estrategia gubernam ental se ha enfocado a tratar de im poner 
autoridades locales afines a los megaproyectos, Cabe m encionar que 
el día 17 de agosto de 2014 trataron de instalar casillas electorales 
para elegir autoridades afines a sus intereses, mas esta elección, da­
das sus irregularidades, y por no respetar las prácticas consuetudi­
narias de Álvaro Obregón, fue desconocida por el Instituto Estatal 
Electoral (a piid7 ,  2014).21 Recientemente, el 7 de junio de 2015, se 
presentó un grupo de choque en esta comunidad emprendiéndola a 
balazos contra la asamblea permanente:

El grupo liderado po r Jorge Alonso quién a su vez recibe órdenes direc­

tas de su presidente Saúl Vicente Vásquez quién surgió de la cocei-prd 
y  ahora mal gobierna el m unicipio de Juchitán, nos atacaron a balazos 

a los que nos encontrábam os reunidos en el parque de la com unidad, 

com o pudim os nos defendim os de la agresión del grupo armado. H as­

ta el m om ento se reportan  seis heridos, tres de gravedad, po r parte de

21 El 31 de agosto del 2014 la sala Xalapa del Tribunal Federal Electoral determinó la re­
vocación de la resolución dictaminada en el Tribunal Estatal Electoral de Oaxaca (TEEO). 
Otro acuerdo importante en esta resolución es que: “considera que la Ley Orgánica Mu­
nicipal del Estado de Oaxaca establece que los Ayuntamientos son los órganos facultados 
para emitir la convocatoria para la elección de agentes municipales y de policía —por ende 
el presidente municipal— Sin embargo, también informa que: “dicha prerrogativa está su­
peditada a las prácticas consuetudinarias de cada comunidad indígena” (A P IID /, 2014; 
Bettina Cruz y Rodrigo Peñaloza, Álvaro Obregón, primero de febrero del 2015).

El Tribunal abunda en este sentido al declarar que, de acuerdo al artículo 
2o apartado A de la Constitución, si la comunidad de Álvaro Obregón se auto-reconoce 
como indígena, entonces “tiene derecho a decidir sus formas internas de convivencia y 
organización social, económica, política y cultural, así como de aplicar sus propios siste­
mas normativos en la regulación y solución de conflictos internos, con apego a los dere­
chos fundamentales, y por tanto, a elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y 
prácticas tradicionales”. No obstante, este tribunal no le ha reconocido formalmente a la 
comunidad de Álvaro Obregón el que la elección de sus autoridades se lleve a cabo por 
usos y costumbres.
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la Asamblea Com unitaria de Álvaro O bregón quiénes continuam os 

en A samblea perm anente en el centro de nuestra población (Kaos, 

2O15).22

Los de San Dionisio del Mar también han sufrido amenazas y 
agresiones de parte de estos grupos de choque y de los policías m uni­
cipales y estatales (Rojas, 2O12a; 2O12b). Esta comunidad logró in­
terponer un amparo contra del parque eólico de Mareña Renovables 
en el juzgado séptimo.

Entre dimes y diretes, amenazas, intentos por invadir la barra, 
corrom per a autoridades y pobladores, presionar a autoridades m u­
nicipales, estatales y federales, finalm ente los directivos de M areña 
Renovables decidieron cancelar el proyecto en la Barra de Santa 
Teresa, en lo que fue en parte un triunfo para la com unidad de San 
Dionisio y la de Álvaro O bregón (Rojas, 2O13b). Este logro, en gran 
parte se derivó de la capacidad de estas com unidades de retom ar 
sus usos y costumbres, sus formas com unitarias de tom a de deci­
sión y sus autoridades tradicionales, fortaleciendo así sus formas de 
gobernarse con cierta autonom ía, resignificando y defendiendo su 
territorialidad, y tejiendo redes con otras comunidades, así como 
produciendo organizaciones regionales como la Asamblea de los 
Pueblos Indígenas del Istm o de Tehuantepec en Defensa de la T ie­
rra y el Territorio (a piid tt), y ensam blando a su lucha a aboga­
dos por m edio de los cuales han logrado m eter amparos, así como 
tam bién a otros actores nacionales como el Centro M exicano de 
Derecho A m biental (Cem da), Fundar-Centro de Análisis e Investi­
gación, Centro de Derechos Hum anos M iguel Agustín Pro Juárez, 
Centro Nacional de Com unicación Social (Cencos), y la Asamblea 
Nacional de Afectados Ambientales (a n a a ); como parte de esta 
red cabe m encionar a académicos de la unam , de la uam , del Cole­
gio de Postgraduados, y las redes de apoyo internacionales de estos 
actores. En San Dionisio del M ar las agresiones se intensificaron

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

22 Estos hechos me fueron también relatados por Bettina Cruz y Rodrigo Flores 
de la A P IID /, el primero de febrero de 2O15.
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desde el 2014, debido al intento de los gobiernos de los diferentes 
niveles por retom ar el control político electoral en la región e im ­
poner candidatos afines a la im plantación de los parques eólicos. 
Así, en el com unicado de la apiidtt  del 13 de diciembre del 2014 
se denuncia que:

El pasado viernes 5 de diciembre, se reunieron el Consejo Municipal elec­

toral en Unión Hidalgo para desde allí instalar el consejo, la asamblea G e­

neral nos manifestamos pacíficamente, no obstante fuimos agredidos por 

un grupo de priístas quienes armados con piedras, palos y armas de fuego, 

resultando heridas diez y  seis personas, entre ellas una m ujer embarazada, 

un compañero herido de bala y  muchos descalabrados por piedras...

Y en el del 14 de diciembre del mismo año se agrega que:

El pasado 13 de diciembre la Asamblea General del Pueblo de San D ioni­

sio decidió instalarse en asamblea perm anente debido a las amenazas re­

cibidas, de que el Instituto Nacional Electoral acudiría a la fuerza pública, 

para garantizar la realización de las elecciones extraordinarias program a­

das para el domingo 14, sin im portar el rechazo de la com unidad a tales 

elecciones. D urante el día se fue recibiendo información que indicaba 

que varias camionetas de la Policía Estatal y de la Ministerial, se dirigían a 

San Dionisio del M ar para resguardar las elecciones.

Q uince m inutos antes de las 12:00 de la noche, 57 cam ionetas 

de la Policía Estatal irrum pieron  en la com unidad, derribando la b a­

rricada colocada a la entrada del pueblo p o r la A sam blea G eneral y  

agrediendo a quienes se encontraban  en ella con gases lacrim ógenos 

y  balas de gom a probando contusiones en varios com pañeros, aun­

que n ingún herido  grave. La barricada se replegó para evitar un en ­

frentam iento, y  se concentraron  en el Casino M unicipal, las fuerzas 

policiales tienen  tom ada esta barricada, controlando así la entrada al 

pueblo.23

23 Estos hechos fueron corroborados por Marcelino Nolasco, Coordinador del 
Centro de Derechos Humanos Guadalupe Tepeyac, el primero de febrero de 2015.
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Reaparece el m ism o proyecto ahora en Juchitán de Zaragoza

No pasó mucho tiempo para que apareciera un nuevo proyecto de par­
que eólico, ahora en tierras de Juchitán, bautizado como: “Eólica 
del Sur”. Poco a poco, atando cabos, y con la información que se 
fue obteniendo de las páginas de Internet de las financiadoras y de la 
Secretaría de Energía (Sener), las organizaciones en contra de la forma 
y la densidad en que se han implantado los parques eólicos, así como 
el grupo asesor de académicos de la unam , uam, y del Colegio 
de Postgraduados,24 y miembros de organizaciones civiles (Fundar, 
Cemda) se fueron dando cuenta que este aparentemente nuevo par­
que correspondía a la misma licitación y el mismo préstamo que el del 
parque de Maréña Renovables. En esencia tan sólo se trataba de una 
reubicación de la misma concesión por 396 Mw.

Esta reaparición del mismo proyecto, si bien se da en un corto plazo: 
menor a un año, viene a presentarse en un escenario muy distinto al de 
San Dionisio del Mar y Alvaro Obregón, incluyendo cambios sustancia­
les en las atribuciones de las instituciones gubernamentales. Para empe­
zar, San Dionisio del Mar y Alvaro Obregón son dos pequeños pueblos 
de pescadores de apenas 3 14O y 3 558 habitantes, respectivamente; por 
el contrario, Juchitán es una pequeña ciudad con 74 825 habitantes, la 
tercera más poblada de todo el estado de Oaxaca.25 De entre sus habi­
tantes apenas el 20 por ciento se relaciona parcialmente con la agricul­
tura, la mayor parte de ellos se dedican al comercio y a los servicios; por 
lo que muchos de los habitantes de las comunidades cercanas suelen 
acudir a esta población para abastecerse de viandas y aperos, recurrir a 
los servicios médicos, y realizar trámites ante las instituciones públicas. 
Para el caso que nos compete, es importante señalar que hoy en día gran 
parte de la población tiene poca relación o dependencia de la tierra y

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

24 El Grupo Asesor se constituyó a iniciativa de la A P I I D /  y la APPJ, para apoyar la 
lucha de las comunidades del Istmo de Tehuantepec que requirieran de nuestro apoyo 
en la defensa de su autonomía y territorialidad. Este apoyo ha considerado posteriormente 
a las organizaciones de la sociedad civil con las que se ha tejido una red.

25 Datos del Censo de Población 2010 (INEGI).
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sólo cerca del 20 por ciento de sus habitantes mantiene derechos como 
posesionados sobre los bienes comunales, parcelas ejidales o propieda­
des privadas, todas ellas entreveradas, ya que la situación legal agraria de 
las tierras alrededor de Juchitán quedó en entredicho, al no haber finali­
zado el cambio de tipo de tenencia agraria en 1962, cuando se construyó 
el Distrito de Riego Núm. 19 a partir de la presa Benito Juárez,26 y debido 
a la venta ‘irregular’ de parcelas en principio inalienables, imprescripti­
bles e inembargables, cual si fueran propiedad privada, formalizadas por 
medio de la intervención de notarios públicos con pocos escrúpulos. Es 
sobre este cottage agrario, similar al existente en otros dos parques eólicos 
ya construidos en las tierras de Juchitán, que se planteó llevar a cabo esta 
transferencia espacial del mismo proyecto eólico.

Con relación al escenario político, la presidencia municipal 
de Juchitán, salvo en dos periodos, lleva desde 1980 en manos de la 
Coalición Obrero Campesino Estudiantil del Istmo de Tehuantepec 
(cocei). Esta organización tuvo sus orígenes en los años setenta. En 
ese entonces sus miembros y líderes se enfrascaron en una lucha con 
el gobierno que dejó sembrados en el camino varios asesinatos, y un 
sinnúmero de detenidos y de fugados que hoy serían referidos como 
migrantes producto de la criminalización de la protesta social (Cam- 
pell y Tappan, 1989). Mas los tiempos cambian y hoy en día esta 
organización, otrora de oposición, es la que ha dado los permisos de 
cambio de uso de suelo a favor de los parques eólicos.

En la producción de la política pública local el tamaño sí importa

Conviene recapitular hasta aquí y considerar que Juchitán no es 
San Dionisio del Mar, o San M ateo del M ar o Santa María Xadani, 
o Álvaro Obregón, que se caracterizan por ser pequeñas comunida­
des dedicadas a la pesca y a la agricultura, en las que a partir de la 
amenaza de los parques eólicos sobre su territorialidad y sus bienes

26 Sobre la Presa Benito Juárez, el Distrito de Riego 19 y la situación agraria en la 
región ver: Yanga Villagomez, (2006; 2012).
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naturales, han recuperado sus usos y costumbres y sus autoridades 
tradicionales como el Consejo de Ancianos y la Asamblea de la Co­
munidad, y han rechazado estos proyectos exitosamente hasta el 
momento. En contraste, Juchitán es una pequeña ciudad, la segun­
da en im portancia en la región después de Salina Cruz. La mayor 
parte de su población no tiene relación directa con el trabajo de la 
tierra o la pesca y se dedican al comercio y a los servicios; aunque 
con relación a la pérdida de territorialidad e impacto ambiental to ­
dos saldrían afectados.

Los directamente interesados en la tierra son los posesionarios, 
muchos de los cuales también se dedican mayormente a actividades 
extra-prediales y pueden ver con buenos ojos obtener un ingreso extra 
del arrendamiento de su parcela a Eólica del Sur. Aunado a todo esto, 
y contrario a la postura de las autoridades actuales de San Dionisio, 
San Mateo, Alvaro Obregón y Santa María Xadani, por mencionar al­
gunas, las autoridades municipales de Juchitán están a favor de estas 
iniciativas empresariales e incluso tienen a la policía municipal y a va­
rios grupos de choque al servicio de estas empresas.

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

Cooptando espacios ciudadanos en el hacer de lo  público

Para inclinar aún más la balanza a favor de estas empresas, la Sener y la Se- 
gob crearon recientemente la Dirección General Adjunta de Evaluación 
de Impacto y Consulta y la Subdirección de Atención a Defensores de la 
Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos, respectivamente. Es­
tas oficinas son hoy encargadas de controlar el derecho de los pueblos 
indígenas de ser consultados cuando haya interés de actores privados o 
públicos por llevar a cabo alguna acción en sus territorios, lo anterior 
con objeto de ‘cumplir’ cuando menos nominalmente con el Convenio 
169 de la oit (Organización Internacional del Trabajo), que tal vez, sin 
pensar mucho en sus consecuencias, firmó el entonces presidente Sa­
linas de Gortari, incorporando de esta forma al mencionado convenio 
como parte de la legislación que rige los actos en la República Mexi­
cana. Es cierto que este Convenio ha venido a obstaculizar la política
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gubernamental27 vertical y autoritaria seguida por el gobierno en México, 
con relación a las implantaciones de proyectos de corporaciones trans­
nacionales y del mismo gobierno, ya que establece la obligatoriedad de 
llevar a cabo una consulta “con consentimiento libre, previo e informado”.

Cabe mencionar que hasta que estas oficinas fueron creadas, prácti­
camente todas las concesiones y explotaciones mineras, hidráulicas, eó- 
licas, turísticas, y la lista sigue, tanto para corporaciones privadas como 
estatales, se habían hecho sin consultar formalmente a los usufructura- 
rios o poseedores de las tierras. Para el caso de los parques eólicos en el 
Istmo de Tehuantepec, después de que ya se habían concesionado 23 
parques sobre tierras de los pueblos originarios que habitan en la región, 
el gobierno federal instauró el proceso de “consulta” en la comunidad de 
Juchitán con relación al parque eólico denominado “Eólica del Sur”, es­
perando que éste se convirtiera en un modelo para los futuros procesos 
de consulta controlados por estas instituciones gubernamentales.

El proceso de consulta sobre Eólica del Sur: los malabares de la 
política gubernamental para im poner un megaproyecto

Varios de los integrantes de lo que posteriorm ente vendría a form a­
lizarse como el “grupo asesor” estábamos trabajando en Juchitán 
sobre varios docum entos, para “contradecir”28 los dichos sobre las 
bondades del proyecto Eólico “Eólica del Sur”, cuando para nues­
tra sorpresa nos enteram os que ya estaba program ada la siguiente

27 Conviene diferenciar los conceptos “política gubernamental” de “política pública”, 
la primera suele ser vertical, impuesta, sin participación social, la segunda debe ser concer­
tada con los diferentes actores sociales, y participativa.

28 El contradecir en la lucha agraria de México tiene un profundo significado, ya que 
eso era lo que hacían los pueblos originarios durante el Porfiriato en el siglo XIX cuando 
iban a los juzgados a defender sus tierras contra los dichos y documentos presentados por 
las compañías deslindadoras y los hacendados; en general sin mucha suerte, perdiendo 
sus tierras, para recuperarlas después de la Revolución de 191O-17. De cierta manera, 
esto es lo que están haciendo varias organizaciones de la región (la A P IID /, la APPJ, la 
USIZONI), apoyadas por su red de actores, ir a “contradecir” los dichos de las empresas 
eólicas y las instituciones gubernamentales.
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asamblea en la com unidad de Juchitán como parte de “la consulta” 
sobre este parque. Nos enteram os de ello visitando la página de la 
Sener; ahí estaba publicada la convocatoria, pero en Juchitán no se 
había difundido por ningún m edio esta asamblea. Usualmente, el 
m unicipio difunde este tipo de eventos de interés general por m e­
dio de posters, de las estaciones de radio local, del perifoneo, este 
últim o es el m edio de difusión tradicional entre la población para 
inform ar de eventos sociales, nacimientos, quince años, bodas, fa­
llecim ientos, program as de gobierno, campañas de vacunación y 
similares; mas sobre la consulta de este parque, que se llevaría a 
cabo en la Casa de la C ultura no había nada por ningún lado. Será 
cosa de la ironía; el único anuncio que había en la barda de esta casa 
era una lona que difundía un evento de unos payasos; financiado 
por “Eólica del Sur”. Esta falta de inform ación a nivel local y el no 
utilizar los m edios usuales de inform ación de la población local, 
culturalm ente apropiados, en sí m ismos descalificaban el proceso 
de consulta.

Conversando con algunos inform antes clave nos vinim os a ente­
rar que, como parte de los invitados, venía James Anaya, ex Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue­
blos Indígenas, financiado por las instituciones gubernam entales 
federales. Quienes estábamos trabajando en los docum entos arri­
ba m encionados, nos sorprendim os, ya que este personaje había 
apoyado previam ente con su presencia y argum entos la lucha de 
varios pueblos indígenas en América Latina contra la im plantación 
de m ineras a cielo abierto, y era de extrañar que ahora viniera apa­
rentem ente del lado del gobierno que había m ostrado un interés 
explícito en apoyar este tipo de im plantaciones.29

Ciertam ente James Anaya asistió a la asamblea de la consulta. A 
Ella tam bién se presentaron los posesionarios interesados en rentar

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

29 h t tp : / /unsr.jamesanaya.org/ statements/declaracion-del-relator-especial-sobre- 
los- derechos-de-los-pueblos-indigenas-al-concluir-su-visita-al-peru (consultada el 3 de 
agosto del 2015). http://www2.ohchr.org/english/issues/indigenous/rapporteur/docs/ 
GuatemalaIP16th_AUV.pdf (consultada el 3 de agosto de 2015).
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las tierras bajo su usufructo, los m aterialistas30 que trabajan con los 
parques eólicos, y los grupos de choque controlados por la presi­
dencia m unicipal entre los que destacan los taxistas agremiados a 
la ctm que tam bién habían sido utilizados en el bloqueo a la C o­
m unidad de San Dionisio del M ar (Rojas, 2O12b), así como para 
tratar de rom per las barricadas que evitaban que M areña R eno­
vables m etiera su m aquinaria para iniciar la construcción del par­
que eólico en la Barra de Santa Teresa. Además de ellos, asistieron 
representantes de instituciones estatales y federales, así como del 
municipio, y varios habitantes contrarios a esta im plantación, así 
como líderes de las organizaciones en resistencia que trataron de 
hacer oír su voz ante cuando m enos James Anaya, ya que los demás 
actores sabían de sus argum entos en contra del parque, y cada vez 
que los opositores tom aban la palabra eran recibidos con insultos, 
burlas y amenazas.31

Las asambleas de las consultas posteriores, correspondientes 
a la fase informativa prácticam ente siguieron este mismo tono: nula 
difusión local y /o  citatorio a la comunidad a la asamblea, una asisten­
cia mayoritaria de posesionarios a favor del parque, así como de 
materialistas y grupos cooptados por las empresas y el gobierno m u­
nicipal, y una participación reducida de las organizaciones opositoras, 
prácticamente unos cuantos miembros y sus líderes que trataban de 
hacerse oír y hacer valer sus argumentos.

En reuniones entre el Grupo Asesor con la Directora General 
adjunta de Evaluación de Impacto y Consulta de la Sener y el Sub­
director de Atención a Defensores de la Unidad para la Defensa de 
los Derechos Hum anos de la Segob, en la Ciudad de México. Con 
relación a la falta de información y a lo sesgado de la convocatoria 
hacia los actores a favor del parque, se nos planteó que para ellos la

30 Así se conoce a las personas que mueven materiales de construcción, tierra y de­
sechos de obras en camiones de volteo, y que se han visto beneficiados por la alta
demanda de sus servicios en la construcción de los parques eólicos.

31 Comentarios de Bettina Cruz y Rodrigo Flores sobre el ambiente en las reuniones 
de la consulta. Para observar el ambiente y los debates de las asambleas de la consulta, 
se pueden ver los videos en: https:// consultaindigenajuchitan.wordpress.com
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autoridad representativa de los habitantes de Juchitán era el presi­
dente municipal, que esta autoridad era quien debería informar y 
convocar a la p oblación a la asamblea de la consulta, que si no lo 
había hecho era su responsabilidad y que ellos como autoridades fe­
derales p oco o nada p odían hacer al respecto. Lo anterior evidencia 
que las autoridades federales pecan p or omisión, así como la sesgada 
actitud y acción del presidente municipal; p oniendo en entredicho a 
la misma consulta. Esta versión también fue p rop orcionada a Jam es 
Anaya previo a su asistencia a la asamblea de la consulta:

Fui inform ado que, contrariam ente a otros escenarios, en Juchitán de 

Zaragoza no existen, formal o m aterialmente, autoridades indígenas 

distintas a las autoridades civiles municipales, estatales o federales. En 

m ayor o m enor m edida la com unidad indígena de Juchitán tiene repre­

sentación en los tres órdenes de gobierno del Estado mexicano; las au­

toridades indígenas tradicionales no existen com o autoridades distintas 

y las organizaciones políticas representan a una com unidad Zapoteca 

políticam ente activa pero visiblem ente dividida. Lo anterior dificulta el 

proceso y  establece una situación extraordinaria en cuanto a la aplica­

ción de la obligación internacional de im plem entar la consulta.

Ciertamente, las autoridades tradicionales y las formas de toma 
de decisión comunitarias se fueron erosionando en Juchitán debido 
entre otras causas a: (i) la m odificación inconclusa del camb io en 
el tipo de tenencia de la tierra, así como de las formas asociativas y 
las autoridades derivadas de ella; (ii) la partidización de la p olítica 
electoral local; y (iii) el desvanecim iento de las autoridades tradi­
cionales debido a la p olítica corp orativa de la cocei. Este desvane­
cim iento, sin embargo, no implica que el presidente municipal y su 
cabildo concentren la toma de decisión en asuntos que van a afectar 
la vida de todos los habitantes de Juchitán p or varias generaciones. 
De cierto es que ante este tipo de p royectos, estas autoridades debie­
ran haber convocado a un cabildo abierto, y es en este cabildo que 
se debiera llevar a cabo la consulta, tal y como lo establece el C on­
venio 169 de la oit. Se entiende que para los casi 75 OOO habitantes,

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec
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estas asambleas debieran llevarse cuando menos en cada barrio con 
el fin de facilitar la participación de la población; esto pudo hacerse, 
incluso, tal y como se llega a hacer en Canadá, por medio de visitas 
domiciliarias,32 mas nada de esto se hizo, poniendo una vez más a 
esta consulta en entredicho.

El 21 de marzo del 2015, el Grupo Asesor,33 ya debidamente cons­
tituido y  con representatividad legal, presentó ante el Comité Técnico 
de la Consulta Previa, integrado por representantes de instituciones 
federales, estatales y municipales, la solicitud formal de información 
requerida para emitir una evaluación fundamentada sobre el impacto 
social, económico y ambiental en la región del Istmo por los parques 
eólicos ya en operación, y en particular por estos posibles impactos, 
en caso de construirse, del parque eólico “Eólica del Sur”. En total se 
solicitaron 36 documentos y reportes, entre ellos:

-La Manifestación de Impacto Ambiental (mía) completa con to­
dos sus Anexos y estudios técnicos complementarios previos y poste­
riores a la mía.

-Resumen unificado detallado de medidas de mitigación ambien­
tal y social y de participación comunitaria de los beneficios financieros 
o ganancias (benefit sharing).

-Manifestación de Impacto Social y Cultural.
-Manifestación de Impacto Arqueológico y autorización del Insti­

tuto Nacional de Antropología e Historia (ínah).
-Medidas para garantizar los derechos humanos (al trabajo, 

alimentario, libre tránsito, entre otros) ante el cambio de uso de suelo 
de agrícola a industrial.

-Contratos firmados entre posesionarios y el promovente.

32 Respuesta de Victoria Cole, funcionaría de la Manitoba Hydro International, a 
pregunta expresa de mi parte en el evento: “Seminario sobre Consulta a Comunidades y 
Pueblos Indígenas para el Desarrollo de Proyectos del Sector Energético”, convocado por 
la Sener, 24 de noviembre de 2015.

33 Integrado por: Alejandro Castaneira Yee Ben (ENAH), Fernando Córdova Tapia 
(Instituto de Biología, UNAM), Roberto Serafín Diego Quintana (Departamento de Eco­
nomía, UAM-X), Karen Levy (Instituto de Biología, UNAM), Scott S. Robinson (UCCS), 
Alfredo Saynes (Colegio de Posgraduados), Margarito Tapia García (UAM-I).
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-Plan de desarrollo territorial y urbano de los Municipios de 
Juchitán de Zaragoza y Espinal.

-Carpeta agraria de los ejidos y bienes comunales involucrados 
en los municipios de Juchitán de Zaragoza y Espinal.

-Documentación del Registro Agrario Nacional correspondiente al 
polígono.

-Informes de monitoreo de flora y fauna relocalizada en los 
parques en operación, y visita para observar los procedimientos de 
relocalización.

-Protocolos aplicados y la escala administrativa de estos procedi­
mientos y reportes estadísticos de colisiones, mortalidad y rem o­
ciones de fauna y flora.

Esta solicitud se hizo el 17 de marzo de 2015, no obteniendo res­
puesta formal sino hasta pasados dos meses, el 22 de mayo del 2015, 
en reunión con el pleno del Comité Técnico de la Consulta Previa, en 
donde se nos notificó verbalm ente que gran parte de la información 
solicitada p odía bajarse de las páginas de Internet de las dependencias 
gubernamentales (ya habíamos intentado hacer esto sin resultados), y 
de que el disco compacto (cd) que se nos entregaba sólo incluía la Ma­
nifestación de Impacto Ambiental (mía). En el intercambio, el G rupo 
Asesor se inconform ó con los representantes de las instituciones pre­
sentes, ya que sin esta información era difícil que pudiéramos evaluar 
los impactos mencionados, tanto regionales como locales, en el caso 
específico del parque Eólica del Sur.

El día 9 de junio de 2015, en Juchitán, en la asamblea de la consulta, 
con asistencia similar a las ya mencionadas, se decidió pasar a la fase 
deliberativa,34 sin que al Grupo Asesor se le hubiera entregado la infor­
mación mínima requerida para poder evaluar el impacto de este parque, 
así como el impacto regional de todos los parques ya en operación, y 
poder informar de esto a los asistentes a las asambleas; es decir, la con­
sulta no cumplió con el principio fundamental del “consentimiento 
libre, previo e informado”, ya que la casi totalidad de la información

Parques eólicos vs comunidades indígenas
en el Istmo de Tehuantepec

34 La consulta regida por el Convenio 169 de la OIT considera varias fases: de acuer­
dos previos, informativa, deliberativa, consultiva, y de ejecución y seguimiento.
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proporcionada a los asistentes a las asambleas provino de la propia 
empresa interesada en construir el parque y de las instituciones guber­
namentales que apoyaban esta implantación. Esta situación vino a des­
acreditar más esta consulta, que las instituciones federales de la Segob 
y Sener querían presentar como un modelo a seguir a nivel nacional.

Ante los retrasos en dar la información requerida y el interés empresa­
rial y gubernamental por dar por terminada la consulta, el Grupo Asesor 
decidió ir a campo para evaluar in situ lo reportado en la Manifestación 
de Impacto Ambiental (mía) del proyecto de Eólica del Sur, elaborando 
el “Informe del grupo asesor de las organizaciones de la sociedad civil 
en la consulta indígena en Juchitán de Zaragoza para la instalación de un 
parque eólico para la generación de 396 Mw de energía eléctrica”. En este 
detallado informe, entre otras cuestiones, se reporta lo siguiente:

Conflicto de interés

De acuerdo con la M anifestación de Impacto Ambiental (mía), el res­

ponsable de este estudio es la empresa Especialistas Ambientales, SA. de 

CV. (I.3.1). De acuerdo con el Acta Constitutiva de dicha empresa, fue 

posible determ inar que el socio fundador es el Ing. Rodolfo Lacy Tama- 

yo, actual Subsecretario de Planeación y Política Am biental de la Secre­

taría de M edio Am biente y  Recursos Naturales. Con base en lo anterior 

externamos nuestra preocupación con respecto a la independencia y  

objetividad tanto en la elaboración de la mía com o en su aprobación. El 

fundam ento central y  la única forma de asegurar que exista un procedi­

miento de evaluación de impacto am biental correcto es asegurando la 

objetividad en cada paso del proceso. La falta de independencia puede 

llevar a com eter pésimas decisiones en m ateria am biental al presentar 

una mía a m odo con el objetivo de ser aprobada y  no con el de evaluar 

los posibles impactos de un proyecto.

Afectación de la Selva Baja Espinosa

La superficie total que requieren las instalaciones perm anentes del p ro ­

yecto es de 1317554.7186 m 2... El prom ovente desglosa y  clasifica la
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superficie to tal requerida po r el proyecto y presenta  una tabla con el 

uso de suelo y la vegetación para cada uno  de los com ponen tes... 

C on base en esta inform ación es posible determ inar que el proyecto 

tiene planeado derribar toda la selva baja espinosa presente en am bos 

polígonos.

Para el caso de la vegetación que será afectada p o r la instalación 

de los aerogeneradores en el po lígono de Ju ch itán  [con relación a la 

m ía] se encon tró  un a  diferencia del 30% en la selva baja espinosa. 

T am bién se realizó la m ism a com paración  para las líneas de tran s­

m isión  y subestaciones para el po lígono de Juch itán  [ . . . ] .  En este 

caso, la d iferencia en tre  la mía y el análisis del g rupo  asesor fue de 

11.76%. C onsiderando  am bos casos, el g rupo  asesor detectó  m ayor 

p resencia  de selva baja esp inosa en un  41.7% que la que se rep o rta  

en la m ía .

Como se puede comprender, la mía fue llevada a cabo por un 
despacho cuya cabeza es un alto funcionario de la Semarnat, esto es 
un claro ejemplo del nepotism o imperante en este tipo de estudios, 
donde parte del equipo del funcionario trabaja en despachos por 
fuera de la institución y ‘gana’ las licitaciones para hacer estudios a 
modo; además de increm entar los ingresos extra- institucionales del 
funcionario. Este hecho en sí mismo, por el claro conflicto de intere­
ses descalifica a la mía y exige que se reponga esta evaluación que de­
biera ser elaborada por conocedores del tema imparciales y en total 
autonom ía de los interesados. Por otra parte, las inconsistencias de la 
mía llevada a cabo por Especialistas Ambientales, sa de cv, eviden­
ciadas con base en el estudio en campo llevado a cabo por miembros 
del Grupo Asesor, son de tal magnitud que en sí mismas debieran 
frenar el proceso tendiente a la aprobación y futura construcción de 
este parque. Estas inconsistencias fueron formalmente comunicadas 
en un escrito al Comité Técnico de la Consulta Previa, obteniendo 
como respuesta que sus integrantes apresuraran la aprobación del 
parque en el proceso de consulta.

En la sesión del prim ero de agosto de 2015 de la consulta, quie­
nes fueron convocados a ella, fundam entalm ente actores locales a

Parques eólicos vs comunidades indígenas
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favor del parque, aprobaron esta implantación a pesar de que: (i) la 
información generada por el grupo asesor no llegó a ser m ostrada 
en las asambleas de la consulta, y, por lo tanto, quienes participa­
ban en ella, no la consideraron en su tom a de decisión; (ii) no se 
difundió este proceso entre toda la población y se restringió esta 
difusión a los actores que estaban a favor del parque; (iii) se acarreó 
a las sesiones de la consulta a grupos de choque controlados por la 
presidencia municipal; y (iv) la consulta ni fue previa, ni tom ó en 
cuenta la información ya disponible como la generada por el Grupo 
Asesor, ni fue con consentim iento de una población, que ni siquiera 
fue ampliamente convocada a participar por los medios de difusión 
culturalm ente apropiados como son la radio y el perifoneo, entre 
otras cuestiones. Y más aún, todo el tiem po estuvo controlada, por 
los representantes de la Sener y Segob y por el presidente municipal, 
sin que fuera la sociedad civil, debidam ente organizada quien tom a­
ra este proceso en sus manos. La dificultad de lograr la participación 
de cerca de 75OOO habitantes, por compleja que parezca, de acuerdo 
al Convenio 169 de la oit era una prem isa fundam ental para legiti­
mar este proceso.

Así las cosas, y habiendo sido aprobada la implantación del par­
que eólico Eólica del Sur en tierras de la com unidad de Juchitán, en 
un proceso de consulta m uy irregular, y con base en una mia ela­
borada por un despacho que presenta serios conflictos de interés, 
y cuyos resultados adolecen de veracidad, mismos que derivan en 
un sesgo tendiente a ocultar la m agnitud del impacto ecológico y 
social de este parque, a las organizaciones de la a piid 7  y la appj no 
les quedó otro camino que recurrir a los tribunales nacionales para 
tratar de parar esta implantación; evidencia dura y suficiente existe, 
falta ver la respuesta que den estas instancias jurisdiccionales.

Este recuento de hechos, invita a reflexionar sobre qué actores, en 
qué instancias y de qué manera, se está o no se está produciendo una 
gobernanza y una política pública en las comunidades y municipios en 
el Istmo de Tehuantepec, en algunos casos muy a pesar y en contra de 
los discursos e intereses de las autoridades gubernamentales munici­
pales, estatales y federales.
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Reflexiones sobre el devenir de los usos y  costumbres, 
la goberanza, los actores involucrados y  sus estrategias

Las experiencias relatadas en este trabajo permiten derivar reflexiones 
con relación al control territorial, a las formas de toma de decisión y 
de gobernanza, y a las posibilidades de generar una política pública 
en las comunidades y en los gobiernos locales.

El caso de la agencia municipal de Álvaro Obregón es similar a 
los municipios de San M ateo del Mar, San Dionisio del M ar y Santa 
María Xadani;35 en todos ellos sus pobladores han retom ado o refor­
zado la tom a de decisión por usos y costumbres en asambleas comu­
nitarias, han rescatado del desván a los consejos de ancianos, y han 
elegido a sus autoridades en asambleas, excluyendo de este proceso 
a los partidos políticos. Esta forma de elegir a sus autoridades, para 
las comunidades del Istmo mencionadas, es legítima, aunque no sea 
legal ante el Consejo Estatal Electoral debido a la negativa (en los 
hechos) de esta institución a otorgar este derecho, salvaguardado en 
la Constitución del estado de Oaxaca. Esta forma de elegir a sus au­
toridades les está perm itiendo m antener control de su vida política 
por m edio de la autodeterminación.

Ciertamente, los procesos de cambio político y de gobernanza de 
estas comunidades reclaman una respuesta, una negociación concer­
tada con los gobiernos municipales, estatales y federales. Estas ins­
tancias de gobierno, sin embargo, sólo parecieran estar interesadas 
en prom over y apoyar la implantación de megaproyectos de corpo­
raciones transnacionales, entre ellos los parques eólicos, y es en este 
sentido que se acercan y tratan de convencer, coaccionar, corrom per 
a los pobladores y a las autoridades de comunidades como las aquí 
presentadas. Así las cosas, más allá de las agencias municipales y en 
contados casos los mismos municipios como los casos de San D io­
nisio del Mar, San M ateo del M ar y Santa María Xadani, no puede 
darse una gobernanza con niveles superiores de gobierno, que por 
definición debe ser participativa y concertada. Aquí cabe retom ar la

Parques eólicos vs comunidades indígenas
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35 Por problemas de espacio estas experiencias no se tratan en este trabajo.
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definición que sobre gobernanza da Ricardo Jiménez (2015), que 
evidencia en sí misma tanto las fortalezas de los casos arriba m encio­
nados como las carencias que se manifiestan en la forma de manejar 
la política local de parte de las autoridades en el municipio de Juchi- 
tán de Zaragoza, del gobierno del estado de Oaxaca y de las institu­
ciones federales que han intervenido en el devenir de la implantación 
de la energía eólica en el Istmo:

G obernanza — desde un  enfoque norm ativo—  es el esquem a socio- 

político en el que distintos actores sociales, gubernam entales y no 

gubernam entales, en las diversas arenas locales discuten y deciden en 

conjunto sobre los asuntos públicos (no agotados en el ám bito gu ­

bernam ental), y donde los derechos ciudadanos, la transparencia y la 

rendición de cuentas resultan centrales para lograr un esquem a con­

sensuado hacia el b ien  com ún (p - g. 12 ).

Lo que sí se está dando en comunidades como Álvaro Obregón, 
y en los municipios de San Dionisio del Mar, San M ateo del M ar y 
Santa María Xadani, es un proceso de dignificación de la vida co­
munitaria y municipal, en el que los pobladores y  sus autoridades, 
por autodeterminación, han ido retom ando sus prácticas y acciones 
de gobernanza en sus propias manos, produciendo y reconfigurando 
espacios de debate y de toma de decisión; eligiendo a sus autoridades 
por usos y costumbres derivados del desván de la historia, y gene­
rando instituciones y prácticas sociales cotidianas que les perm itan 
regular, norm ar y proteger su devenir comunitario.

Lo anterior se asemeja al concepto inglés de “devolution”, que 
en español sería como regresar funciones en térm inos de decisión 
y ejecución que históricam ente fueron usurpadas por los gobier­
nos federales, estatales y municipales, según el caso; incluso en los 
casos en que nunca las hayan podido ejercer (Kettl, 2000). Este 
enfoque considera dejar que m uchos asuntos barriales, com unita­
rios, municipales y regionales sean m anejados de form a autónom a 
por las autoridades, asambleas y actores sociales de esos niveles. 
La devolución significa el estado más avanzado de asumir una
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gobernanza en donde la decisión, acción y el pensam iento; la crea­
tividad, recaigan en el pueblo. Esto conlleva a la autonom ía, enten­
dida ésta como el derecho a la libre determ inación que tienen las 
com unidades y grupos sociales para ejercer su capacidad de deci­
sión sobre sus formas de gobierno, así como definir las m aneras de 
organizarse política, social, económ ica y culturalm ente. Asimismo, 
el ejercicio de la autonom ía se expresaría territorialm ente, ya que 
es en el espacio físico donde se realiza la tom a de decisiones, la 
ejecución de acciones, la adm inistración de recursos y la recreación 
de identidades (Borja, 2OO3). Eso es lo que han estado haciendo 
com unidades como Álvaro Obregón, San Dionisio del Mar, Santa 
M aría Xadani, San M ateo del Mar.

C ontrario a estas experiencias, en el caso de la cabecera muni­
cipal de Juch itán de Zaragoza, antes de la cocei existía la figura 
del Xuana de barrio, al ganar esta organización la presidencia mu­
nicipal p or la vía electoral en 1980, esta autoridad tradicional fue 
sustituida p or com ités del barrio, m ism os que fueron absorb idos 
como parte de la estructura de cont rol p olítico de la p oblación de 
la cocei, dejando de cumplir funciones de conciliación, concerta- 
ción, organización y acción ciudadana. Así, paradójicam ente, los 
cargos y  los usos y costumbres que cumplían las funciones ante ­
riorm ente señaladas, fueron suplantados p or ot ros, en principio 
más participativos, más colectivos, que sin embargo fueron pervir­
tiéndose, acom odán dose paulatinam ente a los intereses de cont rol 
p olítico de la cocei, que en un principio ten ía entre sus banderas 
de lucha la defensa de esos m ism os usos y costumbres (Raymundo 
Regalado Jim énez, líder de la appj, 14 de agosto de 2015).

Este debilitamiento de las instancias tradicionales de regulación y 
de toma de decisión social en manos de la sociedad civil, vino a deri­
var en una vulnerabilidad social ante implantaciones como las que se 
han estado dando con los parques eólicos, debido a que las autoridades, 
instituciones y espacios de toma de decisión de antaño, en lugar de for­
talecerse en el devenir, fueron obliteradas por los intereses políticos de 
quienes se encumbraron en el poder local, por medio del arrastre polí­
tico de una organización considerada por muchos en sus inicios como
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una alternativa más participativa, democrática e ideológicamente de 
izquierda. Son, sin embargo, los dirigentes de esta organización, deveni­
dos en políticos: presidentes municipales, síndicos, agentes municipales, 
diputados locales y federales, entre otros, quienes se han puesto del lado 
de las corporaciones transnacionales que están implantando los parques 
eólicos, desposeyendo en los hechos de la territorialidad y de la autono­
mía a los pobladores de la región.

La experiencia de los gobiernos municipales de la cocei en Ju- 
chitán de Zaragoza pudiera considerarse como una gobernabilidad 
relativamente exitosa, debido a que como camarilla política han de­
mostrado capacidad de gobernar, de mantenerse en el poder, de haber 
ido enajenando, desposeyendo de las instituciones, de los usos y cos­
tumbres que permitían cierta autonomía en la toma de decisión a los 
pobladores de la cabecera municipal y, por medio de ello, de mantener 
un control político y electoral por medio del clientelismo político, de 
los dones36 y de la reciprocidad negativa,37 de la cooptación del voto, 
en esencia, de mantener el poder político por medio de unas relacio­
nes de dominación hacia los habitantes matizadas por favores, dádivas, 
dones hacia quienes logran enrolar en su red clientelar, por violencia 
simbólica38 hacia toda la población, dejando en claro los posibles ries­
gos y el escaso espacio para maniobrar de quienes se confronten con

36 En esencia, “el don” o regalo es una propuesta de Marcel Mauss (1923-24) que trata de 
explicar las relaciones que se dan entre distintos actores en las que el intercambio de bienes y 
servicios forma parte de una mediación con el fin de establecer alianzas. En este intercambio 
se resignifican y resimbolizan códigos de reciprocidad, dónde recibir un regalo, un servicio, 
un apoyo, coloca al recipiente en una deuda moral, y al otorgante en una superioridad moral.

37 Claudio Lomnitz (2OO5) plantea siguiendo a la propuesta de Marshall Sahlins (1963), 
que la reciprocidad, cuando es equitativa, implica la intención de dar algo esperando algo 
similar en retorno; tal es el caso de las celebraciones: bautizos, quince años, bodas, sepelios 
en el Istmo de Tehuantepec. Mas cuando es negativa, como es el caso de los parques eóli­
cos, cuando menos uno de los actores tiene la intención de tomar algo impunemente, dando 
nada o muy poco a cambio, en una relación asimétrica, sumamente inequitativa.

38 Para Pierre Bourdieu (1997) la violencia simbólica se ejerce cuando los discursos, 
prácticas, conocimientos y capacidades, alianzas, coerción, represión, y violencia explícita 
son empleadas para establecer una relación de dominación; misma que suele presentarse 
al sometido y ante la opinión pública como un “don”, como una reciprocidad generalizada.

224



ellos y, en casos extremos, por violencia física, donde la vida misma de 
quienes se oponen a ellos está en riesgo.39

Ciertamente, la élite política coceista en Juchitán no actúa sola o 
aislada, sino que está ensamblada a toda una red de actores que se ha 
estado conformando a favor de los parques eólicos. En esta red están 
enroladas las mismas empresas eólicas, sus financieras, las fábricas 
de los aerogeneradores, los materialistas que mueven materiales de 
construcción, tierra y cascajo, los interesados en arrendar su tierra, 
las autoridades del gobierno del estado y el mismo gobernador que 
es presionado a su vez por los funcionarios de las instancias federales 
y por el mismo presidente de la República a apoyar a estas empresas, 
incluso, en contra de los intereses de las comunidades y de sus p o ­
bladores campesinos e indígenas; considerados por muchos de ellos 
como atrasados, atávicos y hasta dispensables.

La red es amplia, parte desde lo local, muy local, hasta funcionarios 
de corporaciones transnacionales, instituciones financieras suprana- 
cionales y gobiernos de países metrópoli interesados en apoyar las es­
trategias económicas y políticas de las corporaciones transnacionales, 
cuyas matrices están enraizadas en sus territorios. Toda esta red es la 
que enrola:40 seduce, involucra, hace cómplice y en ocasiones colude y 
corrompe a otros actores ensamblados a la red.

Parques eólicos vs comunidades indígenas
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39 Un ejemplo es el reporte de Leticia Díaz (2012) sobre las amenazas de muerte 
que recibiera Bettina Cruz de la A P IID /, mismas que la obligaron a salir de la región 
por un tiempo.

40 Michel Serres (1987) plantea una propuesta comunicativa que se fundamenta en 
procesos de traducción, enrolamiento y desplazamiento. La traducción se refiere a las es­
trategias por medio de las cuales los actores tratan de hacerse indispensables por 
medio de la comprensión del escenario así como de sus prácticas y su comportamiento, así 
como los de los otros actores con los que interactúan; “volverse sobre lo uno para co­
nocer lo otro y viceversa”. Lo central en la traducción es lograr imponer su voluntad sobre 
otros; cuestión relacionada con las relaciones de poder y dominación; donde el poder 
es concebido como un proceso multilateral producido mediante la agregación de nu­
merosas voluntades: es en esencia una consecuencia y no una causa de la acción colectiva. 
El “enrolamiento” se refiere a las prácticas y estrategias mediante las cuales un actor trata 
de influir en otros para hacerlos adeptos a sus discursos e intereses. El “desplazamiento” es 
el proceso mediante el cual un actor en la red logra que otros actores intervengan a su favor.
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El proceso de consulta sobre el parque de Eólica del Sur en tierras 
de Juchitán de Zaragoza, coordinado por la Sener y Segob, y contro­
lado localmente por la presidencia municipal, es un buen ejemplo 
de la eficacia de estas redes de cooptación y clientelismo político de 
las autoridades de los distintos niveles político-administrativos, en­
rolando a favor de los intereses de las corporaciones transnaciona­
les a una multiplicidad de actores locales, al tiem po que se excluye, 
deslegitima, criminaliza y persigue a los actores contrarios a estos 
intereses. Un proceso de consulta que debiera ser con información 
previa a los involucrados, aportada tanto por la empresa interesada 
en invertir, como por las instituciones gubernamentales y, cabe en­
fatizar, por organizaciones de la sociedad civil (ose) como Cemda, 
Fundar y el grupo de asesores ya mencionado, se pervierte, dados los 
intereses de estas empresas y de las instituciones gubernamentales 
excluyendo a estas o se , no otorgándoles la información solicitada y 
no abriéndoles espacios para aportar su información y nutrir con ella 
el debate y la tom a de decisión.

Más aun, la evaluación sobre la mía del parque de Eólica del 
Sur, elaborada por el grupo asesor, no fue tom ada en cuenta ni en 
la consulta ni por las autoridades competentes, cuando que en ella 
se denuncia, con docum entos probatorios, el conflicto de intereses 
debido a que el despacho que llevó a cabo esta mía tiene por cabeza 
al actual subsecretario de Semarnat y, más aún, cuando con datos 
duros se dem uestra que esa mía presenta información tergiversada 
para favorecer a este proyecto, y  que el impacto ambiental propues­
to y explícito en ella es realmente de tierra arrasada, no dejando un 
árbol en pie.

Todo lo anterior pareciera sugerir que la estrategia de comunidades 
como las aquí mencionadas no debiera transitar por el camino con­
trolado por las instituciones gubernamentales como lo es el proceso 
de consulta como el llevado a cabo en Juchitán de Zaragoza, y que es 
mejor transitar hacia el rescate y fortalecimiento de instituciones de 
gobernanza local como lo son el consejo de ancianos, la policía comu­
nitaria y las autoridades locales elegidas en asamblea, y no a través de 
la mediación de los partidos políticos.
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Empresas sociales y organizaciones civiles con 
las energías renovables, solar fotovoltaica de 

autoconsumo y eólica en el sector rural de México

Roxana Muñoz Hernández

Introducción

Las empresas sociales, las organizaciones civiles (oc) y las empresas 
privadas comprometidas con las energías renovables, solar fotovoltaica 
(fv) y eólica enfrentan dos escenarios diferentes en México. Por un lado, 
aunque la situación geográfica de México es favorable para el desarrollo 
de la energía solar fv no existe un aprovechamiento alto de este recur­
so en la producción de energía eléctrica. Sin embargo, la instalación de 
paneles solares fv para el autoconsumo eléctrico es una alternativa eco­
nómica para las viviendas y escuelas rurales que no han tenido acceso a la 
electricidad (seis millones de personas, Asociación Nacional de Energía 
Solar). El campo organizacional de la energía solar fv es heterogéneo: 
están participando microempresas, empresas sociales, oc, empresas 
privadas nacionales, transnacionales de España y los proveedores de la 
República Popular China, entre otros. Por su parte, el campo organi­
zacional de energía eólica para producir electricidad en México es más 
homogéneo: se encuentra concentrado principalmente en los proyectos 
de las empresas transnacionales de España, Australia, Estados Unidos 
y Japón, administrados por las o c  que las representan en México. Las
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empresas internacionales trabajan en México sobre todo en el sureste 
mexicano en el sector rural, en Oaxaca y en la península de Yucatán, que 
tienen un fuerte potencial eólico.

En el campo organizacional de energía solar fv, las empresas sociales y 
las organizaciones civiles están trabajando en espacios abandonados de las 
políticas públicas y sociales del gobierno mexicano en el sector rural como 
la electrificación. Estas organizaciones orientan sus programas a la aten­
ción de comunidades que no han tenido electricidad en sus viviendas y en 
sus escuelas, con tecnología solar mexicana de bajo costo y con programas 
de microcréditos. Consideramos esta alternativa más apropiada para en­
frentar el cambio climático, con la descentralización no sólo de la energía 
eléctrica sino también del poder político y de la riqueza con la participa­
ción de organizaciones civiles, empresas sociales y microempresas (Klein,
2015). En el campo organizacional de la energía eólica participan princi­
palmente las empresas transnacionales y algunas empresas nacionales 
con megaproyectos con frecuencia impuestos a los territorios indígenas 
y campesinos amparados con la reforma energética. Los programas de 
responsabilidad social en este campo toman la forma de fideicomisos, y de 
la subvención a los recibos de la luz de los afectados, sin tomar en cuenta al 
desarrollo de las comunidades rurales. Las comunidades rurales han sido 
afectadas fundamentalmente en dos derechos básicos: el derecho a la li­
bre determinación y el derecho al territorio. En el primero se reconoce 
su libertad para decidir los caminos que les permitan desarrollar su pro­
yecto histórico de vida. El segundo se refiere a la relación con la tierra que 
ocupan, en particular los aspectos colectivos de esa relación.

Las preguntas de investigación de este artículo son:
¿Cuáles son las estrategias de responsabilidad social que han desarro­

llado las empresas sociales en la instalación de paneles solares fv para el 
autoconsumo eléctrico en las viviendas y escuelas del sector rural?

¿Por qué es importante que los programas de responsabilidad so­
cial relacionados con la energía solar fv de autoconsumo en el sector 
rural incorporen la educación financiera?

¿Cuáles son las estrategias de responsabilidad social que las empre­
sas transnacionales eólicas han desarrollado en las comunidades rurales 
afectadas por los parques eólicos?
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¿Cuáles son las características de la administración que realizan 
las o c  que representan a las empresas transnacionales eólicas en las 
comunidades rurales?

En un prim er apartado vamos a tratar de aproximarnos a la dis­
cusión teórica sobre la responsabilidad social organizacional (rso). 
Un segundo apartado describe la situación de la energía solar fv 
y eólica en México enfatizando el escaso desarrollo de las energías 
renovables en México dentro del contexto del cambio climático. Un 
tercer apartado está dedicado a analizar las estrategias de respon­
sabilidad social de las empresas sociales en relación con la energía 
solar fv de autoconsum o en el sector rural. En este apartado tam ­
bién agregamos una descripción de la responsabilidad social de las 
empresas transnacionales eólicas y de la adm inistración de las o c  
que las representan en México. Finalmente presentam os las conclu­
siones y la bibliografía.

En la investigación que dio origen a este texto se aplicó la m eto­
dología cualitativa. Se refiere “en su más amplio sentido a la inves­
tigación que produce datos descriptivos: las propias palabras de las 
personas, habladas o escritas, y la conducta observable” (Taylor y 
Bogdan, 19S7, p. 31). La información que aparece en este artículo 
se recopiló mediante entrevistas grabadas y notas de campo. Se apli­
caron entrevistas en dos organizaciones. La primera es una empresa 
social que tiene también la razón social de una organización civil. En 
esta empresa se entrevistó al encargado de mercadotecnia. La segun­
da es una organización civil que representa los intereses de algunas 
empresas transnacionales eólicas en el sureste mexicano. En este caso 
las entrevistas estuvieron dirigidas al gerente responsable de esta or­
ganización civil. Las dos organizaciones tienen sus oficinas centrales 
en la Ciudad de México, lugar donde se realizaron las entrevistas por 
mis estudiantes de la licenciatura en Adm inistración1 del módulo 
quinto de la uam Xochimilco durante los años de 2014-2015.

Empresas sociales y organizaciones civiles
con las energías renovables

1 Contreras, Juan Manuel; Lecona, Gloria; Ortega, Ernesto; Rivera, Leonardo; Vega, 
Claudia; Jiménez, Daniela; Morales, Miriam; Miranda, Berenice; Trejo, Cristian; Cortez, 
Adolfo; García, Michelle; González, Daniela; Magaña, Néstor; Sánchez, Ilse.
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1. La Responsabilidad Social Organizacional ( r s o )

Existen diferentes teorías que están tratando de explicar el nuevo ras­
go de las empresas sobre la responsabilidad social. (Montaño, 2014). 
Nuestra reflexión sobre la responsabilidad social se acerca a la corriente 
analítica del institucionalismo sociológico (Powell y DiMaggio, 1999, 
p. 106). Para los autores mencionados la homogeneidad de las formas 
y prácticas organizacionales, como la responsabilidad social, surge de 
la estructuración de los campos organizacionales. El cambio organiza­
cional ocurre, nos dicen, como resultado de procesos que hacen a las 
organizaciones más similares, aunque no necesariamente más eficien­
tes. En su artículo clásico de la Jaula de Hierro, los autores desarrollan la 
unidad analítica de los campos organizacionales que se refiere a “aque­
llas organizaciones que, en conjunto, constituyen un área reconocida 
de la vida institucional: los proveedores principales, los consumidores 
de recursos y productos, las agencias reguladoras y otras organizaciones 
que dan servicios o productos similares”. El proceso de institucionaliza- 
ción de un campo consiste en cuatro etapas: “un aumento en el grado 
de interacción entre las organizaciones en el campo, el surgimiento de 
estructuras interorganizacionales de dominio y de patrones de coali­
ción claramente definidos, un incremento de la carga de información de 
la que deben ocuparse las organizaciones que participan en un campo, 
y el desarrollo de la conciencia de los participantes de un conjunto de 
organizaciones de que están en una empresa común”. Identifican tres 
mecanismos por medio de los cuales ocurre el cambio institucional 
isomorfo, a saber: “el isomorfismo coercitivo, que se debe a influencias 
políticas y al problema de la legitimidad; el isomorfismo mimético, que 
resulta de respuestas estándares a la incertidumbre, y el isomorfismo 
normativo, asociado a la profesionalización”.

O tra corriente analítica que nos aproxima a la complejidad de la 
responsabilidad social en las empresas son las redes de gobernanza 
(Luna, 200S, p. 343), “que se crean para atender problemas o áreas de 
política que, dada la complejidad o nivel de conflictualidad, no pueden 
ser procesados por los canales institucionalizados de coordinación so­
cial y de toma de decisiones”.
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Las redes de gobernanza con frecuencia son promovidas por los 
gobiernos y cuentan con la participación de expertos en la materia. “La 
literatura se refiere a los miembros como ‘participantes’ que tienen un 
interés en el problema en cuestión (stake-holders) y a los que tienen co­
nocimiento sobre el problema (knowledge-holders), para distinguirlos 
de los representantes en el sentido estricto del término (right-holders)”.

Un aspecto poco explorado en el análisis de la rso es que con fre­
cuencia estas prácticas se llevan a cabo con la acción conjunta de em­
presas, gobierno y organizaciones civiles. Los tres actores mencionados 
participan conjuntamente en la toma de decisiones sobre la rso en al­
gunos campos como el de la reforestación en México (Muñoz, 2015). 
Establecen entre ellos diversos tipos de relaciones que van desde las re­
laciones de alianza, clientelares hasta la coalición de intereses.

La rso se refiere en su sentido más amplio a un conjunto de prác­
ticas de las organizaciones, basadas en valores éticos y en el respeto 
hacia los empleados, las comunidades y el medio ambiente. La rso se 
puede analizar con relación a las prácticas éticas con los empleados, 
con los productos y los servicios que ofrecen, y también en lo que
respecta a las prácticas de las organizaciones como el desarrollo social 
de las comunidades y con el medio ambiente. En este artículo sólo 
se analizará la aplicación de las prácticas de desarrollo social de las em­
presas y las organizaciones civiles en el campo de la energía solar fv de 
autoconsumo y eólica en las comunidades rurales en México.

Más tarde las organizaciones empezaron a considerar que los pro­
gramas de rso les daban rentabilidad financiera y legitimidad para 
fortalecer su p osición de mercado frente a sus competidores. También 
mejoraron su imagen ante sus clientes y proveedores. Así fue como la 
rso se convirtió en un valor de marca para las grandes y medianas orga­
nizaciones que alcanzaron los estándares de las diversas certificaciones.

Paralelamente a las prácticas de rso se elaboraron diversos indi­
cadores para evaluarla, como el iso 26000 y los 120 indicadores que 
desarrolló en México el Centro Mexicano para la Filantropía (Cemefi) 
en cuatro áreas: cuidado y preservación del medio ambiente, ética em­
presarial, calidad de vida en la empresa y vinculación con la comuni­
dad. Cemefi entrega cada año la certificación de “Empresa Socialmente

Empresas sociales y organizaciones civiles
con las energías renovables
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Responsable” a las organizaciones que alcanzan los estándares estable­
cidos en las áreas mencionadas. Sin embargo, en el medio académico 
se ha cuestionado la validez de los indicadores que se aplican indis­
tintamente sin considerar las diferencias entre las organizaciones. A 
continuación presentamos en el Cuadro 1 el número de empresas so­
cialmente responsables certificadas por Cemefi.

Cuadro 1
Certificación  de esr® por el Cemefi

A ño N úm ero de em presas

2001 17

2006 124

2014 180

Fuente: Elaboración propia con base en datos obtenidos [h ttp ://cem efi.org /].

La participación de las organizaciones en las prácticas de la rso en 
México es mínima. Ha sido adoptada p or las grandes empresas nacionales 
como Grup o Bimb o y Telmex, entre otras, y p or algunas medianas como 
Ilumexico, Nutresa, Grupo Editorial, Todo de Cartón, Grup o Mundo, 
entre otras, y p or empresas transnacionales que trabajan en México como 
Bancomer, D ow Chemical, Grup o M odelo y el Grup o Coca Cola.

El prestigio que confiere la certificación que otorga el Cemefi cons­
tituye un plus en la competencia para determinados mercados. Con la 
idea de que la certificación tenga un valor de mercado, se plantea ir ba­
jando en la pirámide de las empresas, hasta lograr que las pequeñas y me­
dianas empresas (Pymes) tramiten su obtención (Gordon, 200S, p. 74).

La baja participación de las organizaciones en las estrategias de rso 
en México y los países latinoamericanos, con excepción de Brasil, puede 
deberse a que, “por un lado, se piensa que la rso aumenta los costos de 
operación de las empresas, haciéndolas perder competitividad frente a 
sus competidores internos y externos. Por el otro, no se alcanza a percibir 
la contribución que la rso puede hacer a la rentabilidad de las empresas 
y, mucho menos, el posible efecto de protección frente a la competencia 
desleal en los mercados globales” (Solís, 200S, p. 22S).
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2. La energía solar fotovoltaica

Empresas sociales y organizaciones civiles
con las energías renovables

En nuestro país, la falta de información, de incentivos fiscales y de 
marco regulatorio adecuado ha provocado que el aprovechamiento 
de la energía renovable ha estado casi restringido a la generación hi­
droeléctrica y que el uso de otras fuentes de energía renovable (solar 
fv, eólica, geotérmica y bio combustible) representen menos del cua­
tro por ciento. Agregamos a continuación la tabla referida al número 
de centrales en México de generación eléctrica de energías renovables 
en 2013, donde podemos apreciar el predominio de la energía hidráu­
lica sobre la eólica y la solar.

Cuadro 2
N úm ero de centrales, capacidad instalada y generación  eléctrica 

m ediante energías renovables en México

Fuente: Inventario Nacional de Energías Renovables (2014).
Comisión Federal de Electricidad, p. 25.
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La energía solar es la energía que se produce en el sol debido a la con­
tinua reacción termonuclear que en su interior se lleva a cabo a tempera­
turas de varios millones de grados. El sol es el principal precursor de los 
procesos naturales como la fotosíntesis de las plantas, la formación de las 
nubes, las lluvias entre otros y el origen de otras fuentes de energía reno­
vable, como el viento, las olas o la biomasa (web, Secretaría de Energía).

La energía solar puede ser aprovechada p or m edio de dos formas 
de tecnologías de conversión : fotovoltaicas y foto térmicas. La ener­
gía solar fv es la que se aprovecha de la energía del sol para generar 
electricidad con base al fenómeno fotoeléctrico, a través del cual los 
dispositivos (celda fotovoltaica) fabricados con semiconductores son 
capaces de convertir la luz del sol en electricidad.

2.1. Sistemas aislados de autoconsumo de energía solar f v

Los sistemas aislados de autoconsumo difieren de los sistemas de cone­
xión a red en que la energía generada es consumida en el mismo punto 
de generación por el receptor. Los sistemas aislados son una alterna­
tiva para disponer de energía eléctrica en lugares donde no hay redes 
de transmisión eléctrica o bien la calidad del suministro es deficiente. 
Estas instalaciones se conectan directamente al punto de consumo y la 
energía generada es por tanto directamente consumida.

La autogeneración es cada vez más una alternativa económica a los 
elevados costes que presenta la energía eléctrica en el mercado. Permite 
disponer de suministro eléctrico de los paneles solares a un precio me­
nor que el del mercado y evita la dependencia de un suministrador de 
energía (Información recuperada en http://iberosolar.com /). En este 
artículo sólo nos referiremos a la energía solar fv de autoconsumo. 3

3. La energía eólica

La energía eólica se obtiene a partir de la energía cinética del vien­
to generada por el movimiento de las corrientes de aire ocasionadas
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por el calentamiento no uniforme de la Tierra (web, Secretaría de 
Energía).

Desde hace siglos, el ser humano ha aprovechado la energía eólica 
para diferentes usos, molinos, transporte marítimo mediante barcos 
de vela, entre otros, pero es en la actualidad cuando su uso es casi ex­
clusivo para la obtención de electricidad.

Las turbinas eólicas o aerogeneradores son los dispositivos que trans­
forman la energía cinética del viento en energía mecánica para impulsar 
un generador eléctrico. En México están funcionando 31 parques eóli- 
cos en toda la República, 26 de ellos en Oaxaca. Este último se mantiene 
como el estado con más parques eólicos pero hay nuevas áreas con po­
tencial en Yucatán, Tamaulipas, Nuevo León, Coahuila, Baja California y 
Sonora con excelente viento y con buenos factores de planta. En seguida 
se presenta la tabla sobre el potencial eólico por estado en México en 
2013, donde se aprecia el potencial del estado de Oaxaca.

Empresas sociales y organizaciones civiles
con las energías renovables

Cuadro 3
Potencial eólico aprobado p o r estado

Estado N° de 

Sitios

Capacidad 

instalada (mw)
Potencial de 

generación  (Gwh/a)

Baja California 3 52S.S0 1621.S5

Chiapas 1 10.00 27.00

Coahuila 3 550.60 1933.90

Nuevo Leór 2 37S.00 990.00

Oaxaca 9 1175.45 4387.48

Puebla 1 66.00 243.69

San Luis Potosí 1 200.00 620.00

Sonora 1 1.S0 6.70

Tamaulipas S 499.70 1664.20

Veracruz 1 40.00 126.00

Total general 30 3450.35 11,620.82

Fuente: Inventario Nacional de Energías Renovables (2014).
Comisión Federal de Electricidad, página 44.
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En esta parte vamos a destacar las estrategias de responsabilidad so­
cial de una empresa social con el apoyo de las entrevistas realizadas en 
la Ciudad de México en 2014. Así como las actividades de la o c  que 
representa a las empresas transnacionales eólicas en el sureste mexicano.

4. Energía solar fotovoltaica de autoconsum o en el sector rural

4 .1  G o b iern o

En México existen algunos p rogramas gubernamentales que han 
permitido instalar sistemas fotovoltaicos en zonas rurales del país. 
Desafortunadamente, estos esfuerzos aislados o programas como el 
de Firco -Sagarpa desde 1994 fomentados p or instituciones externas 
como el Banco M undial, no han originado una p olítica nacional que 
fomente el uso de sistemas solares fotovoltaicos (web, Asociación Na­
cional de Energía Solar). Agregam os a continuación las centrales 
fv en México, donde p odemos apreciar que predomina el sector priva­
do (concentrado en La Paz, Baja California Sur) en la p roducción de 
energía solar fv en 2013.

Cuadro 4
Centrales fotovoltaicas en operación en el país

Nombre Municipio Estado
Inicio de 

operaciones
Productor

Capacidad
instalada

( m w )

Santa Rosalía Mulegé Baja California 
Sur 12/10/2012 CFE 1.00

Cerro Prieto Mexicali Baja California 30/01/2013 CFE 5.00
Autoabastecimiento

renovable Aguascalientes Aguascalientes 17/03/2011 Privado 1.00

Servicios Comerciales 
de Energía La Paz Baja California 

Sur 01/11/2013 Privado 38.75

Celulosa y Papel del 
Bajío Leór Guanajuato 01/12/2013 Privado 0.57

Fuente: Inventario Nacional de Energías Renovables (2014).
Comisión Federal de Electricidad, p. 26.
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En el camp o organizacional de la energía solar fv en México están 
participando : m icroempresas, empresas sociales, organizaciones civi­
les, empresas transnacionales españolas, p roveedores de la República 
Popular China, la Secretaría de Energía, la Asociación Nacional de 
Energía Solar, Cemefi y la red ambiental, entre otros. Es de destacar 
que las empresas transnacionales españolas dedicadas a la energía so ­
lar, que trabajan en México, tienen establecidos en sus países de origen 
p rogramas de responsabilidad social que no aplican en nuestro país. 
En los países desarrollados la rso se ha institucionalizado, en normas 
de observancia obligatoria (isomorfismo coercitivo), como resultado 
de la presión social y la movilización de las organizaciones de la socie­
dad civil en defensa del m edio ambiente y de los derechos humanos.

Las empresas sociales, las organizaciones civiles y el gobierno 
construyen redes de gobernanza para aplicar los programas de res­
ponsabilidad social. Así vemos que los gobiernos de los estados de 
Oaxaca, Guerrero, Campeche y Quintana Roo, Chiapas y Veracruz, 
así como la Secretaría de Energía participan en la toma de decisiones 
con las empresas sociales y organizaciones civiles en sus programas de 
responsabilidad social. Especialmente en lo que respecta a la instala­
ción de paneles solares con tecnología solar de bajo costo y con micro- 
créditos a las comunidades rurales alejadas, que no han recibido los 
servicios de la Comisión Federal de Electricidad.

A continuación describiremos las diferentes estrategias de rso que 
han desplegado en el sector rural para instalar la energía solar fv para 
el autoconsumo eléctrico en las viviendas y escuelas del sector rural.

4.2.1 Uumexico: empresa social y  organización civil 
Ilumexico tiene dos razones sociales, es una empresa social y es tam ­
bién una oc. Se fundó en 2009, por siete jóvenes ingenieros recién 
egresados de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam ) 
y uno de la Universidad Iberoamericana (u ia ), para apoyar a las 
comunidades rurales sin energía eléctrica y desarrollar tecnología
mexicana.
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Teníamos que llevar nuestro programa a las comunidades rurales... para 

que fueran baratos, tuvimos que desarrollar nosotros los sistemas y noso­

tros ser parte de la situación, es la idea de formar una empresa social. No 

nada más quedarnos con la asociación civil de donativos, donativos, do ­

nativos... sí los utilizamos para los proyectos, pero tam bién (queremos) 

seguir generando ingresos. Pero una empresa social lo que busca es gene­

rar ingresos con una utilidad como empresa, pero no perdiendo de vista 

que se apoya a la sociedad dando un bien y servicio en pro de lo social...

Misión y Visión
La misión de Ilumexico es combatir la pobreza a partir de la energía 
eléctrica. La visión es la de ser la empresa social mexicana que ofrez­
ca productos y servicios de energías renovables a comunidades tanto 
urbanas como rurales en México y que funcione como plataforma 
para el desarrollo social, implementando modelos innovadores tanto 
de distribución y producción de tecnología mexicana.
Valores
El primero es el compromiso, el segundo es la innovación, el tercero 
es equidad y trabajo en equipo, y el último es la diversidad e inclusión.

El objetivo principal es crecer como empresa social que está ofre­
ciendo un servicio de energía para la gente en general. Después, es el 
de ser una empresa mexicana que apoye el desarrollo social con los 
programas que está generando, ya sea programas ambientales, de elec­
trificación, programas sociales, etc. Ser la empresa mexicana de mayor 
presencia en cuanto a electrificación solar a nivel nacional y de Latino­
américa, “queremos seguir creciendo como empresa, queremos seguir 
ofreciendo productos que puedan ser no nada más para aplicaciones 
rurales sino también para aplicaciones urbanas pero siempre mantener 
la visión social, nunca perder la parte social que nos ha caracterizado”.

En Ilumexico trabajan 35 personas. En las oficinas centrales de 
la Ciudad de México trabajan únicamente 13 personas. La mayoría 
son jóvenes, el más grande cumplió treinta años y la más joven tiene 
27 años. Aunque la mayoría son hombres, las mujeres ocupan puestos 
directivos. La organización tiene una cultura de jóvenes comprometi­
dos con la energía solar.
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Beneficiarios
“Se les ha brindado este sistema a 3500 viviendas rurales en México, 
beneficiando a 20000 personas en once estados y a 30 IluEscuelas 
y centros comunitarios” (http://ilum exico.org ,mx),
Organigrama circular
En este organigrama la comunidad está ubicada en la parte central para 
indicar que es la parte más importante de la organización... “busca­
mos que la estructura no sea piramidal, como todo ‘yo jefe’ sino toda la 
información está distribuida, las tres áreas principales son: operativas, 
comercial y administrativa-finanzas..

Figura 1. Organigrama de Ilumexico

Fuente: Ilumexico (documento recogido en las entrevistas).
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A continuación describimos las cuatro estrategias de rso que tiene 
esta organización para trabajar en las viviendas y escuelas de las comu­
nidades rurales con el apoyo de las entrevistas realizada en 2014. Las 
estrategias de la rso para instalar paneles solares fv de autoconsumo 
en las viviendas y escuelas rurales son:

a) Tecnología solar mexicana de bajo costo 
Ilumexico trabaja con las comunidades rurales introduciendo sis­

temas solares de iluminación y electrificación en las viviendas y 
en las escuelas desde 2009. En este sistema lo más importante es el 
controlador de carga que ellos mismos desarrollaron y patentaron con 
el nombre de “Prometeo” (ver figura 2) . Prometeo regula la cantidad 
de energía eléctrica que está produciendo el panel solar para adminis­
trarla en una batería. Por medio del interruptor, el usuario puede elegir 
la intensidad de la luz que puede ser baja, media o alta.

Cream os un  controlador de carga que se llama “Prom eteo”, es una pa­

tente m exicana... a partir de ahí generam os “sistemas m uestra”, es un 

program a com unitario...que quiere decir que trabajam os con la com u­

nidad, se platica con ellos, se tiene acceso a esa com unidad, a esas vi­

viendas... y  si nos dicen sí o si nos dicen no, no los obligam os... tienen 

que estar unidos como com unidad y después ya aplicamos el servicio.

Figura 2
Todo comienza con el

2. Acceso a la energía solar a comunidades rurales
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Fuente: http://ilum exico.m x/inicio/com o-lo-hacemos/.

Antes de aplicar el sistema a las comunidades rurales, hicieron un 
proyecto piloto en Veracruz para optimizar su m odelo con progra­
mas de acompañamiento social y de capacitación a los miembros de 
las familias.

Fue en V eracruz en una  com unidad , consistió  en arm ar el co n tro la ­

dor, fue casero, to d o  el m ateria l lo com pram os aquí y se adaptó  para 

que fuera u tilizado  en paneles solares. Este p ilo to  se hizo gracias 

al p rem io  Santander, consistía  en arm ar sistem as de ilum inación  y 

fu im os a las com unidades de V eracruz, se le en tregó  a la gente en 

ese m om ento , no  cobram os, so lam ente se les dio y ten íam os que 

hacer un  p rogram a de desarro llo  social de acom pañam ien to , de ca­

pacitaciones.

...este  p ilo to  nos sirvió para ver cóm o es que se iba a utilizar la 

energía, y ahí nos dim os cuenta que si la regalábamos, no sirve y n e ­

cesitam os hacer capacitaciones de utilización tecnológica para las 

familias y program as de acom pañam iento social para que realm ente 

funcione el trabajo com unitario.

La tecnología solar es de bajo costo y sencilla de im plem entar 
con focos LED.
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N uestros sistemas básicos son chiquitos y no costosos así es que la gen­

te que vive en casas pequeñas con dos focos (led) es más que suficien­

te; si tienen más espacio o si la cocina está cruzando el pasillo se les 

proporcionan los focos y les han funcionado...

b) Educación financiera
Al inicio regalaban el sistema en las comunidades rurales pero no 

funcionó. Después de un estudio que hicieron sobre lo que gastaban 
en iluminación en las viviendas rurales con velas y diésel; les propusie­
ron un plan accesible de microcréditos para que pudieran adquirir un 
sistema. También dieron capacitación a las madres y niños que son los 
que están más tiempo en casa.

Es un sistema que no regalamos; al inicio s í... se les daban los sistemas a la 

gente para un mes o dos; pero cuando íbamos ya estaban dañados; o des­

conectados; otros los usaban de mesa o lo cambiaban por otras cosas...

La educación financiera permite desarrollar conceptos de finanzas 
personales que; al final; resultan en beneficios a largo plazo para 
las familias; pues son ellos quienes aprenderán a manejar conceptos 
como inversión y ahorro que se convertirán en mejoramiento de su 
calidad de vida (web; Ilumexico).

En el plan de microcréditos los pagos sólo se realizan durante un 
año y equivalen a lo mismo que las familias gastan mensualmente en 
diésel y velas.

Lo que hicim os fue un estudio de lo que estaban gastando en ilum ina­

ción; en fuentes para ilum inar su noche y norm alm ente utilizan diésel; 

candiles; velas; diferentes tipos de productos; es un gasto mensual; en ­

tonces dijimos po r qué no generam os sistemas accesibles para la co­

m unidad ... para que ellos mism os los puedan pagar con el sistema de 

microcréditos donde ellos van a dar un  anticipo de 400 a 600 pesos; 

después van a pagar m ensualm ente 150 a 200 pesos al mes (durante un 

año); después de este pago el sistema es de ellos; se les entrega y se 

capacita a toda la familia en especial a m adres y niños que son los que
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siem pre están en casa para que sepan perfectam ente qué es la tecnolo­

gía; para saber qué hacer si se desconecta; si algo está fallando y sepan 

cóm o funciona el sistema; después nosotros dam os m antenim iento ...

c) Los ingenieros comunitarios y  los IluCentros
El trabajo de los ingenieros comunitarios; que conocen las len­

guas indígenas y pertenecen al sector rural donde se aplican los pane­
les solares; es central para el mantenimiento del sistema.

Se les llama ingenieros comunitarios; son personas que colaboran en 

equipo; en com unidades rurales... son de las zonas de las com unidades 

que atienden IluCentros; que son centros regionales de servicio. Serían 

los gerentes de sucursal en las com unidades... no es requisito (tener li­

cenciatura); la cuestión es que tengan las habilidades para realizar lo ne­

cesario como es el trabajo com unitario sobre energía solar o eléctrica en 

alguna forma; que sea desenvuelto con la gente y que hable norm alm en­

te diferentes lenguas. Puede tener título o no; siempre y cuando cum ­

pla con esas habilidades. Se valoran más las actitudes y aptitudes que 

puedan tener los profesionales para integrarse al m odelo empresarial. Sí 

deben saber utilizar com putadoras y programas como W ord y Excel...

Cuando una familia necesita ayuda en la instalación o manteni­
miento de sus sistemas; los ingenieros comunitarios los asesoran y tra­
tan de resolver la situación que se presente. Los IluCentros fomentan 
el empleo en las comunidades al contratar gente de la región que co­
noce las lenguas indígenas; algunos de los usuarios no hablan español; 
ni saben leer.

El m antenim iento lo damos en IluCentros; que son centros de atención 

regional; es como una división de Iluméxico; pero en cada una de las 

zonas más grandes que trabajamos; tenem os cinco ahorita; en Veracruz; 

Oaxaca; Cam peche y Chiapas. Estos centros lo que hacen es dar m ante­

nim iento a cada una de las familias que tienen nuestro sistema; ellos ven 

si tienen algún problema; se les puede explicar nuestro controlador que 

está diseñado de forma que la gente sepa cómo utilizarlo porque es m uy

Empresas sociales y organizaciones civiles
con las energías renovables

247



Roxana Muñoz

visual; tiene dos foquitos led que indican (verde; todo está normal; si 

parpadean los dos es que está mal conectado; rojo que se está quedando 

sin pila) eso se le explica a la gente cómo debe leerlo; m uchos no hablan 

español; no saben leer; entonces con dibujos o iconos es más fácil. En es­

tos centros incentivamos el empleo regional porque contratam os gente 

de la mism a región que pueden ser estudiantes o pueden ser profesiona­

les no im porta el chiste es que quieran unirse a IlumexicO; que conoz­

can la región; que hablen los idiomas y que sean creativos ya que harán 

prom oción; dando servicio al mismo tiem po deben ver que la gente esté 

bien con sus pagos; lo que nos dimos cuenta es que están gastando lo 

mismo; pero la gente no tiene una cultura del ahorro; entonces tuvimos 

que hacer un program a de educación financiera; además de llevar p ro ­

gramas de acom pañam iento que es otro de los pilares...

d) Trabajo voluntario
Las estrategias están acompañadas por el trabajo voluntario que 

Ilumexico ha incorporado en el sector rural; organizado en forma de 
brigadas que ellos mismos capacitan para cubrir cada una de las vivien­
das y escuelas desde 2012.

A nteriorm ente el voluntariado era lo prim ordial para poder cum plir 

con las metas que nos poníam os; realizábamos brigadas de una o 

dos semanas para cubrir todas las viviendas.

... nosotros los capacitamos; se les hace una entrevista; para m an­

darlos a brigadas se les inform a dónde van a ir y  cóm o está el am bien­

te. Ellos no reciben ningún sueldo pero sí un apoyo no fijo; cuando es 

voluntariado en cam po sí se les apoya po r necesidad de la logística...

La plataforma del Centro Mexicano para la Filantropía (Cemefi) 
les informa sobre las personas que quieren hacer trabajo voluntario.

Com o estamos dados de alta en la plataform a del voluntariado (de 

Cemefi); ésta sube a sus empresas; ahí hay gente com o tú; que te das 

de alta en la plataform a y das tu  perfil y buscas cuál em presa te gusta y 

m andas tu  currículum  para ser voluntario en ella...
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Ilumexico se ha vinculado con el gobierno federal a través de la 
Secretaría de Energía, del que han obtenido fondos para electrificar 
viviendas en comunidades rurales de Guerrero, Campeche y Quin­
tana Roo. También han obtenido apoyos y subsidios de los gobiernos 
locales y municipales especialmente de Oaxaca.

Hem os recibido un premio “Premio Santander Innovación Empresarial” 

fue el que nos dio el prim er monto, en el 2010, por quinientos mil pesos, 

lo invertimos en la em presa... y  a partir de ahí se hicieron más alianzas con 

el gobierno y con distintos gobiernos municipales. En 2011 concursamos 

con la Iniciativa México y ganamos el cuarto lugar... el premio fue el que 

nos permitió crecer tanto administrativamente como en el proyecto para 

poder seguir replicándolo y de ahí hicimos alianza con Sener (Secretaria 

de Energía) sobre aprovechamiento con energía sustentable, y nos evaluó 

el “Prometeo’. . .  Sener nos dio fondos para llegar a cinco estados, en­

trando así a Guerrero, Cam peche, Q uintana R oo ... y  pues fuimos a 

electrificar casas. Lo del gobierno de Oaxaca ahí el gobierno nos dio 

subsidios para los sistemas e Ilumexico pone la o tra parte y a la gen­

te le costará más barato porque el gobierno está subsidiando parte del 

costo y tam bién nos pone fondos para el centro.

Con el sector privado han hecho alianzas con empresas como 
Energizer y Schneider Electric, entre otras, para conseguir fondos para 
sus proyectos. En el convenio con Energizer se hace una carrera noc­
turna cada año y los fondos recabados los donan en horas luz para las 
comunidades rurales.

Tenem os un  convenio con Energizer que se llama “Carrera Energi­

zer”, todos los que concursan en esta carrera nocturna y lo que pagas 

para inscribirte se dona en horas de luz, entonces de lo que se junta 

nosotros llevamos luz a las com unidades, entonces todos los años es 

com o todo m undo se prepara para la carrera...

Están organizados en redes con otras organizaciones como la Red 
ambiental y la plataforma de Cemefi.

Empresas sociales y organizaciones civiles
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Estamos en la red ambiental desde 2011, más o m enos... nos unimos por 

parte de Cemefi para empezar. ...nos han dado cursos, asesorías, hemos 

podido generar foros de discusión con diferentes actores ambientales que 

nos han perm itido como asociaciones que estamos dentro de la red expo­

ner nuestras inquietudes y las problemáticas, y a partir de eso se trabaja y 

vemos que podem os hacer en conjunto con las organizaciones...

5. Organizaciones civiles y  empresas transnacionales eólicas

En el campo organizacional de la energía eólica están participando las 
empresas transnacionales de diversos países, las organizaciones civiles 
que las representan, los proveedores de la República Popular China 
y la Secretaría de Energía, entre otros. En este campo las empresas 
transnacionales tienen programas de responsabilidad social en sus paí­
ses de origen. Sin embargo, cuando llegan a México al no existir una 
regulación sobre la rso aplican programas dispersos y ajenos a las ne­
cesidades de las comunidades indígenas y campesinas afectadas por la 
instalación de los parques eólicos en sus territorios. En algunos países 
de la Unión Europea, como España, la rso “resulta de presiones tan­
to formales como informales que sobre unas organizaciones ejercen 
otras de las que dependen y que ejercen también las expectativas cul­
turales en la sociedad dentro de la cual funcionan las organizaciones” 
(Powell y DiMaggio, 1999, p. 109).

En este campo también están presentes las redes de gobernanza. 
En los megaproyectos eólicos de las empresas transnacionales, los go­
biernos de los estados (en los que se establecen los parques eólicos) y 
la Secretaría de Energía participan en forma conjunta con la oc en la 
toma de decisiones sobre la ubicación de estos parques.

Las oc que participan en el campo de la energía eólica son repre­
sentantes en México de las empresas transnacionales eólicas. Realizan 
diversas actividades con el objetivo de desarrollar los parques eólicos 
en las comunidades rurales. Estas actividades van desde la regulari- 
zación de los terrenos ejidales hasta programas de radio en la lengua 
indígena zapoteca para promocionar la energía eólica y combatir las
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“leyendas negativas” sobre la energía eólica. A continuación presen­
tamos la figura que nos presenta la distribución de las empresas trans­
nacionales productoras de energía eólica en el m undo en 2013, donde 
podemos apreciar el predominio de las empresas de los Estados Uni­
dos, Dinamarca y China.

Figura 3
D istribución de las em presas productoras de energía eólica

Fuente: Inventario Nacional de Energías Renovables, (2014). 
Comisión Federal de Electricidad, p. 22.

5.1 Asociación Mexicana de Energía Eólica a c  (a m d e e )

La amdee es una o c  que representa a empresas transnacionales 
para la construcción y operación de p royectos de generación de 
en ergía eólica, especialm ente en el estado de Oaxaca. Tiene como 
objetivo p romover el desarrollo y crecim iento de la industria eó­
lica en M éxico a través de la construcción, instalación, operación 
y mantenim iento de parques eólicos desde 2005. Actualm ente re­
presenta a 37 desarrolladores de parques eólicos, 20 fabricantes de 
equipos y comp onentes de los aerogeneradores y 17 p roveedores 
de servicios. En su organigrama se destaca la imp ortancia del tra­
bajo que realiza en el estado de Oaxaca sobre la regularización de 
los terrenos ejidales.
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Figura 4. Organigrama

Fuente: Asociación Mexicana de Energía Eólica 
(documento obtenido en las entrevistas).

El flujo de comunicación es de persona a persona esto debido a que 

somos pocas personas en esta oficina pues sólo hay cuatro áreas, éstas 

son : investigación, desarrollo, adm inistración y dirección ejecutiva...

Los programas de responsabilidad social de las empresas transnacio­
nales eólicas son administrados por la oc. Consisten en la subvención de 
tarifas eléctricas y en la creación de fideicomisos. Son proyectos fragmen­
tados y desconectados de las necesidades de las comunidades rurales.

Las empresas internacionales son de compañías socialmente responsa­

bles, en ciertas inversiones aportan un monto o un capital para desarrollar 

un apoyo a la comunidad cercana donde está el parque eólico, que puede 

ser en especie o aporta a las comunidades con aparatos o subvención de 

las tarifas eléctricas... estamos creando la agencia sureña de desarrollo 

sustentable que, a través de un fideicomiso, de la opor tunidad de recibir 

donaciones, tanto de miembros de amdee, como del gobierno federal y 

estatal y sobre todo de las organizaciones no gubernamenta les...

...ahorita ya tenemos el primer proyecto en O axaca... es p oner un 
rastro sustentable, aparte del flete, van a generar más empleos, pero el 

concepto es hacer un ecosistema y empezar a enseñar a los ganaderos a 

ser más p rofesionales ... el segundo proyecto es un centro de reciclado 

donde puedan separar el vidrio, el PET, los orgánicos e inorgánicos . ..
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A continuación se describen las características de la adm inistra­
ción de la o c  que representa a las empresas transnacionales eólicas 
en Oaxaca. Las tareas que realiza están encaminadas a prom over y 
facilitar la inversión de las empresas que representa. Estas tareas 
son diversas y se realizan tanto en el espacio urbano como en el ru ­
ral. Se refieren a diversas actividades como son la de regularizar los 
terrenos en la ciudad de Oaxaca, la renta de las tierras, contratar los 
operadores que trabajan en los parques eólicos, hacer programas 
de radio en zapoteca y diseñar cómics. Es im portante destacar la 
larga duración de los contratos con las com unidades que llegan a 
ser de trein ta años con un pago de mil pesos mensuales por m etro 
cuadrado.

La oficina que tienen en Oaxaca se encarga principalm ente de 
la regularización de los terrenos ejidales en vinculación con el go­
bierno estatal.

La oficina que tenem os en Oaxaca va de la m ano con el gobierno estatal 

y se dedica única y exclusivamente a la regularización de los terre­

nos. .. en Oaxaca son ejidales p o r lo que son m uy grandes... para ins­

talar 1 mw necesitas alrededor de 10 hectáreas, entonces, el parque 

en prom edio  que m anejam os son de 100 mw ... no com pram os las 

tierras, las rentamos, el esquem a es la renta y para hacer un  contrato 

en usufructo com o dicen los abogados, es decir, un  contrato de renta, 

tiene que haber un  dueño de la tierra, entonces esos terrenos ejidales se 

tienen que regularizar ante las autoridades estatales...

La renta de los terrenos ejidales es de mil pesos el m etro cuadra­
do, con un contrato de trein ta años. Un polígono de terreno puede 
tener de 30 a 150 propietarios ejidales.

D entro de la negociación de terrenos se dice: “te voy a pagar 1000 p e­

sos p o r m etro cuadrado”. Pero uno nos dice: “sabes qué, págame m e­

nos pero cércame m i terreno”. O sea hablas de 30 y a veces hasta 150 

propietarios en un solo polígono. Pero dicen: “oye yo tengo vaquitas o 

chivitos y la cerca ya dio, oye m e la pones a cuenta de la renta...”
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La organización civil considera “socios preferentes” a los ejidata- 
rios por la renta de sus tierras.

A  ellos les pagamos renta m ensual y de hecho hasta les llamamos socios 

preferentes; porque si no hay viento yo no genero; entonces; ellos haya 

viento; se incendie el parque; son los prim eros que reciben el pago; en ­

tonces; no ponen  inversión; te ponen  sus tierras obviamente...

En los parques eólicos la afectación del terreno es del 5%; donde 
instalan la torre y las líneas de operación con los aerogeneradores.

Ahí la verdad es que son zonas m uy marginales; se paga m uy buena ren­

ta y no tienen que hacer nada... Supongam os que éste es m i p o ­

lígono; realm ente le llama la Sem arnat afectación de terreno; nosotros 

necesitam os sólo 5%; que es donde está la torre... los caminos y donde 

está la línea de operación; todo lo demás; si tienes vacas; si tienes maíz; 

si tienes sorgo; si tienes una actividad puedes tranquilam ente seguir...

Los parques eólicos necesitan de la presencia de los operadores 
para regular la operación de los aerogeneradores.

N o puede operar un  parque sin los operadores; son m uy autóm atas; 

casi todo  es au tom ático  pero  tiene que haber un  operador que esté 

al pend ien te  de la regulación; que esté todo  trabajando; que las aspas 

estén alineadas etcétera.

La publicidad la realizan por medio de cómics traducidos al zapo- 
teca para contrarrestar las “leyendas negativas” sobre la energía eólica.

El prim ero (cómic) es de una señora que le han dicho que los españoles 

y que los daneses y todos los inversionistas le van a quitar la tierra y 

viene una nubecita y le dice: “Yo soy el viento; siempre he estado traba­

jando con los hum anos” y le explica: “tienes un  contrato; si después de 

los treinta años ya no lo quieres pues nos tenem os que salir; agarramos 

nuestros fierros y nos vamos a otro lado.
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La publicidad en el radio la editan en zapoteco, ya que cerca del 40% 
de la población que habita en el Istmo habla zapoteco. Un ejemplo de 
la publicidad que traducen al zapoteco aparece en el siguiente párrafo:

¿Sabías que los parques eólicos generan energía limpia? Porque los 

ventiladores que en realidad se llaman aerogeneradores producen elec­

tricidad aprovechando la fuerza del viento, y el viento es una fuente 

de energía que nunca se va a acabar y que no contam ina... los vientos 

que corren a través de la zona del Istm o generan bienestar, desarrollo y 

energía eléctrica que no contam ina...

Los efectos negativos de los aerogeneradores, como los relativos 
al ruido y la afectación de las aves migratorias los relativizan en forma 
de leyendas.

N o sé si han escuchado esas leyendas que dicen que donde hay aero- 

generadores las vacas salen volando, que las mujeres embarazadas se 

quedan estériles, que no puedes cultivar, que si están cerca de la laguna 

o el mar, los peces se mueren...

Si estás debajo de un aerogenerador el ruido es... un  nivel de 40 

decibeles, ni te quedas sordo y puedes platicar tranqu ilam en te ... hay 

gente que cree que te quedas sordo po r el efecto electromagnético.

La o c  realiza actividades con los gobiernos federales y locales. 
Se relaciona con la Semarnat para lograr la Manifestación de Impacto 
Ambiental de los parques eólicos.

Cada parque eólico necesita una m ía ... es una m anifestación de im ­

pacto am biental que te pide Semarnat, cada parque tiene que hacer una 

m anifestación de que... ¿Dónde te vas a colocar?... algo que nos pega es 

que somos asesinos de aves y murciélagos, y sí es cierto, a veces si 

un  pajarito pasa p o r... el gorrión pecho amarillo viene desde Cana­

dá, pasa po r los Estados U nidos y po r ahí pasan para ir al sur, entonces 

nos dicen si podem os poner en estas coordenadas un parque eólico o lo 

tengo que m over porque por lo general pasan por a h í...
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Conclusiones

Como conclusiones trataremos de responder a las preguntas que 
redactamos en el inicio del artículo. El desarrollo de energías re­
novables como la solar fv y la eólica es importante para combatir 
el cambio climático en México. Dentro de un contexto neolibe­
ral y globalizado, la reforma energética ha propiciado la participación 
de las empresas y de las organizaciones civiles en ambos campos. 
En el campo organizacional de la energía solar fv en México llama la 
atención la diversa participación de las empresas con características 
diferentes. Van desde la esperada participación de las empresas trans­
nacionales españolas hasta la de las medianas y pequeñas empresas. 
Aunada a esta diversidad se observa también la participación en el 
campo de las empresas sociales y organizaciones civiles en la solar fv 
de auto consumo.

En este artículo hemos privilegiado la participación de las dos últi­
mas. Las empresas sociales han propiciado el desarrollo social de las 
comunidades rurales carentes de electricidad. Son comunidades con 
dificultades de acceso para la instalación de las torres de electricidad 
de la cfe. En las empresas sociales las estrategias de rso están orienta­
das a combatir la pobreza en las comunidades rurales por medio de la 
energía eléctrica. Las estrategias son: tecnología solar fv de bajo costo, 
educación financiera, acompañamiento social, trabajo voluntario, ca­
pacitación y empleo a los ingenieros comunitarios que hablan las len­
guas indígenas de la zona. Entre éstas destaca la educación financiera 
que les permite a los miembros de las comunidades rurales acceder a 
los microcréditos para comprar los paneles solares y el controlador de 
carga. Las viviendas y las escuelas rurales sin electricidad han sido los 
principales beneficiados de estos proyectos. En este campo obser­
vamos la convivencia de dos formas de organización: son empresas 
sociales pero también a la vez organizaciones civiles.

Es de destacar la configuración de los dos organigramas que pre­
sentamos en el artículo. Ambos representan la especificidad de las 
organizaciones entrevistadas en diferentes campos de acción. La em­
presa social tiene un organigrama circular, que tiene como centro de
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sus actividades a las comunidades que atiende. Alrededor de la cual 
se despliegan las funciones de la gestión necesarias para apoyar a las 
comunidades (ver Figura l) . El organigrama de la organización civil 
(ver Figura 4) representa la forma tradicional vertical y jerárquica de 
la administración.

En contraste, el camp o organizacional de la energía eólica tiene 
p oca diversidad, predomina la participación de las empresas transna­
cionales españolas y las organizaciones civiles que las representan en 
México. Las estrategias de rso consisten en el desarrollo de fideico­
m isos para dar apoyos dispersos y limitados a las comunidades afecta­
das p or la instalación de los parques eólicos como la subvención a las 
tarifas eléctricas de las comunidades afectadas. “Los p royectos eólicos 
del sureste impulsados p or empresas transnacionales y oc, apoyados 
p or el gobierno, no están destinados a resolver las necesidades de las 
comunidades, sino a extender una industrialización con energía eólica 
que desplaza los p royectos culturales de vida de las comunidades rura­
les” (C oncha, La Jornada, mayo de 2015).

En el sector eólico, las oc representan a las empresas transnaciona­
les de diversos países a los que consideran sus socios. Estas organiza­
ciones realizan diversas tareas administrativas encaminadas a facilitar 
las inversiones de las empresas que representan . Éstas consisten en 
regularizar los terrenos ejidales, contratar los operadores de los par­
ques eólicos, tramitar la Manifestación de Impacto Ambiental, rentar 
las tierras ejidales, y elaborar p rogramas de radio para p romover la ins­
talación de los parques eólicos y combatir las “leyendas negativas” de 
la energía eólica con programas de radio en zapoteco .

Los parques eólicos de las empresas transnacionales han afectado 
los derechos humanos de las comunidades rurales, en particular, su 
derecho al territorio y su derecho a la libre determinación. Se presen­
tan en un contexto de conflictualidad con las comunidades rurales 
porque les quieren imponer megaproyectos eólicos en sus territorios 
con el apoyo del gobierno. Así vemos que el proyecto de la empresa 
Energía Eólica del Sur, de generación de energía eólica para abastecer 
de electricidad a la Cervecería Cuauhtémoc y al Fondo Económico 
Mexicano S.A. ha sido rechazado en 2015 por Los Pueblos Indígenas
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del Istmo en Defensa de la Tierra y el Territorio y por la Asamblea 
Popular del Pueblo Juchiteco. Argumentan que la comunidad agraria 
de Juchitán, que tiene S mil hectáreas, se defenderá de las eólicas, “el 
arribo de las empresas eólicas ha representado el aumento d e las vio­
laciones a los derechos humanos, agresiones y amenazas en contra 
de los luchadores sociales y de los ejidatarios que exigen respeto a sus 
derechos” (La Jornada, 21 de agosto de 2015).
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Más allá de la lucha de clases.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín

Gisela Espinosa Damián1

Introducción

La espectacular y beligerante movilización de jornaleros y jornaleras 
agrícolas del Valle de San Quintín, Baja California, que irrumpió en 
la escena política el 17 de marzo de 2015, es texto y pretexto de la re­
flexión que aquí se expone.

Hace unas cuantas décadas, el Valle de San Quintín era un lugar casi 
despoblado, incomunicado y carente de atractivo para inversionistas y 
trabajadores;1 2 hoy se estima que hay 10 mil hectáreas de hortalizas y 
frutas irrigadas con agua del subsuelo, 122 agronegocios y alrededor 
de 100 mil habitantes. Hace dos décadas, las primeras protestas y de­
mandas de jornaleros y jornaleras fueron noticia secundaria; en 2015, 
su movilización ocupó los titulares de los principales noticiarios y de la

1 Profesora-investigadora de la UAM-Xochimilco. Agradezco los comentarios de Juan 
Manuel Aurrecoechea durante la elaboración de este texto, así como su apoyo en la bús­
queda de material hemerográfico.

2 A mediados de los años treinta del siglo pasado, llegaron ocho familias de Estados 
Unidos a explotar cuatro ranchos expropiados a colonos ingleses luego de la Revolución. 
Sólo uno fue habitado. Hasta los años sesenta la región se mantuvo igual, casi sin gente y 
con escasa actividad productiva (Espinosa, 2013, p. 29).

261



Gisela Espinosa

prensa escrita nacional alcanzando difusión internacional. Hasta hace 
poco tiempo, entre los movimientos sociales no parecían existir las y 
los jornaleros, hoy, San Quintín es un referente indiscutible. Y también 
hasta hace poco, el gobierno era sordo a las demandas jornaleras, 
en marzo de 2015, los tres niveles de gobierno tuvieron que sentarse a 
negociar con los portavoces del movimiento.

Actores y procesos sociales que hace cuatro décadas parecían dis­
tantes se entrelazan en esa región, donde el empobrecido Sur indíge­
na-campesino del país y el exitoso Norte empresarial y agroexportador 
se juntan hasta crear un apretado nudo de relaciones, complementa­
rias y conflictivas. En el Norte, la vida campesina indígena de quienes 
llegaron del Sur se eclipsa aunque no desaparezca del todo, ante la 
importancia del jornaleo como actividad económica y relación laboral, 
como fuente de ingreso y como eje organizador del tiempo y de la 
vida cotidiana. La posición de las y los asalariados agrícolas no es ho ­
mogénea: las diferencias étnicas, generacionales, de género, por lugar 
de origen, situación migratoria y  grado de arraigo, se han convertido 
en factores de segmentación del mercado laboral, de segregación habi- 
tacional, de marginación social y política, y de trato discriminatorio o 
inhumano para éstos o aquellos grupos de jornaleros que comparten 
una o varias diferencias.

La prosperidad de las empresas agroexportadoras y el poblamiento 
popular del Valle de San Quintín, supuso la quiebra de la econo­
mía campesina y el abrupto cambio de la relación, injusta pero 
incluyente, en tiempos del Estado social. La desarticulación de la 
economía campesina del Sur y la rearticulación de una parte de sus 
integrantes en el Norte, está marcada por el giro neoliberal de la eco­
nomía y de las políticas gubernamentales.

La centralidad de la relación trabajo asalariado rural-capital agroin- 
dustrial que observamos en San Quintín invita a retomar la desterrada 
perspectiva de clase, pero el “retorno de la clase social” luego del pro­
fundo cuestionamiento a lecturas que concibieron mecánicamente la 
relación entre estructura económica y clases sociales, lucha de clases y 
cambio histórico; el “retorno de la clase social” luego de que, precisa­
mente contra estas lecturas, otros enfoques y conceptos (actor social,
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sujeto social, movimientos sociales), pusieron el acento en los proce­
sos subjetivos, de identificación y gestación de voluntades colectivas, 
la pérdida de centralidad del movimiento obrero y la emergencia de 
otros conflictos y motivos de la acción social; el “retorno de la clase 
social” luego del desplome del bloque socialista y de tanta tinta e histo­
ria, parece una herejía y obliga a reflexionar en el cómo, desde dónde 
y con qué sentido se propone recuperar la perspectiva de clase.

Para aproximarnos a ese m undo sanquintinense unido y en con­
flicto, retomo la noción de clase de E. P. = o m p so n , las condiciones 
de producción de O ’Connor, el concepto territorio de Vladimir Zam- 
brano, la visión de Norbert Elias sobre establecidos y marginados, y las 
miradas de Fanón y de Ajari sobre la inhumanidad y la bestialización 
en un contexto colonizado. Con ese aparato crítico trato de abordar 
de manera unitaria la relación entre la agricultura de exportación y sus 
trabajadores, así como la dificultosa pero esperanzadora producción 
de lo común y de nuevos órdenes societales. Iré trenzando la reflexión 
conceptual con el material empírico, tratando de expresar y esclarecer 
el diálogo interno que sostengo entre mi percepción del movimiento 
jornalero y los enfoques y conceptos que iluminan su comprensión.

Como el presente texto es resultado de un proceso de inves­
tigación en curso y de un movimiento vivo, constituye una prim e­
ra aproximación, una problematización, un punto de partida para un 
estudio más profundo. Mis fuentes han sido los pocos pero valiosos 
estudios sobre San Quintín, así como el material testimonial y las re­
flexiones hechas con el equipo de ex jornaleras con las que he venido 
interactuando desde 2011: Naxihi na xinxe na xihi, Mujeres en De­
fensa de la Mujer .7

Inicio con una crónica del movimiento y una primera reflexión 
sobre la pertinencia de la perspectiva de clase para el análisis del 
proceso. Desde el aquí y el ahora indago la construcción social del 
territorio y la relación que tejen los empresarios agroexportadores 3

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín

3 Entre 2011 y 2013, sistematicé la experiencia de las Mujeres en defensa de la mujer, en 
la difusión y defensa de derechos laborales, reproductivos y por una vida libre de violencia 
para las mujeres de San Quintín, cuyos resultados pueden consultarse en Espinosa (2013).
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y sus trabajadores en el marco de una dinámica m odernización tec­
nológica y de apertura comercial, tocando a la vez la posición de la 
población indígena, de las mujeres, las y los jóvenes y los adultos 
mayores, pues sus diferencias étnicas, de género y edad, se expresan 
en peores condiciones de explotación y de vida. Expongo la disputa 
de la población inmigrante por la pertenencia y el arraigo y algunas 
ideas sobre la construcción de la comunidad en ese contexto pluri- 
cultural y multiétnico. Al final sintetizo mis puntos de llegada en este 
ejercicio, aún provisionales.

El m ovim iento

La mañana del 17 de marzo de 2015, en un valle agrícola ubicado al 
norte de la península de Baja California, muy cerca de Estados Unidos 
y muy lejos del centro de un país tan centralizado como es México, 20 
mil jornaleros y jornaleras4 se fueron al paro en tiempos de cosecha y 
bloquearon la carretera Transpeninsular, estrangulando así la expor­
tación y el flujo de ganancias de un poderoso grupo trasnacional de 
horticultores articulados al mercado estadounidense y, por esa vía, al 
mercado mundial.

Aunque el gobierno intentó achacar el m ovim iento a “provoca­
dores” y “anarquistas”, en unas cuantas horas circularon imágenes 
irrefutables que obligaron a reconocer la com posición proletaria 
del m ovim iento y la razón de sus causas: grupos de jornaleros y 
jornaleras con m odesta vestim enta y la gorra típica que usan en el 
campo, con rostros y m anos quemadas por el sol y endurecidas, 
“em poderados” y exaltados o reflexivos y expectantes; m ítines so­
bre la carretera Transpeninsular; desorden y violencia: jóvenes,

4 Las primeras notas periodísticas hablaron de 20 mil paristas, el Semanario Zeta esti­
mó una participación de 30 o 35 mil jornaleros y jornaleras en el paro (Domínguez, 18 
de marzo de 2015), mientras la Secretaría del Trabajo, tratando de minimizar la movi­
lización calculó en 2 mil a los paristas (Domínguez, 27 de abril del 2015). La Alianza 
de Organizaciones Nacional, Estatal y Municipal por la Justicia Social, convocante del 
paro, dice representar a 80 mil jornaleros.
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hom bres y mujeres saqueando víveres o aparatos eléctricos; la fuer­
za pública rebasada o m acaneando y deteniendo gente. Se dislocó 
el orden social, la “paz” de San Quintín.

Meses atrás, la Alianza de Organizaciones Nacional, Estatal y 
M unicipal por la Justicia Social (la Alianza), que encabezó el m ovi­
miento, había presentado su pliego petitorio  al gobernador del es­
tado, pero a las mesas para negociarlo (el 15 de octubre de 2014 y el 
22 de enero de 2015) llegaron funcionarios m enores sin capacidad 
de decisión y sin presencia de em presarios.5 Los jornaleros sospe­
chaban que el gobernador ni siquiera había leído el pliego. También 
meses atrás se calentó el am biente con movilizaciones populares 
para exigir agua potable, pues los campos agrícolas estaban irri­
gados pero las familias de sus trabajadores no tenían agua ni para 
sus necesidades vitales.6 Luego del 17 de marzo, abundaron notas 
sobre la virtual esclavitud, el hacinam iento de los campamentos, 
el trabajo infantil, el miserable jornal y las largas jornadas de tra­
bajo ... tam bién circularon imágenes de los ultram odernos campos 
agrícolas, datos del costo pírrico de su fuerza de trabajo y del alto 
valor dolarizado de sus cosechas. La desigualdad y la injusticia so­
cial eran inocultables.

La Alianza dio a conocer sus dem andas centrales: aum ento del 
jornal de 115 pesos a 300 pesos;7 registro de las y los trabajadores
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5 Domínguez, 23 de marzo del 2015.

6 Ruiz Gerson, 3 de junio del 2014.

7 Los 115 pesos por jornal son una estimación promedio, pues en San Quintín se paga 
a destajo (por número de cajas, jarras o cubetas), por tarea fija (número de surcos por 
día) o por tiempo (jornadas de 8 o más horas). Los 300 pesos demandados parecían un 
aumento exorbitante, sin embargo, el alto costo de la vida en una zona casi fronteriza y 
el hecho de que cruzando la frontera, en California, Estados Unidos, en una hora de tra­
bajo ganan el jornal que en San Quintín les consume un día, justificaban ampliamente su 
demanda. Otras voces confirmaban la viabilidad de la petición: el propietario del Rancho 
“El Molino”, un pequeño agricultor, pagaba el jornal a 200 pesos y se solidarizó con el 
movimiento. “El dueño de ese rancho —declararía un dirigente de la Alianza— habló 
claro y concreto frente a los funcionarios de gobierno y los representantes de las empre­
sas agrícolas quienes escucharon de viva voz que sí es posible sostener ese pago e incluso 
un poco más” (Domínguez, 28 de marzo de 2015).
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en el Seguro Social; cese al acoso sexual a las mujeres; respeto al 
derecho de antigüedad; pago de vacaciones, séptim o día, incapa­
cidad por m aternidad, días festivos y horas extras; revocación del 
contrato colectivo firmado con la Confederación de Trabajadores 
de México (ctm) y la Confederación Regional O brera Mexicana 
(crom) 8 y respeto al derecho de libre sindicalización.9 Derechos y 
prestaciones que supuestam ente la ley amparaba. La Alianza diría 
reiteradam ente que su causa tenía más de 20 años y que, a excepción 
del cese al hostigam iento sexual (dem anda nunca antes planteada), 
sus peticiones eran prácticam ente las mismas que levantó la Central 
Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos (cioac) en los 
años ochenta del siglo pasado.10

La fuerza del movimiento y la presión social obligaron a los 
tres niveles de gobierno a negociar con ese actor social histórica­
m ente ignorado. Luego de inexplicables evasivas institucionales,

8 El registro de la representación sindical de la CTM y la CROM tuvo como objeto 
controlar los movimientos jornaleros de San Quintín (en los años 80 y 90), y desco­
nocer la representación y legalidad a sus líderes legítimos. Desde el primer momento 
la CTM y la CROM operaron como sindicatos de protección de los intereses de las 
empresas (Velasco, Zlolninski y Coubés, 2014). A la población jornalera se le descuenta 
la cuota sindical pero ni siquiera conocen a sus representantes.

9 Domínguez, Alejandro, “El conflicto jornalero de San Quintín en 7 puntos”, 
en Política, Milenio.com, http://www.milenio.com/politica/conflicto_jornalero-San_ 
Quintin-jornaleros_San_Quintin- fresa_San_Quintin_0_488951390.html, consultado 
el 20 de agosto de 2015; y Talamantes, Viridian, “Inicia proceso a detenidos por con­
flicto en San Quintín”, en Zeta, 19 de marzo de 2015. www.zetatijuana.com, consultado 
el 8 de agosto de 2015.

10En los años ochenta estallaron los primeros movimientos jornaleros en el Valle de 
San Quintín, encabezados por profesores del Valle de Maneadero que luego se vincularon 
con la CIOAC. Los movimientos continuaron en los años noventa, pero Maclovio Rojas, 
el líder jornalero con mayor arraigo y compromiso con los trabajadores fue “atropellado” 
y muerto, mientras Benito García, otro de sus líderes, era expulsado de la CIOAC por 
pactar con las empresas. Estas experiencias forman parte de la memoria histórica de las 
y los jornaleros, quienes también recuerdan que en sus luchas constantemente mezclaron 
exigencias para mejorar sus salarios y condiciones de trabajo, con demandas por obtener 
o mejorar la vivienda, y que las repuestas de las instituciones y de los empresarios 
combinaron amenazas y represiones, con cooptación y clientelismo (Véase a Velasco, 
Zlolninski y Coubés, 2015).
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de lentos avances y de actos represivos y detenciones arbitrarias,11 
contando con una gran fuerza regional y con solidaridad nacional 
e internacional,12 el 14 de mayo la Alianza de Organizaciones por 
la Justicia Social y las autoridades federales y estatales llegaron a 13 
acuerdos, incluyendo dos de sus principales demandas: aumento sa­
larial y registro en el Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) .13

11 El 17 de marzo hubo represión y detuvieron a 200 personas, al final quedaron 14 
detenidos que fueron liberados el 17 de septiembre. La Alianza acusó a la CTM y la 
CROM de los actos de provocación y violencia, denunciando además que los policías 
no sólo se llevaron a saqueadores sino que se metieron a las colonias deteniendo gente 
indiscriminadamente (Domínguez, 19 de marzo de 2015). El 8 de mayo, luego de que 
el subsecretario de Gobernación, Luis Enrique Miranda Nava, no llegara a la mesa de 
negociaciones con la Alianza, supuestamente porque no había transporte (notas pe­
riodísticas decían que “prefirió no asistir” porque no había logrado acuerdos con los 
empresarios sobre el aumento de salarios), se desataron airadas protestas y volvió a 
estallar la violencia en el Valle. La policía dijo que un grupo de jornaleros intentaba 
incendiar el campo “Rancho Seco” y “tuvo que intervenir”. Se habló de disparos con arma 
de fuego, de muertos, heridos y detenidos. El reporte policíaco final: seis jornaleros heri­
dos, cuatro policías lesionados, daños al equipo antimotines por ocho millones de pesos y 
muchos detenidos (Ramírez, 11 de mayo de 2015).

12 El movimiento recibió la solidaridad del Frente Indígena Binacional de Oaxaca, 
de organizaciones estadounidenses de trabajadores agrícolas y de comercio justo que 
amenazaron con boicotear productos del Valle en las cadenas Wal-Mart y Costco. El 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Miguel Angel Mancera, quien meses atrás trató 
de colocar el aumento salarial (salario digno) en la agenda nacional, publicó una carta de 
apoyo al movimiento; el padre Solalinde, reconocido por su solidaridad con la población 
migrante, viajó a San Quintín para apoyar a las y los jornaleros (Navarro, 13 de abril del 
2015; Llamas, 4 de junio del 2015).

13 El 14 de mayo de 2015, tras quince horas de negociación, la Alianza y el subsecre­
tario de Gobernación, Luis Enrique Miranda Nava, acordaron trece puntos: 1) Afiliación 
de todas y todos los trabajadores al IMSS. 2) Prohibición de retención o condiciona­
miento de salarios y pago puntual en el lugar de trabajo, transparentando los conceptos 
del mismo. 3) Atención de las necesidades de vivienda, alimentación e higiene de los tra­
bajadores. 4) Garantía de respeto a los derechos laborales contenidos en la Ley Federal del 
Trabajo y a los derechos humanos integrales particularmente de las mujeres trabajadoras 
y sus familiares, con inspecciones. 5) Compromiso de las empresas para certificarse como 
libres de trabajo infantil. 6) Creación de un fideicomiso de inversión con aportaciones 
de los gobiernos federal, estatal y las empresas para el desarrollo de la zona. 7) Revisión 
de los programas sociales para que los jornaleros no pierdan su carácter de beneficiarios 
como consecuencia de los desplazamientos de sus lugares de origen a los campos agríco­
las. 8) Registro sindical a la Alianza de Organizaciones Nacionales Estatal y Municipal
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Sin duda, el tema salarial era el centro, pero los acuerdos no sólo 
incluían salarios y condiciones de trabajo, sino “atención de las ne­
cesidades de vivienda, alimentación e higiene de los trabajadores” y 
“revisión de los programas sociales para que los jornaleros no pierdan 
su carácter de beneficiarios como consecuencia de los desplazamien­
tos de sus lugares de origen a los campos agrícolas”, así como 
la inédita exigencia de cese al hostigamiento sexual (que desapareció 
de negociaciones y acuerdos). Asuntos asociados a la percepción de 
que las clases trabajadoras no sólo ponen en la mira el jornal ni las 
relaciones obrero-patronales, sino, como diría O ’Connor (1997), las 
“condiciones de producción”, es decir, del espacio en que se habita, 
las “condiciones comunales” cuyo costo ha sido externalizado por el 
capital y exige la participación y  regulación del Estado.* 12 * 14

El 4 de junio se realizaría una nueva mesa de diálogo para dar res­
puesta definitiva al compromiso del Gobierno Federal de elevar a 
200 pesos el jornal. Y se empezó a escuchar la voz de los empresarios 
a través del Consejo Agrícola de Baja California: que los “manifes­
tantes” no eran trabajadores de las empresas y que no iban a negociar

por la Justicia Social. 9) Garantía de la autoridad al respeto de la libertad y autonomía 
sindicales de los trabajadores en la zona. 10) Compromiso del gobernador del Estado 
para tratar las problemáticas locales planteadas por la Alianza, antes de que concluyera 
mayo. 11) Procuración de mecanismos para que los detenidos obtuvieran su libertad.
12) Compromiso de las partes al absoluto respeto a la ley y a los derechos de terceros,
absteniéndose de cualquier tipo de represalia. 13) Los gobiernos estatal y federal y los 
senadores se comprometieron a gestionar que los empresarios agrícolas otorgaran un 
incremento lo más cercano posible a la propuesta de la Alianza (200 pesos) retroactivo 
al 24 de mayo. El gobierno federal aportaría el diferencial (si algunas empresas no pudieran 
pagar este jornal) para alcanzar la propuesta de la Alianza. Finalmente se acordó que el 4 de 
junio se realizaría una nueva mesa de diálogo donde se daría la respuesta definitiva al 
salario exigido y comprometido por el Gobierno Federal para completar los 200 pesos. 
Información tomada de: Domínguez, Juan Carlos, “Gobernación en San Quintín: Más 
largas. Encerrados y con un gran contingente de seguridad alrededor, se reunió el subse­
cretario Luis Enrique Miranda Nava con líderes del movimiento”, en Zeta, 26 de abril 
del 2015. www.zetatijuana.com, consultado el 8 de agosto de 2015.

14 Las condiciones de producción “incluyen la materialidad y la socialidad mercantili- 
zada o capitalizada y excluyen ellas mismas la producción, la distribución y el intercambio 
de mercancías (estrictamente definidas)” (O’Connor, 1997, p. 162).
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con quien “no representa a los trabajadores ni respeta las vías legales”, 
aludiendo a la Alianza e invocando a la ctm y la crom. Un vocero 
del Consejo declaró que podía ser peligroso un “no” rotundo a los 
200 pesos por jornada, pero que era difícil cumplirlo, y advirtió que 
el acuerdo fue entre jornaleros y gobierno de manera que la solución: 
“corresponde a la autoridad federal”.15

En la reunión del 4 de junio se dio a conocer un acuerdo que
fijaba tres categorías salariales: 180 pesos para las empresas categoría 
“A”, 165 para las categoría “B” y 150 para las categoría “C”. Las em­
presas se catalogarían de acuerdo a su capacidad económica, tamaño, 
extensión territorial, tecnología, número de empleados, esquema de 
negocios y competencia. El acuerdo produjo fracturas entre los diri­
gentes de la Alianza: uno de ellos, Justino Herrera, se negó a firmar 
el acuerdo porque se trataba de un salario “integrado”, “inflado” 
con el pago de días festivos, séptimo día, horas extra, antigüedad y 
vacaciones, que ya se había ganado en el acuerdo anterior. Herrera 
dijo estar decepcionado de los cinco voceros a quienes habían “cha- 
maqueado”, y afirmó estar dispuesto a continuar la lucha solo hasta 
levantar a los “70 mil jornaleros del Valle”. Días después éstos dijeron 
haber firmado por “descuido” la minuta donde se había agregado “sa­
lario mínimo integrado”. El 1 de julio, en conferencia de prensa con 
sus compañeros, Herrera pidió perdón a los firmantes y declaró que 
la Alianza estaba más unida que nunca y que exigiría que se eliminara 
la palabra “integrado” del acuerdo. Además del tema salarial, el 4 de 
junio se acordó el registro de un sindicato nacional y un fideicomiso 
de 100 millones de pesos para infraestructura en San Quintín.16 Las 
diferencias internas de aquel momento se convertirían en profundas 
grietas entre la dirigencia, precisamente en torno al registro del sindi­
cato de jornaleros. Pero no adelantemos vísperas.

Lue hasta el 11 de agosto que el secretario del Trabajo, Alfonso 
Navarrete Prida, informó que había concluido la categorización de las 
empresas para establecer “pagos decorosos de salario integrado según

15 Domínguez, 25 de mayo de 2015.

16 Domínguez, 20 de junio de 2015.
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el tipo de campo”, resultando 19 centros agrícolas en el nivel “A”, 39 en 
el “B” y 64 en el “C”. Aclaró que en esos 122 centros agrícolas “traba­
jaban de manera permanente 1800 jornaleros y que los otros 30 mil 
se contrataban de manera distinta, que su situación estaba en vías de 
regularización” y que el acuerdo sólo era para los trabajadores de las 
122 empresas del Valle de San Quintín y para ninguna otra.17

Días después, 40 empresarios del Valle acordaron formar un fren­
te común contra la Secretaría del Trabajo para ir en bloque contra la 
categorización, argumentando que el nivel de las empresas se había 
establecido de m odo arbitrario, ilegal y anticonstitucionalmente.18

El 26 de agosto, el diario La Jornada informó:

los jornaleros del Valle de San Q uintín  denunciaron que no se ha 

cum plido uno solo de los 13 acuerdos que pactaron con las autoridades 

federales y  estatales [ ... ] El vocero de la organización, Fidel Sánchez, 

denunció que las empresas agrícolas de la región no han aplicado los 

increm entos salariales y  en cam bio están despidiendo jornaleros iden­

tificados con la lucha. Añadió que los em presarios m antienen las listas 

negras para que nadie contrate a los que se han movilizado [ . . .]  

Hizo ver que la Alianza no fue tom ada en cuenta po r la stps en la 

supuesta categorización de las em presas [ ... ] rechaza que sólo mil 800 

jornaleros [sean] asalariados [perm anentes] pues los 80 mil cam pesi­

nos de la zona m erecen ser beneficiados po r los acuerdos y  recibir los 

increm entos [...] Sánchez refirió que tam poco se ha realizado ninguna 

inspección a las empresas con la participación de jornaleros, com o se 

acordó. Y finalmente denunció “una cam paña de la ctm, la CROC y la 

crom para intim idar a los jornaleros, pues los obligan a afiliarse con 

ellos con la amenaza de que serán despedidos”.19

El informe del Secretario del Trabajo, la denuncia del incumpli­
miento de acuerdos, de los despidos y de las listas negras, así como la

17 El informadorr 11 de agosto de 2015.

18 Domínguez, 25 de agosto de 2015.

19 Muñoz Ríos, 26 de agosto de 2015.
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intimidación de las centrales corporativas, no tuvieron la misma difu­
sión que la “primavera jornalera”, pero un Norte casi desconocido se 
colocó en el centro del debate y fue quedando claro que para las fa­
milias jornaleras, los derechos laborales, sociales o humanos no cons­
tituyen un referente, ni siquiera “incumplido”, pues sus testimonios y 
denuncias permiten pensar, más que en derechos, en el despojo de la 
condición humana.

Pese a la indignación social y la solidaridad que despertó el 
movimiento, seis meses después20 las y los jornaleros decían que 
los acuerdos “se quedaron en el papel”, que “donde subió el salario 
añadieron surcos por jornada, o sea, no hubo aumento”; o bien, que 
el reglamento para impedir el trabajo infantil, elaborado sin consulta 
alguna, en lugar de proteger afecta negativamente a cientos de adoles­
centes que jornaleaban el fin de semana para cursar la secundaria o la 
preparatoria: “Ahora piden acta de nacimiento y 18 años ¿Cómo va­
mos a estudiar?”. Además, el conteo de potenciales derechohabientes 
del imss incluye a un irrisorio 6% del total estimado en el Valle; hay 
hostigamiento laboral contra quienes participaron activamente en el 
paro, despidos de mayordomos que simpatizaron con el movimiento 
y, para colmo, varios agroexportadores dicen no estar de acuerdo con 
los acuerdos que firmaron las autoridades y la Alianza.21

Para apaciguar al movimiento, el gobierno de Baja California se 
vio obligado a poner un parche a su plan sexenal incorporando el 
Programa para la Atención de la Región de San Quintín 2015-2019, 
con un soporte presupuestal de 2 mil 720 millones de pesos para im­
pulsar seis “ejes temáticos”.22 Aunque el Programa incluye recursos y
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20 En septiembre de 2015 realicé varias entrevistas a jornaleras, jornaleros y jóve­
nes de San Quintín, los entrecomillados y datos que vienen en este párrafo provienen de 
esas fuentes.

21 Entrevista a estudiantes-jornaleros y a Amalia Margarita Cruz Cruz, integrante de 
Mujeres en Defensa de la Mujer, 2015; El Informador, 25 de agosto de 2015.

22 El programa incluye los siguientes aspectos: 1. Social (infraestructura social básica, 
estancias infantiles, red de agua potable, centro de desarrollo comunitario); 2. Econó­
mico (capacitación empresarial y entrenamiento agroindustrial, créditos para mipymes, 
desarrollo agropecuario, infraestructura y retención de agua, electrificación de pozos,
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proyectos sociales, de educación, salud y desarrollo urbano; también 
destina cuantiosos recursos a los agro exportadores y empresarios 
pesqueros y turísticos que tradicionalmente han sido favorecidos por 
políticas gubernamentales; y otorga recursos para “Seguridad Públi­
ca”, más orientada a controlar la movilización social que a garantizar 
la seguridad de las personas. Brillan por su ausencia los 13 acuerdos 
que incluían aumento salarial e inscripción al Seguro Social y quedó 
sin respuesta el tema del hostigamiento sexual. El Programa respon­
de con algunos programas sociales y de “seguridad” a un movimiento 
que puso en el centro el tema salarial, las prestaciones laborales, el 
sexismo, las condiciones de vida y la relación económica y política 
entre trabajadores, empresas y Estado. Meses después de la insurrec­
ción de marzo, parecía cundir el desaliento jornalero pero las aguas no 
estaban quietas.

Al tiempo en que los agroexportadores y gobernantes le apostaron 
al nuevo Programa, a la pedagogía del castigo y al desgaste del m o­
vimiento, muy lejos de San Quintín, en el Distrito Federal, donde 
el jefe de gobierno había declarado su apoyo al movimiento, el 4 de 
noviembre de 2015 se otorgaba el registro al Sindicato Nacional Inde­
pendiente de Jornaleros Agrícolas y Similares (snidjas), encabezado 
por Justino Herrera.23 Dos meses después, el 8 de enero de 2016, en 
Ensenada, Baja California, se registraba el Sindicato Independiente 
Nacional Democrático de Jornaleros Agrícolas (sindja), encabezado

apoyos para adquirir maquinaria, contratar asistencia técnica, esquemas de financiamien- 
to competitivo, infraestructura y equipamiento en beneficio de 21 empresas pesqueras, 
construcción de atracadero, parque acuícola, motores fuera de borda y GPS, financia- 
miento; promoción de turismo); 3. Salud, 8 unidades móviles y mejoramiento de la in­
fraestructura de salud; 4. Educación (instalar tres escuelas en polígonos de alta incidencia 
delictiva, construir una delegación, equipar escuelas y bibliotecas; impulsar el deporte y 
el desarrollo de la cultura. 5. Desarrollo urbano (instalar una planta desaladora y un 
sistema para captar, tratar y distribuir agua, construir accesos carreteros, red de drenaje, 
ampliar sistema de agua potable, pavimentar algunas calles y apoyar la construcción de 
50 viviendas rurales). 6. Seguridad pública (construir comandancia y subcentro C4 en 
San Quintín) (Gobierno del Estado, Baja California, 2015, Programa para la Atención de 
la Región de San Quintín, 2015-2019).

23 Romero, 2015.
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por Fidel Sánchez Gabriel.24 Justino Herrera y Fidel Sánchez eran 
dos de los líderes de la Alianza con más reconocimiento público, cu­
yas diferencias empezaron a mostrarse cuando la firma del “salario 
integrado”.25

A un año de la insurrección jornalera, la división se profundiza y 
amplía: el snidjas tiene dos fracciones, una, encabezada por Justino 
Herrera y Lucila Hernández (única voz femenina que destacó durante 
el movimiento), llama a la inmovilidad hasta no tener una auténtica 
organización de base, aunque no parece estarla impulsando; otra, en­
cabezada por Enrique Alatorre y Fermín Salazar, parece adoptar una 
política oficialista que canjea sumisión a cambio de recursos o pro­
gramas para sus agremiados. El sindja, encabezado por varios de los 
dirigentes de la Alianza, como Fidel Sánchez, Bonifacio Martínez, Juan 
Hernández, Gloria Gracida y el joven jornalero Lorenzo Rodríguez, 
secretario general de este sindicato, conmemoró el 17 de marzo de 
2016 llamando a seguir organizándose, realizar un boicot contra Dris- 
coll (la distribuidora de fresa y otros productos más grande de Estados 
Unidos), una marcha a Tijuana y un encuentro de jornaleros de las dos 
Californias. A un año de su aparición, el movimiento jornalero se ha 
debilitado y la gente que un año antes estaba animada y en lucha, aho­
ra está desconcertada y con la sensación de que casi no logró nada.26

El registro sindical creó la expectativa de mejores instrumentos para 
defender los derechos laborales y las condiciones de vida de la pobla­
ción jornalera. No ha sido así, a un año de haberse dislocado la “paz” 
del Valle parece restaurarse el injusto y m oderno orden económico y
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24 Cruz Aguirre, 2016.

25 Vale la pena advertir algunos contrastes: en el Distrito Federal la toma de nota 
del Sindicato Nacional Independiente de Jornaleros Agrícolas y Similares, se hizo con 28 
integrantes (23 jornaleros de San Quintín y 5 de Xochimilco) (Romero, 2015). En enero 
de 2016, Fidel Sánchez se preciaba de que el Sindicato Independiente Nacional Demo­
crático de Jornaleros Agrícolas, era el “único y legítimo”, y que en la directiva todos son 
jornaleros y jornaleras (Cruz Aguirre, 2016).

26 Entre el 13 y el 18 de marzo de 2016 realicé un periodo de trabajo de campo 
en San Quintín y pude escuchar de manera directa las propuestas y posturas de cada una 
de las fracciones a que hago referencia, así como percibir el desconcierto de las personas.
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político del agronegocio y del Estado neoliberal. La experiencia de 
2015 está viva entre la población jornalera pero su elaboración sub­
jetiva no se expresa en una sola posición o estrategia de lucha. Hay 
procesos organizativos en curso, pero la fuerza social capaz de m odi­
ficar ese injusto orden se tendrá que construir en medio del disenso. 
El proceso va para largo. Pese a todo, los doce intensos meses que su­
cedieron al 17 de marzo dejan ver una red de relaciones, percepciones 
comunes, procesos de identificación, construcción de voluntades y 
emprendimiento de acciones colectivas gestadas en un tiempo más 
largo y en distintos puntos cardinales.

Pensando desde el m ovim iento

Para desenredar los hilos que se anudan en San Quintín, para abordar 
unitariamente el proceso y colocar en el centro la relación conflictiva 
del pueblo jornalero con el capital agroexportador y las instituciones 
públicas en los campos agrícolas y  en los espacios de la vida cotidiana, 
revisito la perspectiva de clase de E. P. = o m p so n  (1977, p. 7):

Por clase entiendo un fenóm eno histórico unificador de un cierto n ú ­

m ero de acontecim ientos dispares y aparentem ente desconectados, 

tanto po r las respectivas condiciones materiales de existencia y  expe­

riencia com o por su consciencia [ ... ] se trata de un  fenóm eno históri­

co [ . . .]  no veo a la clase com o una estructura y m enos aún com o una 

categoría, sino com o algo que acontece de hecho (y puede dem ostrarse 

que ha acontecido) en las relaciones hum anas.

Me aproximo entonces, más que a identificar clases sociales como 
objetos o entidades definidos por su lugar en la producción, a anali­
zar laformación de éstas en su tensa relación e interacción, pues, como 
dice = o m p so n : “La clase aparece cuando algunos hom bres [y m u­
jeres, añado yo], como resultado de experiencias comunes sienten y 
articulan la identidad de sus intereses entre ellos y contra otros hom ­
bres [y mujeres], cuyos intereses son diferentes y corrientemente
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opuestos a los suyos” (Ibídem, p. 8). La experiencia de clase, dice el 
autor, está ampliamente asociada a las relaciones productivas, pero 
la forma en que las experiencias se traducen a la cultura, se convier­
ten en valores, ideas, tradiciones e instituciones, implica un proceso 
de subjetivación, discontinuo, incierto y abierto que consume largos 
tiempos. La consciencia de clase no está determinada ni se identifica 
de manera inmediata con la posición de un grupo en la estructura de 
relaciones económicas.

Si las clases sociales se van formando en su acción, en su relación 
y en la forma particular en que subjetivan sus experiencias y gestan 
voluntades colectivas, si no son una cosa, una estructura o un reflejo 
de ésta, entonces, más que ser, están siendo y haciéndose en su hacer, 
son un acontecimiento, no preexisten a su elaboración subjetiva ni a 
su lucha.

Desde esta noción, la “lucha de clases en San Quintín” formaría par­
te de “un fenómeno histórico unificador de un cierto número de acon­
tecimientos dispares y aparentemente desconectados” que ocurre en el 
tiempo largo de la confrontación entre explotados y explotadores, no 
sólo en torno a sus salarios y condiciones de trabajo, sino también en 
defensa de sus condiciones de vida: “más allá” de la lucha de clases. En 
última instancia, expresa la confrontación entre la lógica de la vida y la 
lógica desalmada del capital, la del valor de uso y el bienestar contra la 
del valor de cambio y la ganancia. Esta lectura radiográfica está mediada 
por cultura, subjetividades, circunstancias, coyunturas, grupos sociales, 
relaciones de poder, personas concretas. No es de manera inmediata la 
explicación que exige un caso particular.

San Q uintín 2015 representa un fragmento y un m om ento de esa 
larga, amplia y diversa lucha de clases que desborda las relaciones 
laborales, m om ento en que la comunidad, más allá de la clase traba­
jadora, politiza las injusticias en un sentido amplio, identificándose, 
como un “nosotros” frente a los “otros”, agroexportadores y Estado, 
frente a ellos disputan el derecho a intervenir en la generación de 
otro orden económico, político y social y cuestionan las relaciones 
de poder, no sólo las de explotación sino otros mecanismos de exclu­
sión o discriminación.

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín
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El amplio y beligerante movimiento jornalero, que irrumpe el 17 
de marzo, no produce un camino lineal ni ascendente, en lo inmediato. 
Como puede verse, las diferencias internas fracturan la unidad y plan­
tean retos políticos y organizativos para lograr sus justas reivindicaciones 
ante adversarios que también se unen y actúan contra ellos. No estamos 
hablando de estructuras, de sujetos históricos o de destinos predetermi­
nados, sino de dinámicos procesos que ahora se expresan en organiza­
ción y fuerza de la comunidad y  de la clase, ahora se dividen y debilitan.

La producción social del territorio

Si la perspectiva de clase privilegia el análisis de los procesos en el 
tiempo, el tiempo social existe en un espacio y puede abordarse desde 
un enfoque territorial ajeno a una noción cartesiana, pues el territorio 
no es una superficie llana ni un escenario o un telón de fondo, sino la 
producción territorializada de órdenes sociales y políticos que resultan 
de la pugna por el control (hegemónico y con consensos o autoritario 
y violento) entre actores sociales con distintas lógicas, identidades e 
intereses. Territorios plurales, dice Zambrano (2002), donde se sobre­
ponen y tensan múltiples espacios producidos por actores sociales en 
tensión o conflicto. Si bien la producción social del territorio implica 
pertenencia, arraigo, identidad y subjetividad, y contiene varias di­
mensiones (cultural, económica, social y política), sus fronteras, tan 
inestables como es la pugna por el control territorial, están marcadas 
por el poder político — no necesariamente institucional— del que de­
pende la jurisdicción o el dominio sobre un territorio y donde surgen 
luchas por la soberanía. Todo territorio se construye en el tiempo.

Ambas perspectivas — territorial y de clase— tienen la virtud 
de integrar en tiempo y espacio a actores sociales que se relacionan y 
confrontan. La visión unitaria, el conflicto, el reconocimiento de anta­
gonismos entre actores y de sus tensiones internas; las disputas redis­
tributivas, territoriales y políticas; el papel de la acción y de la lucha 
en la formación de clases y territorios, las hacen, desde mi punto de 
vista, complementarias.
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El Valle de San Quintín que conocemos ahora no es un municipio, 
sino un territorio producido a partir de procesos íntimamente vincula­
dos: uno, la explotación intensa — desde fines de los años setenta— de 
ricos mantos freáticos que posibilitaron la agricultura de riego; dos, la 
construcción de la carretera Transpeninsular — concluida en 1973— 
que facilitó el tránsito de personas y mercancías y “acercó” aún más 
el mercado estadounidense ubicado a sólo 300 kilómetros; tres, la 
quiebra de la agricultura indígena campesina del sur del país, que bus­
có paliar los estragos del “ajuste estructural” con migración laboral; 
y cuatro, las inversiones y modernas tecnologías que trajo el capital. 
De la confluencia de estas circunstancias surgiría uno de los enclaves 
agroexportadores más modernos del país en una larga franja peninsu­
lar que abarca cuatro delegaciones del municipio de Ensenada: Punta 
Colonet, Camalú, Vicente Guerrero y  San Quintín.

Desde el principio, las grandes ganancias de la agroexportación se 
fincaron en la explotación extrema del agua y de seres hum anos que 
llegaron en busca de una vida mejor. Desde el principio, la actuación 
de las instituciones públicas se orientó a fortalecer el agrobusiness en 
lugar de garantizar los derechos de la población jornalera o de regu­
lar el uso del agua del subsuelo. Desde el principio, San Q uintín fue 
la tierra prometida para el capital y, como dirían las jornaleras: “un 
infierno para nosotros”.

El capital, las y los jornaleros y las instituciones del Estado han sido 
desde entonces actores centrales del drama que se teje en la península 
bajacaliforniana. Su red de relaciones productivas, sociales y políticas, 
su relación con la tierra, el agua y el paisaje, construyen territorio. En la 
producción de éste confluyen ejidatarios locales, capital nacional, in­
versión extranjera, tecnologías de punta. Las empresas más im portan­
tes del Valle son trasnacionales y la producción hortofrutícola de San 
Quintín se destina casi totalmente al mercado estadounidense, donde 
corporativos agroalimentarios la distribuyen a mercados más am­
plios. La circulación de capitales y  de mercancías está facilitada por 
procesos globales y acuerdos de libre comercio como el tlcan.

Una parte significativa de las y los jornaleros migrantes se ha 
quedado a vivir en el Valle, otra sigue su camino hacia Estados Unidos
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en un circuito migratorio que conecta territorios nacionales e inter­
nacionales, y una parte más llega de otros países al Valle a asesorar el 
uso de modernas tecnologías. La emigración a Estados Unidos está 
restringida por el tlcan y por políticas de Estados Unidos que im­
piden el libre tránsito de personas de México hacia ese país, pese 
a ello, la migración indocumentada continúa. Además, las familias, co­
munidades y organizaciones de trabajadores han creado redes sociales 
que los vinculan con organizaciones binacionales, con sindicatos esta­
dounidenses y con sus propios pueblos de origen, produciendo así un 
movimiento globalizador desde abajo.

Todo ello permite hablar de un territorio global en el que el espacio 
físico relativamente delimitado del Valle de San Quintín interactúa, in­
terviene y está intervenido por procesos globales que lo exceden, terri­
torio cuya reproducción sólo puede explicarse en esta red de vínculos 
económicos, tecnológicos, comerciales, sociales, culturales y políticos.

Ni el agua ni la carretera Transpeninsular ni las inversiones, las m o­
dernas tecnologías o la cercanía de la frontera habrían generado un 
centavo, si no es porque, desde los años setenta, pero sobre todo en 
los ochenta, los agroempresarios enviaron “enganchadores” a Sinaloa, 
donde ya llegaban jornaleros en tiempos de cosechas. Y luego, ante el 
auge agrícola de San Quintín, hasta los lugares de origen, sobre todo 
a las regiones indígenas de Oaxaca y  de Guerrero, de donde trajeron a 
miles de jornaleros y jornaleras para realizar las tareas de cultivo y las 
delicadas labores de cosecha y empaque de perecederos. Así se produ­
jo una migración temporal pendular: Oaxaca-San Quintín-Oaxaca; y 
temporal circular vinculada al circuito jornalero del Pacífico: Sinaloa- 
San Quintín-Mexicali-Estados Unidos. Hoy, entre los residentes de 
San Quintín predomina la población originaria de Oaxaca y de Gue­
rrero, pero se estima que trabaja población originaria de todos los pue­
blos indígenas y entidades de México.

Desde que arribaron las y los primeros jornaleros y casi hasta el 
final de los años noventa, los campamentos fueron el lugar de la 
vivienda, temporal o, en algunos casos, permanente. A mediados 
de los años ochenta, llegaron a registrarse 40 campamentos (Velasco, 
Zlolniski y Coubes, 2015), en cada uno había varios galerones con
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alrededor de 20 cuartos cada uno, y en cada cuarto, integrantes de dos 
o tres familias. En algunos campamentos llegó a haber 5 mil perso­
nas.27 Los campamentos, hoy casi desaparecidos — las Mujeres en de­
fensa de la mujer estiman que hay cuatro o cinco, uno de ellos en “Los 
Pinos”, la más grande y m oderna empresa del Valle— , fueron espacios 
de aislamiento y segregación residencial, pero también de control total 
y dependencia de las y los trabajadores con respecto a sus patrones, así 
como de vulnerabilidad ante los atropellos flagrantes de los “agriculto­
res” (como las jornaleras llaman a los empresarios agrícolas).

Los pies de barro de la m oderna horticultura de San Quintín estu­
vieron en las empobrecidas comunidades rurales del Sur, desde donde 
miles de personas iniciaron una larga marcha hacia el Norte prom ete­
dor. Al tiempo en que prosperaban los “agricultores” de San Quin­
tín, el Sur vivía el desgarramiento físico, emocional, social, cultural, 
político, económ ico... de familias y pueblos enteros cuyos habitantes 
hallaron en la migración temporal y en la semiproletarización un com­
plemento a sus precarios ingresos. Complementariedad perversa con 
un origen compartido, pues los profundos cambios que ocurrían en el
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27 Con base en estudios de Niño, 2006; Garduño, García y Morán, 1989; y mis propias 
entrevistas (2012 y 2015) reconstruyo una imagen de los campamentos: largas galeras de 
lámina, divididas en cuartos de 5 x 5 metros con un corredor para comunicar a todos los 
cuartos. Las letrinas, donde había, eran incómodos e inútiles espacios hechos con madera 
de deshecho, cuya pequeñez impedía cualquier movimiento. Los baños eran cuartuchos 
con varas y plásticos de sacos de agroquímicos, pero había que transportar agua en cubetas 
desde la toma común o del aguaje contaminado. Entre las cuatro y las seis de la tarde, entrar 
a los cuartos del campamento era como ingresar a una cámara de gas, en cada cuarto había 
un fogón para hacer la comida, los fogones generaban tanto humo que la visión y la respira­
ción se dificultaban. La leña se recolectaba en lugares distantes. Las cubetas invertidas que 
servían para colectar jitomate hacían de sillas. Con cartones o costales de agroquímicos 
hacían “petates”, o se improvisaban camas con cajas de empaque de jitomate. A veces, del 
techo colgaba una hamaca hecha con costales de agroquímicos para acostar al bebé. Niños y 
niñas con voluminosos vientres andaban descalzos, jugaban en los charcos, entre montones 
de leña y tendederos de ropa. La mayoría de las familias se abastecía en las tiendas de los 
campamentos, más caras que en la ciudad; la carne era inaccesible para el presupuesto fa­
miliar y lo más probable era que la familia sólo consumiera sopa de pasta, frijoles y tortillas. 
En tiempo de calor, la temperatura del campamento se elevaba a grados insoportables; en 
tiempo de aguas “llovía” en el interior debido a las goteras; y en invierno se volvían gélidas 
pues las láminas no son material térmico.
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Norte (la pujanza de las empresas trasnacionales) y en el Sur (la ruina 
de la agricultura campesina) estaban estrechamente relacionados con 
una política que favoreció a la empresa agroexportadora y desahució 
al minifundio. Desarticula y rearticula a la fuerza de trabajo en función 
del capitalismo en su fase neoliberal.28

La complementariedad y polarización social no sólo se dio entre el 
Sur y el Norte, sino en el Norte mismo, donde se trenzaron riquezas, 
modernísimas tecnologías y formas de reproducción del capital con 
enganchamiento, “acasillamiento” y grados de explotación que pare­
cían superados: trabajo cautivo, míseros salarios, jornadas exhaustivas, 
pésimas condiciones de vida.29

28 El crecimiento económico y demográfico de San Quintín (entre 1994 y 1999 sus 
exportaciones crecieron 230% y la población se multiplicó por diez de los años ochenta al 
2015) no sólo se explica por procesos de globalización, sino por acciones y omisiones del 
Estado, por políticas de ajuste neoliberal que han arruinado la economía campesina e indí­
gena, propiciando su empobrecimiento y un intenso proceso migratorio: en 2005, el 65% 
de los municipios rurales estaban despoblados (Mojarro y Benítez, 2010), y entre 2000 
y 2010 la intensidad migratoria aumentó en 36% en los municipios rurales (Bada y Fox, 
2014). La contraparte de esta política campesinicida es la apuesta por la empresa agroex­
portadora con alta concentración de capital a la que se destina la mayor parte de apoyos y 
subvenciones públicas: el 42% de los productores que tienen 20 has. o más reciben apoyos 
de Proagro (antes Procampo), mientras, sólo el 7% de los productores con menos de 1 ha. 
y el 19% de quienes poseen de 1 a 2 has. recibe este subsidio; además, los productores con 
tierras irrigadas reciben dos subsidios anuales y los programas de comercialización e inver­
siones productivas privilegian a los estados del norte (Fox y Haight, 2010). Las agroempre- 
sas del Valle de San Quintín cumplen todas las cualidades que son favorecidas con mayores 
subsidios, mientras, las comunidades campesinas indígenas y mestizas del Sur concentran 
los rasgos asociados a la marginación o exclusión de tales apoyos.

29 “Miseria y desolación fue lo primero que se me vino a la mente al ingresar al campa­
mento ( .. .)  a la entrada se encuentra una iglesia ( ...) , al fondo las bañeras, los lavaderos 
y las letrinas de un metro cuadrado. Más adelante se ubica la escuela primaria bilingüe 
(de mixteco-español), una guardería en construcción, así como una pequeña tienda de 
abarrotes. Al lado derecho se disponen las galeras de lámina con decenas de cuartos 
pequeños sin ventilación, tras algunas puertas abiertas se ve la falta de muebles. La gente 
come en el piso de tierra. Las galeras forman cuadras y entre ellas hay calles angostas de 
tierra ( .. .)  la gente recién regresaba de los campos de hortalizas ( .. .)  había quienes car­
gaban leña para su casa ( .. .)  un grupo de hombres conversaba en lengua indígena ( ...)  
esa tarde del mes de octubre (hacía frío) y los niños pequeños andaban descalzos y con 
camiseta de algodón...” (Niño, 2006, pp. 183-184).
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Inhumanidad y  bestialización

A más de un siglo de la dictadura porfiriana, San Quintín está lejos de 
los derechos laborales y sociales alcanzados con la Revolución, pero en 
un mundo unipolar que no requiere el ropaje del Estado benefactor para 
contrarrestar la seducción del socialismo, el capital global y los gobier­
nos neoliberales reducen ingresos salariales y golpean la protesta social 
sin pudor. En este marco, las luchas laborales parecen anacrónicas, pese a 
que la situación de las clases trabajadoras retorna al Siglo x ix  y con ésta, 
de algún modo, “retorna” la lucha de clases y desborda el tema salarial.

Tomar como referencia los derechos sociales y laborales supone 
la existencia de una noción de ciudadanía, pero cuando una se apro­
xima a la breve historia de la población de San Quintín se esfuma la 
posibilidad de un referente común para nativos y recién llegados. Los 
relatos de los y las jornaleras no sólo hablan de jornadas exhaustivas, 
salarios de hambre, malas condiciones laborales y de vida, o del tra­
bajo precarizado y flexible característico de las agroindustrias (Lara, 
1998), hablan de discriminación y aluden a un trato deshumanizado 
y bestial ajeno al sistema de derechos que supuestamente rige. Trato 
que reproduce, en plenos siglos xx  y xxi, una relación colonial porque 
se finca no sólo en la existencia de trabajadores “libres” y de capital 
que demanda fuerza de trabajo, sino en jerarquías que inferiorizan a 
indígenas y campesinos del sur frente a blancos y mestizos del norte. 
Recordando los años ochenta y noventa una jornalera cuenta:

N os trataban mal. C reían que en nuestros pueblos dorm íam os en el 

piso de tierra ¡No era cierto! Allá dijeron que los patrones nos iban 

a dar un cuarto. ¡Tampoco era cierto! En cada cuarto había de varias 

familias. A  mí m e tocó com partir con una pareja, dijeron: “esa pareja 

que viva con ustedes”. E ntonces en la noche la pareja ahí, y  m i papá 

p o r allá y  yo po r acá ¡Así no vivíam os en el pueblo! Yo vivía una p o ­

breza, una m iseria en el pueblo, pero tam bién  aquí [ . . . ]  la pobreza m e 

siguió. Era m ucho sufrim iento. M e tocó vivir eso, ahí están los cam ­

pam entos, cuando paso p o r ahí recuerdo y  digo ¡Allá viví un infierno 

yo! (Espinosa, 2013, p. 42).
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En San Q uintín  hay una frontera clasista y racializada, una línea 
divisoria entre dos poblaciones y dos tipos de ciudadanía, dos tipos 
de vidas que el derecho valora de m odo muy distinto y que se ex­
presa en posiciones sociales y políticas y en posibilidades de inser­
ción socioeconóm ica jerarquizadas, semejantes a las que Cesaire 
(citado por Ajari, 2011) analiza en las sociedades colonizadas: “la 
acción colonial, la empresa colonial, la conquista colonial, fundada 
sobre el desprecio del hom bre indígena y justificada por aquel des­
precio, tiende inevitablem ente a m odificar a aquel que la em pren­
de; [ . . . ]  el colonizador, quien, para tranquilizar su conciencia, se 
acostum bra a ver en el otro a la bestia, se entrena en tratarle como 
bestia, tiende objetivam ente a transform arse él mismo en bestia” 
(Ajari, 2011, p. 54).

En el próspero y m oderno Valle de San Q uintín predom inó un 
lenguaje de pura violencia30 para sus trabajadores, hom bres, m u­
jeres e infantes. No había para ellos una noción de derechos ni de 
hum anidad. Las reflexiones de Frantz Fanón (1965) y de Ajari 
(2011) sobre la inhum anización ilum inan la situación de la pobla­
ción jornalera en San Quintín. Ambos dan pistas para articular la 
colonialidad de la relación entre trabajadores y  empresarios, pues 
los m odernos colonizadores de San Quintín, con ropaje neoliberal, 
global y agroexportador — como los antiguos colonizadores— , des­
articulan comunidades rurales y m odos de vida para rearticularlas 
en los espacios de máxima valorización del capital, reproduciendo, 
en distintos tiem pos y territorios, la condición inhum ana del colo­
nizado, naturalizando la existencia de seres subhumanos, y bestiali- 
zando así al propio colonizador.

Durante décadas, la escasa presencia y parcialidad de la actuación 
institucional, más que garantizar respeto a la ley o regular la acción 
de las empresas, ha perm itido una especie de zonas liberadas para

30 Ajari (2011, p. 55) dice que la economía capitalista y la división internacional del tra­
bajo producen bestias de carga (una de las acepciones de la bestialización), y que la alienación 
económica es, al mismo tiempo, el abono de la interiorización social e individual de los indí­
genas. Esta estructura -dice Ajari- es aquello que Fanon llama el lenguaje depura violencia.
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la explotación extrema de la fuerza de trabajo y de bienes natura­
les como el agua. El exitoso modelo agroexportador se finca en estas 
“condiciones de producción” (O ’Connor, 1997) que no son m ercan­
cías en sí, sino vida mercantilizada y valorizada, convertida en valo­
res de cambio y fuente de ganancias por el capital.

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
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M odernización y  sedentarización

En la década de los noventa, la rentabilidad y las perspectivas fa­
vorables de las empresas agroexpotadoras, así como la necesidad 
de racionalizar el uso de agua,31 dieron lugar a una restructuración 
productiva y a una nueva fase de m odernización tecnológica: rie­
go por aspersión y por goteo, agricultura de invernadero (que fue 
desplazando a la agricultura a cielo abierto), viveros, plasticultura, 
plantas esquejes, semillas mejoradas y transgénicas, malla sombra, 
fertirrigación, transportes refrigerados, m odernos empaques. Tam­
bién se diversificaron los cultivos: al jitom ate de los años ochenta se 
sumó la siembra de cebollín, pepino, apio, brócoli, fresa y mora. Y se 
m ultiplicaron y diversificaron las labores agrícolas a lo largo del año: 
trabajo especializado para los invernaderos, regadores, choferes, 
técnicos, aplicadores de agroquímicos, empacadores, recolectores 
de cosechas; con ello se creó la posibilidad de más empleos per­
manentes, hasta entonces poco significativos. Así cobraron fuerza 
dos procesos: sedentarización y proletarización de una parte im ­
portante de las y los jornaleros tem porales (Velasco, Zlolninski y 
Coubes). El paisaje rural y del Valle empezó a cambiar al aparecer 
m anchones urbanos cada vez más grandes m ientras disminuía la m i­
gración tem poral del Sur a San Quintín, aunque hasta hoy continúa

31 El auge agrícola de esta región tiene en su base la irrigación: entre 1977 y 1985 el área 
irrigada creció a una tasa de 15.4% anual; pero de 1982 a 1985 fue al 19%, tan rápido se 
multiplicó la perforación de pozos que la extracción superó la capacidad de recarga de los 
mantos freáticos (Garduño, García y Morán, 1989; Clark, 2008); desequilibrio que, junto 
con el desgaste de la tierra por la intensidad de los cultivos, hace insustentable e insostenible 
este tipo de agricultura en el mediano plazo.
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en m enor escala. La restructuración productiva de los noventa p o ­
sibilitó la sedentarización y proletarización de un amplio segmento 
de la población, pero tam bién contó el deseo jornalero de salir de 
los cam pam entos.32

A fines de los años noventa, se extendió un enorme asentamien­
to hum ano a la vera de la carretera Transpeninsular y de los cam­
pos agrícolas que se hallan a sus costados. Un asentamiento urbano 
popular de más de 130 kilómetros de largo en el que ahora habitan 
alrededor de 100 mil personas: migrantes del siglo pasado y sus des­
cendientes que ya nacieron en San Quintín, migrantes temporales 
o de paso que ya no llegan a campamentos sino a viviendas de fa­
miliares o a cuarterías (construcciones con cuartos que comparten 
sanitarios y regaderas).

En el Siglo xxi, poco más de la mitad de la población económ i­
camente activa (pea) del Valle se dedica al jornaleo. Va surgiendo 
una clase media dedicada a tareas agrícolas especializadas, al sector 
servicios (comercio y restaurantes), o al servicio público en algunas 
instituciones con sede en la región. Se observa un proceso de dife­
renciación social y de diversificación laboral, pero el corazón de San 
Q uintín es el agrobusiness y sus trabajadores, pues el comercio, los 
servicios y las instituciones públicas, giran alrededor de este b ino­
mio fundamental.

Desde los años setenta hubo inmigración, pero hasta fines de los 
años noventa los espacios de residencia tem poral y perm anente de 
la población jornalera fueron los campamentos, hoy son las colonias 
populares.33 Predom ina la población de origen mixteco, zapoteco y

32 La demada y oferta de fuerza de trabajo no son proporcionales en el ciclo anual: la 
cosecha primavera- verano demanda más fuerza de trabajo (siguen llegando jornaleros tem­
porales); mientras en el periodo invernal hay más jornaleros que trabajo, de modo que una 
porción importante sale a Sinaloa o a Estados Unidos para lograr un ingreso.

33 El espectacular crecimiento demográfico da una idea de los cambios ocurridos en ese 
territorio: la población de San Quintín se quintuplicó entre 1979 y 1990 (de 8,559 personas 
a 38,151 respectivamente); y se volvió a duplicar entre 1990 y 2010, para llegar a la cifra de 
92,177. En los años ochenta se crearon 13 colonias nuevas, en los años noventa los asenta­
mientos humanos aumentaron en 20 colonias más (Velasco, Zlolniski y Coubes).
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triqui de Oaxaca, tam bién viven ahí nahuas de Guerrero y Veracruz, 
purépechas de M ichoacán, así como población mestiza que provie­
ne de distintos estados. “En estos valles no hay nativos -d icen  las 
jornaleras-, todos venimos de fuera, los nativos son nuestros hijos 
y nietos”.

Pese a la precariedad de los nuevos asentam ientos hum anos,34 la 
colonización popular significó rom per el control y la dependencia 
total que la población jornalera vivía en los cam pam entos, y em ­
pezar a experim entar autonom ía y libertad en distintos grados y 
aspectos de la vida. La vivienda propia, dicen las jornaleras, les per­
m itió privacidad e intim idad; espacio para que sus niñas y niños 
jueguen; libertad  hasta para dejar de jornalear si están embarazadas 
o con hijos e hijas pequeñas (Entrevista a Patricia Sierra, 2015; Ve- 
lasco, Zlolninski y Coubes, 2014). Tranquilidad. Si en los campa­
m entos la venta de su fuerza de trabajo implicó prácticam ente el 
“secuestro” o el trabajo forzado de las personas, la vivienda inde­
pendiente perm itió libertad para vender o no y a quién, su fuerza 
de trabajo.

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín

Etnia, género y  generación: diferencias y  desigualdades

La segmentación del mercado de trabajo con base en criterios ét­
nicos, de género y generacionales sostiene un sistema de relaciones 
laborales desigual para la población jornalera, en especial para la po ­
blación de origen indígena, para las mujeres y para grupos cuya corta 
o larga edad les dificulta el acceso al mercado de trabajo.

34 En las colonias populares, las viviendas son de tabicón o de materiales frágiles, aun­
que también hay casas grandes “estilo californiano”, gracias a las remesas. En estas colo­
nias la infraestructura y servicios públicos (tomas de agua potable, alumbrado público, 
pavimentación, electricidad, mercados y tiendas de abasto, escuelas y servicios de salud, 
transporte urbano) son deficientes. En el paisaje urbano predomina el gris del tabicón 
y el polvo. Sólo algunas calles cuentan con un débil alumbrado público, por lo que las 
noches cubren de obscuridad al Valle, sólo el borde de la Transpeninsular se ilumina en 
algunos tramos.
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Como se observa en el siguiente cuadro, predomina el trabajo in­
dígena y el trabajo femenino en las actividades peor pagadas que son 
precisamente las agrícolas, es decir, el jornaleo es sobre todo para 
indígenas y para mujeres. En cambio predomina el trabajo no indíge­
na femenino y masculino en las actividades mejor pagadas. Lo cual no 
significa que estos otros trabajadores vivan en jauja.

Población Económicamente Activa agrícola, 
por sectores, por pertenencia étnica y diferencia sexual

Trabajo
agrícola

Servicios a la 
agricultura

Sector
secundario

Sector
Terciario

Salario r edio 
mensual

$ 2  932 $ 5 500 $ $ 3 739-6 500+

PEA indígena 76% 1.3% 5.1% 19%
PEA no indígena 43% 5.6% 12.6% 45%
PEA fer enina 55.3% 1.1% 4.5% 39.6%

PEA r asculina 49.2% 6.3% 14.1% 30.3%
Elaboración propia con base en datos de Velasco, Zlolniski y Coubés.

En el Valle de San Q uintín, las diferencias étnicas y de género 
no se reconocen para com pensar deudas sociales históricas con in­
dígenas y  mujeres, sino para reforzar su m arginación, o, como de­
nuncian las jornaleras, para que mayordom os, capataces, técnicos 
y hasta sus propios com pañeros de trabajo y vecinos las hostiguen 
sexualmente.35

Ser m ujer indígena en el Valle de San Q uintín  significa ocupar 
el últim o escalón en la distribución del ingreso, hecho que se agra­
va si consideram os que ha crecido el núm ero de mujeres solas o

35 Algunos testimonios de las Mujeres en Defensa de la Mujer ilustran el por qué no 
es fácil denunciar el acoso y hostigamiento sexual: “Lo primero que pasa por la mente de 
una mujer antes de denunciar a su superior es que se va a quedar sin trabajo: ‘¡Me van a 
boletinar y después no voy a encontrar trabajo!’. Por eso se va callando y se va callando y 
se va aguantando. Es una cosa que el patrón utiliza, el miedo, la amenaza de que si dice algo 
la corre y la boletina” (Espinosa, 2013).
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abandonadas (por migración tem poral o definitiva de sus parejas), 
de madres solteras y de jefas de familia que deben arreglárselas con 
un precario ingreso para sostener a su familias (Velasco, Zlolninski 
y Coubes). Y como el trabajo del hogar y de cuidados sigue asig­
nándose socialmente a las mujeres, la doble jornada, realizada con 
escasos servicios, equipo dom éstico e infraestructura urbana, am ­
plía e intensifica el trabajo femenino. Las y los hijos de las jornale­
ras tam bién padecen la falta de recursos y el agotam iento y pobreza 
de tiem po de sus madres, así como la ausencia o el abandono de sus 
madres y padres. Hay crisis en la econom ía del cuidado y crecen las 
adicciones y otros problem as entre la juventud.

Pero las mujeres no sólo realizan los trabajos más precarizados y 
flexibles, sino que han sido “descubiertas” como personas responsa­
bles, honestas y dispuestas a todo sacrificio por el bienestar de sus 
seres queridos y comunidades. La generosidad de las mujeres, el ha­
ber sido educadas como “ser para otros”, las ubica como interlocuto- 
ras, ejecutoras, trabajadoras y vigilantes de programas oficiales como 
Prospera, o de proyectos sociales que impulsan organismos civiles 
y religiosos. Más que dobles, son triples o cuádruples jornadas fe­
meninas en aras del bienestar familiar y comunitario, a costa de su 
salud, de su tranquilidad y  descanso, de su energía o de sus años de 
vida. Cierto que en medio de tanto trabajo, ellas van encontrando 
espacios para adquirir conocimientos, habilidades y tener mayor pre­
sencia social y pública, como muestra la experiencia de las Mujeres 
en Defensa de la Mujer.

Los y las adolescentes jornaleros com parten con las mujeres las 
peores condiciones de trabajo, no porque sus salarios sean menores, 
sino porque dedican al jornaleo un tiem po que podrían destinar al 
desarrollo de sus potencialidades. Pero esto sólo sería posible si sus 
padres y madres ganaran lo suficiente para que ellos estudien, hagan 
deporte, jueguen y descubran sus inclinaciones. En la situación ac­
tual, parece peor impedir el trabajo adolescente que regularlo.

O tro de los grupos que, por su edad, se halla en una situación 
vulnerable es el de las y los jornaleros que tienen más de 50 años, 
no im porta que no hayan llegado oficialmente a la “tercera edad”,

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín
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pues varias décadas de jornaleo producen un gran desgaste físico y 
agotamiento, pero ahora no tienen acceso fácil al trabajo, ni jornal 
ni pensión o servicio m édico que les perm ita una m ínim a calidad 
de vida. Lejos de sus lugares de origen y en un contexto donde hay 
la m ovilidad de sus familiares no se garantizan redes de cuidado; 
las y los jóvenes abuelos se hallan en una difícil situación. También 
para ellos hay crisis de la econom ía del cuidado.

Como se observa, la población indígena, las mujeres, las y los 
jóvenes y los adultos mayores, m uestran que las diferencias se tras­
tocan en desigualdades, en mayores grados de explotación o en ex­
clusión inhumana.

H aciendo comunidad

El que la población indígena, las mujeres, los jóvenes y las y los adultos 
mayores vivan mayores grados de desigualdad; el que en San Quintín 
haya gente con tan diversas raíces culturales; el que surjan distintas 
posturas políticas al interior del movimiento; permite ver que lo po ­
pular no es homogéneo y que la comunidad se va produciendo en 
medio de disensos y diferencias.

Novedosas vivencias empezaron a gestar lo común en tierra ajena, 
algunas dolorosas como el racismo, la vida en los campamentos, el 
jornaleo, el traum a del desgarramiento que produjo la migración, el 
impacto físico y emocional al hallar un infierno en lugar de la tierra 
prom etida... procesos de identificación desde una posición subal- 
ternizada y colonizada, dolores que se comparten a través de distin­
tos lenguajes. Otras experiencias, como la gestión de terrenos, de 
apoyo para vivienda, servicios urbanos, infraestructura y servicios 
educativos y de salud, parques públicos, hospitales y mercados; o la 
organización de fiestas y eventos cívicos o religiosos, la elección de 
representantes por colonia, la colonización y las luchas laborales... 
generan procesos de identificación desde la rebeldía, la capacidad de 
agencia y lucha, la politización de necesidades y malestares. El sujeto 
social que se va construyendo y construye comunidad se nutre de
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jirones de culturas sureñas y de nuevos elementos y subjetividades 
asociadas a otras vivencias.

En San Quintín, los referentes culturales, lingüísticos, alimen­
tarios, musicales, religiosos, políticos tienen raíces diversas. La 
creación de comunidad une historias fragmentarias, pero no puede 
pensarse lo comunitario como una reproducción del pasado, como 
la “comunidad hija”, sino como una creación que combina raíces dis­
persas con experiencias compartidas, intersubjetividades, sentim ien­
tos de injusticia y propuestas de acción común en dos espacios: la 
vida laboral y la vida familiar en las colonias populares. Al movim ien­
to de 2015 y sus reivindicaciones subyace esta creación comunitaria. 
En San Q uintín se transita de la fragmentación del arribo a la co­
m unidad en lucha, tránsito que ha consumido años y que crea, sin 
querer queriendo, una nueva comunidad, multiétnica y pluricultural, 
con mestizajes de sangre, lenguas y culturas, que por m om entos luce 
su identidad faceta insurrecta.

La comunidad se nutre de pretéritos, de presentes y de sueños 
de futuro; de apropiación territorial y sentido de arraigo; experiencia 
común y gestación de una identidad jornalera y cachanilla,36 procesos 
que sintetizan tiempos y espacios del Sur y del Norte, experiencias 
campesinas, migración y colonización popular.37

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín

Establecidos y  marginados

La comunidad jornalera se crea en medio de tensiones, conflictos y 
resistencias de quienes se consideran originarios y con derecho a de­
cidir las normas de convivencia y los lugares que ocupa cada grupo

36 Gentilicio popular con el que se identifican los nativos de Baja California.

37 Quizá las identidades de las y los descendientes de migrantes que se han asentado 
— con más acceso a la educación y a otros empleos, con mayores expectativas de migrar 
a Estados Unidos que de volver al lugar de origen de sus padres— contengan nuevos 
elementos, lo cual torna más heterogéneo y complejo el proceso de identificación social, 
pero la experiencia jornalera y de vida en la colonia popular siguen teniendo centralidad.
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social en ese Valle. En “La relación entre establecidos y marginados”, 
N orbert Elias (2012) da pistas para comprender lo que ocurre en San 
Quintín. Analizando el encuentro nativos-inmigrantes, Elias destaca 
la valoración jerárquica de la pertenencia y el arraigo de los establecidos. 
Pero en San Quintín los establecidos no sólo son nativos sino inmi­
grantes blancos y mestizos que lograron “arraigo” gracias a su capital y 
a su color de piel. Mientras los marginados son migrantes e inmigran­
tes de las comunidades del Sur, indígenas o mestizos inferiorizados 
por los establecidos desde un trucado concepto de arraigo y natividad. 
El estigma y la denigración de los marginados naturaliza y perpetúa 
jerarquías: superioridad/inferioridad, poder/sum isión afianzadas en 
imágenes, formas culturales, espacios y subjetividades.

Para los nativos, los indígenas son extraños: hablan una lengua “que no 

se en tiende”, “se escucha rara”, “hablan com o chinos”; “se visten dife­

rentes”, “en verano las mujeres se ponen  pantalón y  falda encim a ¡Con 

el calor que hace!”, “tienen costum bres extrañas”, “vienen de lugares 

desconocidos” [ . . .]  Al paso del tiem po la sociedad se ha ido acos­

tum brando a una presencia incóm oda [ . . . ]  caracterizada p o r la proli­

feración de mujeres indígenas... (Clark, 2008: 12-13).

Una jornalera expresa lo mismo:

Aquí se escuchaba m ucho que el indígena siem pre se la pasa p e­

leando, que era parte de su naturaleza, que el indígena siem pre le pega 

a su mujer, que el indígena no va al doctor porque se cura con hierbas. 

En el cam pam ento no se oía tanto porque todos estábamos en la misma 

situación, pero ya en la com unidad [la colonia] sí se escuchaba eso de 

que el indígena es el sucio, es el ignorante, es el violento, que le pega a 

su mujer, que m ira cómo se viste, que cóm o habla. Las atenciones m é­

dicas se dan más a las personas que hablaban español, se m iraba m ucho 

el maltrato a las personas que hablaban lengua y  a las pobres, hum ildes 

pues [ ... ] nuestros papás nos dijeron: “el mixteco no les sirve, en vez de 

ayudarlos los va a perjudicar como a nosotros”. Y nosotros no volvimos 

a hablarlo (Espinosa, 2013, p. 43).
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Las jerarquías y relaciones de poder en el campo agrícola o en el 
asentamiento hum ano se retroalim entan y refuerzan el lugar inferio- 
rizado en los ámbitos laboral y social, y “justifican” que los estable­
cidos discriminen a los inmigrantes. Sólo la cohesión y generación 
de subjetividades insumisas de las y los marginados perm itirá empe­
zar a cuestionar los valores, las relaciones de poder y las posiciones 
sociales en el espacio laboral y residencial. Reivindicar pertenencia, 
arraigo y derecho a participar en decisiones de lo público, implica 
una batalla simbólica y política por el reconocimiento, la inclusión y 
el trato hum ano a la población jornalera.

Reflexiones finales

El Valle de San Q uintín, territorio  polarizado al extremo, escenario 
donde coexisten verdes campos agrícolas con polvorientos y obs­
curos asentam ientos hum anos, donde se amalgama la más m oderna 
producción agroexportadora y la m iseria material de sus trabajado­
res, encarna el sueño de la globalización neoliberal. La irrupción 
del m ovim iento jornalero de San Q uintín  m uestra los pies descal­
zos del proyecto agro exportador tan prom ovido y festejado por 
los gobernantes; descubre el fondo de explotación, inhum anidad 
y saqueo de recursos naturales. Deja ver la pesadilla que subyace al 
agrobusiness.

El enclave agroexportador del Valle de San Quintín tiene síntomas 
de agotamiento, sea porque el agua empieza a escasear o porque la 
población jornalera está poniendo un alto y se rebela. El movimiento 
resulta esperanzador, pues rompe la aparente resignación de las y los 
jornaleros, desnuda la explotación extrema y la inhumanización que 
esconde el éxito empresarial.

Las identidades jornaleras se expresan más allá de la “lucha de 
clases”, convencionalmente acotada por las relaciones trabajo-asa­
lariado-capital, al abarcar luchas donde la población jornalera actúa 
ahora en torno a sus salarios y condiciones de trabajo, ahora en torno 
a sus condiciones de vida como residente de una colonia popular. El
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sujeto es el mismo y las organizaciones desde donde actúa pueden 
tam bién ser las mismas. La Alianza de Organizaciones Nacional, Es­
tatal y Municipal por la Justicia Social no era un sindicato, sino una 
alianza de agrupaciones sociales. La unidad está dada por el sujeto 
que actúa y disputa, ahora, la distribución del ingreso en forma de sa­
lario y prestaciones laborales; ahora, el espacio de la vida cotidiana, 
en forma de servicios e infraestructura urbana y para la vivienda. En 
ambos planos la lucha es por la vida y por mejorar sus condiciones 
de vida; y, en ambos casos, la búsqueda de bienestar se confronta 
con la lógica de acumulación de capital y con políticas estatales que 
apuntalan al capital.

La clase social que se autorreconoce en las palabras “jornaleros” y 
“jornaleras” no sólo está construida por su experiencia en el proce­
so productivo — aunque este elemento sea central— , sino mediante 
procesos de identificación, subjetivación y elaboración de experien­
cias compartidas en los lugares de origen, durante el tránsito y en la
colonización del Valle. La clase jornalera es su historia y la elaboración 
de su historia.

La centralidad del conflicto trabajo-capital perm ite repensar con­
ceptos descartados por una parte de la academia, como clase social y 
lucha de clases, pues si “El regreso del actor” enfatizó la subjetividad, 
los procesos identitarios, la voluntad colectiva, la diversidad de acto­
res sociales y de motivaciones de la acción colectiva, eclipsando en 
térm inos generales el análisis de las relaciones de explotación sobre 
las que giró la perspectiva de clase; “el retorno de la clase” exige va­
lorar las críticas al estructuralismo y retom ar las propuestas de estos 
enfoques, así como echar mano de otras lecturas de clase que, desde 
hace casi medio siglo se desmarcaron del estructuralismo afirman­
do el carácter procesual, incierto y  constitutivo de la lucha de clases 
en la formación de éstas; la importancia del análisis histórico, de la 
subjetividad, la identidad y la cultura sin renunciar al análisis de las 
relaciones de explotación como fuente de conflicto, subjetivación, 
movilización y lucha.

E. P. = o m p s o n  ofrece una posibilidad, no es la única, pero quizá 
sea una de las que perm iten tender puentes y diálogos entre “actores”,
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“sujetos” y “clases” sociales, por su aproximación histórica, cultural 
y social a los procesos sociales sin desdeñar las relaciones laborales. 
Asumir su propuesta amplía la mirada: de las relaciones en la p ro ­
ducción, a las condiciones de la producción, es decir, a los espacios 
de la vida cotidiana y la cultura donde se cocinan conflictos, identi­
dades y acciones sociales. No por ello es una propuesta “redonda” o 
sin fisuras, hay áreas obscuras en la propuesta del autor, por ejemplo, 
no percibe diferencias im portantes en el proceso de formación de la 
clase, como las de género y las generacionales. M uy lejos de la for­
mación de la clase obrera inglesa, San Q uintín implica tam bién la 
comprensión de las diferencias étnicas y de arraigo en la conforma­
ción de lo comunitario y del conflicto, así como el reconocer la colo- 
nialidad del poder que marca las relaciones de clase en nuestro país y 
que se expresa de un m odo inhum ano y bestial en las más m odernas 
agroempresas.

Pese a los lím ites y retos, la visión thom psoniana tam bién pue­
de resultar pertinente en un m om ento de gran fragm entación de 
m ovim ientos sociales que enfatizan particularism os y políticas de 
identidad. Si las luchas em ancipatorias son pensam iento y acción, 
buscar conceptos y perspectivas que no echen por la borda el dere­
cho a la diferencia y la particularidad o la im portancia de la subje­
tividad, al tiem po en que se autoconciben como fragm entos de una 
entidad mayor en construcción, cuya unidad se necesita para con­
frontar adversarios cada vez más crueles, puede abonar al regreso 
de la perspectiva de clase más allá de su acepción estructuralista y 
más convencional. Reconocerse como parte de las clases explota­
das y de las luchas laborales y sociales podría contribuir a unir lo 
fragmentado.

MÁS ALLÁ DE LA LUCHA DE CLASES.
El movimiento jornalero del Valle de San Quintín
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La internacionalización de las mipymes 
manufactureras: situación actual y desafíos

Margarita Pérez Barroso1 
Jorge O. Rouquette Alvarado1 2 

Salvador García de León3

Introducción

El comercio exterior es uno de los principales m otores de la eco­
nomía. Desde una perspectiva m acroeconóm ica, la expansión de 
las exportaciones perm ite ampliar la captación de divisas, el nivel 
de empleo, increm entar la productividad nacional y el crecim ien­
to económico. Desde un enfoque de empresa, las exportaciones 
contribuyen, entre otros aspectos, a m ejorar la utilización de su 
capacidad productiva, a un mayor desenvolvimiento de sus habili­
dades gerenciales y calificación de su personal, a la m odernización 
de su tecnología, a una superior especialización productiva, a forta­
lecer su potencial innovador de productos, procesos, de mercadeo

1 Profesora e investigadora del Departamento de Producción Económica de la UAM 
Xochimilco.

2 Profesor e investigador del Departamento de Política y Cultura de la UAM 
Xochimilco.

3 Ex profesor del Departamento de Producción Económica de la UAM Xochi­
milco.
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y organizacionales; al aum ento de su com petitividad y a consolidar 
sus resultados económicos.

En México, las exportaciones representan alrededor del 30% 
del pib y uno de cada cinco empleos está vinculado con esta acti­
vidad. En el 2013, del total del valor de las m ercancías exportadas 
el 1.2% correspondió a las no petroleras extractivas, el 3.0% a las 
agropecuarias, el 13.0% a las petroleras y el 82.8% a las de la indus­
tria m anufacturera (Banco de México, 2013).

N o obstante la predom inante participación de la industria m a­
nufacturera en el com ercio exterior de México, sin embargo, se 
presenta el problem a de que la contribución de las micro, peque­
ñas y m edianas empresas (m ipym es) internacionalizadas es m ar­
ginal dentro del conjunto del esfuerzo exportador m anufacturero, 
con el agravante de haberse m antenido en los últim os años prácti­
cam ente estancada, sin cam bios significativos.

Frente a la recien te  caída de los precios in ternacionales del 
petró leo , la cual se espera que se m an tendrá  p o r varios años, 
y la consecuente d ism inución  de los ingresos de divisas y de 
los recursos p resupuesta les del E stado derivados de la pérd ida  
de valor de las exportaciones de este p roducto , se vuelve aún 
más aprem iante el fo rta lecer las políticas de in te rnac ionaliza­
ción del sector m anufacturero , particu larm en te  del estrato  de 
las m ipym es.

C on este trabajo p rim ordialm ente se p retende proporcionar 
una visión general del com portam iento  exportador de las m i­
pym es m anufactureras, de los obstáculos que enfrenta su in te r­
nacionalización y de las políticas im plem entadas po r el G obierno 
Federal para su fom ento.

Para ello se ha divido en cuatro partes: en la p rim era  se desa­
rrolla el m arco teórico, en la segunda se incluye un  análisis del 
com portam ien to  exportado r de las m ipym es m anufactureras, 
en la tercera  se hace m ención  a los factores que obstaculizan su 
in ternacionalización  y en la cuarta  parte  se inco rpo ra  una rese­
ña de uno de los factores d istin tivos que coadyuvan a su in te r­
nacionalización.
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Marco teórico

La internacionalización de la empresa es un fenóm eno económ i­
co que desde diversas perspectivas ha sido abordado por un gran 
núm ero de investigadores tanto  desde la óptica de la Teoría del 
Com ercio Internacional como de la Teoría de la Internacionaliza­
ción de la Empresa, teniendo esta últim a como preguntas centrales 
de investigación las siguientes: ¿por qué se internacionaliza, cómo 
se internacionaliza y cuáles son los factores determ inantes de su 
internacionalización?

El concepto de internacionalización se puede definir como el 
conjunto de operaciones que facilitan el establecim iento de v ín­
culos más o m enos estables entre la em presa y los m ercados in ­
ternacionales, a lo largo de un proceso de creciente im plicación y 
proyección internacional (Trujillo et al., 2006). O bien, como una 
estrategia corporativa de crecim iento por diversificación geográ­
fica internacional, a través de un proceso evolutivo y dinám ico de 
largo plazo que afecta gradualm ente a las diferentes actividades de 
la cadena valor y a la estructura organizativa de la empresa, con un 
com prom iso e im plicación reciente de sus recursos y capacidades 
con el entorno internacional, y basado en un conocim iento acu­
m ulativo de aprendizaje (Villarreal, 2005).

Entre los enfoques sobresalientes que tratan  de explicar el fe­
nóm eno de la internacionalización se encuentran la perspectiva 
económ ica, el enfoque de redes, la teoría de proceso y el caso de 
las empresas Born Global.

En lo referente a la perspectiva económ ica, las visiones más 
contem poráneas agrupan las teorías que describen el proceso 
de internacionalización desde una óptica esencialm ente basa­
da en los costos y en sus ventajas económ icas. E jem plos de es­
tos enfoques son el de la ventaja m onopolística, la teoría  de la 
internalización, el paradigm a ecléctico de D unning y el enfoque 
m acroeconóm ico.

Bajo el punto  de vista de redes se congregan las teorías que 
explican el proceso de internacionalización como un desarrollo
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lógico de las redes organizativas y sociales. Esto significa que las 
oportunidades que ofrecen los m ercados externos llegan a las em ­
presas locales a través de los m iem bros de sus redes de contacto 
como proveedores y clientes (Cardoso et al., 2007).

Los m odelos de la perspectiva de proceso están esencialm ente 
relacionados con las decisiones de internacionalización que con­
sideran que la em presa la lleva a cabo a través de un proceso a lo 
largo del cual va acum ulando conocim iento experim ental de los 
m ercados externos. A unque existe un buen núm ero de propues­
tas desarrolladas bajo esta concepción las más significativas son 
la teoría del ciclo de vida del producto  propuesta  por Vernon, el 
enfoque de innovación y el m odelo del proceso de in ternaciona­
lización de Uppsala (M onreal, 2009). Más recientem ente, a las 
perspectivas anteriores se ha sum ado el enfoque de las empresas 
Born Global o de rápida internacionalización, ya sea que nazcan 
siendo internacionales o que, en un periodo m uy cercano a su sur­
gimiento, se introduzcan en el m ercado externo.

De las an terio res perspectivas existen principalm ente  dos 
vertien tes que tra tan  de explicar el actuar de las m ipym es res­
pecto  a su proceso  de in ternacionalización . El enfoque de 
Upssala y el de las em presas Born Global. El m odelo  de Upssa- 
la (desarro llado  en la U niversidad de U ppsala, Suecia) describe 
la in ternacionalización  com o un proceso  en el cual la em presa 
increm entará  de form a gradual los recursos com prom etidos en 
un m ercado del exterior a m edida que va adqu iriendo  conoci­
m iento  y experiencia derivados de las actividades que realiza en 
dicho m ercado.

Por consiguiente, la lógica que se encuentra  detrás de este 
m odelo es que el com prom iso in ternacional de las em presas au­
m enta a m edida que se acrecienta su com prensión y aprendizaje 
sobre los m ercados extranjeros. O bien, que la falta de conoci­
m iento sobre los m ercados exteriores es un im portan te  obstáculo 
para el desarrollo de las operaciones internacionales (Johanson  
y W eidersheim -Paul, 1975; Johanson y Vahlne, 1977; Johanson  y 
Vahlne, 1990).

300



Asimismo, este enfoque establece que la empresa cuando preten­
de incursionar en un mercado extranjero determinado pasa por cua­
tro fases sucesivas (cadena de establecimiento), que representan en 
su desenvolvimiento un grado cada vez mayor de implicación de sus 
operaciones internacionales, de recursos que compromete. Estas fases 
son las siguientes: l )  Actividades esporádicas o no regulares de expor­
tación; 2) exportaciones por medio de representantes independientes 
tales como comercializadoras internacionales; 3) establecimiento de 
una sucursal comercial en el país extranjero; y 4) apertura de unidades 
productivas en el país extranjero (Leyva y Parra, 2 0 l l) .

O tro concepto incorporado por los autores del m odelo es el de 
“distancia psicológica”, según el cual, el ingreso al mercado externo 
tendería a producirse vía el mercado psicológicamente más próxi­
mo al país de origen. El concepto de distancia psicológica se define 
como el conjunto de factores que imposibilitan o distorsionan los 
flujos de información entre la empresa y el mercado como las dife­
rencias de idioma, culturales, políticas, jurídicas, sociales, prácticas 
de negocios, etc. Este concepto adquiere especial relevancia en la 
decisión de a qué m ercados externos acceder en las primeras fases 
de internacionalización pues norm alm ente la empresa optará por 
aquéllos que tengan una distancia psicológica m enor para poste­
riorm ente introducirse paulatinam ente en mercados con una mayor 
distancia. Asimismo, una vez adquirida una mayor experiencia in­
ternacional la empresa basará sus decisiones en otros factores adi­
cionales (Czinkota, 2002).

Con relación a los factores que pueden potenciar o ser un obs­
táculo al desarrollo del proceso de internacionalización de las m i­
pymes existen diversos estudios cuyos resultados establecen como 
relevantes los siguientes grupos de factores: factores referidos a las 
características internas y com petitividad de las empresas (disponi­
bilidad de recursos hum anos, tecnológicos, financieros, de infor­
mación, organizacionales, de innovación y relaciónales) y factores 
exógenos (económicos, administrativos y legales, culturales, de 
marketing y geográficos) (Jim énez, 2005; Jiménez, 2007; Ramírez 
y Ortega, 2008).

La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS
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Com portam iento exportador de las m ipym es manufactureras

La industria manufacturera se constituye por el conjunto de estable­
cimientos dedicados principalm ente a la trasformación mecánica, 
física o química de materiales o substancias con el fin de elaborar 
productos nuevos. También se considera como parte de las m anu­
facturas el ensamble en serie de partes y componentes fabricados, la 
reconstrucción en serie de maquinaria y equipo de diversa índole y 
al acabado de productos manufacturados.

Según datos de los Censos Económicos 2014, el número de esta­
blecimientos4 de la industria manufacturera ascendía a poco más de 
489 mil, cifra que representaba el 11.6% del total a nivel nacional los 
cuales absorbían el 23.5% del personal ocupado y aportaban el 48.4% 
de la producción bruta (inegi, 2015a).

Por estratos de tam añoS el 93.6% eran establecim ientos micro, 
ocupaban el 20.8% del personal y proporcionaban  el 2.7% de la 
p roducción  b ru ta  del sector. Por su parte, los pequeños represen­
taban el 4.2% de los establecim ientos, daban ocupación al 8.8% 
del personal y contribuían  con el 4.9% de la producción  bruta. 
El 1.5% de los establecim ientos eran m edianos, p roporcionaban 
empleo al 16.8% del personal ocupado y generaban el 15.7% de 
la producción  bru ta. En cuanto a los grandes establecim ientos 
solam ente el 0.7% del to ta l pertenecía  a este estrato pero absor­
bían el 53.6% del to tal de trabajadores del sector y concentraban 
el 76.6% de la producción  bru ta. Por consiguiente, al subsector

4 En los Censos Económicos el concepto de establecimiento se define como la uni­
dad económica que en una sola ubicación física, asentada de manera permanente y de­
limitada por construcciones o instalaciones fijas, combina acciones y recursos bajo la 
dirección de una sola entidad propietaria o controladora, para realizar actividades de 
producción de bienes o compra-venta de mercancías o prestación de servicios, sea con 
fines mercantiles o no (INEGI, 2013).

5 En la publicación “Censos Económicos 2014: Resultados definitivos. Julio de 2015” 
el criterio utilizado para estratificar por tamaño a los establecimientos del conjunto de 
sectores de actividad fue el siguiente: micro hasta 10 personas ocupadas, pequeño de 11 
a 50, mediano de 51 a 250 y grande de 251 y más personas ocupadas.
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de las m ipym es m anufactureras le correspondía el 99.3% de los 
establecim ientos del sector, el 46.4% del em pleo y el 23.3% de la 
producción  bruta.

D entro de este subsector destacan por su relevancia económ ica 
las empresas m anufactureras de exportación cuyo esfuerzo expor­
tador, no obstante los logros alcanzados, ha sido insuficiente ya que 
el núm ero de empresas6 que participan ha sido sum am ente bajo: un 
prom edio de 6032 para el periodo 2007-2013, solam ente superado 
en los años del 2008 al 2010. Lo cual implica que únicam ente cerca 
del 3% del total de empresas m anufactureras realiza actividades de 
exportación. Por otra parte, los valores de las exportaciones en el 
período 2007-2013 m uestran una tendencia ascendente por enci­
ma del prom edio debido fundam entalm ente a los logros de la gran 
empresa (Cuadro 1).

Cuadro 1
N úm ero de em presas m anufactureras de exportación 

y valor de las exportaciones, 2007-2013

Año N úm ero 
de em presas

Valor de las exportaciones 
(miles de dólares)

2007 5 993 199 222 772
2008 6 206 214 138 035
2009 6 163 169 492 474
2010 6 110 219 656 489
2011 5 973 244 854 675
2012 5 934 265 707 638
2013 5 844 281 903 839

Promedio
anual 6 032 227 853 703

Fuente: in e g i, Perfil de las empresas manufactureras de Exportación, 
2007-2010 y 2010-2013.

6 En las estadísticas económicas del INEGI el concepto de empresa no coincide con el 
de establecimiento. Lo anterior debido a que el término empresa se utiliza indistintamente 
para referirse a empresas conformadas por un solo establecimiento en una única ubicación fí­
sica (empresas uniestablecimiento) y empresas constituidas por varios establecimientos em­
plazados en distintas ubicaciones físicas (empresas multiestablecimiento) (INEGI, 2015b).

303



Margarita Pérez, J orge O. Rouque) e y Salvador García de León

A lo anterior habría que agregar la alta concentración del sector 
manufacturero de exportación, ya que en promedio el 24.8% de las 
grandes empresas genera el 80.7% del valor total de las exportaciones.

Por tamaño de las empresas destaca aún más el muy limitado nú­
mero de las que participan en el esfuerzo exportador, particularmente 
en el caso de las micro y pequeñas con un promedio de sólo 290 y 1 
151 empresas respectivamente, en el periodo 2007-2013 (Cuadro 2).

Cuadro 2
N úm ero de em presas m anufactureras de exportación 

p o r tam año de los establecimientos,
2007-2013

Año M icroem presa Pequeña
em presa

M ediana
em presa

Gran
em presa

2007 277 1 128 2 437 2 151

2008 274 1 180 2 488 2 264

2009 311 1273 2 521 2 058

2010 316 1 212 2 472 2 110

2011 293 1 119 2 420 2 141

2012 297 1 082 2 349 2 206

2013 265 1 068 2 284 2 227

Prom edio
anual

290 1 151 2 424 2 165

Fuen te: Elaboración propia con in form ación del in e g i, 
Perfil de las em presas anufactureras de exportación , 

2007-2010 y 2010-2013.

A tal situación habría que agregarle la baj a aportación promedio anual 
de los estratos de las mipymes al valor de las exportaciones manufacture­
ras: 0.2% las micro empresas, 0.6% las pequeñas y 6.7% las medianas, lo 
cual sumado da 7.5% frente a un 92.5% de la gran empresa (Cuadro 3).

En cuanto a las mipymes en su conjunto, en el Cuadro 4 se puede 
apreciar que su número no ha tenido cambios significativos. En el pe­
riodo 2007-2013 el promedio anual de empresas manufactureras de 
exportación fue solamente de 3 870. En lo relativo al valor de las expor­
taciones su tasa promedio anual alcanzó únicamente un 2.6%.
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2007-2013

Año M icroem presa Pequeña
em presa

M ediana
em presa

Gran
em presa

207 529 109 1 167 835 13 817 951 183, 707 877

208 370 436 1 417 675 14 873 792 197 476 132

209 344 101 1 458 741 13 869 381 153 820 251

2010 367 391 1 424 937 14 936 189 202 927 972

2011 460 417 1 237 315 16 380 330 226 776 613

2012 340 068 1 355 588 16 239 487 247 772 495

2013 216 757 1 328 456 16 537 693 263 820 933

Prom edio
anual 375 468 1 341 507 15 236 403 210 900 325

Fuen te: Elaboración propia con in form ación del in e g i, 
Perfil de las em presas m anufactureras de exportación 

2007-2010 y 2010-2013.

Cuadro 4
N úm ero de mipymes m anufactureras de exportación 

y valor de las exportaciones,
2007-2013

Año N úm ero 
de mipymes

Valor de las exportaciones 
(miles de dólares)

2007 3 842 15 514 485

2008 3 942 16 715 903

2009 4 105 15 672 223

2010 4 000 16 728 517

2011 3 832 18 078 062

2012 3 728 17 935 143

2013 3 617 18 082 906

Fuen te: Elaboración propia con in form ación del in e g i, 
Perfil de las em presas m anufactureras de exportación , 

2007-2010 y 2010-2013.
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En el 2013, cerca del 60% de las mipymes exportadoras se con­
centraba en siete subsectores de los 21 en que se agrupa la indus­
tria m anufacturera. Por orden de im portancia: en la fabricación de 
productos químicos, industrias del plástico y del hule, fabricación 
de prendas de vestir, fabricación de equipo de transporte, fabri­
cación de m aquinaria y equipo, industria alim entaria, e industria 
química.

Por el valor de las exportaciones el 72.2 p o r ciento  co rrespon ­
día a ocho subsectores de activ idad económ ica en el siguiente 
orden  de relevancia po r su m agnitud: industria  quím ica; fabri­
cación de equipo de com putación , com unicación, m ed ición  y 
de o tros equipos, com ponen tes y accesorios electrónicos; fabri­
cación de equipo de tran spo rte ; industria  alim entaria; industria  
del p lástico  y del hule; fabricación  de accesorios, aparatos eléc­
tricos y equipos de generación  de energía eléctrica; fabricación 
de p roducto s m etálicos; y fabricación de m aquinaria  y equipo 
(C uadro  5).

Por estratos de tam año y a nivel de subsector, resalta en mayor 
m edida el escaso núm ero de m ipym es que exportan, particu lar­
m ente de m icros y pequeñas empresas. En el caso de las micro, su 
participación varía de un m ínim o de 4 en industrias m etálicas bá­
sicas y un máxim o de 35 plantas exportadoras en la fabricación de 
productos m etálicos con un prom edio por subsector de alrededor 
de 13 empresas. En las pequeñas, su núm ero fluctúa de un m ínim o 
de 16 en la industria del papel a un máxim o de 143 en la fabrica­
ción de productos m etálicos con un prom edio por subsector de 
cerca de 51 empresas.

En lo referente al destino de las exportaciones de las mipymes, 
destaca el lim itado nivel de su diversificación geográfica. En el 
2013, poco más del 68 por ciento de las empresas dirigía sus ex­
portaciones al m ercado norteam ericano con un valor que repre­
sentaba alrededor del 84% de la oferta total. El 16% restante se 
distribuyó entre los países de Am érica Latina con u 6.9%, la U nión 
Europea con 4.9% y el 4.2% correspondió a Canadá, Asia y otros 
países (C uadro 6).
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Cuadro 5
Número de Mipymes manufactureras de exportación por subsector 

de actividad económica y valor de las exportaciones, 2013

Subsector de actividad económica Número Valor de las
de

empresas
exportaciones 

(miles de dólares)

Industria alimentaria 235 1 683 563
Industrias de las bebidas y del tabaco 65 697 659
Fabricación de insumos textiles 
y acabados de textiles 57 90 675

Fabricación de productos textiles, 
excepto prendas de vestir 59 108 904

Fabricación de prendas de vestir 277 735 003
Curtido y acabado de cuero y piel, y fabricación de 
productos de cuero, piel y materiales sucedáneos 140 190 628

Industria de la madera 52 78 191
Industria del papel 84 201 794
Impresión e industrias conexas 86 163 697
Fabricación de productos 
derivados del petróleo y del carbór 13 104 341

Industria química 233 3 095 645
Industria del plástico y del hule 418 1 259 315
Fabricación de productos a base 
de r inerales no r etálicos 147 308 549

Industrias metálicas básicas 125 685 003
Fabricación de productos metálicos 438 1 052 327
Fabricación de maquinaria y equipo 243 1 047 703
Fabricación de equipo de computación, 
comunicación, medición y de otros equipos, 
componentes y accesorios electrónicos

167 2 120 457

Fabricación de accesorios, aparatos eléctricos 
y equipos de generación de energía eléctrica 141 1 095 232

Fabricación de equipo de transporte 253 1 696 747
Fabricación de muebles, colchones y persianas 142 343 087
Otras industrias manufactureras 215 972 096

TOTAL 3 617 18 082 906
Fuen te: Elaboración propia con in form ación del in e g i, 

Perfil de las em presas m anufactureras de exportación , 2010-2013.
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Cuadro 6
Número de Mipymes manufactureras de exportación y valor de las 

exportaciones por países seleccionados y zonas geográficas de destino,
2013

Países y zonas geográficas Número de 
empresas

Valor de las 
exportaciones 

(miles de dólares)

Canadá 60 193 714

Estados Unidos 2 472 15 142 174

América Central 329 433 672

Antillas 66 125 559

América del Sur 233 691 582

Unión Europea 134 881 326

Asia 82 292 822

Otros países 241 322 057

TOTAL 3 617 18 082 906

Fuen te: Elaboración propia con in form ación del in e g i, 
Perfil de las em presas m anufactureras de exportación , 2010-2013.

Factores que obstaculizan
la internacionalización de las m ipym es manufactureras

A continuación se presentan algunos de los principales factores con los 
que se pretende explicar las causas por las cuales las mipymes manufac­
tureras en México han tenido el limitado comportamiento exportador 
analizado anteriormente. Tanto en lo relativo a la incorporación de 
nuevas empresas como al desarrollo de las que ya han logrado interna­
cionalizarse. La descripción de estos factores se han agrupado en dos 
rubros: factores referidos a las características internas y competitividad 
de las empresas y factores exógenos (Instituto Nacional del Emprende­
dor, 2015; Abreu, 2013; Ramírez y Ortega, 2008; Jiménez, 2007).
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Factores referidos a las características internas y competitividad

Recursos humanos: Insuficiente formación, conocimiento, experien­
cia y capacidades del personal directivo y de aquellos trabajadores 
cuyo perfil corresponde a las categorías de cargos que ejercen un m a­
yor impacto en los procesos críticos de internacionalización.

Recursos de información: Desconocimiento de las oportunidades 
y facilidades que ofrece el mercado externo, de los tratados y acuer­
dos comerciales que tiene signados México con un gran núm ero de 
naciones. Asimismo, de los mecanismos financieros para cubrir los 
riesgos inherentes a las exportaciones y  a los mercados a los cuales 
se pretende llegar y una escasa noción de los apoyos institucionales 
disponibles, privados y gubernamentales, para la exportación. Ade­
más, el contar con reducidos activos referentes a las aplicaciones de 
las tecnologías de la información y comunicación a los procesos in­
ternos clave.

Recursos organizacionales: Insuficiente capacidad para movilizar 
y sustentar los procesos de cambio requeridos para la internacionali­
zación; escasa cultura empresarial exportadora y poca capacidad de 
negociación derivado de la reducida escala a la que operan la mayoría 
de las mipymes y de los bajos niveles de asociación y cooperación 
interempresarial con fines de negocios. Además, empleo de modelos 
de gestión gerencial no actualizados.

Recursos tecnológicos: Insuficiente modernización tecnológica y difi­
cultad para ajustar los productos a exportar a regulaciones y normas de los 
países de destino.

Recursos de innovación: Poco o nulo desarrollo de las capacidades 
de la empresa para im plem entar innovaciones en productos, proce­
sos, marketing y organizacionales.

Recursos financieros: Activos financieros escasos para cubrir los 
elevados costos que implica la internacionalización de sus productos.

Recursos relacionales: Poco desarrollo de las relaciones con los 
grupos de interés vinculados con las actividades de exportación tales 
como canales de distribución, proveedores, aliados, competidores, 
inversores, instituciones de fomento y clientes potenciales.

La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS
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Barreras exógenas

Barreras económicas:
Crédito institucional escaso y lim itaciones para su acceso, p rin ­

cipalmente con relación a las tasas de interés, m ontos, exigencias 
de garantías y plazos; elevado nivel de riesgo en las operaciones 
internacionales (riesgos de fluctuaciones de las divisas, contractua­
les, de transporte de las mercancías, por falta de pago de facturas, 
políticos, etc.) y altos costos de la logística internacional (trans­
porte, seguros, almacenamiento, etc.). Igualmente, insuficientes 
program as de apoyo, estímulos y facilidades gubernam entales para 
el fom ento de las exportaciones.

Barreras administrativas y  legales:
Restricciones en el exterior, particularm ente en cuanto a las 

barreras no arancelarias im puestas por los diversos países: precios 
m ínim os y máximos, requisitos de calidad y seguridad, etiquetado 
de mercancías, envases, requerim ientos sanitarios y fitosanitarios, 
regulaciones ecológicas, autorizaciones y licencias, etc. y exceso de 
trám ites burocráticos y su costo elevado.

Barreras culturales:
D iferencias en idiom as, m odales, costum bres, religión, fo r­

m a de hacer negocios, lenguaje no verbal, valores, actitudes, e t­
cétera.

Barreras de marketing:
No disponer de canales de distribución adecuados en el país de 

destino.
Desde luego, la relación anterior de factores que son un obs­

táculo para la internacionalización de las m ipym es m anufactu­
reras son de carácter general y su mayor o m enor im portancia 
estratégica dependerá, entre otros aspectos, de las características 
particulares de cada empresa y de la fase del proceso de in terna­
cionalización en que se encuentre (realizando actividades esporá­
dicas o no regulares de exportación; llevándolas a cabo por m edio 
de representantes independientes tales como comercializadoras 
internacionales, etc.).
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Políticas públicas que favorecen 
la in te rn a c io n a liza n  de las m ipym es

Dentro de los factores distintivos que apoyan la internacionalización de 
las mipymes manufactureras se encuentran las políticas implementadas 
por el Poder Ejecutivo Federal a través del Sistema Nacional de Planea- 
ción las cuales ocupan un lugar especial por la diversidad de programas 
instrumentados. Con relación a éstas, a continuación se presenta una 
reseña de su marco institucional y de sus características más relevantes.

La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS

Plan Nacional de Desarrollo

En términos generales, las políticas públicas corresponden al conjunto 
de concepciones, criterios, principios, estrategias y líneas fundamentales 
de acción a partir de las cuales la comunidad organizada como Estado, 
decide hacer frente a desafíos y problemas que se consideran de natu­
raleza pública. Las políticas públicas están contenidas tanto en planes, 
programas y asignaciones de recursos presupuestales, humanos y ma­
teriales como en disposiciones constitucionales, leyes, reglamentos, 
decretos, resoluciones administrativas y decisiones emanadas de cortes, 
tribunales y órganos constitucionales autónomos.

Si bien las políticas públicas incluyen espacios de acción tanto para 
los gobiernos como para los sectores privado y social, las distintas ins­
tancias gubernamentales cumplen una importante función en su gene­
ración. Una de las más importantes decisiones de un gobierno es la que 
concierne a la elección de sus asuntos y prioridades de acción: su agen­
da. Por agenda de gobierno suele entenderse el conjunto de problemas, 
demandas y asuntos que los gobernantes han elegido y ordenado como 
objetos sobre los cuales han decidido actuar (Aguilar, 2003).

La formalización de la agenda de gobierno del Ejecutivo Federal ac­
tual, de sus propósitos de política, tienen como marco de integración el 
Sistema Nacional de Planeación Democrática el cual se apoya en una 
estructura institucional que define, en sus distintos niveles de opera­
ción, las responsabilidades de cada uno de los participantes. Mediante
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estas responsabilidades y funciones se generan diferentes documentos 
de planeación que se distinguen por su jerarquía, cobertura espacial y 
temporal, y por la tarea a cumplir dentro del Sistema. Entre ellos el Plan 
Nacional de Desarrollo 2013-2018 (Poder Ejecutivo Federal, 2013), 
instrumento normativo de mediano plazo que es el eje que articula 
el conjunto de políticas, programas y acciones del gobierno federal, 
orientadas al logro del gran objetivo de “Llevar a México a su Máximo 
Potencial” y, además, sirve de marco y da origen al Programa de Desa­
rrollo Innovador 2013-2018 de la Secretaría de Economía y al Progra­
ma Institucional 2013-2018 del Banco Nacional de Comercio Exterior 
snc, Banca de Desarrollo, que incluyen lineamientos relacionados con 
el fomento de las mipymes de exportación.

En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 se agrupan las políti­
cas públicas del Ejecutivo Federal en cinco metas nacionales: México 
en Paz, México Incluyente, México con Educación de Calidad, México 
Próspero y México Con Responsabilidad Global. Asimismo, tres estra­
tegias transversales: Democratizar la Productividad, Gobierno Cerca­
no y Moderno y Perspectiva de Género.

Dentro de esta meta nacional de México Próspero y de la estrategia 
transversal Democratizar la Productividad se destacan los siguientes 
objetivos, estrategias y líneas de acción vinculadas directa e indirecta­
mente con el fomento de las mipymes de exportación:

Meta Nacional: México Próspero.
Objetivo: Democratizar el acceso al financiamiento de proyectos 

con potencial de crecimiento.
Estrategias: Ampliar el acceso al crédito y a otros servicios financie­

ros a través de la Banca de Desarrollo, a actores económicos en sectores 
estratégicos prioritarios con dificultades para disponer de los mismos, 
con especial énfasis en áreas prioritarias para el desarrollo nacional 
como la infraestructura, las pequeñas y medianas empresas, además de 
la innovación y la creación de patentes, complementando mercados y 
fomentando la participación del sector privado sin desplazarlo.

Líneas de acción: Pror over la participación de la banca cor ercial y otros 
intermediarios regulados, en el financiamiento de sectores estratégicos.
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La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS

Meta Nacional: México Próspero.
Objetivo: Desarrollar los sectores estratégicos del país.
Estrategias: Ir pulsar a los er prendedores y fortalecer a las 

micro, pequeñas y medianas empresas.
Líneas de acción:
-Apoyar la inserción exitosa de las micro, pequeñas y medianas 

empresas a las cadenas de valor de los sectores estratégicos de ma­
yor dinamismo, con más potencial de crecimiento y generación 
de empleo, de común acuerdo con los gobiernos de las entidades 
federativas del país.

-Impulsar programas que desarrollen capacidades intensivas 
en tecnologías de la información y la comunicación, así como la 
innovación para prom over la creación de ecosistemas de alto valor 
agregado de las micro, pequeñas y medianas empresas.

-Apoyar el escalamiento empresarial de las micro, pequeñas 
y medianas empresas.

-Incrementar la participación de micro, pequeñas y medianas 
empresas en encadenamientos productivos así como su capacidad 
exportadora.

Meta Nacional: México Próspero.
Objetivo: Enfoque transversal.
Estrategias: Der ocratizar la productividad.
Líneas!de!acción:
-Prom over el desarrollo de productos financieros adecua­

dos, m odelos innovadores y uso de nuevas tecnologías para el 
acceso al financiam iento de las micro, pequeñas y m edianas 
er presas.

-Fomentar el acceso a crédito y servicios financieros del sector 
privado, con énfasis en aquellos sectores con el mayor potencial 
de crecimiento e impacto en la productividad como el campo y las 
pequeñas y medianas empresas.

313



Margarita Pérez, J orge O. Rouque) e y Salvador García de León

Programa de Desarrollo Innovador

El artículo 23 de la Ley de Planeación establece que los progra­
mas sectoriales se sujetarán a las previsiones contenidas en el Plan 
Nacional de Desarrollo y especificarán los objetivos, prioridades y 
políticas que regirán el desempeño de las actividades del sector. Por 
consiguiente, en el Programa de Desarrollo Innovador 2013-2018 
(Secretaría de Economía, 2013) se han establecido los objetivos, 
estrategias y líneas de acción alineadas con lo estipulado en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2013-2018.

Dentro de ellos se destaca el siguiente objetivo sectorial relativo 
al fomento de las mipymes y su correspondiente alineación con el 
Plan Nacional de Desarrollo:

Meta Nacional: México Próspero.
Objetivo de la Meta Nacional: Desarrollar los sectores estratégicos 

del país.
Estrategia de la Meta Nacional: Impulsar a los emprendedores y 

fortalecer a las micro, pequeñas y medianas empresas.
Objetivo del Programa de Desarrollo Innovador: Ir pulsar a 

emprendedores y fortalecer el desarrollo empresarial de las m i­
pymes y los organismos del sector social de la economía.

Para alcanzar este objetivo de impulsar a emprendedores y fortale­
cer el desarrollo empresarial de las mipymes, el Gobierno de la Repú­
blica determinó la creación del Instituto Nacional del Emprendedor 
(Inadem) el cual es un órgano administrativo desconcentrado de la 
Secretaría de Economía, que tiene por objeto instrumentar, ejecutar 
y coordinar la política nacional de apoyo incluyente a emprendedores 
y a las micro, pequeñas y medianas empresas, impulsando su innova­
ción, competitividad y proyección en los mercados nacionales e inter­
nacionales para aumentar su contribución al desarrollo económico y 
bienestar social, así como coadyuvar al desarrollo de políticas que fo­
menten la cultura y productividad empresarial.
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Tiene entre sus tareas el im pulsar la cultura em prendedora; apo­
yar la creación y consolidación de más micro, pequeñas y medianas 
empresas; facilitar que más empresas crezcan de micro a pequeñas, 
de pequeñas a m edianas y de m edianas a grandes; y potenciar la 
inserción exitosa y com petitiva de éstas en los m ercados in terna­
cionales.

C uenta con varias categorías de program as de fom ento, en­
tre ellos, el denom inado “Program a para M ipym es”, relacionado 
con las m ipym es de exportación. Este program a tiene como ob­
jetivo apoyar a las micro, pequeñas y m edianas empresas a elevar 
sus capacidades empresariales a través de proyectos integrales de 
capacitación y consultoría para que aum enten su productiv idad y 
com petitividad; favorecer la apertura de nuevos puntos de venta 
de franquicias; auxiliar a las m ipym es a integrar su oferta de p ro ­
ductos y /o  servicios en consorcios de exportación o algún otro 
m odelo de asociacionism o empresarial con fines de exportación, 
para im pulsar y m ejorar su posición com petitiva en el m ercado 
internacional o propiciar su internacionalización. Además, respal­
dar a las m ipym es para desarrollar sus productos o servicios, para 
iniciar, consolidar o diversificar su presencia en los m ercados in ­
ternacionales.

Asimismo, este program a cuenta con varias m odalidades de apo­
yos tales como la del “Desarrollo y Fortalecim iento de la O ferta Ex­
portable” que tiene como objetivo el proporcionar financiamiento, 
entre otros, a las mipymes, gobiernos estatales y municipales, con­
sorcios de exportación, organismos, asociaciones y cámaras em ­
presariales para realizar proyectos de exportación que les perm itan 
acilitar la venta de productos y /o  servicios directam ente al cliente 
en el m ercado destino o por m edio de interm ediarios. Lo anterior, 
en el marco de las siguientes sub-m odalidades:

-Exportación directa: Apoyar a las m ipym es en el fortaleci­
m iento de habilidades y  desarrollo de la oferta exportable.

-D esarrollo de proveedores de em presas globales: A poyar a 
las m ipym es para su inserción en cadenas p roductivas de expor­
tación.

La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS
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-Cooperación empresarial para la exportación: Apoyar la consti­
tución y consolidación de Consorcios de Exportación.

Los apoyos pueden ir dirigidos a rubros como capacitación, con- 
sultoría, análisis y estudios de sectores y mercado, plan de exporta­
ción, sistemas de información, asistencia legal, administrativa y /o  
contable, diseño de imagen del Consorcio de Exportación, diseño de 
imagen del producto, certificación y /o  registro de marca y /o  cum­
plimiento de normas para la exportación, diseño y elaboración de 
material prom ocional del producto y /o  servicio, envío de muestras 
y productos y organización y /o  participación en misiones de expor­
tación, encuentros de negocios de exportación, así como de ferias 
promocionales de exportación.

Con relación a la información sobre los recursos asignados al D e­
sarrollo y Fortalecimiento de la Oferta Exportable por el Inadem, 
cabe señalar que es sumamente limitada. Para este rubro, en el 2015 
la asignación presupuestal ascendió solamente a 26 millones de pe­
sos para distribuirse en partes iguales entre proyectos denominados 
grandes, medianos y pequeños pertenecientes a diferentes sectores 
de la economía y al conjunto de entidades del país. O sea, que en p ro­
medio a cada entidad federativa le corresponden alrededor de 840 
mil pesos (Inadem, 2015).

Programa Institucional 2013-2018, Banco Nacional de Comercio 
Exterior, snc, Banca de Desarrollo

De acuerdo a los lineam ientos de política del Plan Nacional de 
Desarrollo, la Secretaría de H acienda y Crédito Público emitió el 
Programa Nacional de Financiam iento 2013-2018 (Pronafide) 
cuyo objetivo núm ero 6 sirvió de base para form ular los objeti­
vos del Programa Institucional 2013-2018 del Banco Nacional de 
Com ercio Exterior, snc , Banca de Desarrollo (Bancomext, 2013), 
como se puede observar a continuación. En este caso, particular­
m ente con los relacionados con el fom ento de las exportaciones de 
las mipymes:
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Meta Nacional: México Próspero.
Objetivo de la Meta Nacional: Democratizar el acceso al financia- 

miento de proyectos con potencial de crecimiento.
Estrategia del Objetivo de la Meta Nacional: Ampliar el acceso al 

crédito y a otros servicios financieros a través de la Banca de De­
sarrollo, a actores económicos en sectores estratégicos prioritarios 
con dificultades para disponer de los mismos, con especial énfasis 
en áreas prioritarias para el desarrollo nacional como la infraestruc­
tura, las pequeñas y medianas empresas, además de la innovación y 
la creación de patentes, complementando mercados y fomentando 
la participación del sector privado sin desplazarlo.

Objetivo del Plan Institucional de Bancomext:
Aumentar el valor agregado nacional de las exportaciones impul­

sando el acceso de las empresas medianas y pequeñas al financiamiento.

Del anterior Objetivo del Plan Institucional de Bancomext se deri­
va la siguiente estrategia y sus líneas de acción para el fomento de las 
empresas medianas y pequeñas (Pymes) exportadoras:

Estrategia: Apoyar a un mayor número de Pymes para su integra­
ción a las cadenas de valor del comercio exterior.

Líneas de acción:
-Coadyuvar con los bancos para promover una oferta de productos 

y servicios para Pymes dirigidos a incrementar las cadenas de valor.
-Impulsar el acceso al crédito a Pymes mediante mecanismos como 

garantías a los intermediarios financieros y fondeo.
-Promover la capacitación a funcionarios de los estados sobre los 

programas y productos del Banco con el objetivo de canalizar necesi­
dades de crédito a Bancomext.

-Desarrollar un Programa (piloto en el 2014) de Proveedores di­
rigido a integrar a proveedores nacionales a las cadenas de valor para 
aumentar el contenido nacional de las exportaciones.

-Trabajar con los intermediarios financieros en la identificación y 
segmentación de las empresas Pymes dentro de sus portafolios.
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-Desarrollar un programa de asistencia técnica en materia financie­
ra para ofrecerlo a las Pymes.

-Fortalecer los esquemas y programas de garantías para aumentar 
los préstamos a las Pymes y mejorar sus condiciones.

-Verificar, y en su caso, adecuar los programas crediticios con el ob­
jetivo de que promuevan el acceso al financiamiento a las Pymes.

-Apoyar a los empresarios mexicanos radicados en el exterior a fin 
de generar redes internacionales de producción y comercialización en 
coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores y Bancomext.

Para la implementación de parte de las líneas de acción m encio­
nadas, Bancomext ofrece entre sus productos y servicios los descri­
tos a continuación:

-Crédito PyMEx para exportadores hasta por 3 millones de dóla­
res. Mediante intermediarios financieros (Banamex, bbva Bancomer, 
hsbc, Santander, BanBajío, Banca Mifel, etc.) se ofrece este apoyo a 
empresas y personas físicas con actividad empresarial exportadora.

-Cartas de crédito de exportación: es un instrumento de pago que 
recibe un exportador por medio de un banco que respalda el pago de 
las mercancías que está vendiendo, le da certeza sobre los términos y 
condiciones a cumplir para obtener el pago.

-Garantía comprador. Bancomext otorga su garantía para que los 
intermediarios financieros en el extranjero financien en sus países a 
compradores de productos y servicios a exportadores mexicanos. O 
sea, exportadores que requieren ofrecer a sus clientes en el extranjero 
opciones de financiamiento para la adquisición de sus productos y /o  
servicios.

-Factoraje internacional de exportación el cual es un programa dise­
ñado para satisfacer las necesidades de liquidez a empresas mexicanas 
por medio de sus cuentas por cobrar, con una cobertura internacional 
y un financiamiento de hasta el 90% del valor facturado.

En el 2012 los recursos otorgados a pequeñas y medianas empresas 
exportadoras ascendieron a 12 859 millones de pesos y beneficiaron 
a 921 empresas; en el 2013 a 19595 millones y 2180 empresas bene­
ficiadas y en el 2014 a 32770 millones para 3 705 empresas. En este 
último año el 42% de los recursos se destinaron al otorgamiento de
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créditos a través de los intermediarios bancarios y no bancarios, el 30% 
al programa de garantías, el 23% a cartas de crédito y el restante 5% a 
factoraje internacional (Bancomext, 2015).

La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS

ProMéxico

Desde el año 2007 ProMéxico sustituyó a Bancomext en las tareas de 
promoción de las exportaciones y atracción de inversión extranjera 
directa al país. Se trata de un fideicomiso público del gobierno federal 
encargado de coordinar las estrategias dirigidas al fortalecimiento de 
la participación de México en la economía internacional, apoyando el 
proceso exportador de las empresas establecidas en nuestro país y coor­
dinando acciones encaminadas a la atracción de inversión extranjera. Los 
lineamientos que sustentan las bases generales para los Apoyos y Servi­
cios que ProMéxico proporciona son los siguientes (ProMéxico, 2015):

-Apoyar la mejora de procesos empresariales, la promoción y la co­
mercialización de los productos y  servicios mexicanos en el exterior, 
así como la internacionalización de las empresas mexicanas, para fo­
m entar el comercio exterior y la inversión extranjera directa en México.

-Facilitar la mejora y certificación de procesos productivos, así 
como el incremento de la competitividad de productos y servicios 
mexicanos, con el objeto de satisfacer los requerimientos del mercado 
internacional.

-Estimular el posicionamiento de marcas mexicanas en los mer­
cados internacionales a través de la instrumentación de esquemas de 
prom oción de los productos y servicios mexicanos.

-Apoyar la presencia de productos y servicios mexicanos en ferias y 
misiones comerciales, así como en foros de negocios internacionales.

-Fomentar la adopción de mecanismos y prácticas de comerciali­
zación y logística de las empresas mexicanas en los mercados interna­
cionales.

-Apoyar la atracción de inversión extranjera a través de ferias, semi­
narios, foros y otras formas de difusión y encuentros con inversionistas 
internacionales, tanto en México como en el exterior.
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-Apoyar la capacitación y asistencia técnica a las empresas para me­
jorar sus condiciones de competencia en los mercados internacionales.

-Estimular el desarrollo de estudios e investigaciones sobre nego­
cios internacionales así como la preparación de profesionistas que 
impulsen el desarrollo comercial de las empresas mexicanas en el 
exterior.

Los apoyos y servicios se proporcionan a través de una red de Ins­
tituciones de Apoyo como organismos empresariales, agrupaciones 
gubernamentales, instituciones educativas, centros de investigación, 
empresas de capacitación en negocios internacionales, así como de­
pendencias, entidades y organismos federales, estatales y municipales.

Conclusiones y  com entarios finales

Con base en los resultados del análisis del comportamiento exporta­
dor de las mipymes presentado anteriormente, sobresale el hecho de 
que en el período 2007-2013 su participación en el esfuerzo de inter­
nacionalización sigue siendo marginal, se encuentra prácticamente 
estancado y altamente concentrado en un país de destino: los Estados 
Unidos, desestimando las oportunidades de mercado que brindan las 
naciones de Centro y Sudamérica, la Unión Europea y Asia.

Por otra parte, tales resultados son un indicador del limitado alcan­
ce y poco éxito logrado con los programas arriba mencionados imple- 
mentados por el gobierno federal para amortiguar los obstáculos a la 
internacionalización de las mipymes manufactureras.

Por consiguiente, se hace evidente la necesidad de diseñar una po ­
lítica económica que efectivamente coadyuve a superar los obstáculos 
que enfrentan las mipymes para acrecentar su internacionalización 
y para que ocupen un puesto realmente significativo en el sector ex­
portador del país. Para ello, se propone una política que incorpore un 
nuevo instrumento: un Plan Integral de Desarrollo de las Mipymes de 
Exportación, formulado con una visión holística y con recursos sufi­
cientes para abocarse de manera concluyente a superar la problemática 
que enfrenta.

320



Por último, es importante mencionar que el número de investiga­
ciones sobre la internacionalización de las mipymes manufactureras es 
muy limitado, tanto en lo referente a enfoques de carácter global como 
los específicos a nivel regional, de rama y empresa. En consecuencia, es 
indispensable que en las instituciones de investigación y universidades 
del país se promueva en mayor medida su estudio a través de trabajos 
que den respuestas a interrogantes como las siguientes: ¿Por qué se in­
ternacionalizan las mipymes manufactureras, cómo se internacionali­
zan y cuáles son los factores determinantes de su internacionalización?

Asimismo, son importantes los estudios que aborden cuestiones 
como la evaluación de la eficacia de las políticas públicas de apoyo a las 
mipymes manufactureras de exportación, estimación de su potencial 
exportador, grado de aprovechamiento de las preferencias arancelarias 
derivadas de los tratados y acuerdos comerciales, experiencias exitosas, 
oportunidades de mercado, marcos normativos de su operación, estu­
dios prospectivos, asociación y cooperación interempresarial, y logísti­
ca internacional. Además, impulsar la elaboración de diagnósticos de 
empresa enfocados a la identificación y análisis de las problemáticas in­
ternas y externas que enfrentan en sus procesos de internacionalización.

La  internacionalización de las mipymes manufactureras:
SITUACIÓN actual Y DESAFÍOS
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para el desarrollo inclusivo en el sector salud
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1. Introducción

América Latina es la región más desigual del planeta (Bárcena Ibarra, 
2012). Si bien la exclusión no es únicamente un tema de desigualdad, 
sí existe una estrecha relación entre ambos fenómenos. Durante los 
últimos años, se ha observado además que esta relación desigualdad- 
inclusión ha sido también acompañada por procesos de crecimiento 
económico que, se esperaba, redundaran en un mayor bienestar 
(Sunkel F  Infante, 2009).
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325

mailto:josemiguelnatera@gmail.com
mailto:srojasrajs@gmail.com
mailto:marce.srz@gmail.com
mailto:josemiguelnatera@gmail.com
mailto:srojasrajs@gmail.com
mailto:marce.srz@gmail.com


J osé Miguel Natera, Soledad Rojas y Marcela Suárez

En la región se ha observado el fracaso de la teoría del derrame eco­
nómico, en la que los beneficios del proceso de crecimiento económi­
co se traducen en desarrollo de manera automática, donde las fuerzas 
del mercado se encargan de distribuir linealmente los beneficios a 
la sociedad, a través de los salarios (forma directa) o a través de las 
ayudas específicas y acotadas de un Estado solvente (forma indirecta)4 
(Aghion F  Bolton, 1997). La confrontación con la realidad ha obli­
gado a repensar el desarrollo y, en especial en los últimos años, en la 
capacidad que tiene este proceso de alcanzar a todos los sectores de la 
población.

La ciencia, la tecnología y la innovación (cti) se han considera­
do como uno de los principales motores que favorecen el proceso de 
desarrollo económico (Fagerberg, Srholec, F  Verspagen, 2O1O), por 
lo que es necesario también repensarlas en términos de la inclusión, 
no sólo considerando el acceso a bienes materiales u oportunidades 
económicas, sino la posibilidad de tener condiciones de vida dignas 
(lalics, 2014).

El estado de salud en las sociedades es un factor que condiciona el 
desarrollo económico y social (Sáenz, 2O15). La salud y la enfermedad 
se distribuyen de forma diferenciada en los colectivos humanos, según 
condiciones de vida y socio-económicas, acceso a recursos sanitarios 
básicos y al sistema de salud. Estas desigualdades sanitarias produ­
cen inequidades en salud (oms, 2OO9). Los colectivos en posiciones 
sociales menos privilegiadas enferman y mueren con más frecuencia 
o gravedad que quienes tienen mejores condiciones de vida y mayor 
acceso a satisfactores básicos de bienestar, como la educación, el tra­
bajo, la vivienda, un medio físico saludable (por ejemplo, con agua 
potable), entre otros determinantes sociales de la salud.

4 Esa expectativa, a todas luces frustrada, se apoyó en un modelo de políticas neoliberal, 
en el que la intervención del Estado en la economía era considerada una fuente de ineficien­
cia: el mercado por sí sólo tenía el poder de solucionar los problemas sociales a través del 
uso eficiente de recursos; por tanto, la disminución de la participación del Estado era una 
ayuda en la promoción de las soluciones privadas a las demandas sociales. El modelo neo­
liberal implica, por ejemplo, una disminución del gasto social, la privatización de empresas 
estatales y la desregulación de las actividades económicas (Rodrikc, 2OO3).
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A pesar de la evidencia que muestra el gran impacto de las inequi­
dades en salud y la existencia de un gradiente social en la salud (oms, 
2OO9), las p olíticas sanitarias están centradas en el tratamiento cura­
tivo de las enfermedades, en muchas ocasiones sin tomar en cuenta 
su carácter social (Laurell, 1995). La práctica médica está actualmente 
más centrada en la implementación de tecnologías diagnósticas y te­
rapéuticas, que si bien pueden tener gran valor, también pueden ser 
inaccesibles para la mayoría de la p oblación y los sistemas públicos de 
salud. La perspectiva del desarrollo inclusivo pensado en térm inos de 
salud, perm ite reconocer que esta última está socialmente determina­
da y que las acciones que buscan reducir las brechas de desigualdad 
entre los grupos humanos tienen efecto s p ositivos en la salud. En este 
sentido, constituye un marco orientativo tanto para la p roducción de 
soluciones a p roblemas de salud, como para la implementación de 
p olíticas e intervenciones sanitarias, que además de actuar sobre las 
enfermedades, consideren las inequidades en salud.

Existe, entonces, una tensión entre desarrollo, cti y salud, que re­
quiere de respuestas teóricas para colaborar en la configuración del 
problema. Partiendo de la aproximación al desarrollo que plantea Sen 
(1999), una visión sistémica de la innovación (Lundvall, Johnson, 
Andersen F  Dalum, 2OO2) y las consideraciones más relevantes para 
lograr la inclusión (Arocena F  Sutz, 2012; Cozzens F  Sutz, 2012; 
lalics, 2014); este trabajo tiene como objetivo explorar dos marcos 
analíticos existentes para el estudio de la orientación de la cti hacia el 
desarrollo inclusivo en el sector salud. La determinación de estos dos 
marcos analíticos se basa en una revisión de la literatura internacional, 
lo cual se hizo de acuerdo a los siguientes pasos: (i) tomando como 
punto de partida todo los documentos presentados en las conferencias 
de los últimos 10 años de la red Globelics5, se buscaron palabras clave 
en los títulos y en los resúmenes con el objetivo de identificar, a través

CIENCIA; TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
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5 La red Globelics (http://www.globelics.org) reúne al mayor número de científicos 
sociales interesados en la relación entre innovación y desarrollo. Es una red global y abier­
ta, en la que participan investigadores de todos los continentes, permitiendo un espacio de 
discusión entre las visiones de países desarrollados y países en vías de desarrollo.
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de los artículos, a los autores más enfocados en el estudio de la interac­
ción entre salud y cti; (ii) se hizo una revisión de los Curricula Vitae 
de estos investigadores para conocer las publicaciones más relevantes 
(usando como criterios el número de citas y la calidad del medio en el 
que se publicó); y (iii) se analizaron los documentos más importantes 
de los investigadores. Estos pasos permitieron localizar las dos pro­
puestas que aquí se analizan, así como recoger la visión de la comu­
nidad científica que estudia la relación entre innovación y desarrollo 
desde una perspectiva sistémica.

Durante la sección siguiente del documento se realizará una discu­
sión de diferentes aproximaciones y retos presentes cuando se desea 
utilizar la cti para solucionar problemas de inclusión. Posteriormente, 
se describirán las particularidades del sector salud, mostrando la com­
plejidad que involucra la atención de las condiciones de vida de la 
población, tomando la diabetes en México como caso ilustrativo. Por 
último, se presentarán los dos marcos analíticos más influyentes para el 
estudio del uso de la cti hacia el desarrollo inclusivo en salud, señalan­
do las coincidencias y diferencias de ambos enfoques.

2. cti y  desarrollo: una visión sistém ica

Resulta inexorable empezar la discusión de la relación entre desarro­
llo inclusivo y cti con una revisión elem ental de dos conceptos clave: 
desarrollo e innovación . Si bien el objetivo de este documento no es 
presentar una revisión exhaustiva de estos conceptos (los cuales están 
siempre abiertos a debate), sí es necesario establecer cuáles son las in­
terpretaciones que de ellos se harán .

Una primera y básica distinción es la diferencia entre desarrollo y 
crecimiento económico. El fuerte empuje que tuvieron los ajustes es­
tructurales para las economías menos avanzadas en la década de los 
noventa, especialmente en América Latina, hace imprescindible esta­
blecer esta diferenciación. El desarrollo no debe ser visto como un “pro­
blema”, un objeto o un proceso unidimensional en el que la asignación 
de recursos es el inconveniente que hay que resolver. El desarrollo, en
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cambio, será un proceso dinámico, complejo, no lineal, en el que la inte­
racción de distintas capacidades y recursos son requisitos para el logro 
de condiciones de vida favorables de la sociedad (Hirschman, 1958).

Afortunadamente con muchas críticas, el pib per cápita, que en rea­
lidad expresa el nivel de crecimiento económico, ha sido comúnmente 
considerado como un buen indicador para evaluar el nivel de desarro­
llo de una sociedad. Este enfoque ha ido perdiendo aceptación debido 
a las deficiencias de medir el bienestar utilizando sólo indicadores ma­
teriales (Fioramonti, 2O13). Más aún, esta excesiva vinculación entre 
el crecimiento de las variables económicas y los p rocesos de desarrollo 
puede ser perjudicial, pues permitiría justificar, p or ejemplo, el incre­
mento en la desigualdad o la degradación del medio ambiente (Daly, 
1987; Ramos, 1997). Ahora bien, si enfáticamente se distingue el logro 
de mayores niveles de desarrollo de la p osición o utilización de mayor 
cantidad de bienes materiales, no es necesario plantear que existe una 
relación antagónica entre crecim iento económ ico y desarrollo : existen 
sociedades que han logrado alcanzar altos niveles de bienestar y que 
exhiben también altos niveles de pib per cápita (Kahneman, Krueger, 
Schkade, Schwarz, y Stone, 2OO4).

Una aproximación al desarrollo que es útil para observar esta dis­
tinción es la propuesta de Amartya Sen (1999): “desarrollo como 
libertad”. Sen piensa el desarrollo como la eliminación de falta de liber­
tades, tanto a nivel individual como a nivel social. Para ello, argumenta 
que las personas deben contar con “capacidades”6, definidas como las 
diferentes oportunidades y la posibilidad de decidir lo que ellas (a 
nivel individual y /o  social) quieren hacer: las capacidades son los 
facilitadores reales para conquistar diferentes tipos de libertades que 
constituyen el desarrollo (Sen, 1999). Esta visión ha contribuido a
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6 En inglés “capabilities”. Existen algunas diferencias semánticas en cuanto a la tra­
ducción al español del término “capabilities” como capacidades, pues en su concepción 
original incluye la posesión de cierto nivel de recursos (conocimientos, relaciones, mate­
riales, etc.) con las habilidades necesarias para poder utilizarlos con un objetivo definido. 
Ahora bien, esta combinación entre recursos y habilidades también es debate de discusión, 
tal como indica Clark (2OO5): existen aún áreas grises para entender la participación de los 
bienes materiales en esta definición de bienestar.
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disminuir el enfoque del utilitarismo y el razonamiento liberal hacia 
un análisis más profundo y cuidadoso de las condiciones de vida de las 
personas (Corbridge, 2OO2). Que las personas puedan construir capa­
cidades para tomar decisiones sobre la vida que quieren vivir y lograrlo 
implica, sin embargo, una gran complejidad. En primer lugar, porque el 
desarrollo entonces debe ser hecho por la gente, en lugar de hecho a la 
gente: se requieren actores informados y conscientes en este proceso y 
la posibilidad de que tom en decisiones: el desarrollo debe considerar 
la capacidad de agencia. En segundo lugar, es difícil definir el equili­
brio adecuado entre la libertad individual y la libertad colectiva, sus in­
teracciones y su posible conflicto de intereses (Smith y Seward, 2OO9).

La visión de Sen requiere una aproximación sistémica al problema 
del desarrollo y es allí donde encuentra importantes paralelismos en la 
economía de la innovación. La definición más clásica de innovación está 
dada por el Manual de Oslo: “es la introducción de un producto (bien o 
servicio) o de un proceso, nuevo o significativamente mejorado, o la in­
troducción de un método de comercialización o de organización nuevo 
aplicado a las prácticas de negocio, a la organización del trabajo o a las 
relaciones externas” (ocde, 2OO5). Sin embargo, esta definición ha sido 
ampliamente debatida, en particular por los países en vías de desarrollo, 
donde la necesidad de incorporar el contexto como elemento definidor 
es crucial (Ricyt, Oea y Cyted, 2OO1). Más aun, la necesidad de conside­
rar la solución de problemas como parte del concepto de innovación ha 
sido una propuesta que ha ganado terreno en la economía, como resulta­
do del análisis de los procesos que se dan en los países del Sur y en la nece­
sidad de buscar nuevas aproximaciones para lograr las metas pendientes 
del desarrollo (Arellano Hernández, 2O11; Arocena y Sutz, 2OO3).

La economía evolucionista pone a los procesos de innovación en 
el centro del desarrollo económico, los caracteriza con interacciones 
complejas con la ciencia y la tecnología y los estudia desde una pers­
pectiva relacional. Así, los sistemas de innovación (si) son construc- 
tos desarrollados como herramientas de acción y marcos analíticos 
para entender cómo la cti tiene lugar y cómo se relaciona con los 
procesos de desarrollo (Lundvall, 1992). Los si están caracterizados 
principalmente por tres dimensiones:
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-Los agentes y sus interacciones: Freeman (1995) define a los sí 
como “la red de instituciones de los sectores público y privado cuyas 
actividades e interacciones inician, modifican y difunden nuevas tec­
nologías”. Sin embargo, en una concepción más amplia del proceso, hay 
espacio para la inclusión de otros actores diferentes (Lundvall, 2OO8).

-El proceso de aprendizaje: Lundvall destaca la centralidad del 
“aprendizaje” como el proceso clave: es a través del aprendizaje que los 
agentes públicos y privados se relacionan para crear objetos nuevos y 
útiles o servicios (Lundvall F  Johnson, 1994). Diferentes modos de 
aprendizaje (aprender haciendo, aprender mediante el uso y el apren­
dizaje mediante la interacción) tienen lugar en diferentes niveles, pero 
siempre residen en personas (Lundvall, 1996).

-El marco institucional: las llamadas “reglas del juego”, es uno 
de los principales determinantes de un sí (Nelson F  Nelson, 2OO2). 
La manera en que las rutinas se organizan y evolucionan impulsarán o 
retrasarán el progreso económico de los países (Nelson, 2OO8).

Lundvall et al., (2OO9) centran su atención en la contribución de los 
sí en la economía del desarrollo: en lugar de una receta única para el de­
sarrollo, los sí sugieren una estrategia en la que se invierta en la construc­
ción de capacidades, diferenciadas y con alto grado de endogeneidad, a 
través de un proceso de aprendizaje interactivo. Esta estrategia es a menu­
do llamado el fomento de competencias, o, en otras palabras, los procesos 
de aprendizaje y la renovación de las habilidades necesarias para innovar 
(Lundvall F  Borrás, 1997). Esta es la razón por la que se puede sustentar 
el argumento de Lundvall cuando propone la relación directa que hay en­
tre esta visión de la innovación y la propuesta por Sen para el desarrollo:

El enfoque de Sen es compatible con la aproximación de sistemas de in­

novación. Es im portante destacar, sin embargo, que las capacidades de 

aprendizaje y  de innovación en general, no parecen estar incluidas explí­

citamente en este enfoque de desarrollo basado en capacidades. Extender 

las capacidades puede ser el resultado de cambiar el entorno en el que 

opera el agente, pero, aún más im portante en la econom ía del aprendiza­

je, es si el ajuste da acceso y estimula la renovación y  m ejora de las com pe­

tencias de los agentes (Lundvall, 2OO7) [traducción de los autores].
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Esta crítica que realiza Lundvall a la definición de desarrollo de 
Sen, deja entrever las posibilidades de complementariedades entre 
ambos campos de estudio: los si pueden arrojar luz sobre el análisis 
de las complejas relaciones económicas que constituyen el desarrollo, 
incorporando los procesos de aprendizajes y de construcción de nue­
vas capacidades.

3. El “surgim iento” de la inclusión en los estudios de la c t i

Cuando Cozzen y Sutz (2012) señalan las sendas separadas que 
han seguido los estudios del desarrollo y los de la economía de la 
innovación,7 no niegan las interacciones que existen entre ellos. Sin 
embargo, como ellas mismas plantean, ambos campos de estudio han 
crecido de forma paralela y con un cierto grado de desvinculación. Los 
estudios económicos de la innovación han tenido un fuerte énfasis en 
el aumento de la competitividad empresarial y en el establecimiento 
de relaciones sistémicas entre los actores para este fin. Por su parte, los 
análisis del desarrollo han considerado el uso del conocimiento como 
una herramienta más para el logro de mejores condiciones de vida, sin 
dar un papel principal a la creación de nuevas capacidades, que son fun­
damentales para que este proceso se pueda llevar a cabo. Es por ello que 
el planteamiento de estas autoras se articula alrededor de la necesidad 
de reforzar los vínculos entre ambas corrientes, en un reconocimien­
to sincero de las limitaciones que surgen de esta división. Esta es una 
de las razones por las que, si bien es ampliamente estudiado el efec­
to positivo que tiene el avance de la cti en el crecimiento económico 
(con certeza, al menos hay evidencia en las economías de la ocde), 
la relación entre la cti y los problemas de inclusión aún sigue siendo 
un territorio poco explorado (Soares y Podcameni, 2014). La red

7 La escuela cepalina es una obvia excepción a este proceso. Sin embargo, en la CEPAL, 
la centralidad de la desigualdad es reciente, se enfatiza en el 2012 en el documento “Cam­
bio estructural para la igualdad: Una visión integrada del desarrollo” (Bárcena Ibarra, 2012), 
mostrando también oportunidades de convergencia con otras visiones del desarrollo.
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lalicS;8 en 2014; empezó un proyecto que vincula a un grupo de in­
vestigadores en América Latina para enfrentar el reto de incorporar la 
inclusión como el objetivo central de los procesos de desarrollo. Para 
ello; proponen varias caracterizaciones de los procesos de inclusión y 
exclusión (lalicS; 2014); como lo son: (i) la desigualdad y pobreza 
como fuentes de exclusión; (ii) la característica multifacética de la in­
clusión; que supera los problemas de distribución del ingreso; (iii) la 
inclusión como un “proceso situado” donde se establecen relaciones 
de poder; (iv) la relación entre inclusión y la garantía de derechos ciu­
dadanos; así como entre inclusión y la participación en sistemas de 
producción con condiciones dignas de trabajo; (v) la diferencia entre 
inclusión e incorporación de poblaciones o formas de organización 
social y; (vi) el carácter normativo que implica la inclusión social 
y; por ende; la necesidad de apertura al involucramiento de distintos 
grupos sociales.

Si bien la definición que se ofrece de los si ya implica articular 
distintos actores; el nivel de complejidad aumenta cuando se quiere 
orientar la cti hacia la promoción de la inclusión: además de la diversa 
naturaleza de los actores; existen diferentes niveles de participación 
y poder; en especial; cuando se considera la desigual capacidad de 
agencia de los grupos que se encuentran en situación de marginación 
(Arocena y Sutz; 2012; Johnson y Andersen; 2012). Implica; además; 
reconsiderar esa definición clásica de innovación del Manual de Oslo e 
incorporar nuevos procesos; objetivos y mecanismos de validación de 
las actividades innovadoras; en particular; es importante considerar la 
solución de problemas sociales como un resultado válido del proceso 
de innovación (Cozzens y Sutz; 2012).

La cti para el desarrollo inclusivo requiere también una necesaria 
articulación entre las distintas políticas públicas. La definición de ob­
jetivos claros de lo que se espera de la cti en la creación de capaci­
dades colectivas que logren empoderar a todos los actores; aum enta 8
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8 LALICS es la red latinoamericana que estudia los sistemas de aprendizaje; inno­
vación y creación de competencias (http://www.lalics.org). Es el capítulo regional para 
América Latina de la red Globelics.
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las p osibilidades reales en los grupos excluidos para impulsar y lograr 
cambios (Bortagaray y Gras, 2013). En este sentido, Casas et al., 
(2014) al estudiar el caso m exicano identifican una serie de retos para 
mejorar la gobernanza del Sistema Nacional de Innovación, pues si­
multáneamente se requiere: fortalecer los sistemas de cti, entender la 
naturaleza y  colaborar con la solución de problemas sociales y fortale­
cer la competitividad económica.

4. La relación entre salud e inclusión: consideraciones para la c t i

La salud es uno de los ejes de acción directos en los que hay espacio 
para mejorar las condiciones de vida de la población, aportando a la 
solución de problemas de inclusión. La importancia del desarrollo in­
clusivo como orientación para la cti, se puede ejemplificar tomando 
como caso la diabetes en México.

La diabetes es una enfermedad de etiología compleja y el éxito 
de su tratamiento depende de múltiples factores. Que más del 80% 
de las muertes por diabetes del m undo ocurran en países de bajos 
o medios ingresos (oms, 2015), indica las dificultades para afrontar 
esta enfermedad desde condiciones desventajosas. Las desventajas 
socioeconómicas implican un mayor consumo de alimentos de alta 
densidad energética, que son más económicos y fáciles de obtener, y 
m enor acceso a servicios de salud y a actividades deportivas, funda­
mentales para la prevención o el control de la diabetes. En México, 
se ha demostrado que existe una asociación significativa entre des­
control metabólico y marginalidad en pacientes diabéticos (Medina 
Gómez y López Arellano, 2010, pp. 44-46), mientras que la relación 
entre pobreza y obesidad ha sido también estudiada, dado que es más 
frecuente en zonas con mayor nivel de marginación (Drewnowski y 
Specter, 2004; Jimenez-Cruz, Bacardi-Gascon y Spindler, 2003). En 
este sentido, la diabetes representa un problema de extrema gravedad 
en un país donde la mayor parte de la población es pobre, por lo que 
requiere soluciones que contemplen una visión inclusiva. Su impac­
to negativo en la sociedad incluye frenos para el desarrollo nacional,
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generación de pobreza y efectos en la disminución de productividad 
(fccyT; 2014). Los abordajes para la prevención y tratamiento de la 
diabetes no siempre reconocen la importancia de tener perspectivas 
inclusivas. Por ejemplo, se han implementado estrategias específicas 
para la atención de la diabetes, pero con resultados limitados, como 
es el caso del programa PreveniMSS, que no mejoró notablemente ni 
la detección ni el control metabólico de pacientes. M edina y López 
(2010) señalan que en parte esto se debe a que se planean acciones 
de salud orientadas desde la noción de riesgo, cuyo foco es modificar 
o eliminar factores de riesgo a nivel individual, pero sin considerar la 
dimensión colectiva, desconociendo así las determinaciones sociales 
de la salud y los problemas de la exclusión en un país con las carac­
terísticas de México. Este mismo problema se identifica cuando las 
intervenciones en salud están planteadas fundamentalmente desde 
el concepto de estilos de vida saludables (Rojas-Rajs y Soto, 2013) 
criticado por desconocer las dimensiones cultural y socioeconómica 
de los colectivos y por presuponer que se tiene amplia y homogénea 
capacidad de elegir la forma de vida. La dificultad para integrar la vi­
sión inclusiva en la producción de conocimiento en salud influye en 
los procesos de cti.

En proximidad con el marco del desarrollo inclusivo, desde las co­
rrientes más críticas de pensamiento social sobre la salud existe una 
fuerte tensión respecto al uso del conocimiento sobre salud: se plantea 
que debe tener un enfoque eminentemente social y no sólo biomédico, 
por la estrecha relación entre exclusión, desigualdad y mala salud (M e­
dina Gómez y López Arellano, 2010), temas centrales para la medicina 
social y la salud colectiva latinoamericanas. En el caso de la diabetes, 
estos factores han mostrado ser determinantes para comprender la 
etiología y curso de la enfermedad (Pickett, et al., 2OO5).

Por tanto, es necesario desarrollar distintos tipos de conocimien­
to para la atención del problema de la diabetes, puesto que el conoci­
miento que se valida como útil tiene un fuerte sesgo biomédico, que 
dificulta el reconocimiento del contexto social y cultural, al centrarse 
en los aspectos biológicos de la diabetes por encima de sus determina­
ciones sociales.
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Adicionalm ente, el combate de enfermedades como la diabetes im­
plica soluciones coordinadas, donde interactúen los distintos actores 
sociales, p or lo que, si se quiere incorporar al conocimiento como una 
herramienta para su solución, se debe considerar tanto a los actores del 
sistema de salud como a los del si. Una tarea imp ortante es fortalecer 
con cti los sistemas de salud, cuya respuesta ante la diabetes ha sido 
insuficiente (Yach, Hawkes, Gould y H ofman, 2OO4). Distintos p ro­
blemas han restado capacidad al sector salud (Am agada et al., 2OO5): 
la transición epidemiológica, inequidad e ineficiencia de los sistemas 
de salud, precariedad institucional de la salud pública, mayor costo de 
los servicios de salud, baja calidad de los servicios, débil y baja cober­
tura en la atención primaria, p roblemas en la sostenibilidad financiera. 
Muchos de ellos se asocian a la contracción del gasto social derivada 
de la primera y segunda generación de reformas a los sistemas de sa­
lud (Tetelboin, 2OO6). Adicionalm ente, sucesivas crisis financieras 
han m ermado el acceso real a los servicios de salud de gran parte de la 
p oblación y han disparado la desigualdad y los procesos de exclusión 
en toda la región latinoamericana, incluido México. Esto, aunado a las 
condiciones sociales estructurales, genera un círculo vicioso donde se 
afecta la inclusión : los mayores niveles de p obreza y desigualdad im­
pactan en la baja calidad de vida de la p oblación y exacerban los p ro­
blemas de salud.

Am agada et al., (2OO5) identifican también problemas en la po ­
lítica pública como la falta de coordinación y articulación entre los 
distintos proveedores de servicio, fragmentación del sistema de salud 
e ineficiencia en el uso de los recursos, insuficiente financiamiento 
asignado a la prevención de enfermedades, diversidad en la calidad de 
los servicios y débil determinación de orientaciones estratégicas y de 
diseño de políticas a mediano y largo plazo. Los problemas de coordi­
nación entre actores son fallas importantes en la estructura de los 
sistemas, que también se harán presente cuando se quiera orientar las 
capacidades de los agentes para las soluciones de problemas basadas 
en conocimiento.

Esta situación, que afecta los posibles procesos de cti, se pue­
de ver en el sistema de salud mexicano, que se caracteriza por su
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fragmentación (Laurell, 2013). Las instituciones de salud son he­
terogéneas entre sí, en términos de recursos, coberturas, servicios 
prestados y capacidades científico-tecnológicas, y aún son débiles 
las políticas que fomentan su vinculación con cti. Si bien im portan­
tes instancias de investigación forman parte del sistema de salud 
(González Block, 2006), como es el caso de los Institutos Nacionales 
de Salud y los Hospitales de Alta Especialidad de la Secretaría de Sa­
lud; o la Coordinación de Investigación en Salud del imss; es posible 
identificar brechas entre la investigación que producen estas institu­
ciones y la política pública en salud (González Block, 2006).

Este contexto plantea retos para la cti. En primer lugar, resulta 
apropiado pensar en una definición de innovación que sea más am­
plia que la planteada por la ocde (2005), en la que haya cabida para 
la incorporación de la solución de problemas: la complejidad de los 
problemas de salud requiere el uso del conocimiento más allá de 
la incorporación de productos y servicios en el mercado, donde sea 
posible pensar en soluciones colectivas que tengan otro tipo de valor 
como objetivo (Torres, Jasso y González, 2014). Además, si bien los 
si son una herramienta útil para analizar cómo construir capacidades, 
se debe reorientar este constructo para que sea un marco analítico para 
abordar la orientación de la cti en el sector salud. Para abordar ambos 
retos, una vía fundamental es incorporar en el análisis las especifici­
dades del sector en el que se insertarán los procesos de innovación 
(Chataway, Hanlin, y Kaplinsky, 2014).
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5. D os aproximaciones para la orientación de la c t i  

hacia el logro T u! desarrollo inclusivo en el sector salud

Tal como muestra el caso de la diabetes en México, la complejidad del 
sector salud es un verdadero reto para la contribución de la cti en el 
desarrollo inclusivo. De hecho, Johnson y Andersen (2012) identifican 
al sector salud como uno de los principales objetivos de investigación 
en este tema.
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El u so de la cti para lograr m etas de inclusión en el sector salud 
ha sido estudiado en ot ros contextos de países en vías de desarrollo. 
D entro de la literatura global se pueden identificar principalm ente 
dos corrientes: una que parte desde el avance de la tecnología a ni­
vel global y otra que considera el desarrollo de capacidades locales. 
A continuación se m ostrarán cuáles son las p ropuestas de cada una 
de ellas.

5.1 Tecnologías sociales en salud a escala global

El prim er enfoque para el uso de la cti como estrategia para lograr un 
desarrollo inclusivo en los p roblemas de salud, se puede denom inar 
“Tecnologías sociales en salud a escala global” (Chataway et al., 2014). 
Esta corriente fue desarrollada al analizar las iniciativas en África para 
la generación de vacunas contra el sida y la malaria, las cuales son dos 
de los mayores p roblemas de salud que afecta a la p oblación de la re­
gión (Samb o y who, 2014).

La principal p ropuesta es el uso del p rogreso de la cti en áreas del 
mundo de mayor desarrollo para lograr adaptaciones de esas solucio­
nes (p roductos y servicios) en regiones menos avanzadas. La consi­
deración del contexto es fundamental, pues es necesario dialogar con 
las especificidades locales (sociales, culturales, geográficas) para lograr 
una inserción exitosa de los p roductos y servicios.

El proceso de innovación se describe como la interacción entre las 
tecnologías físicas y las tecnologías sociales (Nelson y Sampat, 2001; 
Nelson, 2008). Las tecnologías físicas son todos aquellos recursos 
materiales necesarios para la generación de un producto o servicio, 
por tanto, tienen un grado mayor de independencia del contexto en 
el que se encuentran. Si se tom a como ejemplo la elaboración de un 
fármaco, las tecnologías físicas serían los componentes activos pre­
sentes en la medicina.

Las tecnologías sociales tienen otro nivel de complejidad: están 
constituidas por las formas de organización humanas necesarias para 
producir: la división del trabajo, asignación de responsabilidades e
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incluso la m anera en que los productos o servicios serán usufruc­
tuados. Continuando con el ejemplo del fármaco, las tecnologías 
sociales serían los procedim ientos para elaborar, distribuir, recetar 
y administrar la medicina. Las tecnologías sociales y las tecnologías 
físicas no son dos espacios independientes: ambas interactúan y se 
modifican m utuam ente en el tiempo, en una relación no-lineal. En 
el caso de la salud, hay dos relaciones con las tecnologías sociales 
que vale la pena destacar (Chataway et al., 2O1O): a) el conocimiento 
incorporado que tienen las tecnologías físicas parece estar asociado 
a un m odo de generación de conocimiento norm almente conocido 
como “M odo 2”, esto es, producción de conocimiento con una m a­
yor orientación a la aplicación práctica, multidisciplinariedad, mayor 
diversidad de actores (Gibbons et al., 1994), lo cual no deja de ser 
parte de una tecnología social; b) las tecnologías sociales implican 
la capacidad de agencia, la posibilidad de que los actores puedan 
reestructurar la forma en que se organizan y crear nuevas reglas de 
acción, lo que tiene un impacto en las soluciones que producen y 
utilizan.

¿Cómo lograr entonces que esas tecnologías físicas de la salud (ge­
neradas a escala global) puedan servir para solucionar problemas en 
grupos de personas en condición de exclusión? Una posibilidad es en­
focarse en adaptaciones, principalmente en las tecnologías sociales, 
para que muchas de las tecnologías físicas (y el conocimiento que 
ellas tienen incorporado) puedan ser transferidas en contextos con 
problemas de inclusión.

La estrategia pasa p or la formación de “Alianzas para el desarrollo 
de p roductos (pdp, p or sus siglas en inglés)”, donde aquellos actores 
dueños de las tecnologías (empresas nacionales o extranjeras, sector 
público, sector académico) puedan relacionarse con los sectores en 
condición de exclusión y desarrollar conjuntamente soluciones acor­
des a sus necesidades (Chataway et al., 2O1O).

Las pdp son las tecnologías sociales requeridas para la adopción, 
adaptación e intermediación entre los actores involucrados en los pro­
cesos de innovación. La capacidad que pueden tener las pdp para lo­
grar la circulación del conocimiento y compartir información, es un
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elemento clave para alinear los objetivos del uso de la cti para lograr 
soluciones inclusivas en el sector salud. Además, las pdp pueden con­
figurarse como alianzas públicas-privadas, en las que se concierten el 
sector productivo con el sector gubernamental para generar nuevas ca­
pacidades mientras se solucionan problemas de salud.

5.2 Arreglos productivos locales en el sector salud

Una segunda aproximación para orientar la cti en el sector salud 
hacia el desarrollo inclusivo son los “Arreglos productivos locales 
en el sector salud” (Couto Soares y Cassiolato, 2013). Desde esta vi­
sión, el desarrollo de capacidades locales es el elemento crucial para 
generar las soluciones a los problem as de salud que puedan incluir 
a toda la sociedad. Uno de los esquemas fundam entales de análisis 
son los arreglos productivos locales (apl): analizan las redes de ac­
tores que existen alrededor de las actividades productivas, cómo se 
relacionan y cómo se articulan con el marco institucional (Cassiola­
to y Lastres, 2000).

Los apl se caracterizan por considerar la dim ensión territo ­
rial; la diversidad de actores y actividades políticas, económicas y 
sociales; el conocim iento tácito; la interacción entre innovación y 
aprendizaje; las formas de organización (gobernanza) y el grado de 
capacidades propias de los procesos de producción. Com o se obser­
va en la Figura 1, los apl se enmarcan en un contexto institucional 
(nacional e internacional) y engloban a las actividades productivas 
y las organizaciones sociales, políticas y civiles. En el centro del m o­
delo están las relaciones entre el sector productivo (proveedores, 
empresas y distribuidores) y los consum idores y usuarios finales, 
m ostrando una estrecha relación con la definición de relaciones 
usuarios-productor que tam bién se encuentra en los si (Lundvall, 
1992). Alrededor de esta relación se encuentran otras organizacio­
nes que proveen servicios necesarios para las actividades producti­
vas y otras organizaciones de soporte que tam bién pueden generar 
capacidades necesarias para esas actividades.
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Figura 1
Esquema conceptual de los Arreglos productivos locales

Fuente: Matos & Stallivieri (2OO9).

Este marco de análisis fue desarrollado en Brasil, reuniendo va­
rias experiencias de innovación para la inclusión en el sector salud: 
las experiencias de Amapá m ostraron cómo la fitoterapia es una so­
lución a la que recurre un buen sector de la población, pues combi­
na los recursos accesibles en su entorno, las tradiciones y rituales de 
su cultura y las relaciones sociales validadas por el colectivo (Couto 
Soares y Cassiolato, 2O13).
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El argumento central es, por tanto, que la innovación inclusiva 
en salud debe estar ligada a contextos culturales y locales concre­
tos, pues tom ar en cuenta las especificidades del contexto favorece 
el involucramiento de los actores en el proceso, la efectividad y la 
sostenibilidad de las soluciones en el tiempo. Además, la generación 
de capacidades que em poderen a los sectores excluidos para produ­
cir nuevas soluciones a sus problemas es lo que perm ite un proceso 
virtuoso en el largo plazo. La garantía de suministro y acceso a estas 
soluciones es, también, otra consecuencia positiva de un proceso in­
clusivo de esta naturaleza.

Para lograr la implementación de estas estrategias se requiere un 
alto grado de coordinación entre los actores y una aproximación dis­
tinta a los mecanismos de políticas públicas (Cassiolato y Lastres, 
2OO7): superando la superficialidad y la generalidad en el diseño de 
los programas y la inmediatez de los resultados, identificando políticas 
públicas con perspectivas sistémicas (en las que se consideran las rela­
ciones ya existentes entre los actores), generando las condiciones para 
lograr mayores niveles de integración entre los actores de los apl y el 
sistema institucional en el que se desenvuelven.

5.3 Relaciones y retos planteados por estas dos
aproximaciones para la orientación de la cti

hacia el logro del desarrollo inclusivo en el sector salud

Los problemas de salud pueden concebirse como un problema comple­
jo, en tanto es multidimensional y multifactorial. Además, la aparición, 
el control o el agravamiento de los problemas de salud están relaciona­
dos con determinaciones sociales, que junto con el plano individual 
conforman un tejido, es decir, una totalidad compleja (Samaja, 2OO4), 
donde el enfoque sistémico resulta muy pertinente: el caso de la diabe­
tes en México ha ilustrado estas características.

Los si son una plataforma útil para entender las relaciones en­
tre las aproximaciones aquí analizadas. El énfasis en los actores lo ­
cales como los agentes clave para lograr que la im plem entación de
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las soluciones pueda ser efectiva y sostenible; en los procesos de 
aprendizaje y de construcción de capacidades (fundam entales para 
el desarrollo de innovaciones), y en la incorporación del entorno 
institucional, como el m edio en el que es posible generar o coartar 
el proceso innovador, dan una referencia clara a los fundam entos 
sistémicos.

La estrategia de fomento a los procesos de aprendizaje (Lundvall 
et al., 2OO9), que permanece al centro de la construcción de sí para 
el desarrollo económico, tiene una enorme validez en este contex­
to (Lundvall y Borrás, 1997). Sin embargo, es cierto que sólo muy 
recientemente, los sí muestran un énfasis fuerte en la participación 
de otros actores sociales distintos a los empresariales, académicos y 
hacedores de políticas públicas. Es por ello que la contribución de 
Cozzen y Sutz (2O12), donde se resalta la importancia de los aspectos 
sociales, complementa la posibilidad de aplicación del enfoque de sí 
en contextos de países menos desarrollados. En particular, ellas abo­
gan por un SI que fomente la inclusión social y contrarreste la des­
igualdad. Según la cepal (Bárcena, 2O12), es posible combinar los 
objetivos de crecimiento económico, la inclusión social y la sosteni- 
bilidad ambiental. Con el fin de alcanzar estos objetivos, es necesario 
un enfoque multinivel en la toma de decisiones. Se deben combinar 
tres elementos esenciales para aumentar la eficiencia y la propiedad, 
que es crucial para la inclusión social: el conocimiento científico y 
tecnológico: la sabiduría y  formas de organización con altos niveles 
de auto-determinación; y la participación.9

En las dos aproximaciones que se han planteado, donde la cti se 
orienta a la mejora de condiciones de salud de la población, se observan 
estas propiedades de creación de capacidades, participación de distintos 
agentes y adecuación al contexto en el que las soluciones serán aplicadas.
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9 Aun cuando no es el objeto de este documento, sí es necesario señalar las im­
plicaciones de esta mirada entusiasta por alcanzar todos los objetivos simultáneamente, 
sin reconocer los posibles conflictos que entre ellos pueden emerger. Una mirada crítica 
desde la coherencia de políticas públicas sería un análisis más realista de las verdaderas 
posibilidades del cumplimiento de estos objetivos (Millán, 2O14).
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De manera concreta, bajo el enfoque de los si, se pueden identificar 
cuatro dimensiones comunes. En primer lugar, comparten un énfasis 
en el acceso a bienes y servicios que solucionen problemas de salud. 
Si bien el acceso no es el único condicionante en los procesos de desa­
rrollo inclusivo (Arocena y Sutz, 2012; Cozzens y Sutz, 2012), sí es un 
elemento clave para la solución de problemas urgentes que afectan las 
condiciones de vida de la población. En segundo lugar, ambas aproxi­
maciones requieren de la construcción de capacidades locales (pro­
ducción propia) y de capacidad de absorción (apropiación externa). 
Aun cuando las “Tecnologías sociales en salud a escala global” tienen 
un enfoque más cercano a la incorporación de tecnología foránea, el 
proceso de adaptación que propone requiere la generación de capa­
cidades locales que puedan traducir las necesidades de la población 
en términos armónicos con las tecnologías globales (Chataway et al., 
2014). En tercer lugar, está la determinación que impone el contexto: 
las soluciones son viables si y sólo si consideran cuáles son las condi­
ciones específicas en las que se van a implementar y cómo interactúan 
con las culturas y tradiciones de la población que las adoptará. Final­
mente, en ambas aproximaciones el papel del Estado es fundamental, 
en tres funciones muy claras: como mediador entre los distintos acto­
res, como regulador y garante del respeto de los derechos de los acto­
res (en especial de los sectores en condición de exclusión) y también 
como generador de capacidades.

Al mismo tiempo, la interacción de estas dos aproximaciones plan­
tea nuevos retos para el análisis teórico. Por un lado, ambas corrientes 
no son m utuam ente excluyentes: la generación de capacidades loca­
les y la implementación de tecnologías globales pueden (y en algunos 
casos deben) ser parte de un proceso continuo, en el que los actores 
puedan potenciar sus capacidades de aprendizaje. El reto es entender 
cómo lograr esa interacción para alcanzar mayores niveles de efecti­
vidad en el largo plazo. Por otro lado, los tipos de agencia de los acto­
res que participan en el proceso de inclusión, necesitan capacidades 
diferenciadas dependientes del contexto. En este caso el desafío está 
en entender cuáles son esas capacidades y cuáles son los posibles m e­
canismos para desarrollarlas. Por último, el rol del Estado también es
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diferenciado dependiendo de la combinación de estas aproximacio­
nes que se requiera para el diseño de políticas públicas: un desafío no 
menor es entender cuáles y cómo se pueden construir capacidades 
institucionales que colaboren con el uso de la cti para un desarrollo 
inclusivo en el sector salud.

La solución de estas tensiones entre la utilización de tecnologías 
globales y el uso de capacidades locales tiene importantes repercu­
siones prácticas. Por ejemplo, existen mecanismos de dependencia 
tecnológica que pueden ser salvados si y sólo si las sociedades apren­
den del conocimiento foráneo mientras desarrollan capacidades in­
ternas: la urgencia de los problemas de salud muchas veces pone una 
camisa de fuerza en la que es imposible negarse al uso inmediato de 
soluciones importadas (como aquéllas desarrolladas por las multi­
nacionales farmacéuticas), pues el desarrollo de capacidades locales 
puede tomar décadas, tal como sucedió en el mercado de fármacos 
genéricos en Brasil (Aragáo, Guimaráes y Loureiro, 2O16). El uso del 
conocimiento, si bien no es la única herramienta, es fundamental 
para generar soluciones mejor adaptadas a las realidades sociales y, 
a la vez, reconfigurar las relaciones de poder: quizás sin saberlo, la 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (ompi) reconoce 
esta dinámica cuando propone que frente a la necesidad de medi­
cinas aún bajo patentes, las economías emergentes deberán seguir 
dependiendo de las producciones farmacéuticas de las economías 
dominantes (Quarch, 2O11).

Finalmente, un pesado silencio es evidente al analizar estas apro­
ximaciones: las posibles soluciones aún no responden a la interven­
ción en los sistemas de salud o en la creación de bienes públicos que 
mejoren las condiciones de salud de las poblaciones en su conjun­
to. Esta falta de visión en la que los colectivos sociales puedan ser 
empoderados de forma conjunta, que sobrepase la atención que de 
forma individual (y hasta cierto punto aislada) se puede brindar, es 
un espacio abierto que debe ser discutido. El análisis del caso de la 
diabetes en México ha mostrado claramente cómo esta dimensión 
también tiene un efecto directo y estructural en la solución de pro­
blemas de salud.

CIENCIA; TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
PARA EL DESARROLLO INCLUSIVO EN EL SECTOR SALUD

345



J osé Miguel Natera, Soledad Rojas y Marcela Suárez

6. Conclusiones

Abordar el uso de la cti para favorecer el desarrollo inclusivo es un 
reto enorme, más aún si se considera en el área de la salud, que abarca 
una gran complejidad. Los problemas de exclusión en el sector salud 
comprometen directamente la vida de las personas que los padecen, 
con las obvias repercusiones que esto tiene en la sociedad: el caso de la 
diabetes en México es un claro ejemplo de estos efectos. Atenderlos, 
requiere un enfoque en el que el desarrollo no depende únicamente 
de las posesiones de bienes materiales y considere el logro de liber­
tades individuales y colectivas como fin último. También, requiere 
considerar nuevas formas de utilización del conocimiento, donde los 
procesos de innovación no sólo logren la generación de nuevos pro­
ductos y servicios, sino incluyan la generación de nuevas soluciones 
a problemas existentes.

En este trabajo se ha realizado un breve recorrido de las implicacio­
nes que tiene la cti para el desarrollo inclusivo, considerando la apro­
ximación al desarrollo que plantea Sen (1999), una visión sistémica 
de la innovación (Lundvall et al., 2OO2) y las consideraciones más 
relevantes para lograr la inclusión (Aro cena y Sutz, 2O12; Cozzens y 
Sutz, 2O12; lalics, 2O14). Con este marco fue posible plantear dos 
visiones que han sido aplicadas en el sector salud: el uso de tecnolo­
gías sociales globales en salud, en la que a través de alianzas para el de­
sarrollo de productos se pueda aprovechar el conocimiento producido 
en países avanzados para la generación de soluciones en localidades 
con problemas de exclusión (Chataway et al., 2O1O) y la concepción 
de arreglos productivos locales, donde se analicen las actividades pro­
ductivas que se dan en los contextos de exclusión y de ahí se favorezca 
la creación de capacidades para la solución de los problemas de salud 
(Soares Couto y Cassiolato, 2O13).

Estas dos visiones de cómo incorporar la cti para el desarrollo in­
clusivo en el sector salud tienen interacciones: se centran en el acceso 
a productos y servicios, requieren de la construcción de capacidades, 
consideran el contexto como un elemento crucial y destacan el pa­
pel del Estado. Al mismo tiempo, hay consideraciones importantes
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de estas interacciones: las visiones no son m utuamente excluyentes, 
consideran distintos tipos de agencia y otorgan al Estado un papel dife­
renciado. Pensar en alternativas para combinar ambas aproximaciones 
abre la puerta a la solución sostenible de muchos problemas de salud: 
puede evitar los mecanismos de dependencia tecnológica al empode- 
rar a las sociedades a través del uso del conocimiento. Si bien el cómo 
lograr esta combinación es un tema que debe permanecer abierto al 
debate, no hay duda de que la generación de alternativas híbridas 
encierra un amplio potencial para la mejora de las condiciones de vida 
de la población excluida.

Finalmente, el análisis del caso de la diabetes en México muestra, 
además de la complejidad de los problemas de salud, que en la litera­
tura de la innovación no se ha considerado la incorporación de cono­
cimiento en los sistemas sanitarios como una alternativa viable para la 
solución de problemas de salud: éste es un terreno fértil que llama a 
futuras investigaciones en el tema.
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Políticas públicas /  M éxico

En las últimas décadas el tema del desarrollo social ha vuelto a la 
agenda de la investigación y las políticas públicas, despertando un in­
tenso debate teórico y empírico en torno a su significado y al alcance 
de las políticas y mecanismos con los que se le busca impulsar. La 
concepción de desarrollo social se apoya en una mayor comprensión 
no sólo de la diversidad y complejidad de las necesidades de los se­
res humanos y de las sociedades que éstos construyen, sino también 
de la intrincada red de interacciones que mantienen con el entorno 
ambiental, y en una visión de futuro que refleja la evolución del psi- 
quismo humano y el tipo de personas y sociedades que deseamos 
construir.

“Las políticas” son el instrumento más ampliamente utilizado, ins­
titucionalizado en la mayoría de las sociedades actuales, por medio de las 
cuales, los seres humanos buscan mantener, cambiar o transformar 
las sociedades en que viven. El Estado debería detonar, promover, 
planear y conducir el proceso de desarrollo haciendo un uso extensi­
vo de las políticas públicas. Sin embargo, salvo algunas excepciones, 
estos modelos no cuestionan el postulado fundamental de ortodoxia 
económica, esto es, no ponen en duda la doctrina del mecanismo del 
mercado como la mejor manera de asignar eficientemente los recursos 
disponibles.

Sociedad, desarrollo y  políticas públicas es un libro colectivo, orga­
nizado en dos volúmenes, que aborda desde diversos enfoques y 
metodologías diferentes dimensiones del desarrollo social y las polí­
ticas públicas asociadas.
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